
En el marco del Derecho Ambiental, la conservación de la Biodiversidad
continúa siendo una asignatura pendiente en muchos sentidos. En
semejante entorno, es justo reconocer que la actividad del Tribunal de
Justicia de la Unión Europea ha supuesto una aportación enormemente
positiva al trabajo de protección de la naturaleza. En concreto, su
interpretación del Derecho Comunitario de protección de aves y hábitats
ha sido de gran utilidad en la actividad de conservación. Sin embargo,
el alcance de su influencia continúa en buena parte siendo ignorado en
las tareas de aplicación legal de las Directivas.

Este Manual trata de ser una contribución a que la Jurisprudencia del
Tribunal sea conocida, estimada y aplicada. Se ha configurado como
una herramienta de trabajo y consulta, y por ello, se ha evitado cualquier
consideración al margen del contenido de la Jurisprudencia, limitándose
a resumirla y ordenarla para facilitar su manejo.

SEO/BirdLife, representante de BirdLife International en España, es una
asociación científica y conservacionista fundada en 1954 y dedicada al
estudio y conservación de las aves y de la naturaleza.

Uno de sus principales objetivos es dar a conocer y transmitir a la
población el respecto y conocimiento de las aves y sus hábitats, así como
la importancia de la conservación de nuestra avifauna y los espacios en
los que habitan.

Jurisprudencia del Tribunal
de Justicia de la Unión Europea

en las Directivas de Aves
Silvestres y de Hábitats
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SOBRE ESTE MANUAL

EEn el marco del Derecho Ambiental, la conservación de la
Biodiversidad continúa siendo una asignatura pendiente en
muchos sentidos. Contando con un suficiente acervo legal,
el cumplimiento de las normas que la protegen no es aun
satisfactorio y continúa precisando de un enorme esfuerzo
por parte de las organizaciones de Conservación de la
Naturaleza en toda Europa. En lo que se refiere al Reino
de España, hay que señalar que los esfuerzos legislativos de
los últimos años han chocado con la pervivencia e incluso
el incremento de prácticas destructoras del territorio.

En semejante entorno, es justo reconocer que la actividad
del Tribunal de Justicia de la Unión Europea ha supuesto
una aportación enormemente positiva al trabajo de pro-
tección de la naturaleza. En concreto, su interpretación
del Derecho Comunitario de protección de aves y hábi-
tats ha sido de gran utilidad en la actividad de conserva-
ción. Sin embargo, el alcance de su influencia continua en
buena parte ignorado en las tareas de aplicación legal de
las Directivas.

Este Manual trata de ser una contribución a que la Jurispru-
dencia del Tribunal sea conocida, estimada y aplicada.

Se ha configurado como una herramienta de trabajo y con-
sulta, y por ello, hemos evitado cualquier consideración al
margen del contenido de la Jurisprudencia, que nos hemos
limitado a resumir y ordenar para facilitar su manejo.

Cada Artículo de las Directivas de Aves y de Hábitats va
seguido de un comentario interpretativo, muy resumido y
basado exclusivamente en las Sentencias y otros documen-
tos citados en notas a pie de página y reproducidos a con-
tinuación. Para los casos en que los Tribunales españoles han
producido también interpretaciones jurisprudenciales, estas
han sido incluidas de igual modo. Y para cada Artículo se
adjunta la norma estatal de transposición, acompañada a su
vez de algún comentario sobre su contenido. El Manual se
acompaña de Anexos en que la Jurisprudencia citada se
recoge en orden cronológico y según los Artículos de las
Directivas o normas de transposición correspondientes.
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ce años en el servicio legal de SEO/BirdLife España. Una
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su personal, a su Dirección, y a los compañeros y compa-
ñeras abogados y juristas con quien hemos compartido de
uno u otro modo parte de este tiempo, muchas gracias.

Agradezco también a Ludwig Kramer y a Agustín García
Ureta su continua e inspiradora tarea en la interpretación
jurisprudencial comunitaria.
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PRÓLOGO

EDesde mucho antes del tiempo de los romanos (no qui-
siera remontarme al rey Salomón, pero podría hacerlo)

los diferentes sistemas jurídicos más o menos incipientes
contemplan y desarrollan, bajo diversas modalidades, la
figura de los jueces y tribunales como aquéllas autoridades
encargadas de asegurar el respeto de los derechos y el
cumplimiento de la ley en caso de conflicto. 

El Tratado de Roma, por el que se constituye la Comunidad
Económica Europea, prevé también una autoridad judi-
cial, el Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea, a
quien otorga la exclusiva competencia de interpretar los
Tratados (CEE, CECA, EURATOM) y la legislación deriva-
da, adoptada por la Comunidad en aquéllas competencias
que el Tratado le confiere. Los Artículos 169 y 171, enton-
ces (hoy 258 y 260 en el Tratado de Funcionamiento de la
Unión Europea) establecen el procedimiento de infracción
previo a que el Tribunal de Justicia de la Unión Europeo se
pronuncie a instancias de la Comisión.

Esta función de interpretación de los
Tratados y de la legislación derivada
permanece inalterada en las diferentes
versiones de los Tratados (de Roma, de
Fusión, de Amsterdam, de Maastricht,
de Niza, de Lisboa), sin más cambios –en
nuestro campo– que ampliar sus compe-
tencias con la posibilidad hoy recogida
en el Artículo 260 del Tratado de Funcionamiento de la
Unión Europea, de poder imponer, a propuesta de la
Comisión, sanciones económicas a los Estados miembros
que no han respetado sus sentenciasA. 

La jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión
Europea en materia de medio ambiente, pero también y
muy especialmente –dentro de ese campo– en cuestiones
de protección de la naturaleza es rica, interesante y com-
prometida con la defensa de los valores de conservación
de hábitats y especies, y ha dado fruto a importantísimas
sentencias como las de los casos SantoñaB o LeybuchtC,
sin olvidar la posibilidad –incluso obligación en algunos
casos– de que los Tribunales nacionales sometan cuestio-

nes prejudiciales al TJUE bajo el Artículo 267, posibilidad
–por desgracia escasamente utilizada en España al menos
en materia medioambiental– que nos ha dado también
una nutrida jurisprudencia en materia de protección de la
naturaleza, de la que aquí no quiero reseñar más que un
par de ellas: los asuntos WaddenzeeD o Lappel Bank E, para
que Vds disfruten descubriéndola con la lectura de este
libro. El Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en oca-
siones ha ordenado también medidas cautelares en evita-
ción de riesgos para la naturaleza (Valle de RóspudaF) o
las especies (caza en MaltaG).

Por otra parte, no hay que olvidar que, según se despren-
de de la propia jurisprudencia del Tribunal, la naturaleza del
procedimiento de infracción de los Artículos 258 y 260 del
TFUE es conducir al Estado miembro recalcitrante a respe-
tar sus obligaciones bajo el derecho de la UE, siendo lo
ideal que ello se consiga antes del tiempo necesario para

obtener una sentencia y conformarse a
la misma… El recurso a los Tribunales
es, en este ámbito –cómo en cualquier
otro– una última opción cuando no hay
otro medio mejor, más rápido o más efi-
caz para resolver el conflicto.

No me queda más que felicitar esta ini-
ciativa, a la prestigiosa abogada Cristina
Álvarez Baquerizo, a mi admirada por

tantos motivos y desde hace tantos años SEO/BirdLife, y a
la Fundación Biodiversidad, por haber realizado los esfuer-
zos necesarios para que este libro vea la luz. 

Algún día –y me pongo algo lírico– el respeto al derecho de
los otros y especialmente al de los más débiles (como el me-
dio ambiente) prácticamente inerme ante tanto abuso, sur-
girá espontánea del recto proceder de los hombres y de sus
autoridades –eo qui curam communitatis habetH– sin necesi-
dad de que los Tribunales deban intervenir y pronunciarse.

JAVIER RUIZ-TOMÁS

Dirección General de Medio Ambiente
Comisión Europea

A. Ver Comunicaciones de la Comisión SEC(2005)1658, de 7 de junio de 2007 (DOCE C126 de 7 de junio) y SEC(2010)923/3. 

B. STJUE de 2 de agosto de 1993 en el asunto C-355/90 Comisión/Reino de España

C. STJUE de 28 de febrero de 1991 en el asunto C-57/89 Comisión/Alemania

D. STJUE de 7 de septiembre de 2004 en una cuestión prejudicial, asunto C-127/02

E. STJUE de 11 de julio de 1996 en una cuestión prejudicial, asunto C-44/95

F. Auto del TJUE de 18 de julio de 2007 en el asunto C-193/07 Comisión/Polonia. Consultar en www.curia.eu (Sólo en polaco y francés).

G. Auto del TJUE de 10 de septiembre de 2009 en el asunto C-76/08 Comisión/Malta.

H. La famosa definición de ley de San Agustín que la define como aquélla ordenación de la razón al bien común, por aquéllos que tienen a su cargo el
cuidado de la comunidad –eo qui curam communitatis habet– solemnemente promulgada.



Artículo 1

1. La presente Directiva se refiere a la conservación de todas
las especies de aves que viven normalmente en estado sal-
vaje en el territorio europeo de los Estados miembros en
los que es aplicable el Tratado. Tendrá  como objetivo la pro-
tección, la administración y la regulación de dichas especies
y de su explotación.

2. La presente Directiva se aplicará a las aves, así como a sus
huevos, nidos y hábitats.

Comentario
La primera frase del Artículo 1 expresa la voluntad del
legislador de proteger aa  ttooddaass las especies de aves. Esa idea
de protección general, que como veremos, se va a reflejar
en otros artículos, habrá de ser considerada el objetivo de
la Directiva.

En principio, las aves protegidas por la Directiva son aque-
llas que tienen su hábitat en el territorio de los estados
miembros. (Esta precisión no es obvia ya que el Tratado
de la Unión no restringe, en todos los casos, la aplicación
de la legislación comunitaria ambiental al territorio de la
Unión). La jurisprudencia del TJCE ha tenido ocasión de
pronunciarse respecto del concepto “especie” y “subespe-
cie”, la relación entre ambas y el régimen jurídico de las
mismas, entendiendo que será aplicable la Directiva a

aaqquueellllaass  ssuubbeessppeecciieess  ddee  aavveess  qquuee  vviivveenn  nnoorrmmaallmmeennttee  ffuueerraa
ddeell  tteerrrriittoorriioo  eeuurrooppeeoo  ddee  llooss  eessttaaddooss  mmiieemmbbrrooss,,  ssiieemmpprree
qquuee  llaass  eessppeecciieess  aa  llaass  qquuee  ppeerrtteenneezzccaann  uu  oottrraass  ssuubbeessppeecciieess
ddee  llaass  mmiissmmaass,,  ssii  vviivvaann  eenn  ddiicchhoo  tteerrrriittoorriioo  eeuurrooppeeoo1.

La protección no se extiende a los especimenes nnaacciiddooss
eenn  ccaauuttiivviiddaadd2. En cualquier caso, si especimenes nacidos en
cautividad son liberados en el medio natural y devienen en
indistinguibles de las especies de la misma especie, es razo-
nable considerar que la Directiva si les será de aplicación3.

Por otra parte, de acuerdo a este artículo, la Directiva debe-
rá aplicarse en el territorio de los estados miembros como
un todo, de acuerdo al concepto de ““ppaattrriimmoonniioo  ccoommúúnn””
que se contiene en el cuarto párrafo de su preámbulo4:

Las especies de aves que viven normalmente en estado
salvaje en el territorio europeo de los Estados miembros
son en gran parte especies migratorias. Dichas especies
constituyen un patrimonio común y la protección eficaz de
las aves constituye un problema medioambiental típica-
mente trasfronterizo que implica unas responsabilidades
comunes.

Por ello, los estados que opten por la legislación de su bio-
diversidad de aves de acuerdo a la idea “patrimonial” debe-
rán asegurarse de que esa idea de “patrimonio nacional”,
es compatible con el concepto de defensa del “patrimonio
común” que ofrece la Directiva. En principio, cualquier
legislación nacional que determine la protección de las aves
silvestres en función del concepto de patrimonio nacional,

7

DDIIRREECCTTIIVVAA  DDEELL  CCOONNSSEEJJOO
ddee  3300  ddee  nnoovviieemmbbrree  ddee  22000099

rreellaattiivvaa  aa  llaa  ccoonnsseerrvvaacciióónn  ddee  llaass  aavveess  ssiillvveessttrreess
22000099//114477//CCEE

(DO L 20/7 de 26.1.2010)

(antigua Directiva de 2 de abril de 1979, 79/409/CEE (DO L 103 de 25.4.1979)

1. Párrafo 12 de la Sentencia de 8 de febrero de 1996. Caso 202/94, proceso penal contra Godefridus van der Feesten

2. Párrafos 12 y 15 de la Sentencia TJCE de 8 de Febrero de 1996, Caso 149/94. “Didier Vergy”, Cuestión prejudicial en proceso penal.

3. Epígrafe 1.3.2. del Manual de Directrices de la Comisión “Guidance document on hunting under Council Directive 79/409/EEC on the conservation of wild
birds”, Agosto de 2004.

4. Párrafos 6 y 21 de la Sentencia TJCE de 8 de julio de 1987, Caso 247/85, Comisión contra Reino de Bélgica.



seria incompatible con la Directiva. LLaass  aavveess  ssiillvveessttrreess  nnoo
ssoonn  ppaattrriimmoonniioo  nnaacciioonnaall  ssiinnoo  ccoommuunniittaarriioo  y estas caracte-
rizaciones podrían no ser compatibles simultáneamente5.

Jurisprudencia Comunitaria
PPáárrrraaffoo  1122  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  88  ddee  ffeebbrreerroo  ddee
11999966  CCaassoo  220022//9944  pprroocceessoo  ppeennaall  ccoonnttrraa  GGooddeeffrriidduuss
vvaann  ddeerr  FFeeeesstteenn

1122.. “En la medida en que una subespecie vive normalmente
en estado salvaje en el territorio europeo de los Estados
miembros en que es aplicable el tratado, la especie a la que
pertenece esta subespecie debe ser considerada como una
especie europea y, por lo tanto, todas las otras subespecies
de la especie de que se trata, incluso aquellas que no sean
europeas, están amparadas por la Directiva”

PPáárrrraaffooss  1122  yy  1155  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTCCJJ  ddee  88  ddee  FFeebbrreerroo
ddee  11999966,,  CCaassoo  114499//9944..  ““DDiiddiieerr  VVeerrggyy””,,  CCuueessttiióónn  pprree--
jjuuddiicciiaall  eenn  pprroocceessoo  ppeennaall..

1122.. Por lo que se refiere a los especimenes nacidos y criados
en cautividad, la Comisión, el Gobierno francés y el Sr. Vergy
alegan, en lo fundamental, que la finalidad de la Directiva es
proteger las poblaciones de aves existentes en su medio natu-
ral y que la extensión del régimen de protección a los ejempla-
res de especies silvestres nacidos y criados en cautividad no
corresponde a ese objetivo en materia de medio ambiente.

1155.. Procede, pues, responder a la primera parte de la segun-
da cuestión planteada por el órgano jurisdiccional nacional
que la Directiva no se aplica a los especimenes de aves naci-
dos y criados en cautividad.

PPáárrrraaffooss  66  yy  2211  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  ddee  88  ddee  jjuulliioo  ddee  11998877,,
CCaassoo  224477//8855,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeiinnoo  ddee  BBééllggiiccaa..

66.. Antes de examinar los motivos alegados por la Comisión,
conviene aclarar las disposiciones y las obligaciones derivadas
de la Directiva. A este respecto debe señalarse que, como indi-
ca en su artículo 1, la Directiva persigue la conservación de
todas las especies de aves que viven naturalmente en estado
salvaje en el territorio europeo de los Estados miembros y
tiene por objeto la protección, la gestión y la regulación del
régimen de explotación de estas aves. La Directiva considera
que la protección eficaz de estas aves es un problema de

medio ambiente típicamente transfronterizo que, por tanto,
implica responsabilidades comunes de los Estados miembros.

2211.. Debe afirmarse que el apartado 1 del artículo 1 del
«arrêté royal», de 20 de julio de 1972, limita la protección
establecida por la Directiva a las especies de aves que viven
en estado salvaje en el territorio de Benelux. Para que dicha
disposición se ajuste a las exigencias de la Directiva debe
extender su protección a todas las especies de aves que
vivan de forma habitual o natural en el territorio europeo
de los Estados miembros. La disposición en cuestión protege
igualmente a las especies de aves que viven temporalmente
en los países del Benelux. Debe considerarse que estas espe-
cies viven en estado salvaje en los países del Benelux, aunque
sólo sea durante un período limitado. Si la Comisión señala
que existen especies de aves protegidas por la Directiva,
aunque no vivan de forma permanente en el territorio del
Benelux, la afirmación de que dichas especies no aparecen en
el repertorio de «l’Avifaune de Belgique» no tiene ninguna
trascendencia.

PPáárrrraaffoo  1155  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  ddee  2277  ddee  aabbrriill  ddee  11998888,,
CCaassoo  225522//8855,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  llaa  RReeppuubblliiccaa  FFrraanncceessaa..

1155.. A este respecto, hay que recordar, como ya subrayó el
Tribunal de Justicia en su Sentencia de 8 de julio de 1987
(Comisión contra República italiana, 262/85), que, como indica
el tercer considerando de la Directiva, la protección de las
especies migratorias constituye un problema medio ambiental
típicamente transfronterizo que implica responsabilidades co-
munes de los Estados miembros. Efectivamente, la importan-
cia de una protección completa y eficaz de las aves silvestres
dentro de la Comunidad, sea cual fuere su lugar de estancia
o su espacio de paso, hace incompatible con la Directiva toda
legislación nacional que determine la protección de las aves
silvestres en función del concepto de “patrimonio nacional”.

Otros Documentos citados
EEppííggrraaffee  11..33..22..  ddeell  ««DDooccuummeennttoo  oorriieennttaattiivvoo  ssoobbrree  llaa
ccaazzaa  ddee  ccoonnffoorrmmiiddaadd  ccoonn  llaa  DDiirreeccttiivvaa  7799//440099//CCEEEE
ddeell  CCoonnsseejjoo  rreellaattiivvaa  aa  llaa  ccoonnsseerrvvaacciióónn  ddee  llaass  aavveess
ssiillvveessttrreess»»

La protección no se extiende a los especimenes criados en
cautividad. No obstante, en los casos en que individuos cria-
dos en cautividad sean liberados o vuelvan a la naturaleza, y
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5. Párrafo 15 de la Sentencia TJCE de 27 de abril de 1988, Caso 252/85, Comisión contra la Republica Francesa.



que sean indistinguibles de individuos silvestres de la misma
especie que vivan en la zona, es razonable considerar que son
aplicables las condiciones impuestas por la Directiva.

Transposición
LLeeyy  4422//22000077,,  ddee  1133  ddee  ddiicciieemmbbrree,,  ddeell  PPaattrriimmoonniioo
NNaattuurraall  yy  ddee  llaa  BBiiooddiivveerrssiiddaadd..

Artículo 52. GGaarraannttííaa  ddee  ccoonnsseerrvvaacciióónn  ddee  eessppeecciieess  aauuttóócc--
ttoonnaass  ssiillvveessttrreess..

11.. Las Comunidades autónomas adoptarán las medidas
necesarias para garantizar la conservación de la biodiversidad
que vive en estado silvestre, atendiendo preferentemente a la
preservación de sus hábitats y estableciendo regímenes espe-
cíficos de protección para aquellas especies silvestres cuya
situación así lo requiera, incluyéndolas en alguna de las cate-
gorías mencionadas en los artículos 53 y 55 de esta Ley.

Comentario
La Ley 42/2007, contrariamente a la Ley 4/89, que fue su
predecesora6, no contiene una declaración formal de pro-
tección para todas las especies silvestres. El Artículo 57,
reproducido mas arriba, pone su énfasis en los hábitats, y
se refiere a especies que deben catalogarse, aunque de su
texto podría deducirse una obligación genérica de conser-
vación de todas las aves. Tal obligación se adjudica a las
Comunidades Autónomas.

Artículo 2

Los Estados miembros tomarán todas las medidas necesa-
rias para mantener o adaptar las poblaciones de todas las
especies de aves contempladas en el artículo 1 en un nivel
que corresponda en particular a las exigencias ecológicas,
científicas y culturales, habida cuenta de las exigencias econó-
micas y recreativas.

Comentario
Conjuntamente con el Artículo 1, este Artículo representa
la filosofía de fondo de la Directiva. En esencia viene a

señalar que la pprrootteecccciióónn  ddee  llaass  aavveess  ssee  hhaabbrráá  ddee  bbaassaarr  eenn
ssuuss  eexxiiggeenncciiaass  eeccoollóóggiiccaass,,  cciieennttííffiiccaass  yy  ccuullttuurraalleess, compatibi-
lizándola con las exigencias económicas y recreativas.

Es importante entender que este Artículo nnoo  ccoonnttiieennee, con
su mención a las exigencias económicas y recreativas, nniinn--
gguunnaa  eexxcceeppcciióónn  aall  ssiisstteemmaa  ggeenneerraall  ddee  pprrootteecccciióónn7. El TJCE
ha señalado que no es posible establecer excepciones con
base a este Artículo 2, sino que deben siempre encontrar-
se contenidas en el sistema del Artículo 9.

En concreto, este Artículo no podrá invocarse como una
excepción a la hora de no designar ZEPA según el Artículo
4 de la Directiva. Es decir, nunca las exigencias económicas
o recreativas podrán provocar la no designación de una
ZEPA8.

Jurisprudencia Comunitaria
PPáárrrraaffoo  88  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  SSeenntteenncciiaa  ddee  88  ddee  jjuulliioo
ddee  11998877,,  CCaassoo  224477//8855,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeiinnoo  ddee
BBééllggiiccaa..

88.. El artículo 2 de la Directiva obliga a los Estados miembros
a tomar todas las medidas necesarias para mantener un nivel
de población de todas las especies de aves contempladas que
satisfaga y haga compatibles las exigencias ecológicas, cientí-
ficas, culturales y económicas implicadas. Aunque el artículo 2
no constituye una excepción aislada al régimen general de
protección, demuestra que la Directiva toma en consideración,
por una parte, la necesidad de proteger eficazmente las aves
y, por otra parte, las exigencias de la salud y de la seguridad
pública, de la economía, de la ecología, de la ciencia, de la cul-
tura y del ocio.

PPáárrrraaffoo  1199  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  ddee  22  ddee  aaggoossttoo  ddee  11999933,,
CCaassoo  335555//9900,,  ““MMaarriissmmaass  ddee  SSaannttooññaa””,,  CCoommiissiióónn
ccoonnttrraa  RReeiinnoo  ddee  EEssppaaññaa..

1199.. Tratándose, en concreto, del artículo 4 de la Directiva,
el Tribunal sostuvo en la Sentencia citada que estas razones,
para ser admitidas, deben responder a un interés general
superior al interés ecológico contemplado por la Directiva.
En particular, los intereses mencionados en el artículo 2 de
la Directiva, a saber, las exigencias económicas y recreativas,
no pueden ser tenidos en cuenta. A este respecto, el Tribunal
ya ha sostenido en sus dos Sentencias de 8 de julio de

9

6. Ley 4/1989, de 27 de marzo, de conservación de los espacios naturales y de la flora y fauna silvestres

7. Párrafo 8 de la Sentencia TJCE Sentencia de 8 de julio de 1987, Caso 247/85, Comisión contra Reino de Bélgica.

8. Párrafo 19 de la Sentencia TJCE de 2 de agosto de 1993, Caso 355/90, “Marismas de Santoña”, Comisión contra Reino de España.



1987, Comisión/Reino de Bélgica y Comisión/República ita-
liana, 247/85 y 262/85, que esta disposición no constituye
una excepción al régimen de protección establecido por la
Directiva.

Transposición
LLeeyy  4422//22000077,,  ddee  1133  ddee  ddiicciieemmbbrree,,  ddeell  PPaattrriimmoonniioo
NNaattuurraall  yy  ddee  llaa  BBiiooddiivveerrssiiddaadd..

Artículo 41. RReedd  NNaattuurraa  22000000..

11.. La Red Ecológica Europea Natura 2000 es una red ecoló-
gica coherente compuesta por los Lugares de Importancia
Comunitaria, hasta su transformación en Zonas Especiales de
Conservación, dichas Zonas Especiales de Conservación y las
Zonas de Especial Protección para las Aves, cuya gestión ten-
drá en cuenta las exigencias económicas, sociales y culturales,
así como las particularidades regionales y locales.

Comentario
La Ley 42/2007 no recoge el mandato de conservar las
especies de aves que corresponda a sus exigencias ecoló-
gicas, científicas y culturales. La referencia a tales exigencias
se tendrá en cuenta solo para la gestión de las zonas natu-
ra 2.000, tal como vemos en el artículo 41, reproducido
mas arriba.

Artículo 3

1. Teniendo en cuenta las exigencias mencionadas en el
artículo 2, los Estados miembros tomarán todas las
medidas necesarias para preservar, mantener o restable-
cer una diversidad y una superficie suficiente de hábi-
tats para todas las especies de aves contempladas en
el artículo 1.

2. La preservación, el mantenimiento y el restablecimiento de
los biotopos y de los hábitats impondrán en primer lugar
las medidas siguientes:

a) creación de zonas de protección;

b) mantenimiento y ordenación de acuerdo con los
imperativos ecológicos de los hábitats que se encuen-
tren en el interior y en el exterior de las zonas de
protección;

c) restablecimiento de los biotopos destruidos;

d) desarrollo de nuevos biotopos.

Comentario
Las obligaciones que este ar tículo establece son las
siguientes:

• Tomar ttooddaass  llaass  mmeeddiiddaass  necesarias para preservar y
mantener, en términos generales, una diversidad y una
superficie suficiente de hábitats que requieran las aves
silvestres, eessttéénn  ddeennttrroo  oo  ffuueerraa  ddee  zzoonnaass  ddee  pprrootteecccciióónn,
de acuerdo con sus “imperativos ecológicos”.

• Establecer, eenn  pprriimmeerr  lluuggaarr entre las medidas de protec-
ción, aquellas que se contienen el apartado 2.

El contenido de las obligaciones que establece este
Artículo debe interpretarse del modo siguiente:

• El mandato de este Artículo se refiere a TTOODDAASS  llaass
eessppeecciieess  ddee  AAvveess  SSiillvveessttrreess, –que es a las que se refiere
el Artículo 1 de la Directiva– y no solo a las listadas en
sus Anexos9. 

• Las obligaciones existen desde aanntteess  ddee  qquuee  ssee  oobbsseerrvvee
rreedduucccciióónn  aallgguunnaa en el numero de especimenes de una
determinada especie10.

• Las obligaciones existen ssiinn  qquuee  sseeaa  pprreecciissoo  qquuee  eell  rriieess--
ggoo  ssee  mmaatteerriiaalliiccee11.

• Deben protegerse zzoonnaass  ppaarraa  llaa  pprreesseerrvvaacciióónn  ddee  llooss
hháábbiittaattss  ddee  TTOODDAASS  llaass  aavveess independientemente de las
obligaciones derivadas del artículo 4 para las aves migrado-
ras con presencia regular y las incluidas en el Anexo I12.

Este artículo 3 es de hecho, la única norma de la Directiva
que autoriza a los estados miembros, expresamente, a
tener en cuenta las exigencias no ornitológicas que se
recogen en el artículo 2, esto es, las “exigencias ecológicas
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9. Párrafo 23 de la Sentencia TJCE de 2 de agosto de 1993, Caso 355/90, Marismas de Santoña, Comisión contra Reino de España

10. Párrafo 15 de la Sentencia TJCE de 12 de junio de 2002, Caso 117/00, Logópodo escandinavo, Comisión contra República de Irlanda.

11. Misma referencia que nota 2 y además, Párrafo 15 de Sentencia TJCE de 2 de agosto de 1993, Caso 355/90, Marismas de Santoña, Comisión contra
Reino de España.

12. Párrafo 57 de la Sentencia TJCE de 19 de mayo de 1998, Caso C-3/96, Comisión contra Reino de los Países Bajos.



científicas y culturales, habida cuenta de las exigencias econó-
micas y recreativa”13. Sin embargo, los Estados miembros
no están facultados para invocar a su albedrío estas razo-
nes para establecer excepciones basadas en la considera-
ción de otros intereses no ornitológicos14.

Jurisprudencia Comunitaria
PPáárrrraaffoo  2233  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  22  ddee  aaggoossttoo  ddee
11999933,,  CCaassoo  335555//9900,,  MMaarriissmmaass  ddee  SSaannttooññaa,,  CCoommiissiióónn
ccoonnttrraa  RReeiinnoo  ddee  EEssppaaññaa

2233.. Sobre la relación entre los artículos 3 y 4 de la directiva,
procede recordar que la primera de estas disposiciones impo-
ne obligaciones de carácter general, a saber, la obligación de
garantizar una diversidad y una superficie suficiente de hábi-
tats para todas las especies de aves contempladas por la
Directiva, mientras que la segunda contiene obligaciones
especificas que afectan a las especies de aves enumeradas
en el anexo I y las especies migratorias no contempladas en
este Anexo.

PPáárrrraaffoo  1155  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1122  ddee  jjuunniioo  ddee
22000022,,  CCaassoo  111177//0000,,  LLaaggóóppooddoo  eessccaannddiinnaavvoo,,  CCoommiissiióónn
ccoonnttrraa  RReeppúúbblliiccaa  ddee  IIrrllaannddaa

1155.. Es preciso recordar que el artículo 3 de la Directiva sobre
las aves obliga a los Estados miembros a adoptar todas las
medidas necesarias para preservar, mantener o restablecer
una diversidad y una superficie suficientes de hábitats para
todas las especies de aves contempladas por esta Directiva.
Según la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, las obligaciones
a cargo de los Estados miembros, derivadas de esta disposi-
ción, existen desde antes de que se haya comprobado una
disminución del número de aves o de que se haya concretado
un riesgo de extinción de una especie protegida (véase la
Sentencia de 2 de agosto de 1993, Comisión/Reino de España,
C-355/90, apartado 15).

PPáárrrraaffoo  1155  ddee  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  22  ddee  aaggoossttoo  ddee
11999933,,  CCaassoo  335555//9900,,  MMaarriissmmaass  ddee  SSaannttooññaa,,  CCoommiissiióónn
ccoonnttrraa  RReeiinnoo  ddee  EEssppaaññaa

1155.. Sobre este punto debe darse la razón a la Comisión. Los
artículos 3 y 4 de la Directiva obligan a los Estados miem-

bros a preservar, mantener y restablecer los hábitats en tanto
que tales, en atención a su valor ecológico. Del noveno con-
siderando de la Directiva se deriva que la preservación, el
mantenimiento o el restablecimiento de una diversidad y una
superficie de hábitats suficientes son indispensables para la
conservación de todas las especies de aves. Las obligaciones
que para los Estados miembros se derivan de los artículos 3 y
4 de la Directiva, existen antes de que se produzca una dis-
minución del número de aves o un riesgo de desaparición.

PPáárrrraaffoo  5577  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1199  ddee  mmaayyoo  ddee
11999988,,  CCaassoo  CC--33//9966,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeiinnoo  ddee  llooss
PPaaíísseess  BBaajjooss

5577..  Tal interpretación de la obligación de clasificación es,
por lo demás, conforme al régimen de protección singular y
reforzado que prevé el artículo 4 de la Directiva, especial-
mente para las especies enumeradas en el Anexo I (véase
la Sentencia de 11 de julio de 1996, Royal Society for the
Protection of Birds, C-44/95, Rec. p. I-3805, apartado 23),
máxime cuando incluso el artículo 3 establece, para todas
las especies comprendidas en el ámbito de aplicación de la
Directiva, que la preservación, el mantenimiento y el restable-
cimiento de los biotopos y de los hábitats imponen, en primer
lugar, medidas como la creación de zonas de protección.

PPáárrrraaffoo  22  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  22  ddee  aaggoossttoo  ddee
11999933,,  CCaassoo  335555//9900,,  MMaarriissmmaass  ddee  SSaannttooññaa,,  CCoommiissiióónn
ccoonnttrraa  RReeiinnoo  ddee  EEssppaaññaa

22.. El apartado 1 del artículo 3 de la Directiva dispone que,
teniendo en cuenta las exigencias económicas y recreativas,
los Estados miembros tomarán todas las medidas necesarias
para preservar, mantener o restablecer una diversidad y una
superficie suficiente de hábitats para todas las especies de
aves contempladas en su artículo 1.

PPáárrrraaffoo  2222  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  2288  ddee  ffeebbrreerroo  ddee
11999988,,  CCaassoo  CC--5577//8899,,  ““LLeeyybbuucchhtt””,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa
RReeppúúbblliiccaa  FFeeddeerraall  ddee  AAlleemmaanniiaa

2222.. Estas razones deben obedecer a un interés general supe-
rior al interés al que responde el objetivo ecológico al que se
refiere la Directiva. En este contexto, no se pueden tomar en
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13. Párrafo 53 de las Conclusiones del Abogado general Fenelly en el Caso 44/95, Lappel Bank, Cuestión prejudicial Regina contra Secretary of State for the
Environment, ex parte: Royal Society for the Protection of Birds. ; Párrafo 2 de la Sentencia TJCE de 2 de agosto de 1993, Caso 355/90, Marismas de
Santoña, Comisión contra Reino de España.

14. Párrafo 22 de la Sentencia TJCE de 28 de febrero de 1998, Caso 57/89, “Leybucht”, Comisión contra República Federal de Alemania.



consideración los intereses enunciados en el artículo 2 de la
Directiva, a saber, las exigencias económicas y recreativas. En
efecto, como este Tribunal de Justicia declaró en las Sentencias
de 8 de julio de 1987, Comisión/Reino de Bélgica ll7/85, y
Comisión/República italiana 262/85, esta disposición constitu-
ye una excepción autónoma al régimen de protección estable-
cido por la Directiva.

Otros Documentos citados
PPáárrrraaffoo  5533  ddee  llaass  CCoonncclluussiioonneess  ddeell  AAbbooggaaddoo  ggeenneerraall
FFeenneellllyy  eenn  eell  CCaassoo  CC--4444//9955,,  LLaappppeell  BBaannkk,,  CCuueessttiióónn
pprreejjuuddiicciiaall  RReeggiinnaa  ccoonnttrraa  SSeeccrreettaarryy  ooff  SSttaattee  ffoorr
tthhee  EEnnvviirroonnmmeenntt,,  eexx  ppaarrttee::  RRooyyaall  SSoocciieettyy  ffoorr  tthhee
PPrrootteeccttiioonn  ooff  BBiirrddss..

5533.. El sistema general de la Directiva indica que la conserva-
ción de las aves constituye la norma y que los estados miem-
bros solo pueden basarse en otras consideraciones para ate-
nuar dicha norma cuando se les autoriza a ello expresamen-
te. Es evidente la prioridad de los factores ecológicos y más
concretamente ornitológicos, en dicho sistema general.

Transposición
LLEEYY  4422//22000077,,  ddee  1133  ddee  ddiicciieemmbbrree,,  ddeell  PPaattrriimmoonniioo
NNaattuurraall  yy  ddee  llaa  BBiiooddiivveerrssiiddaadd..

Artículo 52. GGaarraannttííaa  ddee  ccoonnsseerrvvaacciióónn  ddee  eessppeecciieess  aauuttóócc--
ttoonnaass  ssiillvveessttrreess..

11.. Las Comunidades autónomas adoptarán las medidas nece-
sarias para garantizar la conservación de la biodiversidad que
vive en estado silvestre, atendiendo preferentemente a la pre-
servación de sus hábitats y estableciendo regímenes específicos
de protección para aquellas especies silvestres cuya situación
así lo requiera,

Artículo 3. DDeeffiinniicciioonneess..

55)) Conservación: mantenimiento o restablecimiento en esta-
do favorable del patrimonio natural y la biodiversidad, en par-
ticular, de los hábitats naturales y seminaturales de las pobla-
ciones de especies de fauna y de flora silvestres, así como el
conjunto de medidas necesarias para conseguirlo. (Debe ser
puesto en relación con el Artículo 1. Objeto. Esta Ley esta-
blece el régimen jurídico básico de la conservación, uso soste-
nible, mejora y restauración del patrimonio natural y de la bio-
diversidad, como parte del deber de conservar y del derecho
a disfrutar de un medio ambiente adecuado y con el Artículo
2. Principios. b) La conservación de la biodiversidad y de la
geodiversidad).

Comentario
La transposición del Artículo recoge la obligación de pro-
tección de los hábitats en términos generales, y la obliga-
ción de proteger los hábitats situados fuera de las zonas
Natura 2.000. No obstante, no se recoge la obligación de
restablecer biotopos destruidos ni la desarrollar nuevos
biotopos. El restablecimiento de hábitats se trata en la Ley
pero únicamente en el marco de la Red Natura 2.000.

Artículo 4

1. Las especies mencionadas en el Anexo I serán objeto
de medidas de conservación especiales en cuanto a su
hábitat, con el fin de asegurar su supervivencia y su repro-
ducción en su área de distribución. En este sentido se
tendrán en cuenta:

a) las especies amenazadas de extinción;

b) las especies vulnerables a determinadas modificaciones
de sus hábitats;

c) las especies consideradas como raras por que sus pobla-
ciones son escasas o porque su distribución local es
limitada;

d) otras especies que requieran una atención particular
debido al carácter específico de su hábitat.

Para proceder a las evaluaciones se tendrán en cuenta las
tendencias y las variaciones en los niveles de población.

Los Estados miembros clasificarán en particular como
zonas de protección especial de los territorios más ade-
cuados en número y en superficie para la conservación en
estas últimas dentro de la zona geográfica marítima y
terrestre en que es aplicable la presente Directiva.

2. Los Estados miembros tomarán medidas semejantes con
respecto a las especies migratorias no contempladas en el
Anexo I cuya llegada sea regular, teniendo en cuenta las
necesidades de protección en la zona geográfica marítima
y terrestre en que se aplica la presente Directiva en lo rela-
tivo a sus áreas de reproducción, de muda y de invernada y
a las zonas de descanso en sus áreas de migración. A tal
fin los Estados miembros asignarán una particular impor-
tancia a la producción de las zonas húmedas y muy espe-
cialmente a las de importancia internacional.

3. Los Estados miembros enviarán a la Comisión todas las in-
formaciones oportunas de modo que ésta pueda tomar las
iniciativas adecuadas a efectos de la coordinación necesa-
ria para que las zonas contempladas en el apartado l, por
una parte, y en el apartado 2, por otra, constituyan una red
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coherente que responda a las necesidades de protección de
las especies dentro de la zona geográfica marítima y terrestre
de aplicación de la presente Directiva.

4. Los Estados miembros tomarán las medidas adecuadas
para evitar dentro de las zonas de protección menciona-
das en los apartados 1 y 2 la contaminación o el deterioro
de los hábitats así como las perturbaciones que afecten
a las aves, en la medida que tengan un efecto significa-
tivo respecto a los objetivos del presente artículo. Fuera
de dichas zonas de protección los Estados miembros se
esforzarán también en evitar la contaminación o el dete-
rioro de los hábitats.

Comentario
En este Artículo se viene a establecer la obligación de
adoptar mmeeddiiddaass  ddee  ccoonnsseerrvvaacciióónn  eessppeecciiaalleess en cuanto a
su hábitat, para las especies del Anexo I y para las migra-
torias cuya llegada sea regular, con el fin de asegurar su
supervivencia y su reproducción. Una de esas posibles
medidas es, singularmente, la creación de Zonas Especiales
de Conservación para las Aves (ZEPA). PPeerroo  nnoo  llaa  úúnniiccaa..

Es necesario que los estados miembros establezcan, en
las áreas de especial protección (ZEPA) que han de desig-
nar, un ssiisstteemmaa  lleeggaall  ddee  pprrootteecccciióónn  eessppeeccííffiiccoo, que asegu-
re la supervivencia y la reproducción de las especies del
Anexo I y las migratorias. La protección de las ZEPA no
debe limitarse a medidas destinadas a evitar los atentados
y las perturbaciones externas causadas por el hombre,
sino que, según la situación que se presente, debe tam-

bién incluir las medidas positivas cuyo objetivo sea con-
servar y mejorar el estado del lugar15.

La adopción de medidas de protección en estas áreas es
iinnddeeppeennddiieennttee  ddeell  hheecchhoo, en su caso, ddee  qquuee  llaass  ppoobbllaacciioo--
nneess  ddee  aavveess  ppaarraa  llaass  qquuee  ssee  eessttaabblleecciióó  llaa  zzoonnaa  eessttéénn  eenn  uunn
bbuueenn  eessttaaddoo  ddee  ccoonnsseerrvvaacciióónn y sus efectivos no se estén
reduciendo16.

Para la designación de ZEPA han de ser adoptadas nnoorrmmaass
lleeggaalleess  eessppeeccííffiiccaass. Las especificaciones de la Directiva han
de recogerse en normas legales expresas y vinculantes,
objeto de publicación17. La declaración de ZEPA no debe
ser objeto de meras prácticas administrativas sino que
debe estar sujeta a criterios objetivos que puedan ser obje-
to de control judicial, con el propósito de que la elección
de dichas zonas no se sujete al “capricho”18 de las adminis-
traciones competentes. Además, la designación de una
ZEPA podría conllevar consecuencias sobre el tipo de acti-
vidades que se pueden llevar a cabo en ellas por lo que los
afectados por la declaración deben poder estar involucra-
dos en los procedimientos de declaración19.

Los estados miembros no pueden tener en cuenta la men-
ción del Artículo 3 a las eexxiiggeenncciiaass  eeccoonnóómmiiccaass  oo  rreeccrreeaattii--
vvaass a la hora de designar una ZEPA o fijar sus límites20.

LLooss  ccrriitteerriiooss  ppaarraa  llaa  ddeessiiggnnaacciióónn  ddee  ZZEEPPAA  hhaann  ddee  sseerr  cciieenn--
ttííffiiccooss. Aunque los estados miembros cuentan con un
“cierto grado de discrecionalidad“ a la hora de escoger los
territorios a designar, los criterios en que se soporte la
decisión final deben ser puramente ornitológicos, y no solo
a la hora de designar las zonas sino también a la hora de
fijar sus limites21 22. Consecuentemente, si un estado miem-

13

15. Párrafo 21 de la Sentencia TJCE de 18 de marzo de 1999, Caso 166/97, “Estuario del Sena” Comisión contra República Francesa; Párrafo 22 de la
Sentencia TJCE de 25 de noviembre de 1999, Caso 96/98, Poitevin Marsh, Comisión contra República Francesa; y Párrafos 14 y 15 de la Sentencia
TJCE de 27 de febrero de 2003 Caso 415/01, Comisión contra Reino de Bélgica.; Párrafos 153 y 154 de la Sentencia de 13 de diciembre de 2007,
418/04, Comisión contra República de Irlanda 13 de diciembre de 2007.

16. Párrafo 36 de la Sentencia TJCE de 18 de diciembre de 2007, Caso 186/06, Comisión contra el Reino de España.

17. Párrafos 25 y 29 de la Sentencia TJCE de 15 de marzo de 1990, Caso 339/87, Comisión contra Reino de los Países Bajos y Párrafos 19,21 y 22 de la
Sentencia TJCE de 27 de febrero de 2003, Caso 415/01, Comisión contra Reino de Bélgica.

18. Expresión utilizada por la Audiencia Nacional en el caso de la Sentencia de la Presa de Itoiz, 29 de septiembre de 1995, Fj nº 42, citada por Agustín
García Ureta en su obra “Protección de habitats y especies de flora y fauna en derecho Comunitario Europeo“ Ed. IVAP, 1997.

19. No obstante, mediante Sentencia de veinte de Mayo de dos mil ocho del Tribunal Supremo. Sala de lo Contencioso, Sección: 5 Nº de Recurso:
2719/2004, se ha estimado no necesaria la audiencia a los interesados. La legislación que aplicó la Sentencia fue la anterior a la promulgación de la Ley
42/2007 que establece la obligatoria publicidad de la declaración de ZEPA, y con posterioridad a la vigencia de la misma se ha señalado por el Tribunal
Supremo la necesidad de que los interesados tengan audiencia en el procedimiento de declaración, si bien la ausencia de la audiencia no determinaría
la nulidad, por no contener la declaración en si misma, ninguna restricción de derechos y por tener el criterio de designación, naturaleza netamente científica.
Véase Sentencia de veintiséis de Febrero de dos mil diez, Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso. Recurso 276/2006.

20. Párrafo 24 y 27 de la Sentencia TJCE de 11 de julio de 1996 Caso 44/95, “Lappel Bank”, y Párrafo 37 de la Sentencia TJCE de 18 de diciembre de
2007, Caso 186/06, Comisión contra el Reino de España.

21. Párrafos 26 y 27 de la Sentencia TJCE de 2 de agosto de 1993, Caso 355/90, Marismas de Santoña, Comisión contra Reino de España , y Párrafo 26
de la Sentencia TJCE de 11 de julio de 1996, Caso 44/95, “Lappel Bank”, Cuestión prejudicial, Secretary of State for the Environment, Royal Society for
the Protection of Birds.

22. La jurisprudencia comunitaria sobre el criterio científico en la designación ha sido recogida por el Tribunal Supremo en su sentencia de veintiséis de
Febrero de dos mil diez, Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso. Recurso 276/2006.



bro clasifica como ZEPA una cantidad de territorio que sea
desde un punto de vista científico, menor que el que seria
adecuado, esta incumpliendo el derecho comunitario.

Si una zona reúne las características para ser ZEPA, debe-
rá ser declarada como tal ssiinn  qquuee  ppuueeddaa  aalleeggaarrssee para no
hacerlo, la existencia sobre el lugar de oottrroo  ttiippoo  ddee  ffiigguurraass
ddee  pprrootteecccciióónn23..

Para asesorar si los estados miembros están o no cum-
pliendo con esta obligación correctamente, el Tribunal
emplea como referencia el llamado ““IInnvveennttaarriioo  ddee  ÁÁrreeaass
IImmppoorrttaanntteess  ppaarraa  llaass  AAvveess””  ((IIBBAA)),,  que es una guía científi-
ca considerada correcta y adecuada por la Jurisprudencia
Comunitaria24. 

EEll  iinnvveennttaarriioo  ddee  IIBBAA contiene una relación actualizada de
las zonas importantes para la conservación de las aves que,
a falta de pruebas científicas contrarias, constituye un ele-
mento de referencia que ppeerrmmiittee  aapprreecciiaarr  ssii  uunn  EEssttaaddoo
mmiieemmbbrroo  hhaa  ccllaassiiffiiccaaddoo  ccoommoo  ZZEEPPAA  tteerrrriittoorriiooss  ssuuffiicciieenntteess,,
eenn  nnúúmmeerroo  yy  eenn  ssuuppeerrffiicciiee, para ofrecer protección a todas
las especies de aves del anexo I, así como a las especies
migratorias. Solo podría contradecirse su contenido con
estudios científicos igualmente solventes, lo que no ha ocu-
rrido hasta la fecha. En efecto, aunque la responsabilidad de
designar las ZEPA recae exclusivamente sobre los Estados
miembros, los cuales, a tal efecto, deben basarse en los
mejores datos científicos disponibles, ello no significa que
deje de haber uunnaa  oobblliiggaacciióónn  ddee  ddeessiiggnnaacciióónn  en tanto los
órganos competentes no hayan examinado y verificado
completamente los nuevos datos científicos. Tal obligación
existe ddeessddee  qquuee  eexxppiirróó  eell  ppllaazzoo  ppaarraa  aaddaappttaarr  eell  oorrddeennaa--
mmiieennttoo  jjuurrííddiiccoo  iinntteerrnnoo  aa  llaa  DDiirreeccttiivvaa25.

Consecuentemente con lo anterior, y para evitar que los
Estados miembros omitan la declaración como ZEPA de

ciertos lugares con el fin de poder desarrollar proyectos o
actividades que afectarían a sus valores en ellos, en las zonas
comprendidas en el ““IInnvveennttaarriioo  ddee  ÁÁrreeaass  IImmppoorrttaanntteess  ppaarraa
llaass  AAvveess””  ((IIBBAA)),,  es de aplicación el apartado 4, primera
frase, de este Artículo26.

La posibilidad de los estados miembros ddee  mmooddiiffiiccaarr  oo
rreedduucciirr  uunnaa  ZZEEPPAA  uunnaa  vveezz  ddeeccllaarraaddaa,,  solo podría estar
justificada por razones excepcionales, que deben obede-
cer a un interés general superior al interés al que respon-
de el objetivo ecológico al que se refiere la Directiva27.
En este sentido, no se pueden tener en cuenta las consi-
deraciones de tipo económico y recreativo28.  Solo podrá
efectuarse una reducción en caso de que la zona en cues-
tión ya no albergue los valores de avifauna que motivaron
su declaración29. 

La designación de ZEPA eess  uunnaa  ddee  llaass  oobblliiggaacciioonneess  qquuee
eessttee  aarrttííccuulloo  iimmppoonnee,,  nnoo  llaa  úúnniiccaa,,  ya que el apartado 1 obli-
ga a la adopción de medidas de protección y “en particu-
lar” (es decir, no “exclusivamente”), que se designen ZEPA.
Por lo tanto, en virtud del apartado 4 de este Artículo, los
estados han de evitar el deterioro de los hábitats aunque
no hayan sido designados ZEPA30.

LLooss  ccoonncceeppttooss  ““ccoonnttaammiinnaacciióónn  ““  yy  ““ddeetteerriioorroo“, han sido
delimitados por la Doctrina, entendiendo por tales las per-
turbaciones que menoscaben significativamente la calidad de
las condiciones de vida de las aves31. Una definición mas
precisa podría encontrase en la respuesta de la Comisión
al Parlamento europeo a pregunta de este, cuando señaló
que “Se entiende por perturbaciones que tengan un efecto
significativo todos aquellos fenómenos que ocasionen una
modificación negativa importante de la dinámica de la pobla-
ción o de las características eco-etológicas de las poblaciones
sensibles de aves que viven en las zonas de protección”32.
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23. Párrafos 55 y 56 de la Sentencia TJCE de 18 de mayo de 1998, Caso 3/1996, Comisión contra Reino de los Países Bajos.

24. Párrafos 44, 68 y 69 de la Sentencia TJCE de 19 de mayo de 1998 Caso 3/96, Comisión contra el Reino de los Países Bajos; Párrafo 27 de la Sentencia
TJCE de 28 de junio de 2007, Caso 235/04 Comisión contra Reino de España.

25. Párrafos 24, 25, 28, 32, 34 ,y 48 de la Sentencia de 25 de octubre de 2007, Caso 334/04, Comisión contra República Helénica y Párrafos 39, 46,47,66,
67, 141 y 142 de la Sentencia de 13 de diciembre de 2007, 418/04, Comisión contra República de Irlanda; Párrafo 19 de la Sentencia 20 de septiem-
bre de 2007, Caso 388/05, Comisión contra República italiana.

26. Párrafos 43 a 59 de la Sentencia TJCE de 7 de diciembre de 2000, Caso 374/98, Comisión contra la Republica Francesa; Párrafos 84, 120, 172 y 173
de la Sentencia TJCE de 13 de diciembre de 2007, 418/04, Comisión contra República de Irlanda 13 de diciembre de 2007; Párrafos 17 y 18 de la
Sentencia TJCE 20 de septiembre de 2007, Caso 388/05, Comisión contra República italiana.

27. Párrafo 22 de la Sentencia de TJCE de 28 de febrero de 1991 Caso 57/89 “Leybutch” y Párrafos 30 y 31 de la Sentencia TJCE de 11 de julio de 1996,
Caso 44/95, “Lappel Bank”.

28. Párrafos 18 y 19 de la Sentencia TJCE de 2 de agosto de 1993, Caso 355/90, Marismas de Santoña, Comisión contra Reino de España.

29. Párrafos 10 a 13 de la Sentencia TJCE 13 de julio de 2006 .Caso 191/05, Comisión contra República de Portugal.

30. Párrafos 35, 40 y 41 de la Sentencia TJCE de 25 de noviembre de 1999, Caso 96/98 “Poitevin Marsh”, Comisión contra la República Francesa.

31. Párrafos 33 y 34 de las Conclusiones del Abogado General Van Gerven en el caso de las Marismas de Santoña.

32. Respuesta de la Comisión a la Pregunta escrita numero 451/92, citada por Agustín García Ureta en su obra “Derecho europeo de la Biodiversidad”
Ed. Gómez-Acebo y Pombo, Madrid, 2010, Pagina 297.



En lo que refiere a uurrbbaanniizzaacciióónn  yy  eeddiiffiiccaacciióónn  eenn  eell  iinntteerriioorr
ddee  llaass  ZZEEPPAA y según la Jurisprudencia española33, el que un
terreno este incluido en una ZEPA no implica de manera
automática la obligación de su clasificación como suelo no
urbanizable. Lo que si implica es que no es preciso volver
a examinar si cuenta o no con valores naturales y ecológi-
cos sobresalientes, ya que la propia declaración como
ZEPA así lo establece sin lugar a dudas. Y si, como suele
ocurrir, la legislación urbanística autonómica, preserva de
la urbanización a terrenos que cuenten con especiales
valores ecológicos y naturales, este seria el caso de excluir
a las ZEPA de la posibilidad de que sus suelos se declaren
como urbanizables.

Además de evitar, en el interior de las ZEPA, la contami-
nación y el deterioro, estas áreas han de ser oobbjjeettoo  ddee
mmeeddiiddaass  eessppeeccííffiiccaass  yy  ppoossiittiivvaass  ddee  ggeessttiióónn que tiendan a la
conservación y mantenimiento, o en su caso restauración
de sus valores34.

Por ultimo, hay que destacar que es una obligación de los
estados miembros, una vez designada una ZEPA, dotarla de
un rrééggiimmeenn  jjuurrííddiiccoo  aaddeeccuuaaddoo para garantizar que su ges-
tión responde a los objetivos por los que fue creada35.

Las obligaciones derivadas del apartado 4 han sido susti-
tuidas por las obligaciones que emanan del aarrttííccuulloo  66,,
aappaarrttaaddoo  22,,  ddee  llaa  DDiirreeccttiivvaa  9922//4433, (véase Capitulo corres-
pondiente) a partir de la fecha de aplicación de esta últi-
ma Directiva36.

Jurisprudencia Comunitaria
PPáárrrraaffoo  2211  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1188  ddee  mmaarrzzoo  ddee
11999999,,  CCaassoo  116666//9977,,  ““EEssttuuaarriioo  ddeell  SSeennaa””  CCoommiissiióónn
ccoonnttrraa  RReeppúúbblliiccaa  FFrraanncceessaa

2211.. Respecto a las demás medidas destinadas, según el
Gobierno francés, a conferir a la ZPE un régimen jurídico de
protección suficiente, debe recordarse que, según la jurispru-
dencia del Tribunal de Justicia, los apartados 1 y 2 de la
Directiva sobre las aves imponen a los Estados miembros la
obligación de conferir a las ZPE un régimen jurídico de protec-
ción que pueda garantizar, en especial, la supervivencia y la
reproducción de las especies de aves mencionadas en el
Anexo I de dicha Directiva y la reproducción, la muda y la

invernada de las especies migratorias no contempladas en el
Anexo I, cuya llegada es regular (véase, en este sentido, la
Sentencia de 2 de agosto de 1993, Comisión/Reino de España,
C-355/90, Rec. p. I-4221, apartados 28 a 32).

PPáárrrraaffoo  2222  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  2255  ddee  nnoovviieemmbbrree
ddee  11999999,,  CCaassoo  9966//9988,,  PPooiitteevviinn  MMaarrsshh,,  CCoommiissiióónn  ccoonn--
ttrraa  RReeppúúbblliiccaa  FFrraanncceessaa;;

2222.. Respecto de las demás medidas destinadas, según el
Gobierno francés, a conferir a las ZPE un régimen jurídico de
protección suficiente, debe recordarse que, según la jurispru-
dencia del Tribunal de Justicia, el artículo 4, apartados 1 y 2,
de la Directiva sobre las aves impone a los Estados miembros
la obligación de conferir a las ZPE un régimen jurídico de pro-
tección que pueda garantizar, en especial, la supervivencia
y la reproducción de las especies de aves mencionadas en el
Anexo I de dicha Directiva y la reproducción, la muda y la
invernada de las especies migratorias no contempladas en el
Anexo I, cuya llegada es regular (véanse, en este sentido,
las Sentencias de 2 de agosto de 1993, Comisión/Reino de
España, C-355/90, Rec. p. I-4221, apartados 28 a 32, y de 18
de marzo de 1999, Comisión/República Francesa, antes cita-
da, apartado 21).

PPáárrrraaffooss  1144  yy  1155  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  2277  ddee  ffeebbrree--
rroo  ddee  22000033  CCaassoo  441155//0011,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeiinnoo  ddee
BBééllggiiccaa..

1144.. Si bien el Gobierno belga recuerda, por un lado, que ya
existen, en la Región Flamenca, medidas de protección gene-
rales y sectoriales que surten efecto en las ZPS, sin embargo
reconoce, por otro, que ninguna disposición aplicable en el
territorio de esta región prevé que la clasificación de un lugar
como ZPS vaya acompañada automáticamente de la aplica-
ción a este lugar del régimen de protección establecido por la
Directiva sobre las aves.

1155.. Sobre este particular, se ha de recordar que, según la
jurisprudencia del Tribunal de Justicia, el artículo 4, apartados
1 y 2, de la Directiva sobre las aves impone a los Estados
miembros la obligación de conferir a las ZPE un régimen jurí-
dico de protección que pueda garantizar, en especial, la super-
vivencia y la reproducción de las especies de aves menciona-
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33. Sentencia del Tribunal Supremo de 25 de marzo de 2010, (Sala de lo Contencioso-Administrativo, 

34. Párrafo 135 de la Sentencia TJCE de 24 de junio de 2011, Caso 404/09, Comisión contra el Reino de España, deterioro de los valores ambientales,
caso del Alto Sil.

35. Párrafo 22 de la Sentencia TJCE de 11 de diciembre de 2008, Caso 293/07, Comisión contra la Republica de Grecia.

36. Párrafos 24 y 25 de la Sentencia 20 de septiembre de 2007, Caso 388/05, Comisión contra República italiana.



das en el anexo I de dicha Directiva y la reproducción, la
muda y la invernada de las especies migratorias no contem-
pladas en el anexo citado, cuya llegada sea regular (véase
la Sentencia de 18 de marzo de 1999, Comisión/República
Francesa, C-166/97, Rec. p. I-1719, apartado 21).

PPáárrrraaffooss  115533  yy  115544  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1133  ddee
ddiicciieemmbbrree  ddee  22000077,,  CC--441188//0044,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa
RReeppúúbblliiccaa  ddee  IIrrllaannddaa37 1133  ddee  ddiicciieemmbbrree  ddee  22000077

115533.. Debe recordarse que, según la jurisprudencia del Tribunal
de Justicia, el artículo 4, apartados 1 y 2, de la Directiva sobre
las aves impone a los Estados miembros la obligación de con-
ferir a las ZPE un régimen jurídico de protección que pueda
garantizar, en especial, la supervivencia y la reproducción de
las especies de aves mencionadas en el anexo I, así como la
reproducción, la muda y la invernada de las especies migrato-
rias no contempladas en el anexo I, cuya llegada es regular
(Sentencia de 18 de marzo de 1999, Comisión/República
Francesa, C-166/97, Rec. p. I-1719, apartado 21 y jurispruden-
cia citada en dicho apartado).

115544.. Como ha señalado la Abogado General en el punto
77 de sus conclusiones, la protección de las ZPE no debe
limitarse a medidas destinadas a evitar los atentados y las
perturbaciones externas causadas por el hombre, sino que,
según la situación que se presente, debe también incluir las
medidas positivas cuyo objetivo sea conservar y mejorar el
estado del lugar.

PPáárrrraaffoo  3366  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1188  ddee  ddiicciieemmbbrree
ddee  22000077,,  CCaassoo  118866//0066,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  eell  RReeiinnoo  ddee
EEssppaaññaa..

3366.. En estas circunstancias, procede declarar que el Estado
miembro de que se trata, al autorizar el proyecto de regadío
del canal Segarra-Garrigues, no cumplió la obligación que le
incumbe en virtud del artículo 4, apartado 4, primera frase,
de la Directiva sobre las aves, de adoptar las medidas adecua-
das para evitar en las zonas afectadas por ese proyecto, que
debían haber sido clasificadas como ZEPA, los daños prohibi-
dos, habida cuenta de que, con arreglo a la jurisprudencia del
Tribunal de Justicia, dicha obligación ya existe antes de que se
compruebe la disminución del número de aves o de que se
concrete un riesgo de desaparición de una especie protegida
(véase la Sentencia de 2 de agosto de 1993, Comisión/Reino
de España, C-355/90, Rec. p. I-4221, apartado 15).

PPáárrrraaffooss  2255  yy  2299  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1155  ddee
mmaarrzzoo  ddee  11999900,,  CCaassoo  333399//8877,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeiinnoo
ddee  llooss  PPaaíísseess  BBaajjooss..

2255.. …Como ya se ha subrayado, el hecho de que en un
Estado miembro determinado, no tengan lugar algunas de las
actividades incompatibles con las prohibiciones de la Directiva
no puede justificar la inexistencia de disposiciones legales en
este sentido. En efecto, para garantizar jurídicamente y no solo
de hecho, la aplicación completa de las Directivas los estados
miembros deben establecer un marco legal preciso en el
ámbito de que se trate.

2299.. La explicación según la cual los imperativos de protec-
ción…se respetan de hecho debido a la practica ministerial…
no puede ser acogida ya que como señalo este Tribunal de
Justicia en la Sentencia de 23 de febrero de 1988 (caso
429/85, Comisión contra República italiana), meras practicas
administrativas que por su naturaleza pueden ser modificadas
discrecionalmente por la administración, no pueden ser consi-
deradas como constitutivas de una valida ejecución de la obli-
gación que incumbe a los estados miembros destinatarios de
una Directiva en virtud del Artículo 189 del Tratado.

PPáárrrraaffooss  1199,,  2211  yy  2222  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  2277  ddee
ffeebbrreerroo  ddee  22000033,,  CCaassoo  441155//0011,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa
RReeiinnoo  ddee  BBééllggiiccaa..

1199.. La Comisión sostiene que el Derecho interno belga no se
ha adaptado correctamente a la Directiva sobre las aves por
cuanto los mapas geográficos que delimitan las ZPS en la
Región Flamenca carecen de fuerza vinculante frente a terce-
ros, por lo cual no les son oponibles. En Derecho belga, las
medidas dictadas por las autoridades regionales deben publi-
carse necesariamente en el Moniteur belge para adquirir fuer-
za vinculante. Sólo esta publicación origina una presunción iuris
et de iure de que las medidas adoptadas han llegado a cono-
cimiento de los sujetos de Derecho y garantiza, por este moti-
vo, su oponibilidad a terceros. Ahora bien, los mapas que deli-
mitan las ZPS en el territorio de la Región Flamenca no son
objeto de publicación alguna en el Moniteur belge. Se exponen
meramente en las casas consistoriales de los municipios con el
fin de que lleguen a conocimiento de la población

2211.. A este respecto, conviene recordar que, según reiterada
jurisprudencia, las disposiciones de una directiva deben ejecu-
tarse con indiscutible fuerza imperativa, con la especificidad,
precisión y claridad exigidas para cumplir la exigencia de
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seguridad jurídica (véase, en particular, la Sentencia de 17 de
mayo de 2001, Comisión/República italiana, C-159/99, Rec.
p. I-4007, apartado 32). El principio de seguridad jurídica
exige dar una publicidad adecuada a las medidas nacionales
adoptadas en aplicación de una normativa comunitaria de
forma que los sujetos de Derecho afectados por dichas medi-
das puedan conocer el alcance de sus derechos y obligaciones
en el ámbito específico regulado por el Derecho comunitario
(véase la Sentencia de 20 de junio de 2002, Mulligan y otros,
C-313/99, Rec. p. I-5719, apartados 51 y 52).

2222.. Por lo que atañe a los mapas que delimitan las ZPS,
deben tener necesariamente una indiscutible fuerza vinculan-
te. En efecto, de no ser así, podría cuestionarse en cualquier
momento la delimitación geográfica de las ZPS. De la misma
forma, podría no alcanzarse plenamente el objetivo de protec-
ción del artículo 4 de la Directiva sobre las aves, recordado en
el apartado 17 de la presente Sentencia.

PPáárrrraaffooss  2244  yy  2277  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1111  ddee  jjuulliioo
ddee  11999966  CCaassoo  4444//9955,,  ““LLaappppeell  BBaannkk””..

2244.. Ahora bien, mientras que el artículo 3 de dicha Directiva
establece que se tengan en cuenta las exigencias menciona-
das en el artículo 2 para la aplicación de las medidas de con-
servación general, entre las que figura la creación de zonas de
protección, el artículo 4 no efectúa dicha remisión para la apli-
cación de las medidas de conservación especial, en particular,
la creación de ZPE.

2277.. A la vista de cuanto antecede, procede responder que el
apartado 1 o el apartado 2 del artículo 4 de la Directiva sobre
las aves deben interpretarse en el sentido de que, al elegir y
delimitar una ZPE, un Estado miembro no está facultado para
tener en cuenta las exigencias económicas mencionadas en su
artículo 2.

PPáárrrraaffoo  3377  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1188  ddee  ddiicciieemmbbrree
ddee  22000077,,  CCaassoo  118866//0066,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  eell  RReeiinnoo  ddee
EEssppaaññaa..

3377.. Esta constatación no puede ser cuestionada por la mera
circunstancia de que dicho proyecto, como sostiene, en esen-
cia, el Reino de Reino de España, tenga una importancia con-
siderable para el desarrollo económico y social del territorio
afectado. En efecto, la facultad de los Estados miembros de
perjudicar de modo significativo las zonas que debían haber
sido clasificadas como ZEPA y que, como se ha recordado en
los apartados 27 y 28 de la presente Sentencia, están com-
prendidas en el régimen propio del artículo 4, apartado 4,
párrafo primero, de la Directiva sobre las aves, no puede jus-
tificarse, en todo caso, por necesidades económicas ni sociales

(véase, en este sentido, la Sentencia de 28 de febrero de
1991, Comisión/República Federal de Alemania, C-57/89,
Rec. p. I-883, apartados 21 y 22).

PPáárrrraaffooss  2266  yy  2277  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  22  ddee  aaggooss--
ttoo  ddee  11999933,,  CCaassoo  335555//9900,,  MMaarriissmmaass  ddee  SSaannttooññaa,,
CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeiinnoo  ddee  EEssppaaññaa..

2266.. Este argumento no puede ser acogido. Si bien es cierto
que los Estados miembros disponen de un cierto margen de
apreciación por lo que respecta a las zonas de protección
especial, no es menos cierto que la declaración de estas zonas
obedece a ciertos criterios ornitológicos, determinados por la
Directiva tales como la presencia de aves mencionadas en el
anexo I, por una parte, y la calificación de un hábitat como
zona húmeda, por otra parte.

2277.. Las Marismas de Santoña constituyen uno de los ecosis-
temas más importantes de la Península Ibérica para numero-
sas aves acuáticas. En efecto, las Marismas sirven como lugar
de hibernación o de descanso a numerosas aves en el curso
de sus viajes migratorios desde países europeos hacia latitu-
des meridionales de África e incluso de la Península Ibérica.
Entre las aves que se encuentran en esta zona figuran diver-
sas especies en vías de extinción, especialmente la espátula
blanca, que se alimenta y descansa en las Marismas de
Santoña en su viaje de migración. Además, según se comprue-
ba en el dossier y en los debates ante el Tribunal, la zona de
que se trata acoge de forma regular a diecinueve especies que
figuran en el anexo I de la Directiva así como a, al menos,
catorce especies de aves migratorias.

PPáárrrraaffoo  2266  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1111  ddee  jjuulliioo  ddee
11999966,,  CCaassoo  4444//9955,,  ““LLaappppeell  BBaannkk””..

2266.. En realidad, los criterios contenidos en los apartados 1 y
2 del artículo 4 deben guiar a los Estados miembros en la
elección y en la delimitación de las ZPE. Pues bien, de los
apartados 26 y 27 de la Sentencia sobre las marismas de
Santoña se desprende que se trata de criterios de índole orni-
tológica, a pesar de las divergencias que existen entre las dife-
rentes versiones lingüísticas del último párrafo del apartado 1
del artículo 4.

PPáárrrraaffooss  5555  yy  5566  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1188  ddee  mmaayyoo
ddee  11999988,,  CCaassoo  33//11999966,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeiinnoo  ddee  llooss
PPaaíísseess  BBaajjooss..

5555.. En primer lugar, debe señalarse que, contrariamente a lo
que sostiene el Reino de los Reino de los Países Bajos, el apar-
tado 1 del artículo 4 de la Directiva impone a los Estados
miembros la obligación de clasificar como ZPE los territorios
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más adecuados, en número y en superficie, para la conserva-
ción de las especies mencionadas en el Anexo I, obligación que
no se puede eludir mediante la adopción de otras medidas de
conservación especial.

5566.. En efecto, de esta disposición, tal como ha sido interpre-
tada por el Tribunal de Justicia, se desprende que, cuando el
territorio de un Estado miembro alberga tales especies, ese
Estado debe determinar ZPE para éstas, en particular, (véase
la Sentencia de 17 de enero de 1991, Comisión/República ita-
liana, C-334/89, Rec. p. I-93, apartado 10).

PPáárrrraaffooss  4444,,  6688  yy  6699  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1199  ddee
mmaayyoo  ddee  11999988  CCaassoo  33//9966,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeiinnoo  ddee
llooss  PPaaíísseess  BBaajjooss..

4444.. Según la Comisión, se incumple efectivamente la obliga-
ción de clasificación cuando un Estado miembro ignora mani-
fiestamente el número y la superficie de los territorios del IBA
89. Ahora bien, es éste el caso cuando, tanto en relación con
el número de zonas como con su total superficie, un Estado
miembro sólo designa como ZPE menos de la mitad de las
zonas catalogadas por el IBA 89.

6688.. En este contexto, procede recordar que el IBA 89 hace un
inventario de zonas de gran interés para la conservación de
las aves silvestres en la Comunidad, preparado para la
Dirección General competente de la Comisión por el Grupo
Europeo para la Conservación de las Aves y de los Hábitats
junto con el Consejo Internacional para la Protección de las
Aves, en colaboración con expertos de la Comisión.

6699.. Ahora bien, en las circunstancias de autos resulta que el
IBA 89 es el único documento que contiene elementos de prue-
ba científicos que permiten apreciar el cumplimiento por parte
del Estado miembro demandado de su obligación de clasificar
como ZPE los territorios más adecuados en número y en super-
ficie para la conservación de las especies protegidas. Distinto
sería si el Reino de los Reino de los Países Bajos hubiera apor-
tado elementos de prueba científicos destinados particularmen-
te a demostrar que podía haber cumplido la obligación de que
se trata clasificando como ZPE un número y una superficie total
de territorios inferiores a los que resultan del IBA 89.

PPáárrrraaffoo  2277  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  2288  ddee  jjuunniioo  ddee
22000077,,  CCaassoo  223355//0044  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeiinnoo  ddee  EEssppaaññaa..

2277.. Procede señalar que el IBA 98 contiene un inventario
actualizado de las zonas importantes para la conservación de
las aves en Reino de España que, a falta de pruebas científi-

cas contrarias, constituye un elemento de referencia que per-
mite apreciar si este Estado miembro ha clasificado como
ZEPA territorios suficientes, en número y en superficie, para
ofrecer una protección a todas las especies de aves enumera-
das en el anexo I de la Directiva 79/409, así como a las espe-
cies migratorias no contempladas en dicho anexo.

PPáárrrraaffooss  2244,,  2255,,  2288,,  3322,,  3344,,  yy  4488  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE
ddee  2255  ddee  ooccttuubbrree  ddee  22000077,,  CCaassoo  333344//0044,,  CCoommiissiióónn
ccoonnttrraa  RReeppúúbblliiccaa  HHeelléénniiccaa  yy  oottrrooss  eessttaaddooss  mmiieemmbbrrooss38

2244.. Procede recordar que el artículo 4 de la Directiva 79/409
establece un régimen dotado de un objetivo específico y
reforzado, tanto para las especies enumeradas en el anexo I
de esta Directiva como para las especies migratorias no
recogidas en dicho anexo, que está justificado por el hecho
de que se trata, respectivamente, de las especies más ame-
nazadas y de las especies que constituyen un patrimonio
común de la Comunidad (Sentencia de 13 de julio de 2006,
Comisión/República de Portugal, C-191/05, Rec. p. I-6853,
apartado 9 y jurisprudencia citada). Además, del noveno con-
siderando de dicha Directiva resulta que la preservación, el
mantenimiento o el restablecimiento de una diversidad y de
una superficie suficiente de hábitats son indispensables para
la conservación de todas las especies de aves. Por consiguien-
te, los Estados miembros están obligados a tomar las medidas
necesarias para la conservación de esas especies (Sentencia
de 28 de junio de 2007, Comisión/Reino de España, C-235/04,
Rec. p. I-0000, apartado 23).

2255.. Para lograr este objetivo es necesario actualizar los datos
científicos para determinar la situación de las especies más
amenazadas, así como la de las especies que constituyen un
patrimonio común de la Comunidad a fin de clasificar como
ZEPA los territorios más apropiados. En consecuencia, proce-
de utilizar los datos científicos más actualizados que se hallen
disponibles al final del plazo establecido en el dictamen moti-
vado (Sentencia Comisión/Reino de España, antes citada,
apartado 24).

2288.. Procede señalar que el IBA 2000 contiene un inventa-
rio actualizado de las zonas importantes para la conservación
de las aves en Grecia que, a falta de pruebas científicas con-
trarias, constituye un elemento de referencia que permite
apreciar si este Estado miembro ha clasificado como ZEPA
territorios suficientes, en número y en superficie, para ofrecer
una protección a todas las especies de aves enumeradas en
el anexo I de la Directiva 79/409, así como a las especies
migratorias no contempladas en dicho anexo.
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3322.. En efecto, como indica la Abogado General en los puntos
48 y 49 de sus conclusiones, aunque la responsabilidad de
designar las ZEPA recae exclusivamente sobre los Estados
miembros, los cuales, a tal efecto, deben basarse en los mejo-
res datos científicos disponibles, ello no significa que deje de
haber una obligación de designación en tanto los órganos
competentes no hayan examinado y verificado completamen-
te los nuevos datos científicos. Tal obligación existe desde que
expira el plazo para adaptar el ordenamiento jurídico interno
a la Directiva 79/409; en el caso de la República Helénica,
desde el 6 de abril de 1981.

3344.. Por otra parte, en lo referente al carácter manifiestamen-
te insuficiente de la clasificación como ZEPA de terrenos que
cumplen los requisitos para ser clasificados como tales con
arreglo al artículo 4, apartado 1, de la Directiva 79/409, es
necesario recordar que los Estados miembros tienen la obliga-
ción de clasificar como ZEPA todas las zonas más adecuadas,
en número y en superficie, para la conservación de las aves
(véase la Sentencia Comisión/Reino de los Países Bajos, antes
citada, apartado 62).

4488.. Habida cuenta de lo precedente, procede declarar que,
ante la no aportación de estudios científicos que puedan reba-
tir los resultados del IBA 2000, la República Helénica ha
incumplido las obligaciones que le incumben en virtud del artí-
culo 4, apartados 1 y 2 de la Directiva 79/409, al haber cla-
sificado como ZEPA terrenos cuyo número y superficie total
son manifiestamente inferiores al número y superficie total de
los terrenos que cumplen los requisitos para ser clasificados
como ZEPA.

PPáárrrraaffooss  3399,,  4466,,  4477,,  6666,,  6677,,  114411  yy  114422  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa
TTJJCCEE  ddee  1133  ddee  ddiicciieemmbbrree  ddee  22000077,,  CC--441188//0044,,
CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeppúúbblliiccaa  ddee  IIrrllaannddaa..

3399.. Por último, en cuarto lugar, si bien es verdad que los
Estados miembros gozan de cierto margen de apreciación en
cuanto a la elección de las ZPE, no es menos cierto que la cla-
sificación de dichas zonas obedece exclusivamente a los crite-
rios ornitológicos determinados por la Directiva sobre las aves
(véase, en este sentido, la Sentencia de 2 de agosto de 1993,
Comisión/Reino de España, C-355/90, Rec. p. I-4221, aparta-
do 26). Por lo tanto, las exigencias económicas mencionadas
en el artículo 2 de dicha Directiva no pueden tenerse en cuen-
ta al elegir y delimitar una ZPE (Sentencia Comisión/Reino de
los Países Bajos, antes citada, apartado 59 y jurisprudencia
citada en dicho apartado).

4466.. A este respecto, debe recordarse que el artículo 4 de la
Directiva sobre las aves establece un régimen de protección
dotado de un objetivo específico, y reforzado, tanto para las

especies mencionadas en el anexo I como para las especies
migratorias, que está justificado por el hecho de que se trata,
respectivamente, de las especies más amenazadas y de las es-
pecies que constituyen un patrimonio común de la Comunidad
(Sentencia de 13 de julio de 2006, Comisión/República de
Portugal, C-191/05, Rec. p. I-6853, apartado 9 y jurisprudencia
citada en dicho apartado). Además, del noveno considerando
de dicha Directiva resulta que la preservación, el mantenimien-
to o el restablecimiento de una diversidad y de una superficie
suficiente de hábitats son indispensables para la conservación
de todas las especies de aves. Por consiguiente, los Estados
miembros están obligados a tomar las medidas necesarias para
la conservación de dichas especies (Sentencia de 28 de junio
de 2007, Comisión/Reino de España, C-235/04, Rec. p. I-0000,
apartado 23).

4477.. A tal fin, es necesario actualizar los datos científicos para
determinar la situación de las especies más amenazadas, así
como la de las especies que constituyen un patrimonio común
de la Comunidad a fin de clasificar como ZPE los territorios
más apropiados. En consecuencia, procede utilizar los datos
científicos más actualizados que se hallen disponibles al final
del plazo establecido en el dictamen motivado (Sentencia de
28 de junio de 2007, Comisión/Reino de España, antes cita-
da, apartado 24).

6666.. Además, como ya se ha señalado en el apartado 47 de
la presente Sentencia, deben utilizarse los datos científicos
más actualizados disponibles al término del plazo establecido
en el dictamen motivado.

6677.. De cuanto antecede se desprende que, al no haberse pre-
sentado estudios científicos que puedan contradecir los resul-
tados del IBA 2000, este inventario constituye la referencia
más actualizada y más precisa para la identificación de los
lugares más adecuados en número y en superficie para la con-
servación de las especies mencionadas en el anexo I, así como
de las especies a las que no se alude en dicho anexo, cuya lle-
gada es regular.

114411.. Por lo que respecta a la segunda zona, debe recordarse
que, según la jurisprudencia indicada en el apartado 39 de la
presente Sentencia, la clasificación de territorios como ZPE
obedece exclusivamente a los criterios ornitológicos determi-
nados por la Directiva sobre las aves.

114422.. Por consiguiente, la Comisión sostiene acertadamente
que, por una parte, la clasificación como ZPE no puede resul-
tar de un examen aislado del valor ornitológico de cada una de
las superficies controvertidas, sino que debe realizarse basán-
dose en la consideración de los límites naturales del ecosiste-
ma húmedo y que, por otra, los criterios ornitológicos, sobre los
que debe sustentarse exclusivamente la clasificación, deben
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ser científicamente fundados. En efecto, la utilización de crite-
rios defectuosos, supuestamente ornitológicos, podría redundar
en una definición errónea de los límites de las ZPE.

PPáárrrraaffoo  1199  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  2200  ddee  sseeppttiieemmbbrree
ddee  22000077,,  CCaassoo  338888//0055,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeppúúbblliiccaa
iittaalliiaannaa..

1199.. A este respecto, el Tribunal de Justicia consideró que el
inventario de las IBA, aunque no sea jurídicamente vinculan-
te para los Estados miembros interesados, contiene datos
científicos que permiten apreciar en qué medida un Estado
miembro ha cumplido su obligación de declarar como ZPE los
territorios más adecuados en número y en superficie para la
conservación de las especies protegidas (véase, en particular,
la Sentencia de 7 de diciembre de 2000, Comisión/República
Francesa, C-374/98, Rec. p. I-10799, apartado 25).

PPáárrrraaffooss  4433  aa  5599  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  77  ddee  ddiicciieemm--
bbrree  ddee  22000000,,  CCaassoo  337744//9988,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  llaa
RReeppuubblliiccaa  FFrraanncceessaa..

4433.. En primer lugar, es preciso examinar si el artículo 6, apar-
tados 2 a 4, de la Directiva sobre los hábitats puede aplicar-
se a zonas que no han sido declaradas ZPE aunque hubieran
debido serlo.

4444.. A este respecto, debe destacarse que el artículo 7 de la
Directiva sobre los hábitats indica expresamente que su artí-
culo 6, apartados 2 a 4, se aplicará, en sustitución del artícu-
lo 4, apartado 4, primera frase, de la Directiva sobre las aves,
a las zonas clasificadas con arreglo al artículo 4, apartados 1
o 2, de esta última Directiva.

4455.. De ello se desprende que, según una interpretación literal
de dicho pasaje del artículo 7 de la Directiva sobre los hábi-
tats, sólo las zonas declaradas ZPE entran dentro del ámbito
de aplicación del artículo 6, apartados 2 a 4, de la citada
Directiva.

4466.. Además, el artículo 7 de la Directiva sobre los hábitats
precisa que el artículo 6, apartados 2 a 4, de dicha Directiva
sustituirá al artículo 4, apartado 4, primera frase, de la Directiva
sobre las aves a partir de la fecha de entrada en vigor de la
Directiva sobre los hábitats o de la fecha de clasificación por
parte de un Estado miembro en virtud de la Directiva sobre las
aves, si esta última fecha fuere posterior. Este pasaje del artícu-
lo 7 parece corroborar la interpretación según la cual la aplica-
ción del artículo 6, apartados 2 a 4, presupone la declaración
como ZPE de la zona de que se trate.

4477.. De lo anterior se deduce que las zonas que no han sido
declaradas ZPE aunque hubieran debido serlo siguen estan-

do sometidas al régimen previsto en el artículo 4, apartado 4,
primera frase, de la Directiva sobre las aves.

4488.. Los argumentos de la Comisión en sentido contrario no
pueden ser estimados.

4499.. Así, el hecho de que el régimen de protección del artícu-
lo 4, apartado 4, primera frase, de la Directiva sobre las aves
se aplique, según se desprende de la jurisprudencia del
Tribunal de Justicia (véase, especialmente, la Sentencia de 2 de
agosto de 1993, Comisión/Reino de España, C-355/90, Rec.
p. I-4221, apartado 22), a las zonas no declaradas ZPE aun-
que hubieran debido serlo, no implica, por sí mismo, que el régi-
men de protección contemplado en el artículo 6, apartados 2
a 4, de la Directiva sobre los hábitats sustituya al primer régi-
men citado en lo que respecta a dichas zonas.

5500.. Asimismo, en lo que atañe al argumento de la Comisión
basado en una dualidad de regímenes aplicables, debe desta-
carse que no parece injustificado que las zonas indicadas en
el apartado precedente de la presente Sentencia se sometan,
con arreglo al artículo 4, apartado 4, primera frase, de la
Directiva sobre las aves, a un régimen más riguroso que el pre-
visto en el artículo 6, apartados 2 a 4, de la Directiva sobre los
hábitats para las zonas declaradas ZPE.

5511.. A este respecto, es preciso recordar, tal como hace el
Abogado General en el punto 99 de sus conclusiones, que un
Estado miembro no puede obtener beneficios del incumpli-
miento de sus obligaciones comunitarias.

5522.. Pues bien, si se permitiera que un Estado miembro, que,
en infracción de la Directiva sobre las aves, no haya declarado
como ZPE una zona que debería haberlo sido, se amparase
en el artículo 6, apartados 3 y 4, de la Directiva sobre los hábi-
tats, dicho Estado podría obtener tales beneficios.

5533.. En efecto, dado que no existe ningún acto formal de
declaración de semejante emplazamiento como ZPE, es
particularmente difícil que la Comisión ejerza, con arreglo al
artículo 155 del Tratado CE (actualmente artículo 211 CE), un
control eficaz de la aplicación por los Estados miembros del
procedimiento previsto en el artículo 6, apartados 3 y 4, de la
Directiva sobre los hábitats y que declare, en su caso, la exis-
tencia de posibles incumplimientos de las obligaciones que en
ellos se recogen. En particular, existiría un riesgo considerable-
mente alto de que las autoridades nacionales aceptaran pla-
nes o proyectos que no tuvieran una relación directa con la
gestión del lugar o que no fueran necesarios para la misma y
que causaran perjuicio a la integridad de éste, en infracción del
citado procedimiento, de que tales planes o proyectos escapa-
sen al control de la Comisión y de que provocaran daños eco-
lógicos graves, o incluso irreparables, en contraposición a las
exigencias de conservación de dicho emplazamiento.
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5544.. Las personas físicas o jurídicas facultadas para invocar,
ante los órganos jurisdiccionales nacionales, intereses relacio-
nados con la protección de la naturaleza y, en especial, de la
avifauna silvestre y, sobre todo, las organizaciones de protec-
ción del medio ambiente, serían quienes deberían enfrentarse
a tales dificultades.

5555.. Tal situación podría poner en peligro el objetivo de pro-
tección particular de la avifauna silvestre contemplado en el
artículo 4 de la Directiva sobre las aves, tal como ha sido inter-
pretado por la jurisprudencia del Tribunal de Justicia (véase,
especialmente, la Sentencia de 11 de julio de 1996, Royal
Society for the Protection of Birds, C-44/95, Rec. p. I-3805,
apartados 23 y 25).

5566.. Como, en esencia, destaca el Abogado General en el
punto 102 de sus conclusiones, la dualidad de regímenes
aplicables respectivamente a las zonas declaradas ZPE y a
las que deberían haberlo sido incita a los Estados miembros
a llevar a cabo clasificaciones, en la medida en que así elu-
den utilizar el procedimiento que les permite adoptar, por
razones imperiosas de interés público de primer orden,
incluidas razones de índole social o económica, y con arreglo
a determinados requisitos, un plan o un proyecto que cause
perjuicio a una ZPE.

5577.. De cuanto antecede se desprende que el artículo 6, apar-
tados 2 a 4, de la Directiva sobre los hábitats no es aplicable
a las zonas que no hayan sido declaradas ZPE, aunque hubie-
ran debido serlo.

5588.. Por lo tanto, debe desestimarse el motivo basado en la
infracción del artículo 6, apartados 2 a 4, de la Directiva sobre
los hábitats.

5599.. Por consiguiente, procede declarar que la República
Francesa ha incumplido las obligaciones que le incumben en
virtud del artículo 4, apartado 1, de la Directiva sobre las aves,
al no haber declarado como ZPE ningún territorio del paraje
de Basses Corbières y al no haber adoptado en relación con
dicho emplazamiento medidas de conservación especial sufi-
cientes en cuanto a su extensión geográfica.

PPáárrrraaffooss  8844,,  112200,,  117722  yy  117733  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee
1133  ddee  ddiicciieemmbbrree  ddee  22000077,,  CC--441188//0044,,  CCoommiissiióónn  ccoonn--
ttrraa  RReeppúúbblliiccaa  ddee  IIrrllaannddaa..

8844.. En efecto, según reiterada jurisprudencia, las zonas que
no han sido clasificadas como ZPE aunque hubieran debido
serlo siguen estando sometidas al régimen previsto en el artí-
culo 4, apartado 4, primera frase, de la Directiva sobre las
aves, ya que, de otro modo, no podrían alcanzarse los objeti-
vos de protección formulados en dicha Directiva, tal como se

exponen en su noveno considerando (véanse las Sentencias
de 2 de agosto de 1993, Comisión/Reino de España, antes
citada, apartado 22, así como de 7 de diciembre de 2000,
Comisión/República Francesa, C-374/98, Rec. p. I-10799,
apartados 47 y 57).

112200.. Según reiterada jurisprudencia, recordada en el aparta-
do 84 de la presente Sentencia, las zonas que no fueron cla-
sificadas como ZPE, siendo así que deberían haberlo sido
siguen estando comprendidas en el ámbito de aplicación del
régimen previsto en el artículo 4, apartado 4, primera frase,
de la Directiva sobre las aves ya que, de otro modo, no se
podrían alcanzar los objetivos de protección que enuncia dicha
Directiva, tal como se explicitan en su noveno considerando.
De ello se deduce que República de Irlanda debería haber
adoptado, al menos, las medidas apropiadas con arreglo al
artículo 4, apartado 4, primera frase, de la Directiva sobre las
aves para evitar, en el lugar de Moy valley, el deterioro de los
hábitats, así como las perturbaciones que afectan al guión de
codornices, en la medida en que produzcan un efecto signifi-
cativo habida cuenta de los objetivos de dicho artículo.

117722.. Como acaba de recordarse en el apartado 84 de la
presente Sentencia, debe señalarse que los objetivos de pro-
tección establecidos por la Directiva sobre las aves, tal como
se exponen en su noveno considerando, no podrían alcanzar-
se si los Estados miembros debieran cumplir las obligaciones
que se derivan del artículo 4, apartado 4, de dicha Directiva
únicamente en los casos en que previamente se hubiera desig-
nado una ZPE.

117733..  Como se desprende asimismo de la jurisprudencia del
Tribunal de Justicia, el artículo 7 de la Directiva sobre los hábi-
tats precisa que el artículo 6, apartados 2 a 4, de dicha
Directiva sustituye al artículo 4, apartado 4, primera frase, de
la Directiva sobre las aves a partir de la fecha de entrada en
vigor de la Directiva sobre los hábitats o de la fecha de la cla-
sificación por parte de un Estado miembro en virtud de la
Directiva sobre las aves, si esta última fecha fuere posterior.
Por lo tanto, de lo anterior se desprende que las zonas que no
han sido clasificadas como ZPE aunque hubieran debido serlo,
siguen estando sometidas al régimen previsto por el artículo 4,
apartado 4, primera frase, de la Directiva sobre las aves
(Sentencia de 7 de diciembre de 2000, Comisión/República
Francesa, C-374/98, antes citada, apartados 46 y 47).

PPáárrrraaffooss  1177  yy  1188  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  2200  ddee  sseepp--
ttiieemmbbrree  ddee  22000077,,  CCaassoo  338888//0055,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa
RReeppúúbblliiccaa  iittaalliiaannaa..

1177.. El artículo 4, apartado 4, de la Directiva sobre las aves
obliga a los Estados miembros a tomar las medidas adecua-
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das para evitar dentro de las ZPE la contaminación o el dete-
rioro de los hábitats así como las perturbaciones que afecten
a las aves, en la medida en que tengan un efecto significativo
respecto a los objetivos de dicho artículo.

1188.. De la jurisprudencia del Tribunal de Justicia se despren-
de que los Estados miembros deben cumplir las obligaciones
que emanan concretamente del artículo 4, apartado 4, de la
Directiva sobre las aves, incluso en los casos en los que la zona
afectada no hubiera sido calificada como ZPE cuando debía
haberlo sido (véase la Sentencia de 18 de marzo de 1999,
Comisión/República Francesa, C-166/97, Rec. p. I-1719, apar-
tado 38).

PPáárrrraaffoo  2222  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  2288  ddee  ffeebbrreerroo  ddee
11999911  CCaassoo  5577//8899  ““LLeeyybbuuttcchh””..

2222.. Estas razones deben obedecer a un interés general supe-
rior al interés al que responde el objetivo ecológico al que se
refiere la Directiva. En este contexto, no se pueden tomar en
consideración los intereses enunciados en el artículo 2 de la
Directiva, a saber, las exigencias económicas y recreativas. En
efecto, como este Tribunal de Justicia declaró en las Sentencias
de 8 de julio de 1987, Comisión/Reino de Bélgica ll7/85, y
Comisión/República italiana 262/85, esta disposición constitu-
ye una excepción autónoma al régimen de protección estable-
cido por la Directiva.

PPáárrrraaffooss  3300  yy  3311  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1111  ddee  jjuulliioo
ddee  11999966,,  CCaassoo  4444//9955,,  ““LLaappppeell  BBaannkk””..

3300.. Por otra parte, del apartado 19 de la Sentencia sobre las
marismas de Santoña resulta que, en el marco del artículo 4
de dicha Directiva, considerado en su conjunto, las exigencias
económicas no pueden corresponder, de todas formas, a un
interés general superior a aquel al que responde el objetivo
ecológico previsto por la Directiva.

3311.. Por ello, sin que siquiera sea necesario adoptar postura
sobre la eventual pertinencia de las razones de interés gene-
ral superior a efectos de la clasificación de una ZPE, procede
responder a la primera parte de la segunda cuestión que el
apartado 1 o el apartado 2 del artículo 4 de la Directiva sobre
las aves deben interpretarse en el sentido de que al elegir y
delimitar una ZPE, un Estado miembro, no puede tener en
cuenta exigencias económicas como constitutivas de un inte-
rés general superior a aquel al que responde el objetivo eco-
lógico contemplado por esta Directiva.

PPáárrrraaffooss  1188  yy  1199  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  22  ddee  aaggooss--
ttoo  ddee  11999933,,  CCaassoo  335555//9900,,  MMaarriissmmaass  ddee  SSaannttooññaa,,
CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeiinnoo  ddee  EEssppaaññaa..

1188.. Este argumento no puede acogerse. En efecto como
resulta de la Sentencia de 28 de febrero de 1991, Comisión/
República Federal de Alemania, los Estados miembros, al tras-
poner una Directiva, no están habilitados para invocar excep-
ciones basadas en la consideración de otros intereses.

1199.. Tratándose, en concreto, del artículo 4 de la Directiva, el
Tribunal sostuvo en la Sentencia citada que estas razones,
para ser admitidas, deben responder a un interés general
superior al interés ecológico contemplado por la Directiva. En
particular, los intereses mencionados en el artículo 2 de la
Directiva, a saber, las exigencias económicas y recreativas,
no pueden ser tenidos en cuenta. A este respecto, el Tribunal
ya ha sostenido en sus dos Sentencias de 8 de julio de 1987,
Comisión/Reino de Bélgica y Comisión/República italiana, 247/85
y 262/85, que esta disposición no constituye una excepción al
régimen de protección establecido por la Directiva.

PPáárrrraaffooss  1100  aa  1133  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  1133  ddee  jjuulliioo
ddee  22000066..  CCaassoo  119911//0055,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeppúúbblliiccaa  ddee
PPoorrttuuggaall..

1100.. Debe subrayarse asimismo que son los criterios de índo-
le ornitológica contenidos en los apartados 1 y 2 del artículo
4 los que deben guiar a los Estados miembros en la elección
y en la delimitación de las ZPS (véase, en este sentido, la
Sentencia Royal Society for the Protection of Birds, antes cita-
da, apartado 26).

1111.. De lo dispuesto en el Decreto-Ley nº 141/2002 se dedu-
ce que se modificó la delimitación de la ZPS de que se trata
dado que dicha ZPS incluía zonas que no constituyen hábitats
que revistan importancia para las aves esteparias.

1122.. Con todo, debe subrayarse, según lo alega con razón la
Comisión, que si bien las zonas excluidas de la ZPS cubierta
por el referido Decreto-Ley no albergan aves esteparias, sí
albergaban otras especies de aves silvestres que figuran en el
anexo I de la Directiva y cuya protección había justificado la
designación de la referida ZPS, a saber, en particular la grulla
común (Grus grus), el búho real (Bubo bubo), el buitre negro
(Aegypius monachus), el águila calzada (Hieraaetus penna-
tus) y el buitre leonado (Gypus fulvus).

1133.. En estas circunstancias, un Estado miembro no puede
reducir la superficie de una ZPS ni tampoco modificar su deli-
mitación, a menos que las zonas excluidas de la ZPS ya no
correspondan a los territorios más adecuados para la conser-
vación de las especies de aves silvestres, en el sentido del artí-
culo 4, apartado 1, de la Directiva.

22

JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA EN LAS DIRECTIVAS DE AVES SILVESTRES Y DE HÁBITATS



PPáárrrraaffooss  3355,,  4400  yy  4411  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  2255  ddee
nnoovviieemmbbrree  ddee  11999999,,  CCaassoo  9966//9988  ““PPooiitteevviinn  MMaarrsshh””,,
CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  llaa  RReeppúúbblliiccaa  FFrraanncceessaa..

3355.. A este respecto, es preciso recordar en primer lugar que,
el artículo 4, apartado 4, primera frase, de la Directiva sobre
las aves, tanto en su versión original como en su versión modi-
ficada por la Directiva sobre los hábitats, impone a los Estados
miembros la obligación de tomar las medidas apropiadas
para evitar, en particular, el deterioro de los hábitats en las
ZPE clasificadas con arreglo al apartado 1 de este mismo
artículo.

4400.. Por consiguiente, resulta que la República Francesa ha
incumplido su obligación de tomar las medidas adecuadas
para evitar el deterioro de los parajes del Marais poitevin cla-
sificados como ZPE, infringiendo el artículo 4, apartado 4,
primera frase, de la Directiva sobre las aves. Por lo que se refie-
re al argumento del Gobierno francés, según el cual la norma-
tiva comunitaria de ayuda a la agricultura es poco favorable a
una agricultura compatible con las exigencias de conservación
preceptuadas por la Directiva sobre las aves, es importante
destacar que, aun cuando se suponga que dicha circunstancia
sea exacta, señalando así una determinada falta de coheren-
cia entre las diversas políticas comunitarias, no obstante no
puede autorizar a un Estado miembro a sustraerse de las obli-
gaciones que le incumben en virtud de dicha Directiva, en par-
ticular, de su artículo 4, apartado 4, primera frase.

4411.. En segundo lugar, hay que recordar que, según la jurispru-
dencia del Tribunal de Justicia, el artículo 4, apartado 4, prime-
ra frase, de la Directiva sobre las aves impone a los Estados
miembros la obligación de tomar las medidas adecuadas para
evitar, en particular, el deterioro de los hábitats en las zonas
más apropiadas para la conservación de la avifauna silvestre,
incluso en los casos en los que las zonas afectadas no hubie-
ran sido calificadas como ZPE cuando debían haberlo sido
(véanse, en este sentido, las Sentencias Comisión/Reino de
España, antes citada, apartado 22, y de 18 de marzo de 1999,
Comisión/República Francesa, antes citada, apartado 38).

PPáárrrraaffoo  113355  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  2244  ddee  jjuunniioo
ddee  22001111,,  CCaassoo  440044//0099,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  eell  RReeiinnoo  ddee
EEssppaaññaa,,  ddeetteerriioorroo  ddee  llooss  vvaalloorreess  aammbbiieennttaalleess,,  ccaassoo
ddeell  AAllttoo  SSiill..

113355. A este respecto, procede recordar que la protección de
las ZEPA no debe limitarse a medidas destinadas a evitar los
deterioros y las perturbaciones externas causados por el hom-

bre, sino que, según la situación que se presente, debe también
incluir medidas positivas cuyo objetivo sea conservar y mejorar
el estado del lugar (sentencia Comisión/Austria, antes citada,
apartado 59 y jurisprudencia citada).

PPáárrrraaffoo  2222  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1111  ddee  ddiicciieemmbbrree
ddee  22000088,,  CCaassoo  229933//0077,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  llaa  RReeppuubblliiccaa
ddee  GGrreecciiaa39

2222.. Según la Jurisprudencia de este Tribunal, el Artículo 4 en
sus apartados 1 y 2 impone a los estados la obligación de
dotar a las ZEPA de un estatus jurídico de protección capaz
de asegurar la supervivencia y reproducción de las especies
de aves comprendidas en el Anexo 1 así como la reproduc-
ción, cría e invernada de las especies migratorias cuya lle-
gada sea regular.

PPáárrrraaffooss  2244  yy  2255  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  2200  ddee  sseeppttiieemm--
bbrree  ddee  22000077,,  CCaassoo  338888//0055,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeppúúbblliiccaa
iittaalliiaannaa..

2244.. Ha de señalarse que, en lo que respecta a las zonas cla-
sificadas como ZPE, el artículo 7 de la Directiva sobre los hábi-
tats establece que las obligaciones derivadas del artículo 4,
apartado 4, de la Directiva sobre las aves han sido sustituidas,
en particular, por las obligaciones que emanan del artículo 6,
apartado 2, de la Directiva sobre los hábitats, a partir de la
fecha de aplicación de esta última Directiva o de la fecha de
clasificación con arreglo a la Directiva sobre las aves, si esta
última fecha fuere posterior (véase la Sentencia de 13 de
junio de 2002, Comisión/República de Irlanda, C-117/00, Rec.
p. I-5335, apartado 25).

2255.. En el caso de autos, al haber sido clasificada la zona de
los «Valloni e steppe pedegarganiche» como ZPE el 28 de
diciembre de 1998, el artículo 6, apartado 2, de la Directiva
sobre los hábitats es aplicable a la mencionada zona a partir
de esa fecha.

Jurisprudencia española
SSeenntteenncciiaa  ddee  vveeiinnttee  ddee  MMaayyoo  ddee  ddooss  mmiill  oocchhoo  ddeell
TTrriibbuunnaall  SSuupprreemmoo..  SSaallaa  ddee  lloo  CCoonntteenncciioossoo,,  SSeecccciióónn::  55
NNºº  ddee  RReeccuurrssoo::  22771199//22000044

No se trata, en el supuesto delimitador de autos, de un
Acuerdo, consecuencia de un procedimiento previamente
seguido, en el que la Administración actuante, tras un proceso

23

39. Traducción de los autores. Original sin traducir al castellano a la fecha de redacción de estas líneas.



de análisis, estudios y valoraciones de intereses mas o menos
contrapuestos, se decanta por una determinada solución que
plasma en una concreta delimitación geográfica; mas al con-
trario, dicho Acuerdo no es –exclusivamente– sino el resultado
de la aplicación de unos determinados criterios objetivos, de
carácter científico, establecidos en la Directiva 79/409/CEE del
Consejo, de 2 de abril de 1979 , relativa a la conservación de
las aves silvestres, que no pueden ser alterados como conse-
cuencia de determinadas alegaciones de interesados (otra
cosa será en relación con los usos que puedan desarrollarse
en el mismo, y que se concreten en el subsiguiente Plan de
Gestión de la ZEPA o del Área de Protección en la que la
misma se convierta, o de la clasificación de los terrenos en el
Plan General de Ordenación Urbana de Murcia, en el que, por
cierto, cuentan con la de Suelo No Urbanizable de Protección
Específica). En consecuencia, la ausencia de autonomía del
Gobierno autonómico de Murcia para la aplicación de la
expresada Directiva y de sus criterios delimitadores es eviden-
te, tratándose, mas bien, del cumplimiento de una obligación
derivada de una norma comunitaria, y cuyo inicial incumpli-
miento había dado lugar a un recurso jurisdiccional (de confor-
midad con el artículo 226 TUE ) contra el Reino de Reino de
España, en sede del Tribunal de Justicia de la Unión Europea,
“al no haber clasificado como zonas de protección especial
para las aves en la Comunidad de Murcia aquellas que la evi-
dencia científica identifica como los territorios mas adecuados
para la conservación de las especies protegidas”.

SSeenntteenncciiaa  ddeell  TTrriibbuunnaall  SSuupprreemmoo  ddee  2255  ddee  mmaarrzzoo  ddee
22001100  ((SSaallaa  ddee  lloo  CCoonntteenncciioossoo--AAddmmiinniissttrraattiivvoo,,  CCaassoo
ddee  llaass  NNaavvaass  ddeell  MMaarrqquueess,,  ““CCiiuuddaadd  ddeell  GGoollff””..

“…el planeamiento asume como objetivo la protección del
medio ambiente, como así nos recuerda el Art. 36.2 de la
LUCyL , protección que en todo caso nos pone de manifiesto
que debe primar y prevalecer el planeamiento ambiental
sobre el planeamiento urbanísticos, implicando legalmente la
protección de ese medio ambiente una limitación jurídica
frente al urbanismo y también una garantía frente a éste; que
en el caso de autos este objetivo del medio ambiente y ese
planeamiento ambiental viene representado por los valores
ambientales y naturales que concurren en los terrenos inclui-
dos en el citado sector SUZD-4 y viene representado por el
hecho de que los mismos se definen como “ZEPA”

“…no debe entenderse que la inclusión de los terrenos en el
ámbito de la ZEPA determine por sí misma y de forma auto-
mática la clasificación del terreno como suelo no urbaniza-
ble, sino que, aquella inclusión, junto a los demás datos y
factores que la propia sentencia deja señalados, viene a
poner de manifiesto la concurrencia de unos valores que el

legislador ha querido preservar, tanto en la normativa esta-
tal básica como en la autonómica.”

Otros Documentos citados
RReessppuueessttaa  ddee  llaa  CCoommiissiióónn  aa  llaa  PPrreegguunnttaa  eessccrriittaa  445511//9922
ddeell  PPaarrllaammeennttoo  EEuurrooppeeoo  ((DDOOCC  228899//1166))

Se entiende por perturbaciones que tengan un impacto signi-
ficativo todos aquellos fenómenos que ocasionen una modifi-
cación negativa importante de la dinámica de la población o
de las características eco-etológicas de las poblaciones sensi-
bles de aves que viven en las zonas de protección.

PPáárrrraaffooss  3333  yy  3344  ddee  llaass  CCoonncclluussiioonneess  ddeell  AAbbooggaaddoo
GGeenneerraall  VVaann  GGeerrvveenn  eenn  eell  ccaassoo  ddee  llaass  MMaarriissmmaass  ddee
SSaannttooññaa..

“…con esta disposición el Consejo ha querido indicar que no
se puede producir en una zona de protección ninguna conta-
minación, deterioro o perturbaciones que menoscaben signifi-
cativamente la calidad de las condiciones de vida de las aves.
Así pues, estos conceptos también comprenden factores
negativos que, aunque no pongan en peligro la supervivencia
y reproducción de las aves, si menoscaban de modo significa-
tivo su reproducción y supervivencia en las condiciones mas
adecuadas…cuando al apartado 4 del artículo 4 habla de
medidas adecuadas para evitar dentro de las zonas de pro-
tección la contaminación o el deterioro y las perturbaciones,
se refiere en particular a una obligación de los estados miem-
bros de instaurar en dichas zonas un régimen general de pro-
tección de la calidad de las condiciones de vida de las aves
para que puedan vivir y reproducirse en las condiciones mas
apropiadas”.

Transposición
LLeeyy  4422//22000077,,  ddee  1133  ddee  ddiicciieemmbbrree,,  ddeell  PPaattrriimmoonniioo
NNaattuurraall  yy  ddee  llaa  BBiiooddiivveerrssiiddaadd..

Artículo 43. ZZoonnaass  ddee  EEssppeecciiaall  PPrrootteecccciióónn  ppaarraa  llaass  AAvveess..

Los espacios del territorio nacional y de las aguas marítimas
bajo soberanía o jurisdicción nacional, incluidas la zona econó-
mica exclusiva y la plataforma continental, más adecuados en
número y en superficie para la conservación de las especies
de aves incluidas en el anexo IV de esta Ley y para las aves
migratorias de presencia regular en Reino de España, serán
declaradas como Zonas de Especial Protección para las Aves,
estableciéndose en ellas medidas para evitar las perturbacio-
nes y de conservación especiales en cuanto a su hábitat, para
garantizar su supervivencia y reproducción. Para el caso de las
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especies de carácter migratorio que lleguen regularmente a
territorio español, se tendrán en cuenta las necesidades de
protección de sus áreas de reproducción, alimentación, muda,
invernada y zonas de descanso, atribuyendo particular impor-
tancia a las zonas húmedas y muy especialmente a las de
importancia internacional.

Artículo 44. DDeeccllaarraacciióónn  ddee  llaass  ZZoonnaass  EEssppeecciiaalleess  ddee
CCoonnsseerrvvaacciióónn  yy  llaass  ZZoonnaass  ddee  EEssppeecciiaall  PPrrootteecccciióónn  ppaarraa  llaass
AAvveess..

Las Comunidades autónomas, previo procedimiento de infor-
mación pública, declararán las Zonas Especiales de Conserva-
ción y las Zonas de Especial Protección para las Aves en su
ámbito territorial. Dichas declaraciones se publicarán en los
respectivos Diarios Oficiales incluyendo información sobre sus
límites geográficos, los hábitats y especies por los que se decla-
raron cada uno. De ellas se dará cuenta al Ministerio de
Medio Ambiente a efectos de su comunicación a la Comisión
Europea, de conformidad con lo establecido en el artículo 10 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

Artículo 45. MMeeddiiddaass  ddee  ccoonnsseerrvvaacciióónn  ddee  llaa  RReedd  NNaattuurraa
22000000..

11.. Respecto de las Zonas Especiales de Conservación y las
Zonas de Especial Protección para las Aves, las Comunidades
autónomas fijarán las medidas de conservación necesarias,
que respondan a las exigencias ecológicas de los tipos de
hábitats naturales y de las especies presentes en tales áreas,
que implicarán:

a) Adecuados planes o instrumentos de gestión, específicos
a los lugares o integrados en otros planes de desarrollo
que incluyan, al menos, los objetivos de conservación del
lugar y las medidas apropiadas para mantener los
espacios en un estado de conservación favorable.

b) Apropiadas medidas reglamentarias, administrativas o
contractuales.

22.. Igualmente las administraciones competentes tomarán las
medidas apropiadas, en especial en dichos planes o instru-
mentos de gestión, para evitar en los espacios de la Red
Natura 2000 el deterioro de los hábitat naturales y de los

hábitat de las especies, así como las alteraciones que repercu-
tan en las especies que hayan motivado la designación de
estas áreas, en la medida en que dichas alteraciones puedan
tener un efecto apreciable en lo que respecta a los objetivos
de la presente ley.

33.. Los órganos competentes deberán adoptar las medidas
necesarias para evitar el deterioro o la contaminación de los
hábitats fuera de la Red Natura 2000.

44..40 Cualquier plan, programa o proyecto que, sin tener rela-
ción directa con la gestión del lugar o sin ser necesario para la
misma, pueda afectar de forma apreciable a los citados luga-
res, ya sea individualmente o en combinación con otros planes
o proyectos, se someterá a una adecuada evaluación de sus
repercusiones en el lugar, que se realizará de acuerdo con las
normas que sean de aplicación, de acuerdo con lo establecido
en la legislación básica estatal y en las normas adicionales de
protección dictadas por las Comunidades autónomas, tenien-
do en cuenta los objetivos de conservación de dicho lugar. A
la vista de las conclusiones de la evaluación de las repercusio-
nes en el lugar y supeditado a lo dispuesto en el apartado 5
de este artículo, los órganos competentes para aprobar o auto-
rizar los planes, programas o proyectos solo podrán manifestar
su conformidad con los mismos tras haberse asegurado de que
no causará perjuicio a la integridad del lugar en cuestión y, si
procede, tras haberlo sometido a información pública.

55.. Si, a pesar de las conclusiones negativas de la evaluación de
las repercusiones sobre el lugar y a falta de soluciones alterna-
tivas, debiera realizarse un plan, programa o proyecto por razo-
nes imperiosas de interés público de primer orden, incluidas
razones de índole social o económica, las Administraciones
Públicas competentes tomarán cuantas medidas compensato-
rias sean necesarias para garantizar que la coherencia global
de Natura 2000 quede protegida. La concurrencia de razones
imperiosas de interés público de primer orden sólo podrá
declararse para cada supuesto concreto:

a) Mediante una ley.

b) Mediante acuerdo del Consejo de Ministros, cuando se
trate de planes, programas o proyectos que deban ser
aprobados o autorizados por la Administración General
del Estado, o del órgano de Gobierno de la Comunidad
autónoma. Dicho acuerdo deberá ser motivado y público.

La adopción de las medidas compensatorias se llevará a cabo,
en su caso, durante el procedimiento de evaluación ambiental
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de planes y programas y de evaluación de impacto ambiental
de proyectos, de acuerdo con lo dispuesto en la normativa
aplicable. Dichas medidas se aplicarán en la fase de planifica-
ción y ejecución que determine la evaluación ambiental.

Las medidas compensatorias adoptadas serán remitidas, por
el cauce correspondiente, a la Comisión Europea.

66.. En caso de que el lugar considerado albergue un tipo de
hábitat natural y/o una especie prioritaria, señalados como
tales en los anexos I y II, únicamente se podrán alegar las
siguientes consideraciones:

a) Las relacionadas con la salud humana y la seguridad
pública.

b) Las relativas a consecuencias positivas de primordial
importancia para el medio ambiente.

c) Otras razones imperiosas de interés público de primer
orden, previa consulta a la Comisión Europea.

77.. La realización o ejecución de cualquier plan, programa o
proyecto que pueda afectar negativamente a especies inclui-
das en los anexos II o IV que hayan sido catalogadas como en
peligro de extinción, únicamente se podrá llevar a cabo cuan-
do, en ausencia de otras alternativas, concurra alguna de las
causas citadas en el apartado anterior. La adopción de las
correspondientes medidas compensatorias se llevará a cabo
conforme a lo previsto en el apartado 5.

88.. Desde el momento en que el lugar figure en la lista de
Lugares de Importancia Comunitaria aprobada por la
Comisión Europea, éste quedará sometido a lo dispuesto en
los apartados 4, 5 y 6 de este artículo.

99.. Desde el momento de la declaración de una ZEPA, ésta
quedará sometida a lo dispuesto en los apartados 4 y 5 de
este artículo.

Artículo 48. CCaammbbiioo  ddee  ccaatteeggoorrííaa..

La descatalogación total o parcial de un espacio incluido en
Red Natura 2000 solo podrá proponerse cuando así lo justifi-
quen los cambios provocados en el mismo por la evolución
natural, científicamente demostrada, reflejados en los resulta-
dos del seguimiento definido en el artículo anterior. En todo
caso, el procedimiento incorporará un trámite de información
pública, previo a la remisión de la propuesta a la Comisión
Europea.

Artículo 51. AAlltteerraacciióónn  ddee  llaa  ddeelliimmiittaacciióónn  ddee  llooss  eessppaacciiooss
pprrootteeggiiddooss..

11.. Sólo podrá alterarse la delimitación de espacios naturales
protegidos o de la Red Natura 2000, reduciendo su superficie
total o excluyendo terrenos de los mismos, cuando así lo justi-

fiquen los cambios provocados en ellos por su evolución natu-
ral, científicamente demostrada. En el caso de alteraciones en
las delimitaciones de espacios protegidos Red Natura 2000,
los cambios debidos a la evolución natural deberán aparecer
debidamente reflejados en los resultados del seguimiento pre-
visto en el artículo 47.

22.. Toda alteración de la delimitación de áreas protegidas
deberá someterse a información pública, que en el caso de los
espacios protegidos Red Natura 2000 se hará de forma pre-
via a la remisión de la propuesta de descatalogación a la
Comisión Europea y la aceptación por ésta de tal descatalo-
gación.

33.. El cumplimiento de lo previsto en los párrafos anteriores no
eximirá de las normas adicionales de protección que establez-
can las Comunidades autónomas.

Comentario
El apartado 1 del Artículo de la Directiva, es decir, la refe-
rencia a que la creación de ZEPA será una de entre un
conjunto de medidas, no se encuentra recogido en la Ley
42/2007.

La redacción del Artículo 43 resulta algo confusa, para su
correcta interpretación debemos recordar que la Directiva
señala el deber de proporcionar a las especies migradoras
medidas “semejantes” a las especies del Anexo I.

Artículo 5

Sin perjuicio de los artículos 7 y 9, los Estados miembros
tomarán las medidas necesarias para establecer un régi-
men general de protección de todas las especies de aves
contempladas en el artículo 1 que incluirá, en particular, la
prohibición de

a) matarlas o capturarlas de forma intencionada, sea cual
fuera el método empleado;

b) destruir o dañar de forma intencionada sus nidos y sus
huevos y quitar sus nidos;

c) recoger sus huevos en la naturaleza y retenerlos, aun
estando vacíos;

d) perturbarlos de forma intencionada, en particular
durante el período de reproducción y de crianza, en
la medida que la perturbación tuviera un efecto sig-
nificativo en cuanto a los objetivos de la presente
Directiva;

e) retener las aves de especies cuya caza y captura no
estén permitidas.
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Comentario
En este Artículo se obliga a los Estados miembros a procu-
rar una protección integral de TODAS las especies de aves
que viven naturalmente en estado salvaje en el territorio
europeo, pprroohhiibbiieennddoo  eenn  ppaarrttiiccuullaarr  llaa  mmuueerrttee  oo  ccaappttuurraa
iinntteenncciioonnaaddaass,,  llaa  rreettiirraaddaa  ddee  ssuuss  nniiddooss  yy  ssuuss  hhuueevvooss,,  llaa  ppeerr--
ttuurrbbaacciióónn  iinntteenncciioonnaaddaa  ddee  llaass  eessppeecciieess,,  eessppeecciiaallmmeennttee  eenn
ssuuss  ppeerriiooddooss  ddee  cceelloo,,  rreepprroodduucccciióónn  yy  ccrriiaannzzaa,,  aassíí  ccoommoo  ccuuaall--
qquuiieerr  ttiippoo  ddee  rreetteenncciióónn  ddee  llaass  aavveess  qquuee  nnoo  ppuueeddaann  sseerr  ccaazzaa--
ddaass  oo  ccaappttuurraaddaass. Las prohibiciones relativas a la muerte o
captura y a la comercialización, no son aplicables a determi-
nadas especies, en concreto, las listadas en los anexos II y III
y a las cuales les es de aplicación el régimen de comerciali-
zación y caza que se prevé en los artículos 6 y 7.

El alcance de llaass  pprroohhiibbiicciioonneess  eessttaabblleecciiddaass  eenn  llooss  aappaarr--
ttaaddooss  bb))  yy  cc))  nnoo  ttiieennee  llíímmiitteess  tteemmppoorraalleess,, y se aplican a
todas las especies, a sus huevos y a sus nidos durante todo
el año41.

El apartado e) se aplica a las especies de aves cuya caza y
captura no este permitida, iinnddeeppeennddiieenntteemmeennttee  ddee  qquuee
hhaayyaann  ssiiddoo  ccaazzaaddaass  oo  ccaappttuurraaddaass  ddeennttrroo  oo  ffuueerraa  ddeell  tteerrrrii--
ttoorriioo  ddee  llooss  eessttaaddooss  mmiieemmbbrrooss42.

NNoo  ssoonn  aacceeppttaabblleess  llaass  eexxcceeppcciioonneess  ggeennéérriiccaass  aa  eessttaa  pprrootteecc--
cciióónn  qquuee  iinnvvooqquueenn  pprrááccttiiccaass  aaggrrííccoollaass,,  ffoorreessttaalleess  oo  ddee  ppeess--
qquueerrííaass  oorrddiinnaarriiaass. En caso de existir la necesidad de no
aplicar estas prescripciones a tales actividades deberán
detallarse y acudir al Artículo 9, que como venimos seña-
lando, contiene el régimen general de excepciones43.

Este Artículo impide ttooddaa  ddeessttrruucccciióónn  ddee  llooss  nniiddooss, inclui-
dos los adosados a los edificios o viviendas. En caso de que
estos nidos pudiesen constituir un riesgo real para la salud,
asunto sobre el que nunca han existido evidencias, deberá
acudirse al régimen de excepciones previsto en el artículo
9 de la Directiva44.

Jurisprudencia Comunitaria
PPáárrrraaffoo  99  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  2277  ddee  aabbrriill  ddee  11998888
CCaassoo  225522//8855,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeppúúbblliiccaa  FFrraanncceessaa

99.. …las prohibiciones mencionadas en las letras b) y c) del
Artículo 5 de la Directiva deben aplicarse sin restricciones
temporales. En efecto, una protección ininterrumpida del hábi-

tat de las aves es necesaria, teniendo en cuenta que numero-
sas especies vuelven a utilizar cada año los nidos construidos
en años anteriores. Suspender esta protección durante un
periodo completo del año no puede considerarse, pues, com-
patible con las citadas prohibiciones.

PPáárrrraaffoo  1199  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  2277  ddee  aabbrriill  ddee  11998888
CCaassoo  225522//8855,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeppúúbblliiccaa  FFrraanncceessaa

1199.. …para garantizar una protección eficaz y completa de
las aves en el territorio de todos los estados miembros, es
imprescindible que las prohibiciones establecidas en la
Directiva estén expresamente previstas en las legislaciones
nacionales…la normativa francesa …permite la retención de
aves capturadas u obtenidas en forma ilícita, especialmente
cuando ello ha sucedido fuera del territorio francés…

PPáárrrraaffooss  88  yy  ddee  1177  aa  1199  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  1177  ddee
sseeppttiieemmbbrree  ddee  11998877  CCaassoo  441122//8855,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa
RReeppúúbblliiccaa  FFeeddeerraall  ddee  AAlleemmaanniiaa

88.. La primera frase del apartado 3 del artículo 22 de la ley
alemana dispone que las prohibiciones del apartado 2 no se
aplican cuando se trata de actividades que tienen lugar den-
tro de «la explotación normal del suelo derivada de las activi-
dades agrícolas, silvícolas o de pesca» o cuando se trate de
actuaciones destinadas a «aprovechar los productos derivados
de esas actividades».

1177.. En consecuencia, dado que el apartado 3 del artículo
22 de la Ley alemana constituye una excepción a las pro-
hibiciones del artículo 5 de la Directiva, la norma alemana
debe respetar los criterios establecidos por el artículo 9 de
la Directiva.

1188.. Según esta disposición, los Estados miembros deben limi-
tar las excepciones a las prohibiciones que en él se contienen
a los casos en los que no exista otra solución satisfactoria. La
excepción debe fundarse, al menos, en uno de los motivos
señalados de forma limitativa en los apartados a), b) y c) del
artículo citado y debe respetar los criterios del apartado 2 del
mismo artículo, que tiene por objeto limitar las excepciones al
mínimo posible y permitir el control por la Comisión.

1199.. Lo expuesto permite constatar que las excepciones pre-
vistas por la normativa alemana no responden a las exigen-
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cias del Art. 9 de la Directiva, puesto que los motivos justifican-
tes que aquella presenta no se corresponden con los previstos
por la Directiva.

PPáárrrraaffooss  2277  yy  2288  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  88  ddee  jjuulliioo
ddee  11998877,,  CCaassoo  224477//8855,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeiinnoo  ddee
BBééllggiiccaa..

2277.. Ante estas circunstancias, conviene señalar que los moti-
vos aducidos por el gobierno belga -la prevención de incendios,
inundaciones y enfermedades- para justificar las disposiciones
en cuestión, permiten la sustracción o destrucción de los nidos
en base a criterios previstos por la Directiva. Además, de la
propia argumentación del Gobierno belga resulta que la sus-
tracción o destrucción de los nidos se limita a aquellos casos en
los que intereses superiores de salud o seguridad pública deban
primar sobre la protección de las aves y de su hábitat.

2288.. Ocurre que la legislación belga prevé una excepción de la
citada prohibición que no se circunscribe a los casos previstos
por la Directiva. En efecto, los criterios y condiciones del Art.
9.1, no limitan las excepciones de las prohibiciones de la
Directiva a los casos en que no exista otra solución más que
la destrucción o retirada de los nidos. En cualquier caso, no
puede sostenerse que los nidos situados en edificios supongan
siempre un riesgo para la salud. Además, la excepción tampo-
co cumple las exigencias formales que establece el Art. 9.2 de
la Directiva, puesto que no menciona ni las condiciones de
riesgo ni las circunstancias de tiempo y lugar en las que pue-
den llevarse a cabo tales excepciones ni los controles que
deban realizarse. En estas condiciones debe admitirse que la
regulación belga no respeta las prohibiciones contenidas en el
Art. 5 de la Directiva y, por su generalidad, tampoco está jus-
tificada por el Art. 9 de la misma.

Transposición
LLeeyy  4422//22000077,,  ddee  1133  ddee  ddiicciieemmbbrree,,  ddeell  PPaattrriimmoonniioo
NNaattuurraall  yy  ddee  llaa  BBiiooddiivveerrssiiddaadd..

Artículo 52. GGaarraannttííaa  ddee  ccoonnsseerrvvaacciióónn  ddee  eessppeecciieess  aauuttóócc--
ttoonnaass  ssiillvveessttrreess..

……33. Queda prohibido dar muerte dañar, molestar o inquietar
intencionadamente a los animales silvestres, sea cual fuere el
método empleado o la fase de su ciclo biológico.

Esta prohibición incluye su retención y captura en vivo, la des-
trucción, daño, recolección y retención de sus nidos, de sus crías
o de sus huevos, estos últimos aun estando vacíos, así como la
posesión, transporte, tráfico y comercio de ejemplares vivos o
muertos o de sus restos, incluyendo el comercio exterior.

Para los animales no comprendidos en alguna de las catego-
rías definidas en los artículos 53 y 55, estas prohibiciones no
se aplicarán en los supuestos con regulación específica, en
especial en la legislación de montes, caza, agricultura, pesca
continental y pesca marítima.

Comentario
La no aplicación de las prohibiciones destinadas a la pro-
tección de las especies a los supuestos “con regulación
especifica” en la legislación de montes, caza, agricultura,
pesca continental y pesca marítima es demasiado amplio.
La introducción de las legislaciones de montes y agricultu-
ra resulta de dudosa adecuación a la Directiva.

Artículo 6

1. Sin perjuicio de los apartados 2 y 3, los Estados miembros
prohibirán, en lo que respecta a todas las especies de
aves contempladas en el artículo 1, la venta, el transpor-
te para la venta, la retención para la venta así como el
poner en venta aves vivas o muertas al igual que cualquier
parte o producto obtenido a partir del ave, fácilmente
identificables.

2. En lo que respecta a las especies contempladas en la
Parte 1 del Anexo III las actividades contempladas en el
apartado 1 no estarán prohibidas, siempre que se hubie-
re matado o capturado a las aves de forma lícita o se las
hubiere adquirido lícitamente de otro modo.

3. Los Estados miembros podrán autorizar en su territo-
rio, en lo que respecta a las especies mencionadas en
la Parte 2 del Anexo III, las actividades contempladas
en el apartado 1 y a tal fin prever unas limitaciones
siempre que se haya matado o capturado a las aves de
forma lícita o se las haya adquirido lícitamente de otro
modo.

Los Estados miembros que deseen conceder dicha auto-
rización consultarán previamente a la Comisión, con la
cual examinarán si la comercialización de los especi-
menes de la especie de que se trata no pone en peli-
gro o corre el riesgo de poner en peligro, según todos
los indicios, el nivel de población, de distribución geo-
gráfica o la tasa de reproducción de la especie en el
conjunto de la Comunidad. Si de este examen resulta-
se, de acuerdo con el dictamen de la Comisión, que la
autorización contemplada lleva o podría llevar a uno
de los peligros antes mencionados, la Comisión dirigirá
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una recomendación debidamente motivada al Estado
miembro desaprobando la comercialización de la espe-
cie de que se trate. Cuando la Comisión considere que
no existe dicho peligro, informará al Estado miembro en
consecuencia.

La recomendación de la Comisión será publicada en el
Diario Oficial de las Comunidades Europeas.

El Estado miembro que conceda una autorización en virtud
del presente apartado comprobará a intervalos regulares si
siguen cumpliendo las condiciones exigidas para la conce-
sión de dicha autorización.

Comentario
El hecho de que una especie sea susceptible de ccaazzaa no
quiere decir que sea susceptible de ccoommeerrcciiaalliizzaacciióónn, se
trata de áámmbbiittooss  ddiiffeerreenntteess..

El artículo establece la obligación de pprroohhiibbiirr  ddee  mmaanneerraa
ggeenneerraall  la venta (u el transporte y actividades asociadas) de
todas las aves vivas o muertas, o sus partes45.

No obstante, se permite la venta y actividades asociadas de
las aves que figuran en la parte 1 del Anexo III ssiieemmpprree  yy
ccuuaannddoo  ssee  llaass  hhaayyaa  mmaattaaddoo,,  ccaappttuurraaddoo  oo  aaddqquuiirriiddoo  ddee
mmaanneerraa  lliicciittaa..  Hay que destacar que esta parte del AAnneexxoo
IIIIII, que se refiere a las aves que SI pueden ser cazadas, con-
tiene una lista cerrada, que nnoo  ppuueeddee  sseerr  aammpplliiaaddaa  ppoorr  llooss
eessttaaddooss  mmiieemmbbrrooss46.

Las excepciones a esta prohibición deberán atenerse estric-
tamente a lo dispuesto en este mismo artículo. Además,
tales excepciones solo podrán aplicarse a aves muertas o
capturadas de forma lícita (de acuerdo a lo establecido en
los artículos 7 y 8).

Jurisprudencia Comunitaria
PPáárrrraaffoo  1166  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  88  ddee  JJuulliioo  ddee  11998877,,
CCaassoo  226622//8855,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeppúúbblliiccaa  iittaalliiaannaa..

1166.. La Comisión aduce que el artículo 11 de la Ley permite
la comercialización de todas las especies de aves que pue-
dan ser cazadas. Sin embargo, el artículo 6 de la Directiva
prohíbe el comercio de todas las aves vivas o muertas, ente-
ras o no, a excepción de las especies enumeradas en el
anexo III de la Directiva. En fin, las normas de los apartados

2 a 4 del artículo 6 de la Directiva no se reproducen en la
legislación República italiana.

PPáárrrraaffoo  1188  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  88  ddee  JJuulliioo  ddee  11998877,,
CCaassoo  226622//8855,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeppúúbblliiccaa  iittaalliiaannaa..

1188.. En este sentido, conviene recordar que el apartado 1 del
artículo 6 de la Directiva obliga a los Estados miembros a pro-
hibir de manera general la comercialización de todas las aves
recogidas en la Directiva, vivas o muertas, así como cualquier
parte o cualquier producto obtenido a partir del ave que sea
fácilmente identificable. A tenor del apartado 2 de dicho artícu-
lo no está prohibida la comercialización de las siete especies
recogidas en el anexo III, siempre que los pájaros hayan sido
muertos o capturados lícitamente, o adquiridos de cualquier
otro modo lícito. Dado que la lista de la parte 1 del anexo III
sólo se refiere a siete especies de aves, mientras que la lista de
las especies que pueden ser objeto de actos de caza en el
marco de la legislación nacional comprende sesenta y dos
especies de aves, es evidente que la disposición afectada no es
conforme a las exigencias de la Directiva. Además, del efecto
protector de la Directiva resulta que ésta pretende evitar que
todas las especies que puedan ser cazadas sean también
comercializables, a causa de la presión que pueda ejercer la
comercialización sobre la caza y, por consiguiente, sobre el nivel
de la población de las especies afectadas. En cuanto a las diez
especies mencionadas en la parte 2 del anexo III, no se discu-
te que la legislación República italiana no respete las obligacio-
nes derivadas del apartado 3 del artículo 6 de la Directiva.

Transposición
LLEEYY  4422//22000077,,  ddee  1133  ddee  ddiicciieemmbbrree,,  ddeell  PPaattrriimmoonniioo
NNaattuurraall  yy  ddee  llaa  BBiiooddiivveerrssiiddaadd..

Artículo 53. LLiissttaaddoo  ddee  EEssppeecciieess  SSiillvveessttrreess  eenn  RRééggiimmeenn  ddee
PPrrootteecccciióónn  EEssppeecciiaall..

11.. Se crea el Listado de Especies Silvestres en Régimen de
Protección Especial, que se instrumentará reglamentariamen-
te, previa consulta a las Comunidades autónomas y que inclui-
rá especies, subespecies y poblaciones que sean merecedoras
de una atención y protección particular en función de su valor
científico, ecológico, cultural, por su singularidad, rareza, o grado
de amenaza, así como aaqquueellllaass  qquuee  ffiigguurreenn  ccoommoo  pprrootteeggiiddaass
eenn  llooss  aanneexxooss  ddee  llaass  DDiirreeccttiivvaass y los convenios internacionales
ratificados por Reino de España.
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Artículo 54. PPrroohhiibbiicciioonneess  ppaarraa  llaass  eessppeecciieess  iinncclluuiiddaass  eenn
eell  LLiissttaaddoo  ddee  EEssppeecciieess  SSiillvveessttrreess  eenn  RRééggiimmeenn  ddee  PPrrootteecccciióónn
EEssppeecciiaall..

11.. La inclusión en el Listado de Especies Silvestres en
Régimen de Protección Especial de una especie, subespecie o
población conlleva las siguientes prohibiciones genéricas:

c) …la de poseer, naturalizar, transportar, vender, comer-
ciar o intercambiar, ofertar con fines de venta o inter-
cambio, importar o exportar ejemplares vivos o muer-
tos, así como sus propágulos o restos, salvo en los casos
que reglamentariamente se determinen. Estas prohibi-
ciones se aplicarán a todas las fases del ciclo biológico
de estas especies, subespecies o poblaciones.

Artículo 52. EEssppeecciieess  oobbjjeettoo  ddee  ccaazzaa  yy  ppeessccaa..

33.. Con carácter general se establecen las siguientes prohibi-
ciones y limitaciones relacionadas con la actividad cinegética y
acuícola en aguas continentales:

…

c) Sólo podrán ser objeto de comercialización, vivas o
muertas, las especies que reglamentariamente se de-
terminen, de acuerdo con los Convenios Internacionales
y la normativa de la Unión Europea.

Artículo 69. CCoommeerrcciioo  iinntteerrnnaacciioonnaall  ddee  eessppeecciieess  ssiillvveessttrreess..

11.. El comercio internacional de especies silvestres se llevará a
cabo de manera sostenible y de acuerdo con… y la normati-
va comunitaria sobre protección de las especies amenazadas
mediante el control del comercio.

22.. El Ministerio de Industria, Turismo y Comercio mantendrá
un registro de las importaciones y exportaciones de especies
silvestres cuyo comercio esté regulado, y elaborará, con una
periodicidad anual, informes que permitan realizar el análisis
de los niveles y tendencias del comercio internacional de estas
especies protegidas.

33.. El Ministerio de Medio Ambiente evaluará, al menos cada
cinco años, a partir de los datos de las estadísticas comerciales,
el comercio internacional de vida silvestre en Reino de España
y comunicará sus conclusiones al Ministerio de Industria, Turismo
y Comercio junto con una propuesta de medidas que permitan
adoptar, si procede, las actuaciones necesarias para asegurar la
sostenibilidad de dicho comercio.

El Ministerio de Industria, Turismo y Comercio valorará la pro-
puesta y, en su caso, la trasladará a la Comisión Europea.

Artículo 7

1. Debido a su nivel de población, a su distribución geográ-
fica y a su índice de reproductividad en el conjunto de la
Comunidad, las especies enumeradas en el Anexo II podrán
ser objeto de caza en el marco de la legislación nacional.
Los Estados miembros velarán por que la caza de estas
especies no comprometa los esfuerzos de conservación
realizados en su área de distribución.

2. Las especies enumeradas en la Parte 1 del Anexo II podrán
cazarse dentro de la zona geográfica marítima y terrestre
de aplicación de la presente Directiva.

3. Las especies enumeradas en la Parte 2 del Anexo II podrán
cazarse solamente en los Estados miembros respecto a los
que se las menciona.

4. Los Estados miembros se asegurarán de que la práctica
de caza, incluyendo en su caso, la cetrería, tal como se
desprenda de la aplicación de las disposiciones naciona-
les en vigor, respete los principios de una utilización razo-
nable y de una regulación equilibrada desde el punto de
vista ecológico de las especies de aves afectadas, y que
esta práctica sea compatible, en lo que se refiere a la
población de las especies, en particular a las especies
migratorias, con las disposiciones que se desprenden del
artículo 2.

Velarán, en particular, por que las especies a las que se
aplica la legislación de caza no sean cazadas durante la
época de anidar ni durante los distintos estados de repro-
ducción y de crianza.

Cuando se trate de especies migratorias, velarán en parti-
cular, por que las especies a las que se aplica la legislación
de caza no sean cazadas durante su período de reproduc-
ción ni durante su trayecto de regreso hacia su lugar de
nidificación.

Los Estados miembros transmitirán a la Comisión todas las
informaciones oportunas relativas a la aplicación práctica
de su legislación de caza.

Comentario
Los estados miembros están obligados a velar para que
llaa  ccaazzaa que se efectúe en su territorio nnoo  ssuuppoonnggaa  uunn
ddeettrriimmeennttoo  ppaarraa  llaass  eessppeecciieess  ddee  aavveess, desde la perspec-
tiva global de la comunidad47. Se permite la caza de las
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especies del Anexo II debido a que su situación en el
conjunto de la Comunidad es bueno.

La legislación estatal nnoo  ppuueeddee  aammpplliiaarr  eenn  nniinnggúúnn  ccaassoo  llaa
lliissttaa  ddee  llaass  aavveess  eennuummeerraaddaass  eenn  eell  AAnneexxoo  IIII48. Para hacerlo,
en cualquier caso, debería acudir al sistema de excepciones
del Artículo 9.

Los ppeerriiooddooss  ddee  vveeddaa han de entenderse como una hheerrrraa--
mmiieennttaa  ddee  pprrootteecccciióónn que se aplica en aquellos periodos
en que las aves son más vulnerables y su supervivencia esta
particularmente amenazada. Es decir, los periodos de veda
han de proteger aquellos momentos en que las aves que
pueden ser en general cazadas, van a llevar adelante activi-
dades tendentes a conseguir una nueva generación49. 

El régimen de protección en las actividades de caza se ha
de definir con atención a las peculiaridades biológicas de
las especies correspondientes, habida cuenta de que, ade-
más de al período de anidación, la pprrootteecccciióónn  hhaa  ddee  eexxtteenn--
ddeerrssee  aa  llaass  ddiiffeerreenntteess  ffaasseess  ddee  rreepprroodduucccciióónn  yy  ddee  ccrriiaannzzaa..
Sólo tal concepción responde al objetivo de asegurar un
régimen completo de protección durante los períodos en que
la supervivencia de las aves silvestres está particularmente
amenazada. En efecto, toda intervención durante los
períodos que tienen relación con la reproducción de las
aves puede influir en ésta, aunque sólo quede afectada una
parte de su población. También sucede así respecto a la
fase del periodo nupcial, durante la cual las especies referi-
das se hallan especialmente expuestas y son particular-
mente vulnerables. En consecuencia, esta última fase forma
parte del período durante el cual, en principio, se prohíbe
todo acto de caza50.

Los instrumentos legales en que se contengan las disposi-
ciones de transposición de este Artículo han de ser nnoorr--
mmaass  eessttaabblleess  yy  ppeerrmmaanneenntteess51. Es decir, no podrían estable-

cerse este tipo de Resoluciones mediante, por ejemplo,
Circulares administrativas.

Con respecto a las ffeecchhaass  eenn  qquuee  ppuueeddaann  ccaazzaarrssee  llaass  eessppee--
cciieess  ddee  aavveess  mmiiggrraattoorriiaass, es preciso tener en cuenta:

• No puede ser considerado el periodo en que la acti-
vidad migratoria alcance su nniivveell  mmááxxiimmoo, ni tener en
cuenta el momento en que un ddeetteerrmmiinnaaddoo  ppoorrcceenn--
ttaajjee de aves haya comenzado la migración, o deter-
minar una fecha elaborada en función de las mmeeddiiaass
ccaallccuullaaddaass de las diferentes migraciones52.

• Tampoco puede considerarse adecuado un eessccaalloo--
nnaammiieennttoo  ddee  llaass  ffeecchhaass  eenn  ffuunncciióónn  ddee  llaass  ddiissttiinnttaass
eessppeecciieess,, debido al riesgo para otras especies no
cazables, salvo que el estado en cuestión pueda
aportar pruebas solidamente fundadas en datos
científicos de que ese sistema no impedirá la protec-
ción completa de todas las especies53.

• Sin embargo y una vez considerados y aplicados los
anteriores criterios, nada impide que existan diferen-
tes periodos de veda en las diferentes regiones o
zonas de un estado54. 

En definitiva, el criterio aceptable será aquel que, desde un
ppuunnttoo  ddee  vviissttaa  cciieennttííffiiccoo, ggaarraannttiiccee  llaa  ttoottaall  pprrootteecccciióónn  ddee  llaass
eessppeecciieess  eenn  ccuueessttiióónn55. La Comisión y el Comité ORNIS56

han realizado ya un análisis de la información existente
sobre el período de migración prenupcial y el periodo de
reproducción de cada una de las especies del anexo II en
cada uno de los Estados miembros en los que viven57.

Sobre todos esos temas, existe un Documento Guía elabo-
rado y editado por la Comisión de la UE que contiene cri-
terios de carácter técnico y jurídico para la interpretación
del papel de la caza en la conservación de las aves58.
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50. Párrafos 192 a 195 de la Sentencia TJCE de 12 de julio de 2007, Caso 507/04, Comisión contra República de Austria.

51. Párrafo 26 de la Sentencia TJCE de 19 de enero de 1994, Caso 435/92, Comisión contra República Francesa; Párrafo 32 de la Sentencia TJCE de 17
de Mayo de 2001, Caso 159/99, Comisión contra República italiana.
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53. Párrafo 43 de la Sentencia TJCE de 7 de diciembre de 2000, Caso 38/99, Comisión contra República Francesa y Párrafos 21 y 22 de la Sentencia TJCE
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de 2008.



Jurisprudencia Comunitaria
PPáárrrraaffoo  1144  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  ddee  88  ddee  jjuulliioo  ddee  11998877
TTJJCCEE,,  CCaassoo  224477//8855,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeiinnoo  ddee
BBééllggiiccaa..

“Al respecto, debe señalarse que la legislación nacional debe
garantizar que las especies de aves no enumeradas en el
Anexo II de la Directiva no puedan ser cazadas. En efecto,
el Artículo 7 de la Directiva solo autoriza a prever que en aten-
ción al nivel de población a su distribución geográfica y a su
tasa de reproducción en el conjunto de la Comunidad, las espe-
cies enumeradas en el Anexo II no puedan ser cazadas.”

PPáárrrraaffoo  1122  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  88  ddee  jjuulliioo  ddee  11998877,,
CCaassoo  226622//8855,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeppúúbblliiccaa  iittaalliiaannaa..

“A este respecto, debe señalarse que el artículo 7 de la
Directiva autoriza a los Estados miembros a establecer, bajo
determinadas condiciones y límites, que las especies enume-
radas en el anexo II de la Directiva puedan ser cazadas. Del
régimen general de protección previsto por la Directiva se
deriva que las legislaciones nacionales no pueden extender
la lista de especies de aves del anexo II que pueden ser
cazadas”.

PPáárrrraaffoo  1144  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1177  ddee  eenneerroo  ddee
11999911,,  CCaassoo  115577//8899,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  llaa  RReeppúúbblliiccaa
iittaalliiaannaa..

A este respecto, procede subrayar que las frases segunda y
tercera del apartado 4 del artículo 7 de la Directiva, están
destinadas a asegurar un régimen completo de protección
durante los períodos en los que la supervivencia de las aves
silvestres está particularmente amenazada. En consecuen-
cia, la protección contra las actividades cinegéticas no puede
limitarse a la mayor parte de las aves de una especie dada,
definida según la media de los ciclos reproductivos y de los
movimientos migratorios. Sería incompatible con los objetivos
de la Directiva que, en situaciones caracterizadas por una
dependencia prolongada de los polluelos y por una migración
anticipada, una parte de la población de una especie no esté
amparada por la protección establecida

PPáárrrraaffooss  1155  yy  1166  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  99  ddee  jjuunniioo
ddee  22000055,,  CCaassoo113355//0044,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeiinnoo  ddee
EEssppaaññaa..

1155.. A tenor del artículo 7, apartado 1, de la Directiva, las espe-
cies enumeradas en el anexo II pueden ser objeto de caza en
el marco de la legislación nacional. Sin embargo, el apartado 4

de este mismo artículo prohíbe que las especies a las que se
aplica la legislación de caza sean cazadas, en particular, duran-
te su trayecto de regreso hacia su lugar de nidificación.

1166.. En el presente asunto, la paloma torcaz está incluida en
el ámbito de aplicación de estas dos disposiciones. Por tanto,
no puede dársele caza durante su trayecto de regreso hacia
su lugar de nidificación.

PPáárrrraaffooss  119922  aa  119955  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1122  ddee  jjuulliioo
ddee  22000077,,  CCaassoo  550077//0044,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeppúúbblliiccaa  ddee
AAuussttrriiaa..

119922.. A este respecto, debe observarse que el régimen de pro-
tección establecido en dicha disposición se define en sentido
amplio, en atención a las peculiaridades biológicas de las
especies correspondientes, habida cuenta de que, además de
al período de anidación, se refiere a las diferentes fases de
reproducción y de crianza.

119933.. En efecto, sólo tal concepción responde al objetivo
del artículo 7, apartado 4, de la Directiva, que, como ya ha
declarado el Tribunal de Justicia, consiste en asegurar un
régimen completo de protección durante los períodos en que
la supervivencia de las aves silvestres está particularmente
amenazada (véanse las Sentencias de 17 de enero de 1991,
Comisión/República italiana, antes citada, apartado 14, y de
19 de enero de 1994, Association pour la protection des ani-
maux sauvages y otros, C-435/92, Rec. p. I-67, apartado 9).
Dicha jurisprudencia refleja, en efecto, la consideración de que
toda intervención durante los períodos que tienen relación con
la reproducción de las aves puede influir en ésta, aunque sólo
quede afectada una parte de su población.

119944.. También sucede así respecto a la fase del desfile nup-
cial, durante la cual las especies referidas se hallan especial-
mente expuestas y son particularmente vulnerables.

119955.. En consecuencia, debe concluirse que dicha fase forma
parte del período durante el cual, en principio, el artículo 7,
apartado 4, de la Directiva prohíbe todo acto de caza.

PPáárrrraaffoo  2266  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1199  ddee  eenneerroo
ddee  11999944,,  CCaassoo  443355//9922,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeppúúbblliiccaa
FFrraanncceessaa..

“…nada impide que un Estado miembro confíe a órganos
subordinados la facultad de fijar la fecha de la veda de aves
siempre que asegure, mediante una normativa general y per-
manente, que dicha fecha será fijada de manera que se
garantice una protección completa de las aves contempladas
por la Directiva durante la migración en periodo de celo“
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PPáárrrraaffoo  3322  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1177  ddee  MMaayyoo  ddee
22000011,,  CCaassoo  115599//9999,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeppúúbblliiccaa  iittaa--
lliiaannaa..

3322.. En lo que atañe al argumento del Gobierno italiano según
el cual, en realidad, se respetan las prohibiciones derivadas de
la Directiva «aves», habida cuenta, por una parte, de la modi-
ficación del artículo 18 de la Ley 157/92 por el Decreto de
21 de marzo de 1997 y, por otra, de la circular de 13 de mayo
de 1997, es importante recordar los siguientes elementos de
la jurisprudencia del Tribunal de Justicia relativa a las obligacio-
nes que incumben a los Estados miembros cuando adaptan
su Derecho interno a las directivas comunitarias:

– las disposiciones de una directiva deben ejecutarse con
indiscutible fuerza imperativa, con la especificidad,
precisión y claridad exigidas para cumplir la exigencia
de seguridad jurídica (véase, en particular, la Sentencia
de 19 de mayo de 1999, Comisión/República Francesa,
C-225/97, Rec. p. I-3011, apartado 37), y

– las simples prácticas administrativas, por naturaleza
modificables a discreción de la administración y des-
provistas de una publicidad adecuada, no pueden
ser consideradas como constitutivas de un cumpli-
miento válido de las obligaciones del Tratado (véase,
en particular, la Sentencia de 11 de noviembre de 1999,
Comisión/República italiana, C-315/98, Rec. p. I-8001,
apartado 10).

PPáárrrraaffoo  1122  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1199  ddee  EEnneerroo  ddee
22000044,,  CCaassoo  443355//9922,,  AAssssoocciiaattiioonn  ppoouurr  llaa  pprrootteeccttiioonn
ddeess  aanniimmaauuxx  ssaauuvvaaggeess  yy  oottrrooss..

Teniendo en cuenta los principios de interpretación enunciados
en la citada Sentencia, hay que observar que, como acertada-
mente subrayó el Abogado General, el método que consiste en
fijar la fecha de veda de la caza en función del período duran-
te el cual la actividad migratoria alcance su nivel máximo no
puede ser considerado compatible con el apartado 4 del artí-
culo 7 de la Directiva. Asimismo sucede para los métodos que
tomen en cuenta el momento en que un determinado porcen-
taje de aves haya comenzado su migración o para los que
consistan en determinar la fecha media del principio de la
migración en período de celo.

PPáárrrraaffoo  4433  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  77  ddee  ddiicciieemmbbrree
ddee  22000000,,  CCaassoo  3388//9999,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeppúúbblliiccaa
FFrraanncceessaa..

4433.. En cuanto al escalonamiento de las fechas de cierre de
la caza, es preciso recordar que las autoridades nacionales no

están facultadas por la Directiva para fijar tales fechas esca-
lonadas en función de las especies de aves, salvo si el Estado
miembro interesado puede aportar la prueba, fundada en
datos científicos y técnicos apropiados para cada caso parti-
cular, de que un escalonamiento de las fechas de cierre de la
caza no impide la protección completa de las especies de
aves que pueden estar afectadas por dicho escalonamiento
(véase la Sentencia Association pour la protection des ani-
maux sauvages y otros, antes citada, apartado 22).

PPáárrrraaffooss  2211  yy  2222  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1199  ddee  EEnneerroo
ddee  22000044,,  CCaassoo  443355//9922,,  AAssssoocciiaattiioonn  ppoouurr  llaa  pprrootteeccttiioonn
ddeess  aanniimmaauuxx  ssaauuvvaaggeess  yy  oottrrooss..

2211.. La fijación, para todas las especies afectadas, de una fecha
única de veda de la caza que corresponda a la fijada para la
especie que emigre anticipadamente, garantiza en principio
la consecución del objetivo fijado por la tercera frase del apar-
tado 4 del artículo 7. Sin embargo, no puede excluirse que el
Estado miembro interesado pueda aportar la prueba, fundada
en datos científicos y técnicos apropiados para cada caso par-
ticular, de que un escalonamiento de las fechas de veda de la
caza no impide la protección completa de las especies de aves
que pueden estar afectadas por dicho escalonamiento.

2222.. Por ello, procede responder a la segunda cuestión que las
autoridades nacionales no están facultadas por la Directiva
para fijar fechas escalonadas de veda de la caza en función
de las especies de aves, salvo si el Estado miembro interesa-
do puede aportar la prueba, fundada en datos científicos y
técnicos apropiados para cada caso particular, de que un
escalonamiento de las fechas de veda de la caza no impide
la protección completa de las especies de aves que pueden
estar afectadas por dicho escalonamiento

PPáárrrraaffooss  2244,,  2255  yy  2266  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1199  ddee
EEnneerroo  ddee  22000044,,  CCaassoo  443355//9922,,  AAssssoocciiaattiioonn  ppoouurr  llaa
pprrootteeccttiioonn  ddeess  aanniimmaauuxx  ssaauuvvaaggeess  yy  oottrrooss..

2244.. A este respecto, procede comprobar que el hecho de que
las fechas de veda de la caza sean diferentes de una región
a otra es en sí mismo compatible con la tercera frase del apar-
tado 4 del artículo 7 de la Directiva.

2255.. En efecto, esta disposición solamente exige que la fecha
de veda de la caza se fije de modo que se haga posible una
protección completa de las aves de paso durante su migración
en período de celo. Si esta migración comienza en momentos
diferentes en las distintas partes del territorio de un Estado
miembro, este último está autorizado para fijar diferentes
fechas de veda de la caza.
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2266.. Asimismo, nada impide que un Estado miembro confíe a
órganos subordinados la facultad de fijar la fecha de veda de
la caza de las aves de paso, siempre que asegure, mediante
una normativa general y permanente, que dicha fecha será
fijada de manera que se garantice una protección completa
de las aves contempladas por la Directiva durante la migra-
ción en período de celo”.

PPáárrrraaffoo  1133  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1199  ddee  EEnneerroo  ddee
22000044,,  CCaassoo  443355//9922,,  AAssssoocciiaattiioonn  ppoouurr  llaa  pprrootteeccttiioonn
ddeess  aanniimmaauuxx  ssaauuvvaaggeess  yy  oottrrooss..

1133.. En consecuencia, procede responder a la primera cues-
tión planteada que, con arreglo al apartado 4 del artículo 7
de la Directiva, la fecha de veda de la caza de las aves
migratorias y de las acuáticas que son objeto de caza debe
fijarse según un método que garantice una protección com-
pleta de estas especies durante la migración en período de
celo y que, por consiguiente, no se adecuan a dicha disposi-
ción los métodos que consisten o que conducen a excluir de
esta protección a un determinado porcentaje de aves de
una especie.

Transposición
LLEEYY  4422//22000077,,  ddee  1133  ddee  ddiicciieemmbbrree,,  ddeell  PPaattrriimmoonniioo
NNaattuurraall  yy  ddee  llaa  BBiiooddiivveerrssiiddaadd..

Artículo 2. PPrriinncciippiiooss..

Son principios que inspiran esta Ley:

c) La utilización ordenada de los recursos para garantizar
el aprovechamiento sostenible del patrimonio natural y,
en particular, de las especies y de los ecosistemas, así
como su restauración y mejora.

Artículo 62. EEssppeecciieess  oobbjjeettoo  ddee  ccaazzaa  yy  ppeessccaa..

11.. La caza y la pesca en aguas continentales sólo podrá rea-
lizarse sobre las especies que determinen las Comunidades
autónomas, declaración que en ningún caso podrá afectar a
las especies incluidas en el Listado de Especies en Régimen
de Protección Especial, o a las prohibidas por la Unión
Europea.

22.. En todo caso, el ejercicio de la caza y la pesca continental
se regulará de modo que queden garantizados la conservación
y el fomento de las especies autorizadas para este ejercicio, a
cuyos efectos la Comunidades autónomas determinarán los
terrenos y las aguas donde puedan realizarse tales activida-
des, así como las fechas hábiles para cada especie.

33.. Con carácter general se establecen las siguientes prohibi-
ciones y limitaciones relacionadas con la actividad cinegética y
acuícola en aguas continentales:

b) Queda prohibido con carácter general el ejercicio de
la caza de aves durante la época de celo, reproduc-
ción y crianza y la caza durante el trayecto de regre-
so hacia los lugares de cría en el caso de especies
migratorias.

Artículo 63. CCaazzaa  ddee  llaa  ppeerrddiizz  ccoonn  rreeccllaammoo..

La Administración competente podrá autorizar la modalidad
de la caza de perdiz con reclamo macho, en los lugares en
donde sea tradicional y con las limitaciones precisas para
garantizar la conservación de la especie.

Comentario
La caza de la perdiz con reclamo que se contiene como
autorizable en el Artículo 63 se basa en el empleo de un
ave en celo. Contradice el apartado 4 del Artículo 7 de la
Directiva.

Artículo 8

1. En lo que se refiere a la caza, la captura o muerte de
aves en el marco de la presente Directiva, los Estados
miembros prohibirán el recurso a cualquier medio, insta-
lación o método de captura o muerte masiva o no selec-
tiva o que pudiera causar la desaparición local de una
especie, y en particular, los que se enumeran en la letra a)
del Anexo IV.

2. Asimismo, los Estados miembros prohibirán cualquier per-
secución con medios de transporte y en las condiciones
mencionadas en la letra b) del Anexo IV.

Comentario
La oobblliiggaacciióónn  hhaa  ddee  iinntteerrpprreettaarrssee  ppaarraa  ccuuaallqquuiieerr  mmeeddiioo
mmaassiivvoo  oo  nnoo  sseelleeccttiivvoo. La redacción emplea conjunciones
disyuntivas y la expresión “en particular”, por lo que los
mmééttooddooss  eennuummeerraaddooss  eenn  eell  AAnneexxoo  IIVV  nnoo  ccoonnssttiittuuyyeenn  uunnaa
lliissttaa  eexxhhaauussttiivvaa  ssiinnoo  iinnddiiccaattiivvaa. La obligación impuesta a los
estados exige que estos prohíban de manera expresa y
general la utilización de todas esas instalaciones o méto-
dos masivos y no selectivos y aaddeemmááss,, (en este sentido y
no en otro puede interpretarse la expresión “ y en parti-
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cular” que contiene este artículo), los expresamente lista-
dos en el Anexo IV59. 

Así pues, la Directiva yyaa  eessttaa  ccaalliiffiiccaannddoo  aa  llooss  mmééttooddooss  qquuee
aappaarreecceenn  eenn  eell  AAnneexxoo  IIVV  ccoommoo  mmaassiivvooss,,  nnoo  sseelleeccttiivvooss,, o
que puedan causar la desaparición local de una especie.
Cualquier autorización del uso de los mismos debe reali-
zarse acudiendo al régimen de excepciones que prevé el
Artículo 960. 

Además, el hecho de que un sistema de caza prohibido por
la Directiva sea desconocido en el país no exime de repro-
ducirlo en la legislación de transposición61. 

La jurisprudencia ha entrado a detallar algunos de los
métodos descritos, aclarando que:

• las escopetas capaces de tres tiros no son necesaria-
mente contrarias a la Directiva62.

• no esta permitido el uso de pájaros vivos como
reclamo, ni de pájaros mutilados o cegados63.

• los métodos de caza que empleen liga se califican en
si mismos de no selectivos, independientemente de
que los cazadores estén obligados a limpiar y a libe-
rar aves de especies distintas a las permitidas64.

Jurisprudencia Comunitaria
PPáárrrraaffooss  2277  yy  2288  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1133  ddee  ooccttuu--
bbrree  ddee  11998877,,  CCaassoo  223366//8855,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  eell  RReeiinnoo
ddee  llooss  PPaaíísseess  BBaajjooss..

2277.. La Comisión imputa al Reino de los Reino de los Países
Bajos el hecho de no citar en el artículo 23 de la Vogelwet ni
en el artículo 14 del Vogelbesluit la totalidad de los métodos
de captura prohibidos en virtud del artículo 8 y de la letra a
del anexo IV de la Directiva, así como de establecer, en los artí-
culos 15, 16 y 17 del Vogelbesluit, excepciones a la prohibición
recogida en el artículo 8 de la Directiva respecto al empleo de
determinados métodos de captura incompatibles con el apar-
tado 1 del artículo 9 de la Directiva.

2288.. Si bien es cierto que la modificación del artículo 14 del
Vogelbesluit ha hecho que la normativa neerlandesa se aten-

ga a la lista de los medios de captura prohibidos que figuran
en la letra a del anexo IV de la Directiva, procede sin embargo
señalar que el objeto de un recurso interpuesto en virtud del
artículo 169 está determinado por el dictamen motivado de la
Comisión (Sentencia de 27 de mayo de 1981, Amministrazione
delle Finanze dello Stato contra Essevi, 142 y 143/80, Rec.
1981, p. 1413). Dado que la Comisión no ha desistido de este
motivo, debe concluirse que está fundado.

PPáárrrraaffooss  3311  yy  3322  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa TTJJCCEE  ddee  1155  ddee
mmaarrzzoo  ddee  11999900,,  CCaassoo  333399//8877,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  eell
RReeiinnoo  ddee  llooss  PPaaíísseess  BBaajjooss..

3311.. El Gobierno neerlandés contesta que, en los Reino de los
Países Bajos, no se utilizan aviones para la persecución de la
caza. Por lo tanto, considera innecesario incluir dicha prohibi-
ción en la legislación nacional.

3322.. A este respecto, procede observar que, como antes se ha
establecido, el hecho de que en un Estado miembro no se
recurra a un método de caza determinado no puede consti-
tuir una razón para no incorporar tal prohibición en el ordena-
miento jurídico nacional. En consecuencia, debe acogerse el
quinto motivo de recurso.

PPáárrrraaffooss  228800  yy  228811  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1122  ddee
jjuulliioo  ddee  22000077,,  CCaassoo  550077//0044,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa
RReeppúúbblliiccaa  ddee  AAuussttrriiaa..

228800.. Debe añadirse que las prohibiciones establecidas por
la Directiva de utilizar determinados medios de captura al
practicar la caza deben derivar de disposiciones de carácter
normativo. El principio de seguridad jurídica exige que las
prohibiciones de que se trata se recojan en disposiciones
legales obligatorias (véase, en este sentido, la Sentencia de
15 de marzo de 1990, Comisión/Reino de los Países Bajos,
C-339/87, Rec. p. I-851, apartado 22).

228811.. En efecto, la inexistencia de una práctica incompatible
con la Directiva no puede eximir al Estado miembro interesa-
do de su obligación de adoptar medidas legales o reglamen-
tarias para garantizar la adaptación adecuada del ordena-
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miento jurídico interno a las disposiciones de dicha Directiva.
Además, el hecho de que en un Estado miembro no se recu-
rra a un método de caza determinado no puede constituir una
razón para no incorporar tal prohibición en el ordenamiento
jurídico nacional (véase la Sentencia de 15 de marzo de
1990, Comisión/Reino de los Países Bajos, antes citada,
apartado 32).

PPáárrrraaffoo  2299  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  88  ddee  jjuulliioo  ddee  11998877,,
CCaassoo  226622//8855,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeppúúbblliiccaa  iittaalliiaannaa..

2299.. El análisis de estos textos permite comprobar que el artí-
culo 9 de la Ley contiene, en efecto, la prohibición de armas
que puedan disparar más de tres cartuchos. Por otra parte,
está demostrado que la Directiva no prohíbe la introducción
de un tercer cartucho en la recámara del arma. Por ello, la
Directiva no se opone a una legislación que autorice armas
que puedan efectuar tres disparos consecutivos si se garanti-
za que los cargadores de dichas armas sólo pueden contener
dos cartuchos. En este sentido, conviene decir que la disposi-
ción República italiana limita exactamente el uso de armas a
aquéllas que sólo pueden hacer tres disparos consecutivos.
Dado que en la recámara puede encontrarse otro cartucho,
la referencia de la disposición República italiana sobre el dis-
positivo técnico adecuado que limite el disparo a tres cartu-
chos como máximo basta para garantizar que el cargador
no puede contener más de dos cartuchos. En tales circuns-
tancias, debe considerarse que el artículo 9 de la Ley garan-
tiza correctamente la aplicación del apartado 1 del artículo
8 de la Directiva.

PPáárrrraaffoo  4433  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  88  ddee  jjuulliioo  ddee  11998877,,
CCaassoo  226622//8855,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeppúúbblliiccaa  iittaalliiaannaa..

4433.. Por lo que se refiere al argumento del Gobierno italiano
derivado de una inadmisible extensión del motivo, conviene
poner de manifiesto que la Comisión ha repetido de modo lite-
ral en el escrito de recurso el motivo que ya había formulado
en el procedimiento precontencioso, a saber, la no adaptación
del artículo 8 de la Directiva a la normativa República italia-
na. En su escrito de réplica, dicho organismo ha recordado que
el artículo 8 de la Directiva, mediante su referencia al anexo
IV de ésta, prohíbe el uso de reclamos vivos, no sólo cegados
sino también mutilados. Aunque el motivo formulado por la
Comisión en la fase precontenciosa y en el escrito inicial
del recurso sea, lamentablemente, muy sucinto, ello no sig-
nifica que no contenga todos los elementos que permitan al
Gobierno italiano comprender el contenido del reproche que
se le dirige y darle la posibilidad de defenderse. En efecto, se

dan en él todos los elementos que permiten apreciar el alcan-
ce de la imputación: la disposición infringida, a saber, el artícu-
lo 8 de la Directiva; la norma de Derecho nacional que la
infringe, a saber, el artículo 18 de la Ley, y su fundamento, a
saber, la autorización en contradicción con lo dispuesto en el
artículo 8.

PPáárrrraaffooss  1155  yy  2200  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  99  ddee  ddiicciieemm--
bbrree  ddee  22000044,,  CCaassoo  7799//22000033,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeiinnoo
ddee  EEssppaaññaa..

1155.. La Comisión alega que la caza de tordos con “parany”
tiene un carácter no selectivo y no puede justificarse invocan-
do la prevención de daños importantes en los cultivos, con-
templada en el artículo 9, apartado 1, letra a), de la Directiva,
ni tampoco en cuanto captura de determinadas aves en
pequeñas cantidades, contemplada en la letra c) de esta
misma disposición.

2200.. De ello se deduce que la caza con “parany” se basa en
un método de captura no selectivo. El hecho de que los caza-
dores estén obligados a limpiar y a liberar aves de especies
distintas de las contempladas en el Decreto 135/2000, cuan-
do éstas resultan atrapadas en las varetas, no tiene entidad
suficiente para poner en duda el carácter no selectivo de
dicho método de captura. Sobre la justificación de la caza con
“parany” por la prevención de perjuicios importantes a los
cultivos, contemplada en el artículo 9, apartado 1, letra a), de
la Directiva.

Jurisprudencia española
TTrriibbuunnaall  SSuupprreemmoo..  SSaallaa  ddee  lloo  CCoonntteenncciioossoo  eenn  eell
RReeccuurrssoo  77337700//22000022  ddee  vveeiinnttiiddóóss  ddee  JJuunniioo  ddee  ddooss
mmiill  cciinnccoo..  CCoonnffiirrmmaa  llaa  iilleeggaalliiddaadd  ddeell  mmééttooddoo  ddee
ccaazzaa  ccoonnoocciiddoo  eenn  llaa  CCoommuunniiddaadd  VVaalleenncciiaannaa  ccoommoo
““PPaarraannyy””..

…el empleo de varetas impregnadas de liga y dispuestas
sobre perchas, instaladas en árboles adultos y vivos, cuyo cre-
cimiento y forma se modela mediante guiado y poda, a fin de
condicionar la parada de túrdidos en determinadas ramas o
elementos auxiliares (perchas), que se instalan durante su
paso migratorio con el objeto de proceder a su captura, no es
un método selectivo y, por consiguiente, está prohibido por la
Directiva 79/409, de la Unión Europea, de Conservación de
Aves Silvestres , y por el artículo 28.2.f) de la Ley 4/1989, de
27 de marzo , de Conservación de los Espacios Naturales y
de la Flora y Fauna Silvestre, en la redacción dada por la Ley
40/1997, de 5 de noviembre .
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Transposición
LLEEYY  4422//22000077,,  ddee  1133  ddee  ddiicciieemmbbrree,,  ddeell  PPaattrriimmoonniioo
NNaattuurraall  yy  ddee  llaa  BBiiooddiivveerrssiiddaadd..

AArrttííccuulloo  6622.. EEssppeecciieess  oobbjjeettoo  ddee  ccaazzaa  yy  ppeessccaa..

33.. Con carácter general se establecen las siguientes prohibi-
ciones y limitaciones relacionadas con la actividad cinegética y
acuícola en aguas continentales:

a) Quedan prohibidas la tenencia, utilización y comerciali-
zación de todos los procedimientos masivos o no selec-
tivos para la captura o muerte de animales, en particu-
lar los enumerados en el Anexo VII, así como aquellos
procedimientos que puedan causar localmente la des-
aparición, o turbar gravemente la tranquilidad de las
poblaciones de una especie.

En particular quedan incluidas en el párrafo anterior la tenen-
cia, utilización y comercialización de los procedimientos para
la captura o muerte de animales y modos de transporte pro-

hibidos por la Unión Europea, que se enumeran, respectiva-
mente, en las letras a) y b) del anexo VII.

Comentario
De nuevo nos encontramos con el problema de caza de
perdiz con reclamo. La Ley 42/2007, al modificar levemen-
te la redacción del Anexo, solo prohíbe el empleo de ani-
males ciegos o mutilados utilizados como reclamo, por lo
que si la perdiz empleada no es ciega ni esta mutilada,
podrá emplearse. De este modo se contradice la Directiva,
que prohíbe el uso de aves vivas usadas como reclamos O
mutiladas O cegadas.

También existe un problema con la redacción del Anexo VII
de la Ley 42 respecto a las trampas cepo, contenidas en el
Anexo IV de la Directiva, y por tanto, prohibidas, mientras
que la Ley 42 se refiere a las trampas no selectivas en su prin-
cipio o en sus condiciones de empleo. En el cuadro siguiente se
puede apreciar el detalle de la redacción de ambos anexos.
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Cuadro comparativo de los contenidos del Anexo IV de la Directiva
y el Anexo VII de la Ley 42/07

Directiva Ley 42/07

Lazos lazos (sólo para aves),
ligas ligas.
anzuelos anzuelos (salvo para el ejercicio de la pesca).
aves vivas utilizadas como reclamos cegadas o mutiladas, animales ciegos o mutilados utilizados como reclamos.
aparatos grabadores, grabadores y magnetófonos,
aparatos electrocutantes. aparatos electrocutantes, dispositivos eléctricos y electrónicos

que pueden matar o aturdir.

fuentes luminosas artificiales, fuentes luminosas artificiales,
espejos, espejos,
dispositivos para iluminar los blancos, dispositivos para iluminar los blancos,
dispositivos de visor que incluyan un convertidor de imagen dispositivos de visor que incluyan un convertidor de imagen

o un amplificador de imagen electrónico para tiro nocturno. o un amplificador de imagen electrónico para tiro nocturno.

explosivos. explosivos.

redes, redes,
trampas-cepo, cepos, trampas-cepo, trampas no selectivas en su principio
cebos envenenados o tranquilizantes, o en sus condiciones de empleo.

venenos, cebos envenenados o tranquilizantes.

armas semiautomáticas o automáticas cuyo cargador pueda armas semiautomáticas o automáticas cuyo cargador pueda
contener más de dos cartuchos; contener más de dos cartuchos.

aviones, vehículos automóviles. aeronaves, vehículos a motor.

barcos propulsados a una velocidad superior a 5 kilómetros barcos a motor (salvo para el ejercicio de la pesca).
por hora. En alta mar, los Estados miembros podrán, por
razones de seguridad, autorizar el uso de barcos motor que
tengan una velocidad máxima de 18 kilómetros por hora.



Artículo 9

1. Los Estados miembros podrán introducir excepciones a
los artículos 5, 6, 7 y 8 si no hubiere otra solución satisfac-
toria, por los motivos siguientes:

a)

• en aras de la salud y de la seguridad públicas,

• en aras de la seguridad aérea,

• para prevenir perjuicios importantes a los cultivos, el
ganado, a los bosques, a la pesca y a las aguas,

• para proteger la flora y la fauna,

b)

• para fines de investigación o de enseñanza, de repobla-
ción, de reintroducción así como para la crianza orien-
tada a dichas acciones,

c)

• para permitir, en condiciones estrictamente controladas
y de un modo selectivo, la captura, la retención o cual-
quier otra explotación prudente de determinadas aves
en pequeñas cantidades.

2. Las excepciones deberán hacer mención de:

• las especies que serán objeto de las excepciones,

• los medios, instalaciones o métodos de captura o muer-
te autorizados,

• las condiciones de peligro y las circunstancias de tiem-
po y de lugar en las que podrán hacerse dichas excep-
ciones.

• la autoridad facultada para declarar que se reúnen las
condiciones requeridas y para decidir qué medios, insta-
laciones o métodos podrán aplicarse, dentro de qué lími-
tes y por parte de qué personas,

• los controles que se ejercerán.

3. Los Estados miembros remitirán cada año un informe a la
Comisión sobre la aplicación del presente artículo.

4. Habida cuenta de las informaciones de que disponga y en
particular, de aquellas que le sean comunicadas en virtud
del apartado 3, la Comisión velará constantemente por
que las consecuencias de estas excepciones no sean incom-
patibles con la presente Directiva. En este sentido toma-
rá las iniciativas oportunas.

Comentario
Este Artículo constituye una posibilidad de establecer
excepciones al régimen general de protección de las aves.
En consecuencia su interpretación ha de ser siempre muy
rreessttrriiccttiivvaa..Y serán los estados, para cada excepción que se
establezca, quienes habrán de probar que la excepción
reúne los requisitos exigidos por este Artículo65.

Cualquier excepción a las prohibiciones establecidas en
la Directiva en su sistema de protección general de las
aves, deben establecerse de acuerdo al contenido de este
Artículo. Todos sus elementos han de encontrarse ttrraannss--
ppuueessttooss  aall  ddeerreecchhoo  iinntteerrnnoo  ddee  uunnaa  mmaanneerraa  ccoommpplleettaa,,  ccllaarraa
ee  iinneeqquuíívvooccaa66. No será suficiente el que de hecho, se cum-
pla con lo establecido67.

Es absolutamente necesario para levantar cualquiera de las
prohibiciones de la Directiva, que se de la presencia de
ttooddooss  llooss  rreeqquuiissiittooss presentes en el artículo, es decir :

• Debe demostrarse la inexistencia de otra solución
satisfactoria.

• La excepción ha de basarse en al menos una de las
razones listadas en los epígrafes a), b) y c) del apar-
tado 1.

• La excepción ha de cumplir con los requisitos for-
males del apartado 268.

Las excepciones siempre deberán encontrarse ssuuffiicciieennttee--
mmeennttee  ddeettaallllaaddaass  eenn  llaass  lleeggiissllaacciioonneess  ddee  llooss  eessttaaddooss de
manera que si se da el caso de que regiones u otros terri-
torios tengan competencias para aplicar la Ley, no puedan
ser alteradas las exigencias de la Directiva mediante sus
legislaciones69.
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65. Párrafo 48 de la Sentencia TJCE de 10 de septiembre de 2009; C-76/08, Comisión contra Republica de Malta.

66. Párrafo 38 de la Sentencia del TJCE de 8 de julio de 1987, Caso 262/85, Comisión contra República italiana; Párrafos 9 y 10 de la Sentencia
TJCE de 17 de septiembre de 1987, Caso 412/85, Comisión contra la Republica Federal de Alemania; Párrafo 28 de la Sentencia TJCE de 15
de marzo de 1990, Caso 339/87, Comisión contra el Reino de los Países Bajos; Párrafo 22 de la TJCE de 7 de marzo de 1997, Caso 118/94, WWF
contra Región del Veneto, República italiana, Párrafos 16,17, y 18 de la Sentencia de 15 de mayo de 2008 , Caso 503/06, Comisión contra
República italiana.

67. Párrafo 32 de la Sentencia de 15 de marzo de 1990, Caso 339/87, Comisión contra el Reino de los Países Bajos.

68. Párrafo 21 de la TJCE de 7 de marzo de 1997, Caso 118/94, WWF contra Región del Veneto, República italiana.

69. Párrafo 41 de la Sentencia TJCE de 8 de julio de 1987; Caso 247/85, Comisión contra el Reino de Bélgica.



La legislación nacional nnoo  ppuueeddee  eessttaabblleecceerr  oottrrooss  ssuuppuueess--
ttooss de excepción diferentes a los expresamente enuncia-
dos en el Artículo 9,1, o redactados de manera diferente o
incompleta70.

Los estados miembros solo pueden excepcionar a través
de este Artículo las ccoolleecccciioonneess  ddee  hhuueevvooss  yy  nniiddooss  de la
prohibición general de tomarlos o retenerlos71.

Las excepciones siempre habrán de sseerr  eessppeeccííffiiccaass  ppaarraa
uunnaa  ssiittuuaacciióónn  ddaaddaa sin que sean acordes al Derecho comu-
nitario las normas de transposición que permitan excep-
ciones generales o permanentes al régimen de protección
establecido por la Directiva72.

El concepto de ““ppeeqquueeññaass  ccaannttiiddaaddeess“, no es un criterio
absoluto ni se puede definir de manera apriorística. Es
preciso tener en cuenta el interés general de protección
de las aves que subyace en la Directiva y examinar la
necesidad de mantener las poblaciones en un nivel ade-
cuado de conservación así como el estatus reproducti-
vo de esas poblaciones73. No obstante, el Comité ORNIS
ha considerado “pequeña cantidad” menos del 1% de
tasa anual de mor talidad de la población en cuestión,
para las especies que no pueden ser cazadas, y el 1% para
las especies que si pueden ser cazadas74. En cualquier
caso, los estados miembros han de asegurarse, en una
perspectiva nacional, e, independientemente de lo que
hagan las regiones, de que las excepciones acordadas
para cada especie no lleguen a exceder el techo que cciieenn--
ttííffiiccaammeennttee  rreessuullttee  ccoommppaattiibbllee  ccoonn  llaa  ccoonnsseerrvvaacciióónn de la
especie75.

El apartado 1, letra c), admite la posibilidad de autorizar,
en las condiciones mencionadas, la captura, la retención o
cualquier otra explotación prudente de determinadas aves
durante su trayecto de regreso hacia su lugar de nidifica-
ción, si no existe “otra solución satisfactoria”76. No puede
entenderse justificada la excepción, ni suponer que esta-

mos en presencia de una falta de “otra solución satisfacto-
ria“ en el caso de que eessaass  aavveess  ppuueeddaann  ccaazzaarrssee  eenn  oottrroo
mmoommeennttoo  ddee  ssuu  cciicclloo  vviittaall77.

Respecto de la captura de aves para su cría en cautividad
con fines recreativos (pájaros cantores de jaula), un estado
miembro nnoo  ppuueeddee  aauuttoorriizzaarr, recurriendo a las excepcio-
nes de este Artículo, la captura de determinadas especies
protegidas con la finalidad de que los aficionados, criadores
y coleccionistas se abastezcan ccuuaannddoo  llaa  ccrrííaa  yy  rreepprroodduucc--
cciióónn  eenn  ccaauuttiivviiddaadd  ddee  ddiicchhaass  eessppeecciieess  ssoonn  ppoossiibblleess,, y el pro-
blema a solucionar sea que los aficionados se verían obliga-
dos a modificar sus hábitos. Solo si se demuestra que, a
falta de capturas en la naturaleza, la cría y reproducción en
cautividad no pueden tener éxito, puede considerarse que
dicha posibilidad no constituye una solución satisfactoria en
el sentido de este Artículo. También podrían autorizarse
legalmente estas capturas si se probasen inconvenientes
derivados de la consanguinidad resultante de cruces endo-
genos demasiado numerosos78.

Jurisprudencia Comunitaria

PPáárrrraaffoo  4488  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1100  ddee  sseeppttiieemmbbrree
ddee  22000099;;  CC--7766//0088,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeppuubblliiccaa  ddee
MMaallttaa

Sin embargo, respetando los requisitos previstos en el artícu-
lo 9, apartado 1, de la Directiva, los Estados miembros pueden
establecer excepciones a las obligaciones que les incumben
en virtud del artículo 7 de ésta. Se trata de un régimen excep-
cional que, por lo tanto, debe ser objeto de una interpreta-
ción restrictiva y para cuya aplicación los Estados miem-
bros deben probar que concurren los requisitos necesarios
(véase, en este sentido, la Sentencia de 8 de junio de 2006,
WWF República italiana y otros, C-60/05, Rec. p. I-5083,
apartado 34).
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70. Párrafo 58 de la Sentencia TJCE de 8 de julio de 1987, caso 247/85, Comisión contra el Reino de Bélgica; Párrafo 39 de la Sentencia TJCE de 8 de
julio de 1987, Caso 262/85, Comisión contra la República italiana, en el mismo sentido, Sentencia de 15 de mayo de 2008, Caso 503/06, Comisión
contra la República italiana.

71. Párrafo 22 de la Sentencia TJCE de 13 de octubre de 1987; Caso 236/85, Comisión contra el Reino de los Países Bajos.

72. Párrafo 32 de la Sentencia TJCE de 8 de julio de 1987; Caso 247/85, Comisión contra el Reino de Bélgica.

73. Párrafo 28 de la Sentencia TJCE de 27 de abril de 1988, Caso 252/85 Comisión contra la Republica Francesa.

74. Criterio recogido en el “Segundo Informe sobre la aplicación de la Directiva 49/709 de conservación de las aves silvestres (COM(93)572 final de 24
de noviembre de 1993), y en el párrafo 53 de la Sentencia TJCE de 15 de diciembre de 2005, Caso 344/03, Comisión contra la Republica de Finlandia.

75. Párrafos 37,40 y 41 de la Sentencia TJCE de 8 de junio de 2006, Caso 60/05, WWF República italiana, Lombardia y otros en Cuestión Prejudicial.

76. Párrafos 15 y 16 de la Sentencia TJCE de 16 de octubre de 2003, Caso 182/02, LPO y otros; Párrafos 17 , 18 y 19 de la Sentencia TJCE de 9 de junio
de 2005; Caso 35/04: Comisión contra el Reino de Reino de España.

77. Párrafo 50 de la Sentencia TJCE de 10 de septiembre de 2009; C-76/08, Comisión contra Republica de Malta.

78. Párrafos 21, 22 y 25 de la Sentencia TJCE de 12 de diciembre de 1996, Caso 10/96. Cuestión prejudicial. Reino de Reino de Bélgica.



PPáárrrraaffoo  3388  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  ddeell  TTJJCCEE  ddee  88  ddee  jjuulliioo  ddee
11998877,,  CCaassoo  226622//8855,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeppúúbblliiccaa  iittaa--
lliiaannaa..

3388.. Por lo que respecta al tercer argumento derivado de la
letra c del apartado 1 del artículo 9 de la Directiva, esta dis-
posición, en efecto, autoriza a los Estados miembros a hacer
excepciones a lo dispuesto, entre otros, por los artículos 7 y 8,
para permitir, en condiciones estrictamente controladas y de
modo selectivo, la captura, la retención o cualquier otra explo-
tación razonable de ciertas aves en pequeñas cantidades.
Es evidente que la captura y la cesión de aves, incluso fuera
de la temporada de caza para utilizarlos como reclamos vivos
o con fines recreativos en las ferias y mercados puede consti-
tuir una explotación razonable autorizada por la letra c del
apartado 1 del artículo 9.

PPáárrrraaffooss  99  yy  1100  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee1177  ddee  sseepp--
ttiieemmbbrree  ddee  11998877,,  CCaassoo  441122//8855,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa
RReeppúúbblliiccaa  FFeeddeerraall  ddee  AAlleemmaanniiaa..

99.. La Comisión sostiene que el apartado 3 del artículo 22 de
la Ley alemana establece excepciones a las prohibiciones del
artículo 5 de la Directiva tal y como éstas han sido traspues-
tas por el apartado 2 del artículo 22 de la citada Ley. Por ello,
no se respetan las restricciones que el artículo 9 de la
Directiva impone a los legisladores nacionales para evitar que
se produzcan excepciones a las prohibiciones generales relati-
vas a la protección de las aves.

1100.. A este respecto, la Comisión sostiene que el artículo 9
de la Directiva no autorizaría a los Estados miembros a esta-
blecer derogaciones salvo que los criterios protectores de dicho
artículo sean asegurados de otra manera. La Comisión consta-
ta que en la legislación alemana no hay referencias al hecho
de que una excepción sólo puede establecerse en el caso de
que no exista ninguna otra solución satisfactoria ni tampoco
se hace mención a ninguno de los criterios recogidos en el
apartado 1 del artículo 9 de la Directiva.

PPáárrrraaffoo  2288  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1155  ddee  mmaarrzzoo  ddee
11999900,,  CCaassoo  333399//8877,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  eell  RReeiinnoo  ddee  llooss
PPaaíísseess  BBaajjooss..

2288.. Esta alegación del Gobierno neerlandés debe ser desesti-
mada. En efecto, es preciso observar que ni la existencia de
perjuicios importantes ni los demás requisitos de excepción
que establece el artículo 9 de la Directiva figuran en el texto

de los artículos 53 y 54 de la Ley de Caza. Como ya se ha
destacado, según la jurisprudencia de este Tribunal de Justicia
en el ámbito de la conservación de las aves silvestres (véase
la citada Sentencia de 17 de septiembre de 1987), los crite-
rios según los cuales los Estados miembros pueden introducir
excepciones a las prohibiciones establecidas en la Directiva
deben recogerse en disposiciones nacionales precisas, habida
cuenta de que la exactitud de la trascripción reviste una
importancia particular en un asunto como éste, en que se con-
fía la administración del patrimonio común a los respectivos
Estados miembros en sus propios territorios.

PPáárrrraaffoo  2222  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  77  ddee  mmaarrzzoo  ddee
11999977,,  CCaassoo  111188//9944,,  WWWWFF  ccoonnttrraa  RReeggiióónn  ddeell  VVeenneettoo,,
RReeppúúbblliiccaa  iittaalliiaannaa..

2222.. Sobre este particular, el Tribunal de justicia ha declarado
que, en el ámbito de la conservación de las aves silvestres, los
criterios con arreglo a los cuales los Estados miembros pue-
den introducir excepciones a las prohibiciones establecidas en
la Directiva deben recogerse en disposiciones nacionales pre-
cisas (Sentencia de 15 de marzo de 1990, Comisión/Reino de
los Países Bajos, C-339/87, Rec. p. 1-851, apartado 28).

PPáárrrraaffooss  1166,,  1177  yy  1188  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1155  ddee
mmaayyoo  ddee  22000088,,  CCaassoo  550033//0066,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa
RReeppúúbblliiccaa  iittaalliiaannaa79..

1166.. La Comisión alega, en primer lugar, que la ley regional
n° 34/2001, que constituye el marco normativo de las excep-
ciones previstas en el artículo 9 de la Directiva, identifica a las
especies que pueden ser cazadas de una manera general y
abstracta, sin limites de tiempo y que el anexo de esta ley que
contiene las citadas especies no esta sometido a revisiones
anuales obligatorias. Según la Comisión, este marco normativo
no responde al objetivo de la excepción contenida en el artí-
culo 9 de la Directiva, en la medida en que autoriza la prác-
tica regular de la caza de especies de aves protegidas en vir-
tud de la Directiva.

1177.. En segundo lugar, la Comisión considera contraria a la
Directiva la posibilidad, derivada de la citada ley regional,
de establecer excepciones en virtud de este artículo sobre la
base de una referencia general a todos los casos comprendi-
dos por este artículo, sin exigir la indicación precisa de la
razón de tal excepción, por referencia a una de las posibilida-
des comprendidas en el artículo 9, apartado 1, sin precisar los
motivos concretos.

40

JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA EN LAS DIRECTIVAS DE AVES SILVESTRES Y DE HÁBITATS

79. Traducción de los autores, original solo publicado en francés a la fecha de redacción de estas líneas.



1188.. En tercer lugar, la Comisión sostiene que la ley regional
n° 34/2001 no respeta ni el requisito relativo a la ausencia de
otras soluciones satisfactorias, ni la indicación de las autorida-
des competentes para determinar que se cumplen las condi-
ciones impuestas, los medios, las instalaciones o métodos a
utilizar, las personas que pueden utilizarlos así como los limi-
tes de esa autorización.

PPáárrrraaffoo  3322  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1155  ddee  mmaarrzzoo  ddee
11999900,,  CCaassoo  333399//8877,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  eell  RReeiinnoo  ddee  llooss
PPaaíísseess  BBaajjooss..

3322.. A este respecto, procede observar que, como antes se ha
establecido, el hecho de que en un Estado miembro no se
recurra a un método de caza determinado no puede consti-
tuir una razón para no incorporar tal prohibición en el ordena-
miento jurídico nacional. En consecuencia, debe acogerse el
quinto motivo de recurso.

PPáárrrraaffoo  2211  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  77  ddee  mmaarrzzoo  ddee
11999977,,  CCaassoo  111188//9944,,  WWWWFF  ccoonnttrraa  RReeggiióónn  ddeell  VVeenneettoo,,
RReeppúúbblliiccaa  iittaalliiaannaa..

2211.. Por lo que se refiere a la facultad conferida por el artícu-
lo 9 de la Directiva de introducir excepciones al régimen res-
trictivo de la caza así como a las demás limitaciones y prohi-
biciones establecidas en los artículos 5, 6 y 8 de la propia
Directiva, debe recordarse también que el Tribunal de justicia
ha declarado que dicha facultad está supeditada a que concu-
rran de tres requisitos: en primer lugar, el Estado miembro debe
limitar la excepción a los casos en que no exista otra solución
satisfactoria. En segundo lugar, la excepción debe basarse al
menos en uno de los motivos enumerados de modo taxativo
en las letras a), b) y c) del apartado 1 del artículo 9. En tercer
lugar, debe responder a los criterios formales enumerados en el
apartado 2 de dicho artículo, que tienen como objeto limitar las
excepciones a lo estrictamente necesario y permitir la vigilan-
cia de la Comisión. Dicho artículo, aun autorizando una amplia
excepción al régimen general de protección, sólo pretende,
pues, una aplicación concreta y puntual para responder a
exigencias precisas y a situaciones específicas (Sentencias de
8 de Julio de 1987, Comisión/Reino de Bélgica, 247/85, Rec.
p. 3029, apartado 7, y Comisión/República italiana, 262/85,
Rec. p. 3073, apartado 7).

PPáárrrraaffoo  4411  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  88  ddee  jjuulliioo  ddee  11998877;;
CCaassoo  224477//8855,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  eell  RReeiinnoo  ddee  BBééllggiiccaa..

4411.. En cuanto a las especies de aves que pueden ser reteni-
das o capturadas en pequeñas cantidades según lo dispuesto

en el artículo 9.1.c) de la Directiva, debe observarse que la
normativa belga permite a las Administraciones competentes
modificar, a su voluntad, la lista de especies que pueden ser
retenidas o capturadas en pequeñas cantidades, dando lugar
a una situación jurídica ambigua y precaria. La regulación
nacional no garantiza que el número de aves que puedan
capturarse se limite a pequeñas cantidades ni que el período
de captura no coincida con los períodos en los que la Directiva
establece una protección especial para las aves (período de
anidación y diferentes estados de reproducción y dependen-
cia) ni que la captura y retención se restrinjan a los casos en
los que no exista otra solución satisfactoria, especialmente,
la posibilidad de reproducción en cautividad de las especies
de aves afectadas. Por tanto, los criterios y condiciones de la
Directiva no son traspuestos de forma completa por la regu-
lación en cuestión.

PPáárrrraaffoo  5588  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  88  ddee  jjuulliioo  ddee  11998877,,
ccaassoo  224477//8855,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  eell  RReeiinnoo  ddee  BBééllggiiccaa..

5588.. Si bien es cierto que la Directiva contempla una serie de
motivos que permiten establecer excepciones a su régimen de
protección para evitar que se produzcan daños a otros bienes
susceptibles de protección, la noción de interés local, contem-
plada por la normativa belga, no figura entre tales motivos. Por
ello, tampoco aquí se responde a las exigencias de la Directiva.
Por consiguiente, no hay necesidad de examinar si el «arrêté
royal» de 20 de julio de 1972, satisface otras de las exigencias
establecidas por el apartado 2 del artículo 9 de la Directiva.

PPáárrrraaffoo  3399  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  88  ddee  jjuulliioo  ddee  11998877,,
CCaassoo  226622//8855,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  llaa  RReeppúúbblliiccaa  iittaalliiaannaa..

3399.. Sin embargo, conviene poner de manifiesto, en primer
lugar, que dicha disposición no hace ninguna referencia al
apartado 1 del artículo 9, en virtud del cual sólo puede con-
cederse una excepción a los artículos 7 y 8 de la Directiva si
no existe otra solución satisfactoria. En segundo lugar, el artí-
culo 18 de la Ley, aunque autoriza a las regiones a permitir el
uso de medios e instalaciones de captura, la fijación de los
períodos de captura y la determinación de la lista de aves que
pueden ser cazadas, no menciona, en contra de lo exigido por
el apartado 2 del artículo 9 de la Directiva, ni los medios, ins-
talaciones o métodos de captura o de sacrificio autorizados,
ni las circunstancias de tiempo y de lugar en las cuales pue-
den aplicarse estas excepciones, ni las especies a las que
pueden aplicarse dichas excepciones. Ahora bien, tales cri-
terios y requisitos son necesarios para garantizar que la
excepción se aplique de un modo estrictamente controlado y
selectivo. En efecto, el hecho de que el párrafo 2 del artículo
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18 de la Ley no establezca por sí mismo los criterios y requi-
sitos previstos por el apartado 2 del artículo 9 de la Directiva,
ni obligue a las regiones a tener en cuenta dichos criterios y
requisitos, introduce un elemento de inseguridad jurídica en
cuanto a las obligaciones que deben respetar las regiones en
sus normativas. Por ello, no está garantizado que la captura de
ciertas especies de aves se limite al mínimo indispensable, que
el período de captura no coincida innecesariamente con los
períodos en que la Directiva pretende establecer una protec-
ción particular y que los medios, instalaciones o métodos de
captura no sean masivos y no selectivos o capaces de provo-
car la desaparición local de una especie. De ello resulta que
los elementos esenciales del artículo 9 de la Directiva no se
incorporan de un modo completo, claro e inequívoco en la nor-
mativa República italiana.

PPáárrrraaffoo  2222  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1133  ddee  ooccttuubbrree  ddee
11998877;;  CCaassoo  223366//8855,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  eell  RReeiinnoo  ddee  llooss
PPaaíísseess  BBaajjooss..

2222.. En primer lugar, procede señalar que los Estados miem-
bros sólo están autorizados para introducir excepciones a las
prohibiciones relativas a la recolección de huevos y a la pertur-
bación de nidos (artículos 5 y 6 de la Directiva) si se cumplen
los requisitos establecidos en el artículo 9 de la Directiva. Pues
bien, es preciso hacer constar que las autorizaciones previstas
por la normativa neerlandesa relativas a estos actos no pue-
den justificarse a la vista de los criterios de excepción estable-
cidos en dicho artículo.

PPáárrrraaffoo  2288  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  2277  ddee  aabbrriill  ddee
11998888,,  CCaassoo  225522//8855  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  llaa  RReeppuubblliiccaa
FFrraanncceessaa..

2288.. … es necesario examinar si esa legislación garantiza que
la excepción se aplique en forma estrictamente controlada y
selectiva, de manera que las citadas capturas de aves se efec-
túen prudentemente y en pequeñas cantidades. A este respec-
to, surge además del artículo 2 en relación con el undécimo
considerando de la Directiva, que el criterio de pequeñas can-
tidades no constituye un valor absoluto sino que se refiere al
mantenimiento de la población total y a la situación reproduc-
tiva de la especie de que se trata.

PPáárrrraaffooss  3377,,  4400  yy  4411  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  88  ddee
jjuunniioo  ddee  22000066,,  CCaassoo  6600//0055,,  WWWWFF  RReeppúúbblliiccaa  iittaalliiaannaa,,
LLoommbbaarrddiiaa  yy  oottrrooss  eenn  CCuueessttiióónn  PPrreejjuuddiicciiaall

3377.. Mediante esta cuestión, el órgano jurisdiccional nacional
desea recabar una interpretación del artículo 9, apartado 1,

letra c), de la Directiva en relación con el modo en que las
autoridades competentes de los Estados miembros deben
garantizar que, al aplicar dicha disposición, no se supere el
número máximo de aves de una especie determinada que
puedan ser capturadas en todo el territorio nacional. En par-
ticular, el órgano jurisdiccional remitente pretende que se dilu-
cide si dicha disposición debe interpretarse en el sentido de
que de ella se deriva la obligación de establecer una concer-
tación entre las entidades de ámbito territorial inferior al del
Estado competentes para conceder las autorizaciones de
captura excepcional a fin de que pueda fijarse de forma vin-
culante un reparto de las cantidades de aves que puedan
ser capturadas en el conjunto de las referidas entidades.

4400.. Por consiguiente, cuando la ejecución del artículo 9,
apartado 1, letra c), de la Directiva se delega a entidades de
ámbito territorial inferior al del Estado, el marco legislativo y
reglamentario aplicable debe garantizar que el total de las
capturas de aves que puedan autorizar dichas entidades se
mantenga, para el conjunto del territorio nacional, dentro del
límite de las «pequeñas cantidades» establecido en dicha
disposición.

4411.. Teniendo en cuenta las consideraciones que anteceden,
procede responder a la tercera cuestión que, al adaptar el
ordenamiento jurídico interno al artículo 9, apartado 1, letra c),
de la Directiva, los Estados miembros están obligados a garan-
tizar que, independientemente del número y de la identidad
de las autoridades que en ellos son competentes para ejecu-
tar dicha disposición, el total de las capturas cinegéticas que
autorice cada una de dichas autoridades, respecto a cada
especie protegida, no exceda del nivel máximo acorde con la
limitación de tales capturas a «pequeñas cantidades» fijado
respecto a esa misma especie, para el conjunto del territorio
nacional.

PPáárrrraaffooss  1155  yy  1166  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1166  ddee  ooccttuu--
bbrree  ddee  22000033,,  CCaassoo  118822//0022,,  LLPPOO  yy  oottrrooss..

1155. Por lo que se refiere más concretamente a la caza, ésta
sólo puede autorizarse, en virtud del artículo 9, apartado 1,
letra c), de la Directiva, si:

• no hay otra solución satisfactoria;

• se configura de manera que se lleve a cabo en condicio-
nes estrictamente controladas y de un modo selectivo;

• sólo se refiere a determinadas aves en pequeñas can-
tidades.

1166.. Respecto al primero de los requisitos recordados en el
apartado anterior, es preciso señalar que no puede considerar-
se cumplido si el período de caza abierto con carácter excep-
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cional coincide innecesariamente con los períodos en los que
la Directiva pretende establecer una protección particular
(véase, en este sentido, la Sentencia Comisión/República italia-
na, antes citada, apartado 39). Tal necesidad no existe, en
especial, si la medida que autoriza la caza con carácter
excepcional está destinada únicamente a prorrogar los perío-
dos de caza de determinadas especies de aves en territorios
ya frecuentados por éstas durante los períodos de caza fijados
con arreglo al artículo 7 de la Directiva.

PPáárrrraaffooss  1177,,  1188  yy  1199  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  99  ddee
jjuunniioo  ddee  22000055,,  CCaassoo  113355//0044::  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeiinnoo
ddee  EEssppaaññaa..

1177.. No obstante, el artículo 9, apartado 1, letra c), de la
Directiva admite la posibilidad de autorizar, en las condiciones
mencionadas en dicha disposición, la captura, la retención o
cualquier otra explotación prudente de determinadas aves
durante los períodos indicados en el artículo 7, apartado 4, de
la Directiva, y, por tanto, durante su trayecto de regreso hacia
su lugar de nidificación (véase, en este sentido, la Sentencia de
16 de octubre de 2003, Ligue pour la protection des oiseaux
y otros, C-182/02, Rec. p. I-12105, apartados 9 a 11).

1188.. Entre los requisitos que deben cumplirse para que pueda
autorizarse tal caza, en virtud del artículo 9, apartado 1, letra
c), de la Directiva, se encuentra el de que no haya otra solu-
ción satisfactoria (véase la Sentencia Ligue pour la protection
des oiseaux y otros, antes citada, apartado 15).

1199.. Pues bien, este requisito no puede considerarse cumplido
si el período de caza abierto con carácter excepcional coinci-
de innecesariamente con los períodos en los que la Directiva
pretende establecer una protección particular. Tal necesidad no
existe, en especial, si la medida que autoriza la caza con
carácter excepcional está destinada únicamente a prorrogar
los períodos de caza de determinadas especies de aves en
territorios ya frecuentados por éstas durante los períodos de
caza fijados con arreglo al artículo 7 de la Directiva (véase la
Sentencia Ligue pour la protection des oiseaux y otros, antes
citada, apartado 16).

PPáárrrraaffoo  5500  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1100  ddee  sseeppttiieemm--
bbrree  ddee  22000099;;  CC--7766//0088,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeppuubblliiccaa
ddee  MMaallttaa..

5500.. Sobre este particular, el Tribunal de Justicia ha declarado
en repetidas ocasiones que este requisito no puede conside-
rarse cumplido si el período de caza abierto con carácter
excepcional coincide innecesariamente con los períodos en
los que la Directiva pretende establecer una protección par-

ticular. Tal necesidad no existe, en particular, si la medida que
autoriza la caza con carácter excepcional está destinada úni-
camente a prorrogar los períodos de caza de determinadas
especies de aves en territorios ya frecuentados por éstas
durante los períodos de caza fijados con arreglo al artículo 7
de la Directiva (véanse las Sentencias Ligue pour la protec-
tion des oiseaux y otros, antes citada, apartado 16, y de 9 de
junio de 2005, Comisión/Reino de España, C-135/04, Rec.
p. I-5261, apartado 19).

PPáárrrraaffooss  2211,,  2222  yy  2255  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1122  ddee
ddiicciieemmbbrree  ddee  11999966,,  CCaassoo  1100//9966..  CCuueessttiióónn  pprreejjuuddiicciiaall..
RReeiinnoo  ddee  BBééllggiiccaa..

2211.. Por ello, la circunstancia de que la cría y reproducción en
cautividad de las especies de que se trata no sean todavía
viables a gran escala por razón de las instalaciones y de los
hábitos inveterados de los aficionados que, por otra parte, se
han beneficiado de una normativa interna que se aparta del
régimen general de la directiva no basta por si misma para
calificar de insatisfactoria la solución alternativa a las capturas
en la naturaleza.

2222.. Habida cuenta de lo que antecede, procede responder a
la primera cuestión, que la directiva y, en particular, la letra c)
del apartado 1 de su artículo 9, debe interpretarse en el sen-
tido de que un estado miembro no puede autorizar la captu-
ra de determinadas especies protegidas, de modo decrecien-
te y limitado en el tiempo, con la finalidad de permitir que los
aficionados abastezcan sus pajareras, cuando la cría y repro-
ducción en cautividad de dichas especies son posibles, pero
no pueden practicarse aun a gran escala porque muchos afi-
cionados se verían obligados a modificar sus instalaciones y
hábitos.

2255.. Es preciso recordar seguidamente que, como ya se ha
indicado en el apartado 17 de la presente Sentencia, solo
puede admitirse una excepción a la letra a) del artículo 5 de
la directiva si no hubiere otra solución satisfactoria. En particu-
lar, esta condición no se cumpliría si fuera posible evitar los
inconvenientes de la consanguinidad mediante la cooperación
y los intercambios de especimenes entre los criaderos.

Transposición
LLEEYY  4422//22000077,,  ddee  1133  ddee  ddiicciieemmbbrree,,  ddeell  PPaattrriimmoonniioo
NNaattuurraall  yy  ddee  llaa  BBiiooddiivveerrssiiddaadd..

Artículo 58. EExxcceeppcciioonneess..

11.. Las prohibiciones establecidas en este capítulo (véase cua-
dro inserto a continuación de la trascripción de este artículo)
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podrán quedar sin efecto, previa autorización administrativa
de la Comunidad autónoma, si no hubiere otra solución satis-
factoria y sin que ello suponga perjudicar el mantenimiento en
un estado de conservación favorable de las poblaciones de
que se trate, en su área de distribución natural, cuando concu-
rra alguna de las circunstancias siguientes:

a) Si de su aplicación se derivaran efectos perjudiciales
para la salud y seguridad de las personas.

b) Para prevenir perjuicios importantes a los cultivos, el
ganado, los bosques, la pesca y la calidad de las aguas.

c) Cuando sea necesario por razón de investigación, edu-
cación, repoblación o reintroducción, o cuando se preci-
se para la cría en cautividad orientada a dichos fines.

d) En el caso de las aves, para prevenir accidentes en rela-
ción con la seguridad aérea.

e) Para permitir, en condiciones estrictamente controla-
das y mediante métodos selectivos la captura, reten-
ción o cualquier otra explotación prudente de determi-
nadas especies no incluidas en el Listado de Especies
en Régimen de Protección Especial, en pequeñas can-

tidades y con las limitaciones precisas para garantizar
su conservación.

f) Para proteger la flora y la fauna silvestres y los hábitats
naturales.

22.. En el caso de autorizaciones excepcionales en las que con-
curran las circunstancias contempladas en el apartado e), la
Comisión Estatal para el Patrimonio Natural y la Biodiversidad
establecerá los mecanismos necesarios para garantizar,
basándose en datos científicos rigurosos, que el nivel máximo
nacional de capturas, para cada especie, se ajusta al concep-
to de «pequeñas cantidades”. Igualmente, se establecerán los
cupos máximos de captura que podrán concederse para cada
especie, así como los sistemas de control del cumplimiento de
dichas medidas que deberán ser ejercidas antes y durante el
período autorizado para efectuar la captura, retención o
explotación prudente, sin perjuicio de los controles adiciona-
les que deben también establecerse una vez transcurrido
dicho período.

33.. La autorización administrativa a que se refieren los apar-
tados anteriores deberá ser pública, motivada y especificar :
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Prohibiciones establecidas en el Capitulo I.

Conservación in situ de la biodiversidad autóctona silvestre

Régimen general de protección de todas las especies silvestres

• Adopción de las medidas que sean pertinentes para que la recogida en la naturaleza de especi-
menes de las especies de fauna y flora silvestres de interés comunitario, que se enumeran en el
Anexo VI, así como la gestión de su explotación sean compatibles con el mantenimiento de las
mismas en un estado de conservación favorable.

• Prohibición de introducción de especies, subespecies o razas geográficas alóctonas cuando éstas
sean susceptibles de competir con las especies silvestres autóctonas, alterar su pureza genética o
los equilibrios ecológicos.

• Dar muerte dañar, molestar o inquietar intencionadamente a los animales silvestres, sea cual fuere
el método empleado o la fase de su ciclo biológico.(prohibición que incluye su retención y cap-
tura en vivo, la destrucción, daño, recolección y retención de sus nidos, de sus crías o de sus hue-
vos, estos últimos aun estando vacíos, así como la posesión, transporte, tráfico y comercio de
ejemplares vivos o muertos o de sus restos, incluyendo el comercio exterior.

Artículo 52

Para las especies comprendidas en el Listado de Especies Silvestres (al que se refiere el artículo 53)

• Tratándose de animales, incluidas sus larvas, crías, o huevos, la de cualquier actuación hecha con el
propósito de darles muerte, capturarlos, perseguirlos o molestarlos, así como la destrucción o
deterioro de sus nidos, vivares y áreas de reproducción, invernada o reposo.

• En ambos casos, la de poseer, naturalizar, transportar, vender, comerciar o intercambiar, ofertar con
fines de venta o intercambio, importar o exportar ejemplares vivos o muertos, así como sus pro-
págulos o restos, salvo en los casos que reglamentariamente se determinen.

• Estas prohibiciones se aplicarán a todas las fases del ciclo biológico de estas especies, subespecies
o poblaciones.

Artículo 54



a) El objetivo y la justificación de la acción.

b) Las especies a que se refiera.

c) Los medios, las instalaciones, los sistemas o métodos a
emplear y sus límites, así como las razones y el perso-
nal cualificado para su empleo.

d) La naturaleza y condiciones de riesgo, las circunstancias
de tiempo y lugar y si procede, las soluciones alternati-
vas no adoptadas y los datos científicos utilizados.

e) Las medidas de control que se aplicarán.

44.. Las Comunidades autónomas comunicarán al Ministerio
de Medio Ambiente las autorizaciones acordadas según lo
previsto en este artículo, a efectos de su posterior notificación
a la Comisión Europea y a los Organismos internacionales
pertinentes, señalando, en cada caso, los controles ejercidos y
los resultados obtenidos de los mismos.

Comentario
El contenido del Artículo 58 es acorde a la redacción de la
Directiva y parece suficientemente detallado. Se da una
diferencia con la Directiva, que se refiere a “prevenir perjui-
cios importantes a…las aguas”, mientras que en la redacción
de la Ley española, se añade la expresión “calidad”; …“pre-
venir perjuicios importantes a la calidad de las aguas”.

Artículo 10

1. Los Estados miembros fomentarán las investigaciones y los
trabajos necesarios para la protección, la administración y
la explotación de todas las especies de aves contempladas
en el artículo 1. Se prestará especial atención a las investi-
gaciones y a los trabajos sobre los temas enumerados en
el anexo V.

2. Los Estados miembros remitirán a la Comisión toda
la información necesaria de modo que aquella pueda
tomar las medidas apropiadas para la coordinación de
las investigaciones y los trabajos contemplados en el
apartado 1.

Comentario
La actividad de investigación es una pprraaccttiiccaa  oobblliiggaattoo--
rriiaa para los Estados miembros, no se trata de una

declaración retórica80. Esta afirmación se ve refrenda-
da por el Decimotercero “considerando” del preámbulo
de la Directiva según el cual: “…la conser vación de las
aves…plantea aun problemas sobre los cuales deben
realizarse trabajos científicos. Dichos trabajos han de
permitir, además, evaluar la eficacia de las medidas
adoptadas”.

El apartado 1 se refiere al Artículo 1 de la Directiva que a
su vez se refería a “todas “ las especies de aves que viven
en estado silvestre en el territorio europeo.

Por su parte el Anexo V de la Directiva, tiene el siguiente
contenido:

a) Elaboración de la lista nacional de las especies ame-
nazadas de extinción o en especial peligro teniendo
en cuenta su área de distribución geográfica;

b) Censo y descripción ecológica de las zonas de espe-
cial importancia para las especies migratorias en el
transcurso de su migración, de su invernada y de su
nidificación;

c) Recenso de datos sobre el nivel de población de
las aves migratorias utilizando los resultados del
anillado;

d) Determinación de la influencia de los métodos de
captura sobre el nivel de las poblaciones;

e) Preparación y desarrollo de métodos ecológicos
para prevenir los daños causados por las aves;

f) Determinación del papel de determinadas especies
como indicadores de contaminación;

g) Estudio de los efectos dañinos de la contaminación
química sobre el nivel de población de las especies
de aves.

Jurisprudencia Comunitaria
PPáárrrraaffoo  227700  SSTTJJCCEE  ddee  1133  ddee  ddiicciieemmbbrree  ddee  22000077,,  CCaassoo
441188//0044,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeppuubblliiccaa  ddee  IIrrllaannddaa

227700.. Pues bien, como sostiene acertadamente la Comisión, el
artículo 10 de la Directiva sobre las aves crea la obligación de
los Estados miembros de estimular la investigación y los tra-
bajos necesarios para la protección, la gestión y la explotación
de la población de todas las especies de aves a que se refie-
re el artículo 1 de dicha Directiva.
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Transposición
LLEEYY  4422//22000077,,  ddee  1133  ddee  ddiicciieemmbbrree,,  ddeell  PPaattrriimmoonniioo
NNaattuurraall  yy  ddee  llaa  BBiiooddiivveerrssiiddaadd

Del contenido del propio Artículo 10.

Artículo 47. VViiggiillaanncciiaa  yy  sseegguuiimmiieennttoo..

Las Comunidades autónomas vigilarán el estado de conserva-
ción de los tipos de hábitats y las especies de interés comuni-
tario, teniendo especialmente en cuenta los tipos de hábitats
naturales prioritarios y las especies prioritarias, así como de
conservación de las especies de aves que se enumeran en el
anexo IV, comunicando al Ministerio de Medio Ambiente los
cambios que se hayan producido en los mismos a efectos de
su reflejo en el Inventario Español del Patrimonio Natural y de
la Biodiversidad.

Dicha comunicación se producirá anualmente excepto cuan-
do ello no sea técnicamente posible, en cuyo caso deberá
argumentarse.

Las Comunidades autónomas remitirán al Ministerio de Medio
Ambiente información sobre las medidas de conservación a
las que se refiere el artículo 45.1, la evaluación de sus resulta-
dos y las propuestas de nuevas medidas a aplicar, al objeto de
que el Ministerio pueda remitir a la Comisión Europea, cada
tres y seis años respectivamente, los informes nacionales exi-
gidos por las Directivas comunitarias 79/409/CEE y 92/43/CE
reguladoras de las zonas de la Red Natura 2000.

Artículo 74. EEll  FFoonnddoo  ppaarraa  eell  PPaattrriimmoonniioo  NNaattuurraall  yy  llaa
BBiiooddiivveerrssiiddaadd..

Serán objetivos del Fondo:

l) Financiar acciones específicas de investigación aplica-
da, demostración y experimentación relacionadas con
la conservación del patrimonio natural, la biodiversidad
y la geodiversidad.

DDiissppoossiicciióónn  aaddiicciioonnaall  ssééppttiimmaa..  IInnvveessttiiggaacciióónn  yy  ttrraannssffeerreenn--
cciiaa  ddee  tteeccnnoollooggííaa  ssoobbrree  llaa  ddiivveerrssiiddaadd  bbiioollóóggiiccaa..

Las Administraciones Públicas fomentarán el desarrollo de pro-
gramas de investigación sobre la diversidad biológica y sobre
los objetivos de esta Ley.

En aplicación de los artículos 16, 17 y 18 del Convenio sobre
la Diversidad Biológica, las Administraciones Públicas garanti-
zarán la cooperación científico-técnica en materia de conser-
vación y uso sostenible de la biodiversidad, así como tener

acceso a la tecnología mediante políticas adecuadas de trans-
ferencia, incluida la biotecnología y el conocimiento asociado.

Del contenido del Anexo 5.

LISTADOS NACIONALES (A):

Artículo 53. LLiissttaaddoo  ddee  EEssppeecciieess  SSiillvveessttrreess  eenn  RRééggiimmeenn  ddee
PPrrootteecccciióónn  EEssppeecciiaall..

11.. Se crea el Listado de Especies Silvestres en Régimen de
Protección Especial, que se instrumentará reglamentariamen-
te, previa consulta a las Comunidades autónomas y que inclui-
rá especies, subespecies y poblaciones que sean merecedoras
de una atención y protección particular en función de su valor
científico, ecológico, cultural, por su singularidad, rareza, o grado
de amenaza, así como aquellas que figuren como protegidas
en los anexos de las Directivas y los convenios internacionales
ratificados por Reino de España.

El Listado tendrá carácter administrativo y ámbito estatal, y
dependerá del Ministerio de Medio Ambiente.

DETERMINACIÓN DE LA INFLUENCIA DE LOS
MÉTODOS DE CAPTURA SOBRE EL NIVEL
DE LAS POBLACIONES; (D)

Artículo 64. IInnvveennttaarriioo  EEssppaaññooll  ddee  CCaazzaa  yy  PPeessccaa..

El Inventario Español de Caza y Pesca, dependiente del
Ministerio de Medio Ambiente, mantendrá la información más
completa de las poblaciones, capturas y evolución genética de
las especies cuya caza o pesca estén autorizadas, con espe-
cial atención a las especies migradoras.

Se incluirán en el Inventario los datos que faciliten los órganos
competentes de las Comunidades autónomas.

Con este objeto, los titulares de los derechos cinegéticos y pis-
cícolas y, en general, los cazadores y pescadores, vendrán obli-
gados a suministrar la correspondiente información a las
Comunidades autónomas.

Comentario
Aunque en la Ley 42/2007 se recogen correctamente las
disposiciones sobre vigilancia y seguimiento de hábitats y
especies y la comunicación de su estado a la Comisión
Europea, en términos de investigación, y pese a la abundan-
cia de referencias genéricas, lo cierto es que no existe
como compromiso mas que la adjudicación de la investiga-
ción como una de las funciones del Fondo para el
Patrimonio Natural y la Biodiversidad del Artículo 74.
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En cuanto al contenido del Anexo V de la Directiva, se
recogen en la Ley los aspectos señalados en los apartados
a, y d (en los Artículos 53 y 64, respectivamente), pero no
existe referencia alguna a la necesidad de desarrollar un
adecuado nivel de investigación sobre los aspectos con-
templados en los apartados b, c, e, f y g.

Artículo 11

Los Estados miembros velarán por evitar que la eventual
introducción de especies de aves que no vivan normalmente
en estado salvaje en el territorio europeo de los Estados
miembros perjudique a la flora y la fauna locales. Consultarán
al respecto a la Comisión.

Comentario
El sistema general de protección tal como esta diseñado
por la Directiva debe ser aplicado en el caso de TODAS las
especies de aves, incluso si se las considera como “raras”81.

Jurisprudencia Comunitaria
PPáárrrraaffoo  5522  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  88  ddee  jjuulliioo  ddee  11998877,,
CCaassoo  224477//8855,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  eell  RReeiinnoo  ddee  BBééllggiiccaa

5522.. Los citados «arrêtés» se aplican, según su artículo 1, «a
todas las aves pertenecientes a una de las especies… que
viven en estado salvaje». En efecto, la Comisión señala, sin ser
contradicha por el Gobierno belga, que en la naturaleza se
dan anomalías cromáticas que dan lugar a colores diferentes
de los de las aves «normales». Además, hay que señalar que
el régimen general de protección instaurado por la Directiva
afecta a todas las especies de aves incluidas las que presen-
ten anomalías cromáticas aunque se trate de especies raras.

Transposición
LLEEYY  4422//22000077,,  ddee  1133  ddee  ddiicciieemmbbrree,,  ddeell  PPaattrriimmoonniioo
NNaattuurraall  yy  ddee  llaa  BBiiooddiivveerrssiiddaadd..

Artículo 52. GGaarraannttííaa  ddee  ccoonnsseerrvvaacciióónn  ddee  eessppeecciieess  aauuttóócc--
ttoonnaass  ssiillvveessttrreess..

22.. Las Administraciones públicas competentes prohibirán
la introducción de especies, subespecies o razas geográfi-
cas alóctonas cuando éstas sean susceptibles de competir

con las especies silvestres autóctonas, alterar su pureza
genética o los equilibrios ecológicos.

Artículo 62. EEssppeecciieess  oobbjjeettoo  ddee  ccaazzaa  yy  ppeessccaa..

ee)) En relación con la actividad cinegética y acuícola, queda
prohibida la introducción de especies alóctonas. En el caso de
introducciones accidentales o ilegales, no se podrá autorizar
en ningún caso su aprovechamiento cinegético o piscícola, pro-
moviendo las medidas apropiadas de control de especies para
su erradicación.

Comentario
Las medidas sobre introducción de especies alóctonas
son de prohibición, no de control de su potencial impac-
to sobre la biodiversidad autóctona. No hay en la legisla-
ción estatal referencias a informaciones a la Comisión al
respecto.

Artículo 12

1. Los Estados miembros remitirán a la Comisión cada tres
años, a contar desde el 7 de abril de 1981, un informe
sobre la aplicación de las disposiciones nacionales adopta-
das en virtud de la presente Directiva.

2. La Comisión preparará cada tres años un informe de sín-
tesis basado en las informaciones contempladas en el
apartado 1. La parte del proyecto de dicho informe relati-
va a las informaciones suministradas por un Estado miem-
bro será remitida para su verificación a las autoridades de
dicho Estado miembro. La versión final del informe será
comunicada a los Estados miembros.

Comentario
Desde la entrada del Reino de España en la UE hasta la
fecha, los informes de la Comisión en cumplimiento de
este Artículo han sido los siguientes:

• Segundo Informe de la Comisión, de 24 de noviem-
bre de 1993, sobre la aplicación de la Directiva
79/409 relativa a la conservación de las aves silves-
tres [COM (1993) 572 final no publicado en el
Diario Oficial]. El informe es una síntesis de las dis-
posiciones adoptadas por los Estados miembros y

47

81. Párrafo 52 de la Sentencia TJCE de 8 de julio de 1987, Caso 247/85, Comisión contra el Reino de Bélgica.



constituye un documento de información general
sobre la aplicación de la Directiva durante el perío-
do 1981-1991. El Informe resulta muy critico con
respecto al hecho de que los informes de los esta-
dos miembros no siempre se envían en plazo y
cuando se hace, no contienen los datos pertinentes
sobre la puesta en practica de la directiva.

• Tercer Informe de la Comisión, de 29 de marzo de
2000, sobre la aplicación de la Directiva 79/409 rela-
tiva a la conservación de las aves silvestres – Actuali-
zación correspondiente al período 1993-1995 a
par tir de la información facilitada por los Estados
miembros sobre la aplicación de las disposiciones na-
cionales adoptadas sobre la base de la Directiva
[COM (2000) 180 final – no publicado en el Diario
Oficial]. Este informe se basa en los datos recogidos
en los informes nacionales que los Estados miembros
enviaron a la Comisión en aplicación de la Directiva
y se refiere a 1993, 1994 y 1995 en el caso de la ma-
yoría de los Estados miembros y únicamente a 1995
en el caso de Suecia, Finlandia y Austria.

• Cuarto Informe de la Comisión, de 25 de marzo de
2002, sobre la aplicación de la Directiva 79/409 rela-
tiva a la conservación de las aves silvestres actualiza-
ción correspondiente al periodo 1996-1998 a partir
de la información facilitada por los Estados miem-
bros sobre la aplicación de las disposiciones naciona-
les adoptadas sobre la base de la Directiva [COM
(2002) 146 final – no publicado en el Diario Oficial].

• Quinto Informe de la Comisión, de 12 de abril de
2006, sobre la aplicación de la Directiva 79/409 rela-
tiva a la conservación de las aves silvestres – Parte I
– Informe de síntesis sobre los progresos generales
realizados – Actualización correspondiente al perío-
do 1999-2001 [COM (2006) final – Diario Oficial
C 130 de 3.6.2006].

Artículo 13

La aplicación de las medidas adoptadas en virtud de la pre-
sente Directiva no podrá llevar un deterioro de la situación
actual en lo referente a la conservación de todas las especies
contempladas en el artículo 1.

Comentario
La expresión “situación actual” se redacto para la entra-
da en vigor original de la Directiva, pero se aplica a las
fechas de adhesión de cada nuevo estado miembro de
la UE. Para el caso español, seria el 1 de enero de 198682.
La Doctrina83 ha matizado esta afirmación señalando que
esta es una cláusula “stand still”, es decir, una cláusula de
seguridad para asegurar que los niveles de protección que se
vayan alcanzando, no puedan tener marcha atrás. Esta
cláusula se vería reforzada por la aplicación del principio de
precaución que impediría adoptar medidas que si bien no
implicasen un deterioro, si pudiesen afectar a la dinámica de
las especies.

Artículo 14

Los Estados miembros podrán tomar medidas de pro-
tección más estrictas que las previstas por la presente
Directiva.

Comentario
Las medidas de mayor protección, en términos generales y
para el derecho comunitario, son aquellas que van “mas
allá” de las disposiciones comunitarias, pero tomándolas
como base. Es decir, deben proseguir la consecución de los
mismos objetivos con que cuente las normas comunitarias
a que se refieran, endureciendo los requisitos que estas
establezcan. El Artículo 193 del TFUE establece esta posi-
bilidad. Los límites establecidos a estas normas de mayor
protección suelen haber estado en relación con aspectos
relacionados con el derecho de competencia o libre circu-
lación de bienes y servicios.

Respecto de la Directiva de Aves, la aplicación de medi-
das de mayor protección podría alcanzar incluso la total
exclusión de cier tas actividades de una zona ZEPA (o
en general, de una zona Red Natura 2.000, si bien la
Directiva de hábitats no contiene ninguna medida expre-
sa sobre “mayor protección) sin que quepa alegar distor-
siones a la competencia o trato desfavorable. Ha sido el
caso de la exclusión de la energía eólica en las ZEPA ita-
lianas84. 
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82. El asunto fue examinado y resuelto de este modo por el Tribunal Supremo de Hungría refiriéndose a su adhesión a la UE en su Sentencia 28/1994.

83. Agustín García Ureta en su obra “Derecho europeo de la Biodiversidad” Ed. Gómez-Acebo y Pombo, Madrid, 2010, Paginas 430 y 431.

84. Párrafos 50 y 58 de la Sentencia TJCE de 21 de julio de 2011, Caso 2/10, Cuestión prejudicial formulada por un Tribunal italiano.



Jurisprudencia Comunitaria
PPáárrrraaffooss  99  yy  1122  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  2233  ddee  mmaayyoo
ddee  11999900,,  AAssuunnttoo  116699//8899..

99.. En lo que respecta al grado de armonización efectuado
por la Directiva 79/409, es preciso observar que, si bien de
conformidad con los apartados 2 y 3 del artículo 6 de la
Directiva el ave de que se trata puede ser cazada en el
Estado miembro en el que vive, el artículo 14 autoriza a los
Estado miembros a adoptar medidas de protección más
estrictas que las previstas por la Directiva. Por consiguiente,
la Directiva ha regulado exhaustivamente las competencias
de los Estados miembros en el ámbito de la conservación de
las aves silvestres.

1122.. De estos objetivos generales de protección establecidos
por la Directiva 79/409 resulta que los Estados miembros, con
arreglo al artículo 14 de dicha Directiva, están autorizados a
tomar medidas más estrictas para garantizar una protección
aún más eficaz de las mencionadas especies. En lo que atañe
a las otras especies de aves mencionadas en la Directiva
79/409, los Estados miembros están obligados a aplicar las
disposiciones legales, reglamentarias y administrativas necesa-
rias para cumplir la Directiva, pero no están autorizados a
adoptar medidas de protección más estrictas que las previs-
tas por la Directiva, salvo en lo que respecta a las especies
que viven en sus territorios.

PPáárrrraaffooss  5500  yy  5588  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  2211  ddee  jjuulliioo
ddee  22001111,,  CCaassoo  22//1100,,  CCuueessttiióónn  pprreejjuuddiicciiaall  ffoorrmmuullaaddaa
ppoorr  uunn  TTrriibbuunnaall  iittaalliiaannoo..

5500.. La Directiva sobre los hábitats no contiene ninguna dis-
posición equivalente al artículo 14 de la Directiva sobre las
aves. Sin embargo, al haber sido adoptada la Directiva sobre
los hábitat basándose en el artículo 192 TFUE, debe señalar-
se que el artículo 193 TFUE prevé la posibilidad de que los
Estados miembros adopten medidas de mayor protección.
Este artículo somete a tales medidas únicamente a los requisi-
tos de que sean compatibles con el Tratado FUE y de que sean
notificadas a la Comisión. Así, el Tribunal de Justicia ha decla-
rado que, «en el marco de la política comunitaria del medio
ambiente, y en tanto una medida nacional persiga los mismos
objetivos que una Directiva, el artículo 176 CE prevé y autori-
za, bajo ciertas condiciones, la superación de los requisitos míni-
mos establecidos por dicha Directiva.» (Véase la sentencia
Deponiezweckverband Eiterköpfe, antes citada, apartado 58).

5588.. Por consiguiente, debe concluirse que las Directivas sobre
las aves y sobre los hábitats y, en particular, el artículo 6, apar-
tado 3, de esta última, no se oponen a una medida nacional
de mayor protección que prevea la prohibición absoluta de

construir instalaciones eólicas no destinadas al autoconsumo
en las zonas que formen parte de la red Natura 2000 sin lle-
var a cabo ninguna evaluación de los efectos medioambienta-
les del proyecto o del plan específico sobre el lugar afectado
que pertenezca a dicha red.

Artículos 15, 16 y 17

Artículo 15

Se adoptarán las modificaciones necesarias para adaptar al
progreso técnico y científico los anexos I y V. Estas medidas,
destinadas a modificar elementos no esenciales de la pre-
sente Directiva se adoptarán con arreglo al procedimiento
de reglamentación con control contemplado en el artículo 16,
apartado 2.

Artículo 16

1. La Comisión estará asistida por un Comité para la adapta-
ción al progreso técnico y científico.

2. En los casos en que se haga referencia al presente aparta-
do, será de aplicación el artículo 5 bis, apartados 1 a 4, y
el artículo 7 de la Decisión 1999/468/CE, sin perjuicio de
lo dispuesto en su artículo 8.

Artículo 17

Los Estados miembros comunicarán a la Comisión el texto de
las disposiciones básicas de Derecho interno que adopten en
el ámbito regulado por la presente Directiva.

Comentario y desarrollo
Hasta la entrada en vigor del Tratado de Lisboa (que se
produjo el 1 de enero de 2010) para auxiliar a la Comisión
en su tarea de aplicación de la legislación, esta contaba con
la asistencia de Comités especializados, cuya actuación y
relaciones con la Comisión se regulaban a través del anti-
guo Artículo 202 del Tratado constitutivo de la Unión
Europea. El funcionamiento de dichos Comités se cono-
cía con la expresión “comitología”. Ese artículo ha sido
derogado, aunque continúan actuando Comités en funcio-
nes meramente asesoras y no institucionales.
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Decisión 1999/468/CE DO L 184 de 17.7.1999,
Artículos 5 y 7.

Artículo 5.

1. La Comisión estará asistida por un Comité de reglamen-
tación compuesto por los representantes de los Estados
miembros y presidido por el representante de la Comisión.

2. El representante de la Comisión presentará al Comité un
proyecto de medidas. El Comité emitirá su dictamen sobre
dicho proyecto en un plazo que el presidente podrá fijar en
función de la urgencia. El dictamen se emitirá según la
mayoría prevista en el apartado 2 del artículo 205 del
Tratado para las decisiones que el Consejo debe adoptar a
propuesta de la Comisión. Los votos de los representantes
de los Estados miembros en el seno del Comité se ponde-
rarán de la forma establecida en el mencionado artículo. El
presidente no tomará parte en la votación.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 8, la Comisión
adoptará las medidas previstas siempre que sean confor-
mes al dictamen del Comité.

4. Si las medidas previstas no son conformes al dictamen del
Comité, o en caso de ausencia de dictamen, la Comisión
presentará sin demora al Consejo una propuesta relati-
va a las medidas que vayan a adoptarse e informará al
Parlamento Europeo.

5. Si el Parlamento Europeo considera que una propuesta
presentada por la Comisión en virtud de un acto de base
adoptado con arreglo al procedimiento establecido en el
artículo 251 del Tratado va mas allá de las competencias
de ejecución previstas en dicho acto de base, informará de
su posición al Consejo.

6. El Consejo, en su caso a la luz de dicha posición, podrá pro-
nunciarse sobre la propuesta de la Comisión, por mayoría
cualificada y dentro del plazo que se fijará en cada acto de
base, que en ningún caso será superior a tres meses a par-
tir de la fecha en que la propuesta se haya presentado al
Consejo.

Si dentro de ese plazo el Consejo, por mayoría cualificada,
manifiesta que se opone a la propuesta, la Comisión la exa-
minará nuevamente. La Comisión podrá presentar al Consejo
una propuesta modificada, volver a presentar su propuesta o
presentar una propuesta legislativa basada en el Tratado.

Si transcurrido el plazo el Consejo no adopta el acto de eje-
cución propuesto ni manifiesta su oposición a la propuesta
de medidas de ejecución, la Comisión adoptará el acto de
ejecución propuesto.

Artículo 7.

1. Cada Comité aprobará su reglamento interno a propues-
ta de su presidente, basándose en el reglamento interno
estándar que se publicar‚ en el Diario Oficial de las
Comunidades Europeas.

Los Comités existentes adaptar‚n sus reglamentos internos
al reglamento interno estándar en la medida en que ello
sea necesario.

2. Serán aplicables a los Comités los principios y condiciones
sobre acceso del público a los documentos aplicables a la
Comisión.

3. La Comisión informará regularmente al Parlamento
europeo de los trabajos de los Comités. A tal efecto, el
Parlamento Europeo recibir‚ el orden del día de las reu-
niones de los Comités, los proyectos presentados a los
Comités relativos a medidas de ejecución de actos adopta-
dos con arreglo al procedimiento establecido en el artículo
251 del Tratado, así como el resultado de las votaciones, las
actas resumidas de las reuniones y las listas de las autori-
dades y organismos a que pertenezcan las personas nom-
bradas por los Estados miembros para que los representen.
Asimismo, se informar‚ al Parlamento Europeo siempre que
la Comisión transmita al Consejo medidas o propuestas de
medidas para su adopción.

4. En el plazo de seis meses a partir del día en que la pre-
sente Decisión surta efectos, la Comisión publicará en el
Diario Oficial de las Comunidades Europeas una lista de
todos los Comités que colaboran con la Comisión en el ejer-
cicio de sus competencias de ejecución. La lista especifica-
rá, en relación con cada Comité, el acto o los actos de base
en virtud de los cuales se haya creado el Comité. A partir
del año 2000, la Comisión publicará‚ asimismo, un informe
anual sobre los trabajos de los Comités.

5. En el año 2001 la Comisión creará un registro accesible al
público con las referencias de todos los documentos envia-
dos al Parlamento Europeo en aplicación de lo dispuesto
en el apartado 3.

La Decisión 1999/468/CE fue modificada por la Decisión
2006/512/CE, que introdujo el procedimiento de regla-
mentación con control para la adopción de medidas de
alcance general destinadas a modificar elementos no esen-
ciales de un acto de base adoptado según el procedimien-
to establecido en el artículo 251 del Tratado, incluso supri-
miendo algunos de esos elementos o completando el acto
con nuevos elementos no esenciales. La modificación no
afecta a los artículos reseñados.
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DDIIRREECCTTIIVVAA 9922//4433//CCEEEE  DDEELL  CCOONNSSEEJJOO
ddee  2211  ddee  mmaayyoo  ddee  11999922

rreellaattiivvaa  aa  llaa  ccoonnsseerrvvaacciióónn  ddee  llooss  hháábbiittaattss  nnaattuurraalleess
yy  ddee  llaa  ffaauunnaa  yy  fflloorraa  ssiillvveessttrreess

(DO L 206 de 22.7.1992)

Artículo 1

A efectos de la presente Directiva, se entenderá por:

a) «conservación»: un conjunto de medidas necesarias para
mantener o restablecer los hábitats naturales y las pobla-
ciones de especies de fauna y de flora silvestres en un
estado favorable con arreglo a las letras e) e i);

b) «hábitats naturales»: zonas terrestres o acuáticas diferen-
ciadas por sus características geográficas, abióticas y bió-
ticas, tanto si son enteramente naturales como seminatu-
rales;

c) «tipos de hábitats naturales de interés comunitario»:
los que, en el territorio a que se refiere el artículo 2:

i) se encuentran amenazados de desaparición en su área
de distribución natural;

o bien

ii) presentan un área de distribución natural reducida a
causa de su regresión o debido a su área intrínseca-
mente restringida;

o bien

iii) constituyen ejemplos representativos de características
típicas de una o de varias de las siete regiones biogeo-
gráficas siguientes: alpina, atlántica, boreal, continental,
macaronesia, mediterránea y panónica.

Estos tipos de hábitats figuran o podrán figurar en el
Anexo I;

d) «tipos de hábitats naturales prioritarios»: tipos de
hábitats naturales amenazados de desaparición presen-
tes en el territorio contemplado en el artículo 2 cuya con-
servación supone una especial responsabilidad para la
Comunidad habida cuenta de la importancia de la pro-
porción de su área de distribución natural incluida en el

territorio contemplado en el artículo 2. Estos tipos de
hábitats naturales prioritarios se señalan con un asteris-
co (*) en el Anexo I;

e) «estado de conservación de un hábitat»: el conjunto de
las influencias que actúan sobre el hábitat natural de que
se trate y sobre las especies típicas asentadas en el mismo
y que pueden afectara largo plazo a su distribución natu-
ral, su estructura y funciones, así como a la supervivencia
de sus especies típicas en el territorio a que se refiere el
artículo 2.

El «estado de conservación» de un hábitat natural se con-
siderará «favorable» cuando:

• su área de distribución natural y las superficies com-
prendidas dentro de dicha área sean estables o se
amplíen, y

• la estructura y las funciones específicas necesarias para
su mantenimiento a largo plazo existan y puedan seguir
existiendo en un futuro previsible, y

• el estado de conservación de sus especies típicas sea
favorable con arreglo a la letra i);

f) «hábitat de una especie»: medio definido por factores
abióticos y bióticos específicos donde vive la especie en una
de las fases de su ciclo biológico;

g) «especies de interés comunitario»: las que, en el territo-
rio a que se refiere el artículo 2:

i) estén en peligro, salvo aquéllas cuya área de distribu-
ción natural se extienda de forma marginal en dicho
territorio y no estén ni amenazadas ni sean vulnerables
en el área del paleártico occidental; o bien

ii) sean vulnerables, es decir que su paso a la categoría
de las especies en peligro se considera probable en un
futuro próximo en caso de persistir los factores que
ocasionen la amenaza; o bien



iii) sean raras, es decir que sus poblaciones son de
pequeño tamaño y que, sin estar actualmente en peli-
gro ni ser vulnerables, podrían estarlo o serlo. Dichas
especies se localizan en áreas geográficas limitadas
o se encuentran dispersas en una superficie más
amplia; o bien

iv) sean endémicas y requieran especial atención debido
a la singularidad de su hábitat y/o a posibles repercu-
siones que su explotación pueda tener para su con-
servación.

Estas especies figuran o podrán figurar en el Anexo II y/o IV
o V;

h) «especies prioritarias»: las que se contemplan en el inciso
i) de la letra g) y cuya conservación supone una especial
responsabilidad para la Comunidad habida cuenta de la
importancia de la proporción de su área de distribución
natural incluida en el territorio contemplado en el artículo 2.
Estas especies prioritarias se señalan con un asterisco (*)
en el Anexo II;

i) «estado de conservación de una especie»: el conjunto
de influencias que actúen sobre la especie y puedan afec-
tar a largo plazo a la distribución e importancia de sus
poblaciones en el territorio a que se refiere el artículo 2.

El «estado de conservación» se considerará «favorable»
cuando:

• los datos sobre la dinámica de las poblaciones de la
especie en cuestión indiquen que la misma sigue y
puede seguir constituyendo a largo plazo un elemen-
to vital de los hábitats naturales a los que pertenez-
ca, y

• el área de distribución natural de la especie no se esté
reduciendo ni amenace con reducirse en un futuro pre-
visible, y

• exista y probablemente siga existiendo un hábitat de
extensión suficiente para mantener sus poblaciones a
largo plazo;

j) «lugar»: un área geográfica definida, de superficie clara-
mente delimitada;

k) «lugar de importancia comunitaria»: un lugar que, en la
región o regiones biogeográficas a las que pertenece, con-
tribuya de forma apreciable a mantener o restablecer un
tipo de hábitat natural de los que se citan en el Anexo I o
una especie de las que se enumeran en el Anexo II en un

estado de conservación favorable y que pueda de esta
forma contribuir de modo apreciable a la coherencia de
Natura 2000 tal como se contempla en el artículo 3, y/o
contribuya de forma apreciable al mantenimiento de la
diversidad biológica en la región o regiones biogeográficas
de que se trate.

Para las especies animales que ocupan territorios exten-
sos, los lugares de importancia comunitaria correspon-
derán a las ubicaciones concretas dentro de la zona de
reparto natural de dichas especies que presenten los ele-
mentos físicos o biológicos esenciales para su vida y su
reproducción;

l) «zona especial de conservación»: un lugar de impor-
tancia comunitaria designado por los Estados miembros
mediante un acto reglamentario, administrativo y/o contrac-
tual, en el cual se apliquen las medidas de conservación
necesarias para el mantenimiento o el restablecimiento, en
un estado de conservación favorable, de los hábitats
naturales y/o de las poblaciones de las especies para las
cuales se haya designado el lugar;

m) «espécimen»: cualquier animal o planta, vivo o muerto,
de las especies que recogen los Anexos IV y V; cualquier
parte o producto obtenido a partir de éstos, así como
cualquier otra mercancía en el caso de que se deduzca
del documento justificativo, del embalaje, o de una etique-
ta o de cualquier otra circunstancia que se trata de par-
tes o de productos de animales o de plantas de dichas
especies;

n) «comité»: el comité creado con arreglo al artículo 20.

Comentario
El eessttaaddoo  ddee  ccoonnsseerrvvaacciióónn  ffaavvoorraabbllee de un hábitat natural
o de una especie debe apreciarse en relación ccoonn  eell  ccoonn--
jjuunnttoo  ddeell  tteerrrriittoorriioo  eeuurrooppeeoo de los Estados miembros al
que se aplica el Tratado85.

Jurisprudencia Comunitaria
PPáárrrraaffoo  2233  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  77  ddee  nnoovviieemmbbrree
ddee  22000000,,  CCaassoo  337711//9988,,  ““FFiirrsstt  CCoorrppoorraattee  SShhiippppiinngg
LLttdd””,,  CCuueessttiióónn  pprreejjuuddiicciiaall..  RReeiinnoo  UUnniiddoo

2233.. Además, ésta es la única forma posible de alcanzar el
objetivo, contemplado en el artículo 3, apartado 1, párrafo pri-
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mero, de la Directiva sobre hábitats, del mantenimiento o del
restablecimiento, en un estado de conservación favorable, de los
tipos de hábitats naturales y de los hábitats de especies de que
se trate en su área de distribución natural, que puede estar
situada a ambos lados de una o varias fronteras interiores de
la Comunidad. En efecto, se deriva del artículo 1, letras e) e i),
de la Directiva sobre hábitats, en relación con el artículo 2, apar-
tado 1, que el estado de conservación favorable de un hábitat
natural o de una especie debe apreciarse en relación con el
conjunto del territorio europeo de los Estados miembros al que
se aplica el Tratado. Así, habida cuenta del hecho de que un
Estado miembro no dispone, cuando elabora la lista nacional de
lugares, de un conocimiento preciso y detallado de la situación
de los hábitats en los demás Estados miembros, no puede por
sí solo, aunque existan exigencias económicas, sociales y cultu-
rales, o particularidades regionales y locales, excluir lugares que
posean a nivel nacional un interés ecológico pertinente para el
objetivo de conservación, sin poner en peligro la consecución de
este mismo objetivo en el ámbito comunitario.

PPáárrrraaffoo  2288  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1111  ddee  sseeppttiieemmbbrree
ddee  22000011,,  CCaassoo  7711//9999,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeppúúbblliiccaa
FFeeddeerraall  ddee  AAlleemmaanniiaa..

2288.. Por lo demás, ésta es la única forma posible de alcanzar
el objetivo, contemplado en el artículo 3, apartado 1, párrafo
primero, de la Directiva, del mantenimiento o del restablecimien-
to, en un estado de conservación favorable, de los tipos de há-
bitats naturales y de los hábitats de especies de que se trate en
su área de distribución natural, que puede estar situada a am-
bos lados de una o varias fronteras interiores de la Comunidad.
En efecto, del artículo 1, letras e) e i), de la Directiva, en rela-
ción con el artículo 2, apartado 1, se desprende que el estado
de conservación favorable de un hábitat natural o de una espe-
cie debe apreciarse en relación con el conjunto del territorio
europeo de los Estados miembros al que se aplica el Tratado
(Sentencia First Corporate Shipping, antes citada, apartado 23).

Transposición
LLEEYY  4422//22000077,,  ddee  1133  ddee  ddiicciieemmbbrree,,  ddeell  PPaattrriimmoonniioo
NNaattuurraall  yy  ddee  llaa  BBiiooddiivveerrssiiddaadd..

Artículo 3. DDeeffiinniicciioonneess..

A efectos de esta Ley, se entenderá por:

…………

55)) Conser vación: mantenimiento o restablecimiento en
estado favorable del patrimonio natural y la biodiversidad,

en particular, de los hábitats naturales y seminaturales de
las poblaciones de especies de fauna y de flora silvestres,
así como el conjunto de medidas necesarias para conse-
guirlo.

1144)) Estado de conservación de un hábitat: situación deriva-
da del conjunto de las influencias que actúan sobre el hábi-
tat natural o seminatural de que se trate y sobre las espe-
cies típicas asentadas en el mismo y que pueden afectar a
largo plazo a su distribución natural, su estructura y funcio-
nes, así como a la supervivencia de sus especies típicas en
el territorio.

1155)) Estado de conservación favorable de un hábitat natural:
cuando su área de distribución natural es estable o se amplía;
la estructura y funciones específicas necesarias para su man-
tenimiento a largo plazo existen y pueden seguir existiendo en
un futuro previsible; y el estado de conservación de sus espe-
cies es favorable.

2200)) Hábitats naturales: zonas terrestres o acuáticas diferen-
ciadas por sus características geográficas, abióticas y bióticas,
tanto si son enteramente naturales como seminaturales.

2211)) Hábitat de una especie: medio definido por factores abió-
ticos y bióticos específicos donde vive la especie en una de las
fases de su ciclo biológico.

1166)) Estado de conservación favorable de una especie: cuan-
do su dinámica poblacional indica que sigue y puede seguir
constituyendo a largo plazo un elemento vital de los hábitats
a los que pertenece; el área de distribución natural no se
está reduciendo ni haya amenazas de reducción en un futu-
ro previsible; existe y probablemente siga existiendo un hábi-
tat de extensión suficiente para mantener sus poblaciones a
largo plazo.

Artículo 42. LLuuggaarreess  ddee  IImmppoorrttaanncciiaa  CCoommuunniittaarriiaa  yy  ZZoonnaass
EEssppeecciiaalleess  ddee  CCoonnsseerrvvaacciióónn..

11.. Los Lugares de Importancia Comunitaria son aquellos espa-
cios del conjunto del territorio nacional o de las aguas maríti-
mas bajo soberanía o jurisdicción nacional, incluidas la zona
económica exclusiva y la plataforma continental, aprobados
como tales, que contribuyen de forma apreciable al manteni-
miento o, en su caso, al restablecimiento del estado de conser-
vación favorable de los tipos de hábitat naturales y los hábitat
de las especies de interés comunitario, que figuran respectiva-
mente en los Anexos I y II de esta Ley, en su área de distribu-
ción natural.
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Comentario
La definición de “conservación” que contiene la Ley estatal
no se refiere a los estados de conservación de especies y
de hábitats, tal como hace la directiva.

En la definición de “lugar de importancia comunitaria” se ha
omitido cualquier referencia a la expresión contenida en la
definición de la Directiva “contribuir de modo apreciable a la
coherencia de Natura 2000 tal como se contempla en el artí-
culo 3, y/o contribuya de forma apreciable al mantenimiento
de la diversidad biológica en la región o regiones biogeográfi-
cas de que se trate”.

Por otra parte, La Ley estatal no define los conceptos “tipos
de hábitats naturales de interés comunitario”, “tipos de hábi-
tats naturales prioritarios”; “especies de interés comunitario”;
“especies prioritarias”, “estado de conservación de una espe-
cie” (si define, en cambio, el “estado de conservación favo-
rable”); “lugar”; ni “zona especial de conservación”.

Artículo 2

1. La presente Directiva tiene por objeto contribuir a garan-
tizar la biodiversidad mediante la conservación de los
hábitats naturales y de la fauna y flora silvestres en el
territorio europeo de los Estados miembros al que se apli-
ca el Tratado.

2. Las medidas que se adopten en virtud de la presente
Directiva tendrán como finalidad el mantenimiento o el
restablecimiento, en un estado de conservación favorable,
de los hábitats naturales y de las especies silvestres de la
fauna y de la flora de interés comunitario.

3. Las medidas que se adopten con arreglo a la presente
Directiva tendrán en cuenta las exigencias económicas,
sociales y culturales, así como las particularidades regiona-
les y locales.

Comentario
Un estado miembro nnoo  eessttaa  aauuttoorriizzaaddoo  aa  tteenneerr  eenn  ccuueennttaa
llaass  eexxiiggeenncciiaass  eeccoonnóómmiiccaass,,  ssoocciiaalleess  yy  ccuullttuurraalleess,,  así como
las particularidades regionales y locales tal como se expre-
san en este artículo en su apartado 3 aa  llaa  hhoorraa  ddee  ddeessiiggnnaarr
llooss  lluuggaarreess  yy  ddeeffiinniirr  ssuuss  lliimmiitteess86.

Jurisprudencia Comunitaria
PPáárrrraaffoo  2299  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1111  ddee  sseeppttiieemmbbrree
ddee  22000011,,  CCaassoo  6677//9999,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  llaa  RReeppúúbblliiccaa
ddee  IIrrllaannddaa

2299.. En relación con la obligación de transmitir la lista de luga-
res mencionada en el artículo 4, apartado 1, párrafo primero,
de la Directiva, la Comisión recuerda que cada Estado miem-
bro contribuye a la constitución de una red ecológica europea
coherente en función de la existencia, en su territorio, de tipos
de hábitats naturales y de hábitats de especies que figuran res-
pectivamente en los anexos I y II de la Directiva. Las disposicio-
nes del artículo 4, apartado 1, en relación con las del anexo III
de la Directiva indican que los Estados miembros disponen de
una cierta facultad de apreciación para seleccionar los lugares
que deben incluirse en la lista. No obstante, la Comisión seña-
la que el margen de apreciación de los Estados miembros está
sujeto al cumplimiento de los tres requisitos siguientes:

• la selección de los lugares que han de proponerse debe
responder únicamente a criterios de carácter científico;

• los lugares propuestos deben garantizar una cobertura
geográfica homogénea y representativa de la totalidad
del territorio de cada Estado miembro con el fin de ga-
rantizar la coherencia y el equilibrio de la red que de
ellos resulte. Por lo tanto, la lista que proponga el Esta-
do miembro debe reflejar la diversidad ecológica (y, en el
caso de las especies, genética) de los hábitats naturales
y de las especies que se encuentren en su territorio;

• la lista debe ser completa, es decir, cada Estado miem-
bro debe proponer un número de lugares que permita
incluir de manera suficientemente representativa todos
los tipos de hábitats naturales del anexo I así como
todos los hábitats de especies del anexo II de la
Directiva que se encuentren en su territorio

PPáárrrraaffoo  2233  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  77  ddee  nnoovviieemmbbrree
ddee  22000000,,  CCaassoo  337711//9988,,  ““FFiirrsstt  CCoorrppoorraattee  SShhiippppiinngg””
CCuueessttiióónn  PPrreejjuuddiicciiaall,,  RReeiinnoo  UUnniiddoo

2233.. Además, ésta es la única forma posible de alcanzar el
objetivo, contemplado en el artículo 3, apartado 1, párrafo pri-
mero, de la Directiva sobre hábitats, del mantenimiento o del
restablecimiento, en un estado de conservación favorable, de
los tipos de hábitats naturales y de los hábitats de especies de
que se trate en su área de distribución natural, que puede
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estar situada a ambos lados de una o varias fronteras interio-
res de la Comunidad. En efecto, se deriva del artículo 1, letras
e) e i), de la Directiva sobre hábitats, en relación con el artícu-
lo 2, apartado 1, que el estado de conservación favorable de
un hábitat natural o de una especie debe apreciarse en rela-
ción con el conjunto del territorio europeo de los Estados
miembros al que se aplica el Tratado. Así, habida cuenta del
hecho de que un Estado miembro no dispone, cuando elabo-
ra la lista nacional de lugares, de un conocimiento preciso y
detallado de la situación de los hábitats en los demás Estados
miembros, no puede por sí solo, aunque existan exigencias
económicas, sociales y culturales, o particularidades regionales
y locales, excluir lugares que posean a nivel nacional un inte-
rés ecológico pertinente para el objetivo de conservación, sin
poner en peligro la consecución de este mismo objetivo en el
ámbito comunitario.

Transposición

LLEEYY  4422//22000077,,  ddee  1133  ddee  ddiicciieemmbbrree,,  ddeell  PPaattrriimmoonniioo
NNaattuurraall  yy  ddee  llaa  BBiiooddiivveerrssiiddaadd..

Artículo 1. OObbjjeettoo..

Esta Ley establece el régimen jurídico básico de la conserva-
ción, uso sostenible, mejora y restauración del patrimonio natu-
ral y de la biodiversidad, como parte del deber de conservar y
del derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para
el desarrollo de la persona, establecido en el artículo 45.2 de
la Constitución.

Artículo 41. RReedd  NNaattuurraa  22000000..

11.. La Red Ecológica Europea Natura 2000 es una red ecoló-
gica coherente compuesta por los Lugares de Importancia
Comunitaria, hasta su transformación en Zonas Especiales de
Conservación, dichas Zonas Especiales de Conservación y las
Zonas de Especial Protección para las Aves, ccuuyyaa  ggeessttiióónn  tteenn--
ddrráá  eenn  ccuueennttaa  llaass  eexxiiggeenncciiaass  eeccoonnóómmiiccaass,,  ssoocciiaalleess  yy  ccuullttuurraalleess,,
aassíí  ccoommoo  llaass  ppaarrttiiccuullaarriiddaaddeess  rreeggiioonnaalleess  yy  llooccaalleess.

Artículo 42. LLuuggaarreess  ddee  IImmppoorrttaanncciiaa  CCoommuunniittaarriiaa  yy  ZZoonnaass
EEssppeecciiaalleess  ddee  CCoonnsseerrvvaacciióónn..

33.. Una vez aprobadas o ampliadas las listas de Lugares de
Importancia Comunitaria por la Comisión Europea, éstos
serán declarados por las Comunidades autónomas correspon-
dientes como Zonas Especiales de Conservación lo antes
posible y como máximo en un plazo de seis años, junto con
la aprobación del correspondiente plan o instrumento de
gestión. PPaarraa  ffiijjaarr  llaa  pprriioorriiddaadd  eenn  llaa  ddeeccllaarraacciióónn  ddee  eessttaass

ZZoonnaass  ssee  aatteennddeerráá  aa  llaa  iimmppoorrttaanncciiaa  ddee  llooss  lluuggaarreess,,  aall  mmaann--
tteenniimmiieennttoo  eenn  uunn  eessttaaddoo  ddee  ccoonnsseerrvvaacciióónn  ffaavvoorraabbllee  oo  aall  rreess--
ttaabblleecciimmiieennttoo  ddee  uunn  ttiippoo  ddee  hháábbiittaatt  nnaattuurraall  ddee  iinntteerrééss  ccoommuu--
nniittaarriioo  oo  ddee  uunnaa  eessppeecciiee  ddee  iinntteerrééss  ccoommuunniittaarriioo,,  así como a
las amenazas de deterioro y destrucción que pesen sobre
ellas, todo ello con el fin de mantener la coherencia de la Red
Natura 2000.

Comentario

Según la transposición efectuada en el Artículo 41 de la
Ley estatal, las exigencias económicas, sociales y culturales,
así como las particularidades regionales y locales, solo se
tendrán en cuenta en lo que se refiere a la Red Natura
2000, y no en lo que se refiere a otras medidas de protec-
ción de la Directiva.

Artículo 3

1. Se crea una red ecológica europea coherente de zonas
especiales de conservación, denominada «Natura 2000».
Dicha red, compuesta por los lugares que alberguen
tipos de hábitats naturales que figuran en el Anexo I y
de hábitats de especies que figuran en el Anexo II, debe-
rá garantizar el mantenimiento o, en su caso, el resta-
blecimiento, en un estado de conservación favorable, de
los tipos de hábitats naturales y de los hábitats de las
especies de que se trate en su área de distribución natu-
ral. La red Natura 2000 incluirá asimismo las zonas de
protección especiales designadas por los Estados miem-
bros con arreglo a las disposiciones de la Directiva
79/409/CEE.

2. Cada Estado miembro contribuirá a la constitución de
Natura 2000 en función de la representación que tengan
en su territorio los tipos de hábitats naturales y los hábitats
de especies a que se refiere el apartado 1. Con tal fin y de
conformidad con las disposiciones del artículo 4, cada
Estado miembro designará lugares y zonas especiales de
conservación, teniendo en cuenta los objetivos menciona-
dos en el apartado 1.

3. Cuando lo consideren necesario, los Estados miembros se
esforzarán por mejorar la coherencia ecológica de Natura
2000 mediante el mantenimiento y, en su caso, el desarro-
llo de los elementos del paisaje que revistan primordial
importancia para la fauna y la flora silvestres que cita el
artículo 10.
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Comentario
Este Artículo se configura como el objetivo primordial de
la Directiva, en función de cuyo cumplimiento han de ana-
lizarse las dificultades de aplicación con que cuenten otros
Artículos de la Directiva87.

Jurisprudencia Comunitaria
PPáárrrraaffoo  2233,,  pprriimmeerraa  ppaarrttee  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  SSTTJJCCEE  ddee  77
ddee  NNoovviieemmbbrree  ddee  22..000000,,  CCuueessttiióónn  PPrreejjuuddiicciiaall,,  RReeiinnoo
UUnniiddoo

2233.. Además, ésta es la única forma posible de alcanzar el
objetivo, contemplado en el artículo 3, apartado 1, párrafo pri-
mero, de la Directiva sobre hábitats, del mantenimiento o del
restablecimiento, en un estado de conservación favorable, de
los tipos de hábitats naturales y de los hábitats de especies de
que se trate en su área de distribución natural, que puede
estar situada a ambos lados de una o varias fronteras inte-
riores de la Comunidad

PPáárrrraaffoo  2288  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1111  ddee  sseeppttiieemmbbrree
ddee  22000011,,  CCaassoo  7711//9999,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeppúúbblliiccaa
FFeeddeerraall  ddee  AAlleemmaanniiaa..

2288.. Por lo demás, ésta es la única forma posible de alcanzar
el objetivo, contemplado en el artículo 3, apartado 1, párrafo
primero, de la Directiva, del mantenimiento o del restableci-
miento, en un estado de conservación favorable, de los tipos
de hábitats naturales y de los hábitats de especies de que se
trate en su área de distribución natural, que puede estar situa-
da a ambos lados de una o varias fronteras interiores de la
Comunidad.

Transposición
LLEEYY  4422//22000077,,  ddee  1133  ddee  ddiicciieemmbbrree,,  ddeell  PPaattrriimmoonniioo
NNaattuurraall  yy  ddee  llaa  BBiiooddiivveerrssiiddaadd..

Artículo 41. RReedd  NNaattuurraa  22000000..

11.. La Red Ecológica Europea Natura 2000 es una red ecoló-
gica coherente compuesta por los Lugares de Importancia
Comunitaria, hasta su transformación en Zonas Especiales de
Conservación, dichas Zonas Especiales de Conservación y las
Zonas de Especial Protección para las Aves, cuya gestión ten-

drá en cuenta las exigencias económicas, sociales y culturales,
así como las particularidades regionales y locales.

22.. Los Lugares de Importancia Comunitaria, las Zonas
Especiales de Conser vación y las Zonas de Especial
Protección para las Aves tendrán la consideración de espacios
protegidos, con la denominación de espacio protegido Red
Natura 2000, y con el alcance y las limitaciones que las
Comunidades autónomas establezcan en su legislación y en
los correspondientes instrumentos de planificación.

33.. El Ministerio de Medio Ambiente, con la participación de
las Comunidades autónomas, elaborará, en el marco del Plan
Estratégico Estatal del Patrimonio Natural y la Biodiversidad,
unas directrices de conservación de la Red Natura 2000. Estas
directrices constituirán el marco orientativo para la planifica-
ción y gestión de dichos espacios y serán aprobadas median-
te acuerdo de la Conferencia Sectorial de Medio Ambiente.

Artículo 46. CCoohheerreenncciiaa  yy  ccoonneeccttiivviiddaadd  ddee  llaa  RReedd..

Con el fin de mejorar la coherencia ecológica y la conectivi-
dad de la Red Natura 2000, las Comunidades autónomas,
en el marco de sus políticas medioambientales y de ordena-
ción territorial, fomentarán la conservación de corredores
ecológicos y la gestión de aquellos elementos del paisaje y
áreas territoriales que resultan esenciales o revistan primor-
dial importancia para la migración, la distribución geográfica
y el intercambio genético entre poblaciones de especies de
fauna y flora silvestres.

Comentario
La Ley estatal de transposición no recoge el carácter de la
Red… “deberá garantizar el mantenimiento o, en su caso, el
restablecimiento, en un estado de conservación favorable,
de los tipos de hábitats naturales y de los hábitats de las
especies de que se trate en su área de distribución natural.”

Artículo 4

1. Tomando como base los criterios que se enuncian en el
Anexo III (etapa 1) y la información científica pertinente,
cada Estado miembro propondrá una lista de lugares
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con indicación de los tipos de hábitats naturales de los
enumerados en el Anexo I y de las especies autóctonas
de las enumeradas en el Anexo II existentes en dichos
lugares. Para las especies animales que requieran un terri-
torio extenso, los mencionados lugares corresponderán a
los lugares concretos, dentro de la zona de distribución
natural de esas especies, que presenten los elementos
físicos o biológicos esenciales para su vida y reproducción.
Para las especies acuáticas que requieran territorios exten-
sos, sólo se propondrán lugares de estas características en
caso de que exista una zona claramente delimitada que
albergue los elementos físicos y biológicos esenciales para
su vida y reproducción. Los Estados miembros propon-
drán, llegado el caso, la adaptación de dicha lista con
arreglo a los resultados de la vigilancia a que se refiere el
artículo 11.

La lista se remitirá a la Comisión en el curso de los
tres años siguientes a la notificación de la presente
Directiva, junto con la información relativa a cada lugar.
Dicha información incluirá un mapa del lugar, su deno-
minación, su ubicación, su extensión, así como los
datos resultantes de la aplicación de los criterios que
se especifican en el Anexo III (etapa 1) y se proporcio-
nará de acuerdo con un formulario que elaborará la
Comisión con arreglo al procedimiento contemplado en
el artículo 21.

2. Tomando como base los criterios que se enuncian en el
Anexo III (etapa 2) y en el marco de cada una de las siete
regiones biogeográficas que se mencionan en el inciso iii)
de la letra c) del artículo 1 y del conjunto del territorio a
que se refiere el apartado 1 del artículo 2, la Comisión, de
común acuerdo con cada uno de los Estados miembros,
redactará un proyecto de lista de lugares de importancia
comunitaria, basándose en las listas de los Estados miem-
bros, que incluya los lugares que alberguen uno o varios
tipos de hábitats naturales prioritarios o una o varias espe-
cies prioritarias.

Aquellos Estado miembro en los que los lugares que
alberguen uno o varios tipos de hábitats naturales priori-
tarios y una o varias especies prioritarias representen
más del 5 % del territorio nacional podrán solicitar, con
el acuerdo de la Comisión, que los criterios enumerados
en el Anexo III (etapa 2) se apliquen de un modo más

flexible con vistas a la selección del conjunto de los luga-
res de importancia comunitaria de su territorio.

La lista de lugares seleccionados como lugares de impor-
tancia comunitaria, en la que se harán constar los lugares
que alberguen uno o varios tipos de hábitats naturales
prioritarios o una o varias especies prioritarias, será apro-
bada por la Comisión mediante el procedimiento mencio-
nado en el artículo 21.

3. La lista que se menciona en el apartado 2 se elaborará en
un plazo de seis años a partir de la notificación de la pre-
sente Directiva.

4. Una vez elegido un lugar de importancia comunitaria con
arreglo al procedimiento dispuesto en el apartado 2, el
Estado miembro de que se trate dará a dicho lugar la
designación de zona especial de conservación lo antes
posible y como máximo en un plazo de seis años, fijando
las prioridades en función de la importancia de los luga-
res el mantenimiento o el restablecimiento, en un estado
de conservación favorable, de un tipo de hábitat natural
de los del Anexo I o de una especie de las del Anexo II y
para la coherencia de Natura 2000, así como en función
de las amenazas de deterioro y destrucción que pesen
sobre ellos.

5. Desde el momento en que un lugar figure en la lista a
que se refiere el párrafo tercero del apartado 2, queda-
rá sometido a lo dispuesto en los apartados 2, 3 y 4 del
artículo 6.

Comentarios de desarrollo
El formulario previsto en el segundo párrafo del apartado
1 de este Artículo no se aprobó hasta 199688. Sin embar-
go, el retraso en la elaboración del formulario no ha sido
aceptado como causa de incumplimiento en las designacio-
nes, que debieron iniciarse en la fecha de entrada en vigor
de la Directiva.

El proceso descrito en este Artículo ha ido sufriendo
importantes retrasos sobre las fechas previstas, debido,
básicamente, a la lentitud de los procesos de designación y
a la complejidad del proceso de concertación establecido
en el Artículo 5. En el apartado correspondiente a dicho
artículo se recogen los principales hitos y decisiones de
este proceso.
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2011, relativa a un formulario de información sobre un espacio Natura 2000 [notificada con el número C(2011) 4892].



Comentarios de interpretación
Los estados, como ocurría en el caso de la Directiva de
Aves, cuentan con cierta discrecionalidad al escoger luga-
res a designar, pero esa discrecionalidad esta sujetada a tres
requisitos89:

• la selección ha de obedecer a rraazzoonneess  cciieennttííffiiccaass;

• la lista que proponga el Estado miembro debe rreeffllee--
jjaarr  llaa  ddiivveerrssiiddaadd  eeccoollóóggiiccaa (y, en el caso de las espe-
cies, genética) de los hábitats naturales y de las espe-
cies que se encuentren en su territorio;

• la lista debe ser ccoommpplleettaa,, es decir, cada Estado
miembro debe proponer un número de lugares que
se pueda considerar representativo

Con arreglo a este Artículo los Estados miembros ddeebbeenn
pprrootteeggeerr  llooss  lluuggaarreess  aa  ppaarrttiirr  ddeell  mmoommeennttoo  eenn  qquuee  llooss
pprrooppoonneenn en la lista nacional de lugares que pueden cla-
sificarse como lugares de importancia comunitaria, lista
que se remite a la Comisión. No están, sin embargo, obli-
gados a aplicar las medidas de protección previstas en el
artículo 6, apartados 2 a 4, de la Directiva90. En cualquier
caso, desde el momento en que un lugar determinado
figura en la Lista del estado miembro de que se trate, ese
lugar ha de contar con la protección que garantice que
sus valores, habitats y especies, no sufrirán deterioro. Si
dicha protección puede venir derivada de la aplicación
de la Evaluación de Impacto Ambiental, esta deberá lle-
varse a cabo91.

Jurisprudencia Comunitaria
PPáárrrraaffooss  1144,,  1155,,  2222  yy  2233  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  77  ddee
nnoovviieemmbbrree  ddee  22..000000,,  CCaassoo  337711//9988  FFiirrsstt  CCoorrppoorraattee
SShhiippppiinngg,,  CCuueessttiióónn  pprreejjuuddiicciiaall..

1144.. El Anexo III de la Directiva sobre hábitats, que versa sobre
los criterios de selección de los lugares que pueden clasificar-
se como lugares de importancia comunitaria y designarse
ZEC, enumera, por lo que respecta a la etapa 1, criterios de
evaluación a nivel nacional de la importancia relativa de los
lugares para cada tipo de hábitat natural del Anexo I y cada
especie del Anexo II.

1155.. Ahora bien, estos criterios de evaluación sólo se definen en
función del objetivo de conservación de los hábitats naturales
o de la fauna y flora silvestres que se contemplan, respectiva-
mente, en el Anexo I o en el Anexo II. 16. Se desprende de lo
anterior que el artículo 4, apartado 1, de la Directiva sobre há-
bitats no prevé, por sí mismo, que se tomen en consideración
exigencias que no se refieran a la conservación de los hábitats
naturales y de la fauna y flora silvestres, a la hora de elegir y
delimitar los lugares que han de proponerse a la Comisión como
lugares que pueden calificarse de importancia comunitaria.

2222.. Ahora bien, para elaborar un proyecto de lista de lugares
de importancia comunitaria que permita el establecimiento de
una red ecológica europea coherente de ZEC, la Comisión
debe disponer de un inventario exhaustivo de los lugares que,
a nivel nacional, posean un interés ecológico pertinente en
relación con el objetivo de conservación de los hábitats natu-
rales y de la fauna y flora silvestres perseguido por la Directiva
sobre hábitats. Con este fin, se elabora el inventario con arre-
glo a los criterios establecidos en el Anexo III (etapa 1) de
dicha Directiva.

2233.. Además, ésta es la única forma posible de alcanzar el
objetivo, contemplado en el artículo 3, apartado 1, párrafo pri-
mero, de la Directiva sobre hábitats, del mantenimiento o del
restablecimiento, en un estado de conservación favorable, de
los tipos de hábitats naturales y de los hábitats de especies de
que se trate en su área de distribución natural, que puede
estar situada a ambos lados de una o varias fronteras interio-
res de la Comunidad. En efecto, se deriva del artículo 1, letras
e) e i), de la Directiva sobre hábitats, en relación con el artícu-
lo 2, apartado 1, que el estado de conservación favorable de
un hábitat natural o de una especie debe apreciarse en rela-
ción con el conjunto del territorio europeo de los Estados
miembros al que se aplica el Tratado. Así, habida cuenta del
hecho de que un Estado miembro no dispone, cuando elabo-
ra la lista nacional de lugares, de un conocimiento preciso y
detallado de la situación de los hábitats en los demás Estados
miembros, no puede por sí solo, aunque existan exigencias
económicas, sociales y culturales, o particularidades regionales
y locales, excluir lugares que posean a nivel nacional un inte-
rés ecológico pertinente para el objetivo de conservación, sin
poner en peligro la consecución de este mismo objetivo en el
ámbito comunitario.
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89. Párrafos 14, 15, 22 y 23 de la Sentencia TJCE de 7 de noviembre de 2.000, Caso 371/98 First Corporate Shipping, Cuestión prejudicial. Mismo razo-
namiento reproducido literalmente en Párrafo 29 de la Sentencia TJCE de 11 de septiembre de 2001, Caso 67/99, Comisión contra República de
Irlanda; Párrafos 20, 21, 26 y 27 de la Sentencia TJCE de 11 de septiembre de 2001, Caso 71/99, Comisión contra República Federal de Alemania y
en los Párrafos 25, 26, 27, 31 y 32 de la Sentencia TJCE de 11 de septiembre de 2001, Caso 220/99 , Comisión contra la Republica Francesa.

90. Párrafos 25, 26 y 27 de la Sentencia TJCE de 13 de enero de 2005, Caso 117/03, Cuestión prejudicial, República italiana.

91. Párrafos 36, 37, 41, 44 y 46 de la Sentencia TJCE de 14 de septiembre de 2006, Caso 244/05, Cuestión prejudicial Republica Federal de Alemania.



PPáárrrraaffoo  2299  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1111  ddee  sseeppttiieemmbbrree
ddee  22000011,,  CCaassoo  6677//9999,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeppúúbblliiccaa  ddee
IIrrllaannddaa;;  MMiissmmoo  rraazzoonnaammiieennttoo  rreepprroodduucciiddoo  lliitteerraallmmeenn--
ttee  eenn  PPáárrrraaffooss  2200,,  2211,,  2266  yy  2277  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE
ddee  1111  ddee  sseeppttiieemmbbrree  ddee  22000011,,  CCaassoo  7711//9999,,  CCoommiissiióónn
ccoonnttrraa  RReeppúúbblliiccaa  FFeeddeerraall  ddee  AAlleemmaanniiaa  yy  eenn  llooss
PPáárrrraaffooss  2255,,  2266,,  2277,,  3311  yy  3322  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee
1111  ddee  sseeppttiieemmbbrree  ddee  22000011,,  CCaassoo  222200//9999,,  CCoommiissiióónn
ccoonnttrraa  llaa  RReeppuubblliiccaa  FFrraanncceessaa..

2299.. En relación con la obligación de transmitir la lista de
lugares mencionada en el artículo 4, apartado 1, párrafo pri-
mero, de la Directiva, la Comisión recuerda que cada Estado
miembro contribuye a la constitución de una red ecológica
europea coherente en función de la existencia, en su territorio,
de tipos de hábitats naturales y de hábitats de especies que
figuran respectivamente en los anexos I y II de la Directiva. Las
disposiciones del artículo 4, apartado 1, en relación con las del
anexo III de la Directiva indican que los Estados miembros dis-
ponen de una cierta facultad de apreciación para seleccionar
los lugares que deben incluirse en la lista. No obstante, la
Comisión señala que el margen de apreciación de los Estados
miembros está sujeto al cumplimiento de los tres requisitos
siguientes:

– la selección de los lugares que han de proponerse debe
responder únicamente a criterios de carácter científico;

– los lugares propuestos deben garantizar una cobertura
geográfica homogénea y representativa de la totalidad
del territorio de cada Estado miembro con el fin de
garantizar la coherencia y el equilibrio de la red que
de ellos resulte. Por lo tanto, la lista que proponga el
Estado miembro debe reflejar la diversidad ecológica
(y, en el caso de las especies, genética) de los hábitats
naturales y de las especies que se encuentren en su
territorio;

– la lista debe ser completa, es decir, cada Estado miem-
bro debe proponer un número de lugares que permita
incluir de manera suficientemente representativa todos
los tipos de hábitats naturales del anexo I así como
todos los hábitats de especies del anexo II de la
Directiva que se encuentren en su territorio.

3333.. Debe señalarse que, si bien se desprende de las normas
relativas al procedimiento de identificación de los lugares que
pueden designarse como ZEC, previstas en el artículo 4, apar-
tado 1, de la Directiva, que los Estados miembros poseen una
cierta facultad de apreciación para realizar sus propuestas de
lugares, no es menos cierto que, como ha señalado la
Comisión, deben efectuar esta operación con arreglo a los cri-
terios establecidos por la Directiva.

PPáárrrraaffooss  2255,,  2266  yy  2277  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1133  ddee
eenneerroo  ddee  22000055,,  CCaassoo  111177//0033,,  CCuueessttiióónn  pprreejjuuddiicciiaall,,
RReeppúúbblliiccaa  iittaalliiaannaa..

2255.. De lo anterior se desprende, por tanto, que el artículo
4, apartado 5, de la Directiva debe interpretarse en el sen-
tido de que las medidas de protección previstas en el artí-
culo 6, apartados 2 a 4, de la Directiva sólo son obligatorios
por lo que respecta a los lugares que, de conformidad con el
artículo 4, apartado 2, párrafo tercero, de la Directiva, están
incluidos en la lista de lugares seleccionados como luga-
res de importancia comunitaria aprobada por la Comisión
mediante el procedimiento previsto en el artículo 21 de dicha
Directiva.

2266.. De lo anterior no se desprende, sin embargo, que los
Estados miembros no deban proteger los lugares a partir del
momento en que los proponen, con arreglo al artículo 4, apar-
tado 1, de la Directiva, en la lista nacional, que se remite a la
Comisión, de lugares que pueden clasificarse como lugares de
importancia comunitaria.

2277.. En efecto, sin una protección adecuada de dichos luga-
res a partir de ese momento, se pondría en peligro la conse-
cución de los objetivos de conservación de los hábitats natu-
rales y de la fauna y flora silvestres, tal como se indican en
especial en el sexto considerando de la Directiva y en su artí-
culo 3, apartado 1. Tal situación sería aún más grave dado
que se verían afectados tipos de hábitats naturales priorita-
rios o especies prioritarias que, por razón de las amenazas
que pesan sobre ellos, están destinados a beneficiarse, como
se preconiza en el quinto considerando de la Directiva, de
una rápida puesta en marcha de medidas tendentes a su
conservación.

PPáárrrraaffooss  3366,,  3377,,  4411,,  4444  yy  4466  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee
1144  ddee  sseeppttiieemmbbrree  ddee  22000066,,  CCaassoo  224444//0055,,  CCuueessttiióónn
pprreejjuuddiicciiaall  RReeppuubblliiccaa  FFeeddeerraall  ddee  AAlleemmaanniiaa..

3366. De ello se desprende, como declaró el Tribunal de Justicia
en el apartado 25 de la sentencia Dragaggi y otros, antes cita-
da, que las medidas de protección previstas en el artículo 6,
apartados 2 a 4, de la Directiva sólo son obligatorias respec-
to a los lugares que están incluidos en la lista de lugares selec-
cionados como lugares de importancia comunitaria.

3377.. El Tribunal de Justicia subrayó, no obstante, en el aparta-
do 26 de dicha sentencia, que esto no significa que los Estados
miembros no deban proteger los lugares a partir del momen-
to en que los proponen, con arreglo al artículo 4, apartado 1,
de la Directiva, en la lista nacional, que se remite a la
Comisión, de lugares que pueden clasificarse como lugares de
importancia comunitaria.
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4411.. Por consiguiente, la Comisión debe tener la seguridad de
contar con un inventario exhaustivo de los lugares que pueden
ser designados zonas especiales de conservación, ya que la
constitución de éstas tiene como objetivo una red ecológica
europea coherente. De ello se desprende asimismo que, en el
momento de adoptar su decisión la Comisión, los lugares iden-
tificados por los Estados miembros deben reflejar la situación
en la que se basaron las evaluaciones científicas relativas a los
potenciales lugares de importancia comunitaria.

4444.. Habida cuenta de las anteriores consideraciones, los
Estados miembros tienen la obligación de adoptar, respecto
a los lugares identificados con vistas a su inscripción en la lista
comunitaria, medidas de protección apropiadas para mante-
ner las características ecológicas de dichos lugares.

4466.. Los Estados miembros no pueden, por lo tanto, autori-
zar intervenciones que puedan alterar significativamente las
características ecológicas de un lugar tal como lo definen
dichos criterios. Así ocurre, en particular, cuando una interven-
ción conlleva el riesgo de reducir de forma significativa la
superficie del lugar, o de provocar la desaparición de especies
prioritarias existentes en él, o, por último, de tener como resul-
tado la destrucción del lugar o la eliminación de sus caracte-
rísticas representativas.

Transposición
LLEEYY  4422//22000077,,  ddee  1133  ddee  ddiicciieemmbbrree,,  ddeell  PPaattrriimmoonniioo
NNaattuurraall  yy  ddee  llaa  BBiiooddiivveerrssiiddaadd..

Artículo 42. LLuuggaarreess  ddee  IImmppoorrttaanncciiaa  CCoommuunniittaarriiaa  yy  ZZoonnaass
EEssppeecciiaalleess  ddee  CCoonnsseerrvvaacciióónn..

……22.. Las Comunidades autónomas elaborarán, en base a los
criterios establecidos en el Anexo III y a la información cientí-
fica pertinente, una lista de lugares situados en sus respecti-
vos territorios que puedan ser declarados como zonas espe-
ciales de conservación. La propuesta, que indicará los tipos de
hábitats naturales y las especies autóctonas de interés comu-
nitario existentes en dichos lugares, se someterá al trámite de
información pública. El Ministerio de Medio Ambiente propon-
drá la lista a la Comisión Europea para su aprobación como
Lugar de Importancia Comunitaria.

Desde el momento que se envíe al Ministerio de Medio
Ambiente la lista de los espacios propuestos como Lugares de
Importancia Comunitaria, para su traslado a la Comisión
Europea, éstos pasarán a tener un régimen de protección pre-

ventiva que garantice que no exista una merma del estado de
conservación de sus hábitats y especies hasta el momento
de su declaración formal. El envío de la propuesta de un espa-
cio como Lugar de Importancia Comunitaria conllevará, en el
plazo máximo de seis meses, hacer público en el boletín ofi-
cial de la administración competente sus límites geográficos,
los hábitats y especies por los que se declararon cada uno, los
hábitats y especies prioritarios presentes y el régimen preven-
tivo que se les aplicará.

33.. Una vez aprobadas o ampliadas las listas de Lugares de
Importancia Comunitaria por la Comisión Europea, éstos
serán declarados por las Comunidades autónomas corres-
pondientes como Zonas Especiales de Conservación lo antes
posible y como máximo en un plazo de seis años, junto con
la aprobación del correspondiente plan o instrumento de
gestión. Para fijar la prioridad en la declaración de estas
Zonas se atenderá a la importancia de los lugares, al man-
tenimiento en un estado de conservación favorable o al res-
tablecimiento de un tipo de hábitat natural de interés comu-
nitario o de una especie de interés comunitario, así como a
las amenazas de deterioro y destrucción que pesen sobre
ellas, todo ello con el fin de mantener la coherencia de la
Red Natura 2000.

Comentario
La Jurisprudencia tuvo ocasión de establecer, antes de la
promulgación de la Ley 42/200792, los criterios sobre la
designación de LIC, que han sido recogidos por esta, ase-
verando que:

• La designación de LIC ha de corresponder a las
Comunidades Autónomas.

• La designación ha de ser impugnable por los afec-
tados.

• La designación que la Comunidad Autónoma efec-
túe le obliga a establecer medidas de protección,
incluso antes de que el proceso de concertación
previsto en el artículo 5 de la Directiva haya teni-
do lugar. Es decir, se ratifica la idea de la protección
preventiva de los LIC93.

La necesidad de establecer la impugnabilidad de las desig-
naciones de LIC viene a fortalecer la interpretación de la
existencia de un régimen de protección preventiva para los
LIC, ya que “desde el momento en que la propuesta es rea-
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lizada por la Comunidad Autónoma, ésta tiene la obligación de
proteger y preservar los valores ambientales de esos lugares
propuestos, aplicándoles de forma preventiva el régimen de
protección previsto en la normativa reguladora de la Red
Natura 2000”.

Jurisprudencia española
SSeenntteenncciiaa  ddee  1111  ddee  MMaayyoo  ddee  22000099,,  TTrriibbuunnaall  SSuupprreemmoo..
SSaallaa  ddee  lloo  CCoonntteenncciioossoo,,  RReeccuurrssoo  22996655//22000077..

1111.. En consecuencia, la elaboración de las listas por las
Comunidades Autónomas no es algo inocuo, algo que no pro-
duzca efectos jurídicos y materiales; no es una mera propues-
ta neutra, sino un acto administrativo que habilita y obliga a la
propia Comunidad Autónoma a adoptar “medidas de protec-
ción adecuadas” para los lugares incluidos; se trata de una
acto que, siendo una propuesta, pone una condición necesaria
y suficiente para crear en la Comunidad Autónoma la obliga-
ción de adoptar medidas de protección adecuadas, las cuales
pueden quizá afectar a ciertos contenidos del derecho de los
propietarios de los terrenos incluidos, razón por la cual la ela-
boración de las listas puede ser impugnada por los interesa-
dos al tener un contenido que excede de la pura ordenación
o impulso del procedimiento.

SSeenntteenncciiaa  ddeell  TTrriibbuunnaall  SSuupprreemmoo  ddee  77  ddee  mmaayyoo  ddee
22001100,,  SSaallaa  ddee  lloo  CCoonntteenncciioossoo--AAddmmiinniissttrraattiivvoo,,
RReeccuurrssoo  22113333//22000066..

“(…) Los lugares de importancia comunitaria gozan de espe-
cial protección, con carácter anticipado y provisional, desde su
inclusión en la lista proponente, antes de alcanzar, por tanto,
el status de zona especial de conservación.

(…) La elaboración de las listas por las Comunidades
Autónomas no es algo inocuo, algo que no produzca efectos
jurídicos y materiales; no es una mera propuesta neutra, sino
un acto administrativo que habilita y obliga a la propia
Comunidad Autónoma a adoptar “medidas de protección ade-
cuadas” para los lugares incluidos; se trata de una acto que,
siendo una propuesta, pone una condición necesaria y sufi-
ciente para crear en la Comunidad Autónoma la obligación de
adoptar medidas de protección adecuadas…”

“…carece de sentido elaborar una lista para preservar los
valores medioambientales de una zona, y no aplicar ninguna
protección hasta que se alcanza la calificación de zona especial
de conservación. Dejando, por tanto, en situación de desampa-
ro tales lugares mientras se sustancia el largo procedimiento di-
señado en la norma comunitaria y en la norma reglamentaria

española. La interpretación contraria, que se postula en casa-
ción, supondría abandonar estas zonas al albur de cualquier
iniciativa que pudiera suponer una degradación o menoscabo
de los hábitats naturales, de las especies silvestres o de la
fauna y de la flora de interés comunitario situados en territorio
español, poniendo en riesgo los valores que pretende tutelar.”

Artículo 5

1. En aquellos casos excepcionales en los que la Comisión
compruebe que un lugar que albergue un tipo de hábitat
natural o una especie prioritarios y que, basándose en infor-
maciones científicas pertinentes y fiables, considere indis-
pensable para el mantenimiento de dicho tipo de hábitat
natural o para la supervivencia de dicha especie prioritaria,
no está incluido en la lista nacional contemplada en el
apartado 1 del artículo 4, se iniciará un procedimiento de
concertación bilateral entre dicho Estado miembro y la
Comisión con el fin de cotejarlos datos científicos utilizados
por ambas partes.

2. Si al término de un período de concertación no superior a
seis meses persistiere la discrepancia, la Comisión presen-
tará al Consejo una propuesta relativa a la selección del
lugar como lugar de importancia comunitaria.

3. El Consejo decidirá por unanimidad en un plazo de tres
meses a partir de la recepción de la propuesta.

4. Durante el período de concertación y en espera de una
decisión del Consejo, el lugar de que se trate se someterá
a las disposiciones del apartado 2 del artículo 6.

Comentario
La aprobación de la primera lista, o lista inicial de LIC de la
región biogeográfica mediterránea, tuvo lugar por Decisión
613 de la Comisión Europea de 19 de julio de 2006, publi-
cada en el Diario Oficial de la Unión Europea de 21 de
septiembre de 2006. Se señaló que la lista estaba incom-
pleta, pues tal y como se indica en los “considerandos”
de esta Decisión, a pesar de los seminarios biogeográfi-
cos preparados por el Centro Temático Europeo para la
Conservación de la Naturaleza y la Biodiversidad y de las
reuniones bilaterales celebradas con los Estados miem-
bros, algunos de estos , entre ellos el Reino de España, no
habían propuesto suficientes lugares para cumplir los requi-
sitos de la Directiva respecto a determinados tipos de
hábitats y especies. Esa Decisión fue impugnada por parti-
culares que entendieron vulnerados sus derechos de pro-
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piedad ante el Tribunal de Primera Instancia de la Unión
Europea que en su momento, inadmitió ese Recurso94. 

Así pues, las listas se conforman finalmente, a partir del
contenido de las siguientes Decisiones, cada una de las
cuales deroga la anterior y recoge su lista. Las regiones
biogeográficas descritas en la Directiva y que se encuen-
tran en el Reino de España son la atlántica, la macaronési-
ca, la mediterránea y la alpina.

Macaronésica

• 2002/11/CE: Decisión de la Comisión, de 28 de
diciembre de 2001, por la que se aprueba la lista de
lugares de importancia comunitaria con respecto a
la región biogeográfica macaronésica, en aplicación
de la Directiva 92/43/CEE del Consejo [notificada
con el número C(2001) 3998] DO L 5 de 9.1.2002

• 2008/95/CE: Decisión de la Comisión, de 25 de
enero de 2008, por la que se aprueba, de conformi-
dad con la Directiva 92/43/CEE del Consejo, una
primera actualización de la lista de lugares de impor-
tancia comunitaria de la región biogeográfica maca-
ronésica [notificada con el número C(2008) 286]
DO L 31 de 5.2.2008

Alpina

• 2004/69/CE: Decisión de la Comisión, de 22 de
diciembre de 2003, por la que se adopta la lista de
lugares de importancia comunitaria de la región bio-
geográfica alpina [notificada con el número C(2003)
4957] DO L 14 de 21.1.2004

• 2008/218/CE: Decisión de la Comisión, de 25 de ene-
ro de 2008 , por la que se adopta, de conformidad
con la Directiva 92/43/CEE del Consejo, la primera
lista actualizada de lugares de importancia comuni-
taria de la región biogeográfica alpina [notificada con
el número C(2008) 271] DO L 77 de 19.3.2008

• 2009/91/CE: Decisión de la Comisión, de 12 de
diciembre de 2008, por la que se adopta, de confor-
midad con la Directiva 92/43/CEE del Consejo, una
segunda lista actualizada de lugares de importancia
comunitaria de la región biogeográfica alpina [notifi-
cada con el número C(2008) 7973] DO L 43 de
13.2.2009

• 2010/42/: Decisión de la Comisión, de 22 de diciem-
bre de 2009, por la que se adopta, de conformidad
con la Directiva 92/43/CEE del Consejo, una terce-
ra lista actualizada de lugares de importancia comu-
nitaria de la región biogeográfica alpina [notificada
con el número C(2009) 10415] (DO L 30 de
2.2.2010, p. 1/42)

• 2011/62/UE: Decisión de la Comisión, de 10 de
enero de 2011, por la que se adopta, de conformi-
dad con la Directiva 92/43/CEE del Consejo, una
cuarta lista actualizada de lugares de importancia
comunitaria de la región biogeográfica alpina [notifi-
cada con el número C(2010) 9663] (DO L 33 de
8.2.2011, p. 1/51)

• 2012/12 UE Decisión de Ejecución de la Comisión,
de 18 de noviembre de 2011, por la que se adopta
la quinta lista actualizada de lugares de importancia
comunitaria de la región biogeográfica alpina [notifi-
cada con el número C(2011) 8202] (DO L 10/339
13.1.2012)

Atlántica

• 2004/813/CE: Decisión de la Comisión, de 7 de
diciembre de 2004, por la que se aprueba, de con-
formidad con la Directiva 92/43/CEE del Consejo,
la lista de lugares de importancia comunitaria de la
región biogeográfica atlántica [notificada con el
número C(2004) 4032] DO L 387 de 29.12.2004

• 2008/23/CE: Decisión de la Comisión, de 12 de
noviembre de 2007, por la que se adopta, de con-
formidad con la Directiva 92/43/CEE del Consejo,
una primera lista actualizada de lugares de impor-
tancia comunitaria de la región biogeográfica atlánti-
ca [notificada con el número C(2007) 5396] DO L
12 de 15.1.2008

• 2009/96/CE: Decisión de la Comisión, de 12 de
diciembre de 2008, por la que se adopta, de con-
formidad con la Directiva 92/43/CEE del Consejo,
una segunda lista actualizada de lugares de impor-
tancia comunitaria de la región biogeográfica atlánti-
ca [notificada con el número C(2008) 8119]

• 2010/43/: Decisión de la Comisión, de 22 de diciem-
bre de 2009, por la que se adopta, de conformi-
dad con la Directiva 92/43/CEE del Consejo, una
tercera lista actualizada de lugares de importancia
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comunitaria de la región biogeográfica atlántica
[notificada con el número C(2009) 10405] (DO L 30
de 2.2.2010, p. 43/119)

• 2011/63/UE: Decisión de la Comisión, de 10 de
enero de 2011, por la que se adopta, de conformi-
dad con la Directiva 92/43/CEE del Consejo, una
cuarta lista actualizada de lugares de importancia
comunitaria de la región biogeográfica atlántica
[notificada con el número C(2010) 9666] (DO L 33
de 8.2.2011, p. 52/145)

• 2012/13/UE Decisión de Ejecución de la Comisión,
de 18 de noviembre de 2011, por la que se adop-
ta la quinta lista actualizada de lugares de importan-
cia comunitaria de la región biogeográfica atlántica
[notificada con el número C(2011) 8203] (DO L 11/1
13.1.2012)

Mediterránea

• 2006/613/CE: Decisión de la Comisión, de 19 de
julio de 2006, por la que se adopta, de conformidad
con la Directiva 92/43/CEE del Consejo, la lista de
lugares de importancia comunitaria de la región bio-
geográfica mediterránea [notificada con el número
C(2006) 3261] DO L 259 de 21.9.2006

• 2008/335/CE: Decisión de la Comisión de 28 de
marzo de 2008 por la que se adopta, de conformi-
dad con la Directiva 92/43/CEE del Consejo, la pri-
mera lista actualizada de lugares de importancia
comunitaria de la región biogeográfica mediterránea
[notificada con el número C(2008) 1148] DO L 123
de 8.5.2008,

• 2009/95/CE: Decisión de la Comisión, de 12 de
diciembre de 2008, por la que se adopta, de con-
formidad con la Directiva 92/43/CEE del Consejo,
una segunda lista actualizada de lugares de impor-
tancia comunitaria de la región biogeográfica medi-
terránea [notificada con el número C(2008) 8049]
DO L 43 de 13.2.2009,

• 2010/45/: Decisión de la Comisión, de 22 de diciem-
bre de 2009, por la que se adopta, de conformidad
con la Directiva 92/43/CEE del Consejo, una terce-
ra lista actualizada de lugares de importancia comu-
nitaria de la región biogeográfica mediterránea [noti-
ficada con el número C(2009) 10406] (DO L 30 de
2.2.2010, p. 322/402)

• 2011/85/UE: Decisión de la Comisión, de 10 de
enero de 2011, por la que se adopta, de conformi-

dad con la Directiva 92/43/CEE del Consejo, una
cuarta lista actualizada de lugares de importancia
comunitaria de la región biogeográfica mediterránea
[notificada con el número C(2010) 9676] (DO L 40
de 12.2.2011, p. 206/299)

En definitiva nos encontramos en la práctica con la existen-
cia de dos sistemas de protección preventiva:

• desde que el LIC se incluye en la lista nacional, hasta
que es objeto de decisión tras, en su caso, el proce-
so de concertación, a estos lugares de les aplica el
apartado 2 del artículo 6.

• desde que esta comprendido en la lista de la
Comisión contenida en Decisiones resultantes del
proceso de concertación; en este caso se aplica el
Artículo 6 completo.

Artículo 6

1. Con respecto a las zonas especiales de conservación, los
Estados miembros fijarán las medidas de conservación
necesarias que implicarán, en su caso, adecuados planes
de gestión, específicos a los lugares o integrados en otros
planes de desarrollo, y las apropiadas medidas reglamen-
tarias, administrativas o contractuales, que respondan a
las exigencias ecológicas de los tipos de hábitats naturales
del Anexo I y de las especies del Anexo II presentes en los
lugares.

2. Los Estados miembros adoptarán las medidas apropiadas
para evitar, en las zonas especiales de conservación, el
deterioro de los hábitats naturales y de los hábitats de
especies, así como las alteraciones que repercutan en las
especies que hayan motivado la designación de las zonas,
en la medida en que dichas alteraciones puedan tener un
efecto apreciable en lo que respecta a los objetivos de la
presente Directiva.

3. Cualquier plan o proyecto que, sin tener relación directa
con la gestión del lugar o sin ser necesario para la misma,
pueda afectar de forma apreciable a los citados lugares,
ya sea individualmente o en combinación con otros pla-
nes y proyectos, se someterá a una adecuada evalua-
ción de sus repercusiones en el lugar, teniendo en cuen-
ta los objetivos de conservación de dicho lugar. A la vista
de las conclusiones de la evaluación de las repercusio-
nes en el lugar y supeditado a lo dispuesto en el apar-
tado 4, las autoridades nacionales competentes sólo se
declararán de acuerdo con dicho plan o proyecto tras

63



haberse asegurado de que no causará perjuicio a la
integridad del lugar en cuestión y, si procede, tras haberlo
sometido a información pública.

4. Si, a pesar de las conclusiones negativas de la evaluación
de las repercusiones sobre el lugar y a falta de soluciones
alternativas, debiera realizarse un plan o proyecto por
razones imperiosas de interés público de primer orden,
incluidas razones de índole social o económica, el Estado
miembro tomará cuantas medidas compensatorias sean
necesarias para garantizar que la coherencia global de
Natura 2000 quede protegida. Dicho Estado miembro
informará a la Comisión de las medidas compensatorias
que haya adoptado.

En caso de que el lugar considerado albergue un tipo
de hábitat natural y/o una especie prioritarios, única-
mente se podrán alegar consideraciones relacionadas
con la salud humana y la seguridad pública, o relativas
a consecuencias positivas de primordial importancia para
el medio ambiente, o bien, previa consulta a la Comisión,
otras razones imperiosas de interés público de primer
orden.

Comentario
El Apartado 1 de este Artículo95 se refiere específicamen-
te a las ZEC: el apartado 1 del artículo 6 no se aplica a las
zonas de protección especial para las aves (ZEPA), al
contrario de lo que ocurre con los apartados 2, 3 y 4. De
esta forma, el legislador estableció:

• uunn  rrééggiimmeenn  ddee  mmeeddiiddaass  eessppeecciiaalleess  ddee  ccoonnsseerrvvaacciióónn
ppaarraa  llaass  ZZEEPPAA declaradas con arreglo a la Directiva
sobre aves, de acuerdo con los apartados 1 y 2 de
su artículo 4;

• uunn  rrééggiimmeenn  ddee  mmeeddiiddaass  ddee  ccoonnsseerrvvaacciióónn  ppaarraa  llaass
ZZEECC declaradas con arreglo a la Directiva sobre hábi-
tats, de acuerdo con el apartado 1 de su artículo 6.

El contenido del apartado 2 de este artículo……””eevviittaarr  eell
ddeetteerriioorroo“ no es una declaración retórica. Esta obligación

ha de rreeccooggeerrssee  eessppeeccííffiiccaammeennttee en las legislaciones nacio-
nales. Su transposición ha de ser precisa y concreta96. 

El apartado 2 exige que las zonas designadas cuenten con
un rrééggiimmeenn  lleeggaall  eexxpprreessoo,,  ccoonnccrreettoo  yy  eeffeeccttiivvoo que garan-
tice los objetivos de conservación para el logro de los
cuales fue designado97. Este régimen ha de establecer prio-
ridades de conservación, evitar específica y expresamente
el deterioro de los hábitats y las perturbaciones significati-
vas de las especies, garantizando la protección legal de las
zonas especiales de conservación correspondientes a los
lugares mencionados98. Las medidas adoptadas han de
evitar intervenciones que conlleven riesgos de reducción
de la superficie, destrucción de especies prioritarias o eli-
minación de características de los lugares99.

La aplicación del apartado 3 de este artículo no evita la
aplicación del apartado 2. Los contenidos de ambos son
diferentes y ambos deben ser transpuestos y efectivamen-
te cumplidos de manera autónoma. Es decir, los estados
miembros habrán de llevar adelante, cuando proceda, la
Evaluación de Impacto ambiental prevista en el apartado 3.
Pero aaddeemmááss,,  ddeebbeerráá  eevviittaarrssee  llaa  ccoonnttaammiinnaacciióónn  yy  eell  ddeettee--
rriioorroo  aa  ttrraavvééss  ddee  llooss  mmeeddiiooss  yy  pprroocceeddiimmiieennttooss  qquuee  sseeaann
aaddeeccuuaaddooss100.

Los apartados 3 y 4 del artículo 6 establecen un procedi-
miento por etapas con respecto al examen de planes y pro-
yectos101:

a) La primera etapa consiste en una evaluación y está
regulada por la primera frase del apartado 3 del
artículo 6.

b) La segunda etapa se rige por la segunda frase del
apartado 3 del artículo 6 y se refiere a la decisión de
las autoridades nacionales competentes.

c) La tercera etapa (prevista en el apartado 4 del
artículo 6) se activa si, pese a una evaluación nega-
tiva, se propone no rechazar un plan o proyecto
sino seguir estudiándolo.

Las posibilidades de aplicación del proceso y el grado en
que se aplica dependen de varios factores; cada etapa, ade-
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98. Párrafos 38, 41, 53, 54 y 62 de la Sentencia TJCE de 22 de septiembre de 2011, Caso 90/2010, Comisión contra el Reino de España.

99. Párrafos 29 y 31 de la Sentencia TJCE de 15 de diciembre de 2011, Caso 560/08, Comisión contra el Reino de España.

100. Párrafo 38 de la Sentencia TJCE de 7 de septiembre de 2004, Caso 127/02, Cuestión prejudicial, Reino de los Países Bajos.

101. Afirmación reproducida del texto del Manual de Gestión de espacios natura 2000, disposiciones del artículo 6 de la directiva 92/43 sobre hábitats. Oficina
Publicaciones CE, Luxemburgo, 2.000, Paginas 30 y 31.



más, está condicionada por la anterior. Por lo que se refie-
re al alcance geográfico, las disposiciones del apartado 3 del
artículo 6 nnoo  ssee  lliimmiittaann  ssóólloo  aa  ppllaanneess  yy  pprrooyyeeccttooss  qquuee  ssee
rreeaalliizzaann  eenn  uunn  eessppaacciioo  pprrootteeggiiddoo  ssiinnoo  ttaammbbiiéénn  aa  llooss  qquuee,,
ppeessee  aa  eessttaarr  ssiittuuaaddooss  ffuueerraa,,  ppuueeddeenn  tteenneerr  uunn  iimmppaaccttoo  aapprree--
cciiaabbllee  ssoobbrree  ééll102.

El régimen de protección que este Artículo establece es
indisociable de la Evaluación de Impacto Ambiental. NNoo  eess
ppoossiibbllee  llaa  eexxcclluussiióónn  ddee  llaa  EEIIAA  ddee  ccaatteeggoorrííaass  ddee  aaccttiivviiddaaddeess
ccoommpplleettaass,,  oo  eell  ttrraattaammiieennttoo  ccoonnjjuunnttoo  ddee  aaccttiivviiddaaddeess  ddee
uussoo  ddee  llooss  rreeccuurrssooss  nnaattuurraalleess  eenn  llaa  RReedd  NNaattuurraa  22..000000,, ni
siquiera si nos encontramos en presencia de zonas com-
prendidas en acuerdos de gestión103. 

El ámbito temporal de aplicación de la Evaluación de
Impacto Ambiental prevista en el apartado 3 se abre cuan-
do llaa  ffeecchhaa  ddee  pprreesseennttaacciióónn  ffoorrmmaall  ddee  llaa  ssoolliicciittuudd  ddee  aauuttoo--
rriizzaacciióónn  ddee  uunn  pprrooyyeeccttoo  eess  ppoosstteerriioorr  aa  llaa  eexxppiirraacciióónn  ddeell
ppllaazzoo  ddee  aaddaappttaacciióónn  aall  DDeerreecchhoo  iinntteerrnnoo  ddee  llaa  DDiirreeccttiivvaa104.
No obstante, podrá darse el caso de que proyectos aapprroo--
bbaaddooss  mmuucchhoo  aanntteess  ddee  llaa  eennttrraaddaa  eenn  vviiggoorr  ddee  llaa  DDiirreeccttiivvaa,,
ppeerroo  qquuee  eexxiijjaann  aaccttiivviiddaaddeess  ppeerriióóddiiccaass  oo  ppeerrmmaanneenntteess  con
posibles efectos lesivos para lugares Natura 2.000 ssii  tteennggaann
qquuee  sseerr  eevvaalluuaaddooss en ciertos casos105.

La decisión sobre la Evaluación de Impacto ambiental pre-
vista en el apartado 3 de ese Artículo no podrá efectuarse
teniendo en cuenta listas de proyectos que podrían implicar
que algunos planes o proyectos no fuesen finalmente eva-
luados por su presencia o no en las listas. Y para que sea
adecuada no será posible aplicar sin más el procedimiento
ordinario, ya que es preciso que la EIA se enfoque eexxpprree--
ssaammeennttee  hhaacciiaa  eell  ppoossiibbllee  iimmppaaccttoo  ssoobbrree  llooss  oobbjjeettiivvooss  ddee
ccoonnsseerrvvaacciióónn  ppaarraa  llooss  qquuee  eell  lluuggaarr  ffuuee  ddeeccllaarraaddoo106,, tenien-
do particularmente en cuenta, llaass  aammeennaazzaass que se reco-
gieron en los ffoorrmmuullaarriiooss  ooffiicciiaalleess  ddee  ddeessiiggnnaacciióónn107.

Para abordar el desarrollo de la Evaluación de Impacto
Ambiental prevista en el apartado 3, debe existir una ssiimm--
ppllee  pprroobbaabbiilliiddaadd de que tenga lugar un impacto negativo.
Estaremos, por lo tanto en esta situación, siempre que no
se pueda asegurar, con apoyo científico, que el impacto
no se producirá108.

La Evaluación “adecuada”, para serlo, habrá de tener en
cuenta los oobbjjeettiivvooss  ddee  ccoonnsseerrvvaacciióónn  ddeell  lluuggaarr y además,
no podrá evitar la evaluación de los efectos sinérgicos y
acumulativos con otros proyectos o actuaciones109.

Resulta lógico considerar que las “razones imperiosas de
interés público de primer orden, incluidas razones de índo-
le social y económica”, se refieren a situaciones en las que
los planes o proyectos previstos demuestren ser indispen-
sables110:

• en el marco de mmeeddiiddaass  oo  ppoollííttiiccaass  ddeessttiinnaaddaass  aa  pprroo--
tteeggeerr  vvaalloorreess  ffuunnddaammeennttaalleess  ppaarraa  llaa  vviiddaa  ddee  llooss  cciiuu--
ddaaddaannooss  ((ssaalluudd,,  sseegguurriiddaadd,,  mmeeddiioo  aammbbiieennttee,,  eettcc..));;

• en el marco de ppoollííttiiccaass  ffuunnddaammeennttaalleess para el
Estado o la sociedad;

• en el marco de la realización de actividades de natu-
raleza económica o social para cumplir obligaciones
específicas de sseerrvviicciioo  ppúúbblliiccoo.

Además, la alegación de las rraazzoonneess  iimmppeerriioossaass  ddee  iinntteerrééss
ppúúbblliiccoo  ddee  pprriimmeerr  oorrddeenn deben alegarse una vez efectua-
da la evaluación y no antes, y en nniinnggúúnn  ccaassoo  sseerráánn  rraazzóónn
ppaarraa  oommiittiirrllaa111.

La realización del proyecto, en la variable que prevé el
apartado 4 de este artículo, ha de entenderse como una
excepción a la protección general y por ello, ha de ser
objeto de una mmuuyy  eessttrriiccttaa  iinntteerrpprreettaacciióónn. Nunca podrá
aceptarse acometer el plan o proyecto aunque se demues-
tre la existencia de “razones imperiosas de interés publico
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102. Párrafo 87 de la Sentencia TJCE de 24 de junio de 2011, Caso 404/09, Comisión contra el Reino de España.

103. Párrafos 54,55 y 56 de la Sentencia TJCE de 4 de marzo de 2010, Caso 241/08, Comisión contra la República francesa.

104. Párrafo 56 de la Sentencia TJCE de 23 de marzo de 2006, Caso 209/04, Comisión contra República de Austria.

105. Párrafos 41,42 y 43 de la Sentencia TJCE de 14 de enero de 2010, Caso 226/08 Cuestión prejudicial sobre dragados fluviales en la Baja Sajonia.

106. Párrafos 46 y 47 de la Sentencia TJCE de 20 de octubre de 2005, Caso 6/04, Comisión contra el Reino Unido.

107. Párrafo 88 de la Sentencia TJCE de 24 de junio de 2011, Caso 404/09, Comisión contra el Reino de España.

108. Párrafos 41,43,44,48,54,56,57,58,59 y 61 de la Sentencia TJCE de 7 de septiembre de 2004, Caso 127/02, Cuestión prejudicial, Reino de los Países
Bajos; Párrafo 40 de la Sentencia TJCE de 10 de enero de 2006, Caso 98/03, Comisión contra República Federal de Alemania, Párrafo 20 de la
Sentencia TJCE de 26 de octubre de 2006, caso 239/04, Comisión contra Republica Portuguesa y Párrafo 142 de la Sentencia TJCE de 24 de junio
de 2011, Caso 404/09, Comisión contra el Reino de España.

109. Párrafo 109 de la Sentencia TJCE de 15 de diciembre de 2011, Caso 560/08, Comisión contra el Reino de España.

110. Afirmación reproducida del texto del Manual de Gestión de espacios natura 2000, disposiciones del artículo 6 de la directiva 92/43 sobre hábitats. Oficina
Publicaciones CE, Luxemburgo, 2.000, Pagina 44.

111. Párrafo 109 de la Sentencia TJCE de 24 de junio de 2011, Caso 404/09, Comisión contra el Reino de España, párrafo 138 de Sentencia TJCE de 15
de diciembre de 2011, Caso 560/08, Comisión contra el Reino de España.



de primer orden” salvo que realmente no existan solucio-
nes alternativas, aunque esas soluciones alternativas impli-
quen problemas técnicos o económicos112.

Las mmeeddiiddaass  ccoommppeennssaattoorriiaass a que se refiere el apartado 4
no son autónomas del procedimiento de Evaluación de
Impacto Ambiental, no se puede deteriorar o permitir el
deterioro de la zona, ofreciendo medidas compensatorias,
sean estas adecuadas o no. La medida compensatoria será
una de las prescripciones que deberán aaccoommppaaññaarr  aa  llaa  eevvaa--
lluuaacciióónn113.

Las medidas compensatorias sensu stricto tienen que ser-
vir para que un lugar pueda seguir contribuyendo a la con-
servación en un estado favorable de uno o varios hábitats
naturales “en la región o regiones biogeográficas de que se
trate”. Por consiguiente114:

• un lugar no debe sufrir efectos irreversibles a causa de
un proyecto aanntteess de que se hayan tomado efectiva-
mente medidas compensatorias; por ejemplo, un hume-
dal no debe en general desecarse antes de que pueda
incluirse otro humedal de características biológicas equi-
valentes en la red Natura 2000;

• la medida compensatoria tiene que ser aaddiicciioonnaall en
relación con la red Natura 2000 que los Estados miem-
bros deben haber contribuido a crear en virtud de las
directivas.

Jurisprudencia Comunitaria
PPáárrrraaffooss  3377  yy  3388  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  2200  ddee  ooccttuu--
bbrree  ddee  22000055,,  CCaassoo  66//0044,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeiinnoo
UUnniiddoo  ((CCaassoo  ““GGiibbrraallttaarr””))

3377.. Por consiguiente, en la medida en que el Derecho interno
no contiene ninguna disposición expresa que obligue a las
autoridades competentes a evitar el deterioro de los hábitats
naturales y de los hábitats de especies, implica un elemento
de inseguridad jurídica en cuanto a las obligaciones que deben
cumplir dichas autoridades.

3388.. De lo que precede se desprende que, en cualquier caso,
el ordenamiento jurídico nacional no ha sido objeto de una
adaptación clara, precisa y completa al artículo 6, apartado 2,
de la Directiva sobre los hábitats, en relación con Gibraltar.

PPáárrrraaffooss  2266  yy  3366  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1111  ddee
ddiicciieemmbbrree  ddee  22000088,,  CCaassoo  229933//0077,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa
RReeppuubblliiccaa  ddee  GGrreecciiaa115

2266.. Conviene igualmente señalar, que aunque las quince
ZEPA han sido objeto de un acto de designación de acuerdo
a la legislación griega, las demás ZEPA estas sometidas a regi-
menes jurídicos heterogéneos, los cuales no parecen capaces
de contribuir, ni siquiera de modo variable según los casos, a la
protección de las aves, ni confieren a las ZEPA una protección
suficiente ya que no ha sido específicamente establecida para
el logro de los objetivos señalados en el artículo 4, apartados
1 y 2, de la Directiva de Aves, y en el Artículo 6, apartado 2 de
la Directiva de Hábitats.

3366.. A la vista de las consideraciones precedentes, es preciso
constatar que, no habiendo adoptado todas las medidas nece-
sarias para instaurar y poner en practica un régimen jurídico
coherente, especifico y completo, capaz de asegurar la gestión
duradera y la protección eficaz de las ZEPA designadas, con
vistas al logro de los objetivos de conservación establecidos
por la Directiva de Aves, la Republica de Grecia ha faltado a
las obligaciones que le incumben en virtud de las disposiciones
establecidas en el artículo 4, apartados 1 y 2, de la Directiva
de Aves, y en el Artículo 6, apartado 2 de la Directiva de
Hábitats.

PPáárrrraaffooss  3388,,  4411,,  5533,,  5544  yy  6622  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee
2222  ddee  sseeppttiieemmbbrree  ddee  22001111,,  CCaassoo  9900//22001100,,  CCoommiissiióónn
ccoonnttrraa  eell  RReeiinnoo  ddee  EEssppaaññaa..

3388.. Por lo tanto, procede hacer constar que en cualquier caso,
al término del plazo establecido en el dictamen motivado, el
Reino de España no había fijado prioridades, para las zonas
especiales de conservación designadas por la Comunidad
Autónoma de Canarias, en función de la importancia de los
lugares para el mantenimiento o el restablecimiento, en un
estado de conservación favorable, de un tipo de hábitat natu-
ral de los del anexo I o de una especie de las del anexo II de
la Directiva sobre los hábitats y para la coherencia de Natura
2000, así como en función de las amenazas de deterioro y
destrucción que pesaran sobre ellos, y que dicho Estado miem-
bro ha incumplido así las obligaciones que le impone el artícu-
lo 4, apartado 4, de la Directiva sobre los hábitats.
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112. Párrafos 35, 36 y 38 de la Sentencia TJCE de 26 de octubre de 2006, caso 239/04, Comisión contra Republica Portuguesa.

113. Párrafos 27 y 29 de la Sentencia TJCE de 20 de septiembre de 2007, Caso 388/05, Comisión contra República italiana.

114. Afirmación reproducida del texto del Manual de Gestión de espacios natura 2000, disposiciones del artículo 6 de la directiva 92/43 sobre hábitats. Oficina
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115. Traducción de los autores. Original solo disponible en francés a la fecha de redacción de estas líneas.



4411.. Por otro lado, a su juicio, los instrumentos de ordenación
existentes no pueden equipararse a un régimen de conserva-
ción adecuado para las zonas especiales de conservación de
que se trata, dado que no contienen medidas apropiadas que
respondan a las exigencias ecológicas de los tipos de hábitats
naturales del anexo I y de las especies del anexo II de la
Directiva sobre los hábitats que estén presentes en los luga-
res, en el sentido del artículo 6, apartado 1, de dicha Directiva.

5533.. En cuanto al artículo 6, apartado 2, de la Directiva sobre
los hábitats, la información presentada por el Reino de España
e invocada por la Comisión muestra que un número importan-
te de hábitats y de especies presentes en las zonas especia-
les de conservación de que se trata se hallan en un estado de
conservación malo o inadecuado.

5544.. Procede hacer constar, pues, que en contra de lo dispues-
to en el artículo 6, apartado 2, de la Directiva sobre los hábi-
tats, el Reino de España no ha adoptado las medidas apro-
piadas para evitar el deterioro de los hábitats naturales y las
alteraciones significativas de las especies en las zonas espe-
ciales de conservación de que se trata.

6622.. Dado que el Reino de España reconoce no haber adop-
tado, en lo que respecta a las zonas especiales de conserva-
ción designadas por la Comunidad Autónoma de Canarias que
no coinciden con espacios naturales protegidos de la red cana-
ria, todas las medidas necesarias para cumplir las obligaciones
establecidas en el artículo 6, apartado 1 y 2, de la Directiva
sobre los hábitats, resulta obligado acoger el recurso de la
Comisión en este punto.

PPáárrrraaffooss  2299,,  3311  yy  3322  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1155  ddee
ddiicciieemmbbrree  ddee  22001111,,  CCaassoo  556600//0088,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  eell
RReeiinnoo  ddee  EEssppaaññaa..

2299.. Se evidencia, por tanto, que, en cuanto a los lugares
que pueden clasificarse como lugares de importancia comu-
nitaria, mencionados en las listas nacionales remitidas a la
Comisión, entre los que pueden figurar, en particular, luga-
res en los que existen tipos de hábitats naturales priorita-
rios o especies prioritarias, los Estados miembros están
obligados a adoptar, en virtud de la Directiva, medidas de
protección apropiadas para salvaguardar el citado interés
ecológico.»

3311.. La sentencia de 14 de septiembre de 2006, Bund
Naturschutz in Bayern y otros (C-244/05, Rec. p. I-8445),
determinó en su apartado 46 que el régimen de protec-
ción adecuado de los lugares propuestos por los Estados
miembros exige que éstos no autoricen intervenciones
que puedan alterar significativamente las características

ecológicas de un lugar tal como lo definen los criterios
de evaluación enunciados en el anexo III, etapa 1, de la
Directiva 92/43, y que así ocurre, en particular, cuando una
intervención conlleva el riesgo de que se reduzca de forma
significativa la superficie del lugar, o de que desaparezcan
especies prioritarias existentes en él, o, por último, de que
se destruya el lugar o se eliminen sus características repre-
sentativas.

3322.. En el apar tado 51 de la citada sentencia Bund
Naturschutz in Bayern y otros, el Tribunal de Justicia decla-
ró asimismo que el régimen de protección implica también
que los Estados miembros tienen la obligación de adoptar,
de conformidad con las disposiciones del Derecho nacio-
nal, todas las medidas necesarias para evitar intervenciones
que puedan alterar significativamente las características
ecológicas de los lugares incluidos en la lista nacional remi-
tida a la Comisión.

PPáárrrraaffoo  3388  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  77  ddee  sseeppttiieemmbbrree
ddee  22000044,,  CCaassoo  112277//0022,,  CCuueessttiióónn  pprreejjuuddiicciiaall,,  RReeiinnoo  ddee
llooss  PPaaíísseess  BBaajjooss

3388.. En consecuencia, procede responder a la segunda cues-
tión que el artículo 6, apartado 3, de la Directiva sobre los
hábitats establece un procedimiento destinado a garantizar,
con la ayuda de un control previo, que únicamente se autori-
ce un plan o proyecto que, sin tener relación directa con la ges-
tión del lugar o sin ser necesario para la misma, pueda afec-
tar de forma apreciable a este último, en la medida en que no
cause perjuicio a la integridad de dicho lugar, mientras que el
artículo 6, apartado 2, de esta Directiva contiene una obliga-
ción de protección general, consistente en evitar deterioros y
alteraciones que puedan tener efectos apreciables en lo que
respecta a los objetivos de la Directiva, y no puede ser aplica-
do simultáneamente con el apartado 3 del mismo artículo.

PPáárrrraaffoo  8877  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  2244  ddee  jjuunniioo  ddee
22001111,,  CCaassoo  440044//0099,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  eell  RReeiinnoo  ddee
EEssppaaññaa

8877..  Por otra parte, aun cuando la referida explotación esté
situada fuera del LIC, consta que se encuentra inmediatamen-
te adyacente al mismo, de manera que es posible que tenga
repercusiones sobre éste.

114422..  Además, para demostrar el incumplimiento del artículo
6, apartado 2, de la Directiva sobre los hábitats, la Comisión
no tiene que probar la existencia de una relación de causali-
dad entre una explotación minera y una perturbación signifi-
cativa para el urogallo. Habida cuenta de que el apartado 2
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del artículo 6 de la Directiva sobre los hábitats y el apartado
3 de ese mismo artículo tienen por objeto garantizar el mismo
nivel de protección, basta que la Comisión demuestre la exis-
tencia de una probabilidad o un riesgo de que dicha explota-
ción ocasione perturbaciones significativas para esa especie
(véanse, en este sentido, las sentencias Comisión/Francia,
antes citada, apartado 32, y de 21 de julio de 2011, Azienda
Agro-Zootecnica Franchini y Eolica di Altamura, C-2/10, Rec.
p. I-0000, apartado 41).

PPáárrrraaffooss  5544,,  5555  yy  5566  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  44  ddee
mmaarrzzoo  ddee  22001100,,  CCaassoo  224411//0088,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  llaa
RReeppúúbblliiccaa  ffrraanncceessaa..

5544.. Para que se vea plenamente garantizada la consecución
de los objetivos de protección establecidos por la Directiva
sobre los hábitats, es preciso, conforme al artículo 6, apartado
3, de la Directiva sobre los hábitats, cualquier plan o proyecto
que, sin tener relación directa con la gestión del lugar o sin ser
necesario para la misma pueda afectar de forma apreciable
a los citados lugares, se someta a una evaluación individual de
sus repercusiones en el lugar, teniendo en cuenta los objetivos
de conservación de éste.

5555.. De ello se deduce que no puede considerarse suficiente,
con arreglo al artículo 6, apartado 3, de la Directiva sobre los
hábitats,,  la mera conformidad de los contratos Natura 2000
con los objetivos de conservación del lugar, para que las obras,
trabajos o adaptaciones previstos en los citados contratos
estén exentos sistemáticamente de la evaluación de sus reper-
cusiones sobre el lugar..

5566.. Por consiguiente, la República Francesa ha incumplido las
obligaciones que le incumben en virtud del artículo 6, aparta-
do 3, de la Directiva sobre los hábitats, al haber eximido siste-
máticamente del procedimiento de evaluación de las repercu-
siones a las obras, trabajos o adaptaciones previstos en los
contratos Natura 2000.

PPáárrrraaffoo  5566  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  2233  ddee  mmaarrzzoo
ddee  22000066,,  CCaassoo  220099//0044,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeppúúbblliiccaa  ddee
AAuussttrriiaa..

5566.. Pues bien, de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia
resulta que el principio de sometimiento a una evaluación
medioambiental de los proyectos que puedan tener repercu-
siones importantes sobre el medio ambiente no se aplica en
los casos en que la fecha de presentación formal de la solici-
tud de autorización de un proyecto es anterior a la expiración
del plazo de adaptación del Derecho interno a una Directiva
[véanse, por lo que respecta a la Directiva 85/337/CEE del

Consejo, de 27 de junio de 1985, relativa a la evaluación
de las repercusiones de determinados proyectos públicos y
privados sobre el medio ambiente (DO L 175, p. 40; EE
15/06, p. 9), las Sentencias de 11 de agosto de 1995,
Comisión/República Federal de Alemania, C-431/92, Rec.
p. I-2189, apartados 29 y 32, y de 18 de junio de 1998,
Gedeputeerde Staten van Noord-Holland, C-81/96, Rec.
p. I-3923, apartado 23].

PPáárrrraaffooss  4411,,  4422  yy  4433  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1144  ddee
eenneerroo  ddee  22001100,,  CCaassoo  222266//0088  CCuueessttiióónn  pprreejjuuddiicciiaall
ssoobbrree  ddrraaggaaddooss  fflluuvviiaalleess  eenn  llaa  BBaajjaa  SSaajjoonniiaa..

4411.. Además, el hecho de que la citada actividad haya sido
definitivamente autorizada en virtud del Derecho nacional
antes de haber expirado el plazo para la adaptación del
Derecho interno a la Directiva sobre los hábitats no constituye,
en sí mismo, un obstáculo para que pueda considerarse, con
motivo de cada intervención en el canal navegable, un proyec-
to distinto a efectos de la Directiva sobre los hábitats.

4422.. Si fuese otro el caso, las citadas obras de dragado del
canal de que se trata, que no se hallen relacionadas directa-
mente o sean necesarias para la gestión del lugar, en la medi-
da en que pueden afectar a éste muy significativamente, se
hallarían excluidas a priori permanentemente de cualquier
evaluación previa de sus repercusiones sobre el citado lugar,
en el sentido del artículo 6, apartado 3, de la Directiva sobre
los hábitats, así como del procedimiento regulado en el apar-
tado 4 del citado artículo.

4433.. De esta forma, puede que no se vea plenamente garan-
tizado el objetivo de conservación de los hábitats naturales así
como de la fauna y flora silvestres que pretende alcanzar la
Directiva sobre los hábitats.

PPáárrrraaffooss  4466  yy  4477  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  2200  ddee  ooccttuu--
bbrree  ddee  22000055,,  CCaassoo  66//0044,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  eell  RReeiinnoo
UUnniiddoo..

4466.. Por otra parte, debe señalarse que el sistema implantado
por la normativa del Reino Unido, en la medida en que esta-
blece, esencialmente, que todos los planes y proyectos de
extracción de agua que cumplan los requisitos previstos en el
artículo 6, apartado 3, de la Directiva sobre los hábitats deben
a priori reputarse potencialmente perjudiciales para el lugar
de que se trate, no puede garantizar el respeto a las exigen-
cias de dicha disposición.

4477..  En efecto, como señaló la Abogado General en el punto
33 de sus conclusiones, si bien tal evaluación previa de los ries-
gos potenciales puede apoyarse en hechos concretos referidos
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al lugar, no es así en lo tocante a los propios proyectos, con-
trariamente a lo que exige el artículo 6, apartado 3, de la
Directiva sobre los hábitats, en virtud del cual debe proceder-
se a una evaluación adecuada de las repercusiones del pro-
yecto sobre el lugar de que se trate. Por consiguiente, el hecho
de limitarse a determinar las actividades potencialmente per-
judiciales para cada lugar afectado entraña el riesgo de que
no se contemplen determinados proyectos que pueden causar
daños a ese lugar debido a sus características específicas.

PPáárrrraaffoo  8888  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  2244  ddee  jjuunniioo  ddee
22001111,,  CCaassoo  440044//0099,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  eell  RReeiinnoo  ddee  EEss--
ppaaññaa

8888.. La necesidad de tal análisis era tanto más evidente cuan-
to que, en el formulario normalizado de datos relativo a la zona
del Alto Sil que España remitió a la Comisión al proponer su
clasificación como LIC, dicho Estado miembro había puesto de
manifiesto que la vulnerabilidad del lugar se debía fundamen-
talmente a las explotaciones mineras a cielo abierto.

PPáárrrraaffooss  4411,,  4433,,  4444,,  4488,,  5544,,  5566,,  5577,,  5588,,  5599  yy  6611  ddee  llaa
SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  77  ddee  sseeppttiieemmbbrree  ddee  22000044,,  CCaassoo
112277//0022,,  CCuueessttiióónn  pprreejjuuddiicciiaall,,  RReeiinnoo  ddee  llooss  PPaaíísseess  BBaajjooss

4411.. Por consiguiente, como además se desprende de la guía
de interpretación del artículo 6 de la Directiva sobre los hábi-
tats, elaborada por la Comisión con el título «Gestión de espa-
cios Natura 2000: Disposiciones del artículo 6 de la Directiva
92/43/CEE sobre hábitats», el elemento desencadenante del
mecanismo de protección del medio ambiente, previsto en el
apartado 3 de dicho artículo, no presupone la certeza de que
el plan o el proyecto considerado afecte de forma apreciable
al lugar de que se trate, sino que resulta de la mera probabi-
lidad de que dicho plan o proyecto produzca tal efecto.

4433.. De ello se desprende que el artículo 6, apartado 3, pri-
mera frase, de la Directiva sobre los hábitats supedita la exi-
gencia de una evaluación adecuada de las repercusiones de
un plan o proyecto al requisito de que exista una probabilidad
o posibilidad de que dicho plan o proyecto afecte de forma
significativa al lugar de que se trate.

4444.. Pues bien, teniendo en cuenta especialmente el princi-
pio de cautela que, de conformidad con el artículo 174 CE,
apartado 2, párrafo primero, constituye una de las bases de la
política de un nivel de protección elevado, seguida por la
Comunidad en el ámbito del medio ambiente, y a la luz del
cual debe interpretarse la Directiva sobre los hábitats, tal
posibilidad existe desde el momento en que no cabe excluir,
sobre la base de datos objetivos, que dicho plan o proyecto

afecte al lugar en cuestión de forma apreciable (véase, por
analogía, en particular la Sentencia de 5 de mayo de 1998,
Reino Unido/Comisión, C 180/96, Rec. p. I� 2265, apartados
50, 105 y 107). Esta interpretación de la condición a la que
está supeditada la evaluación de las repercusiones de un plan
o proyecto sobre un lugar determinado, que implica que pro-
cede efectuar dicha evaluación en caso de duda sobre la
inexistencia de efectos apreciables, permite evitar con eficacia
que se autoricen planes o proyectos que causen perjuicio a la
integridad del lugar de que se trate y contribuye de este modo
a la consecución del objetivo principal de la Directiva sobre los
hábitats, de conformidad con el tercer considerando y el artí-
culo 2, apartado 1, de esta Directiva, a saber, garantizar la bio-
diversidad mediante la conservación de los hábitats naturales
y de la fauna y flora silvestres.

4488.. A la inversa, debe considerarse necesariamente que tal
plan o proyecto puede afectar de manera significativa al lugar
de que se trate, cuando puede comprometer los objetivos de
conservación de éste. En el marco de la apreciación prospec-
tiva de los efectos vinculados a dicho plan o proyecto, debe
determinarse el carácter significativo de estos efectos, en par-
ticular, a la luz de las características y condiciones medioam-
bientales específicas del lugar afectado por aquel plan o pro-
yecto, tal como en esencia ha sostenido la Comisión.

5544.. Por tanto, esta evaluación implica que es preciso identifi-
car, a la luz de los mejores conocimientos científicos en la
materia, todos los aspectos del plan o del proyecto que, por sí
solos o en combinación con otros planes o proyectos, puedan
afectar a dichos objetivos. Pues bien, como se desprende de
los artículos 3 y 4 de la Directiva sobre los hábitats y, en par-
ticular, del apartado 4 de esta última disposición, tales obje-
tivos pueden determinarse en función de la importancia de
las zonas para el mantenimiento o el restablecimiento, en
un estado de conservación favorable, de un tipo de hábitat
natural del anexo I de dicha Directiva o de una especie del
anexo II y para la coherencia de Natura 2000, así como en
función de las amenazas de deterioro o destrucción que
pesen sobre ellas.

5566.. Por consiguiente, la autorización del plan o proyecto en
cuestión sólo puede concederse si las autoridades nacionales
competentes se han cerciorado de que no producirá efectos
perjudiciales para la integridad del lugar de que se trate.

5577.. En consecuencia, la autoridad competente deberá dene-
gar la autorización del plan o proyecto considerado cuando
haya incertidumbre sobre la inexistencia de efectos perjudicia-
les que éste pueda tener para la integridad del lugar.

5588.. A este respecto, hay que señalar que el criterio de auto-
rización previsto en el artículo 6, apartado 3, segunda frase, de
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la Directiva sobre los hábitats incluye el principio de cautela
(véase la Sentencia de 5 de mayo de 1998, National Farmers’
Union y otros, C� 157/96, Rec. p. I� 2211, apartado 63) y per-
mite evitar de manera eficaz cualquier daño que los planes o
proyectos previstos puedan causar a la integridad de los luga-
res protegidos. Un criterio de autorización menos estricto que
aquel de que se trata no puede garantizar de una forma igual-
mente eficaz la consecución del objetivo de proteger los luga-
res perseguido por dicha disposición.

5599.. En consecuencia, a tenor del artículo 6, apartado 3, de la
Directiva sobre los hábitats, las autoridades nacionales com-
petentes, a la vista de las conclusiones de la evaluación ade-
cuada de las repercusiones de la recogida mecánica del ber-
berecho sobre el lugar de que se trate, teniendo en cuenta los
objetivos de conservación de este último, sólo autorizarán tal
actividad si tienen la certeza de que no producirá efectos per-
judiciales para la integridad de ese lugar. Así sucede cuando
no existe ninguna duda razonable, desde un punto de vista
científico, sobre la inexistencia de tales efectos (véase, por ana-
logía, la Sentencia de 9 de septiembre de 2003, Monsanto
Agricoltura República italiana y otros, C-236/01, Rec. p. I-
8105, apartados 106 y 113).

6611.. Habida cuenta de lo anterior, procede responder a la
cuarta cuestión que, en virtud del artículo 6, apartado 3, de la
Directiva sobre los hábitats, una adecuada evaluación de las
repercusiones sobre el lugar de que se trate del plan o proyec-
to implica que, antes de la aprobación de éste, es preciso iden-
tificar, a la luz de los mejores conocimientos científicos en la
materia, todos los aspectos del plan o del proyecto que, por sí
solos o en combinación con otros planes o proyectos, puedan
afectar a los objetivos de conservación de dicho lugar. Las
autoridades nacionales competentes, a la vista de las conclu-
siones de la evaluación adecuada de las repercusiones de la
recogida mecánica del berberecho sobre el lugar de que se
trate, teniendo en cuenta los objetivos de conservación de este
último, sólo autorizarán esta actividad si tienen la certeza de
que no producirá efectos perjudiciales para la integridad de
ese lugar. Así sucede cuando no existe ninguna duda razona-
ble, desde un punto de vista científico, sobre la inexistencia de
tales efectos.

PPáárrrraaffoo  4400  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1100  ddee  eenneerroo
ddee  22000066,,  CCaassoo  9988//0033,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeppúúbblliiccaa
FFeeddeerraall  ddee  AAlleemmaanniiaa

4400.. El Tribunal de Justicia ya ha declarado que la exigencia de
una adecuada evaluación del impacto medioambiental de un
plan o de un proyecto está supeditada a la condición de que
haya una probabilidad o un riesgo de que afecte de forma sig-

nificativa al lugar de que se trate. Pues bien, teniendo en cuen-
ta especialmente el principio de cautela, tal riesgo existe
desde el momento en que no cabe excluir, sobre la base de
datos objetivos, que dicho plan o proyecto afecte al lugar en
cuestión de forma apreciable (véase la Sentencia de 20 de
octubre de 2005, Comisión/Reino Unido, C-6/04, Rec. p. I-0000,
apartado 54).

PPáárrrraaffoo  2200  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  2266  ddee  ooccttuubbrree
ddee  22000066,,  ccaassoo  223399//0044,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeppuubblliiccaa
PPoorrttuugguueessaa..

2200.. Sobre este particular, el Tribunal de Justicia ya ha decla-
rado que la autorización del plan o proyecto en cuestión sólo
puede concederse si las citadas autoridades se han cerciora-
do de que no producirá efectos perjudiciales para la integri-
dad del lugar de que se trate. Así sucede cuando no existe
ninguna duda razonable, desde un punto de vista científico,
sobre la inexistencia de tales efectos (Sentencia C-127/02
Waddenvereniging y Vogelbeschermingsvereniging, antes cita-
da, apartados 56 y 59).

PPáárrrraaffoo  114422  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  2244  ddee  jjuunniioo
ddee  22001111,,  CCaassoo  440044//0099,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  eell  RReeiinnoo  ddee
EEssppaaññaa..

114422.. Además, para demostrar el incumplimiento del artículo
6, apartado 2, de la Directiva sobre los hábitats, la Comisión
no tiene que probar la existencia de una relación de causali-
dad entre una explotación minera y una perturbación signifi-
cativa para el urogallo. Habida cuenta de que el apartado 2
del artículo 6 de la Directiva sobre los hábitats y el apartado
3 de ese mismo artículo tienen por objeto garantizar el mismo
nivel de protección, basta que la Comisión demuestre la exis-
tencia de una probabilidad o un riesgo de que dicha explota-
ción ocasione perturbaciones significativas para esa especie
(véanse, en este sentido, las sentencias Comisión/Francia,
antes citada, apartado 32, y de 21 de julio de 2011, Azienda
Agro-Zootecnica Franchini y Eolica di Altamura, C-2/10, Rec.
p. I-0000, apartado 41).

PPáárrrraaffoo  110099  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  2244  ddee  jjuunniioo
ddee  22001111,,  CCaassoo  440044//0099,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  eell  RReeiinnoo  ddee
EEssppaaññaa..

110099.. Procede recordar al Reino de España, que invoca la
importancia de las actividades mineras para la economía
local, que si bien tal consideración puede constituir una razón
imperiosa de interés público de primer orden en el sentido del
artículo 6, apartado 4, de la Directiva sobre los hábitats, esta

70

JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA EN LAS DIRECTIVAS DE AVES SILVESTRES Y DE HÁBITATS



disposición sólo resulta aplicable después de que se hayan
analizado las repercusiones de un plan o de un proyecto de
conformidad con el artículo 6, apartado 3, de dicha Directiva.
En efecto, la determinación de estas repercusiones a la luz de
los objetivos de conservación del lugar en cuestión constituye
un requisito previo indispensable para la aplicación del citado
artículo 6, apartado 4, ya que, a falta de esta información, no
cabe apreciar si se cumplen los requisitos para aplicar esta
excepción. En efecto, el examen de si concurren razones impe-
riosas de interés público de primer orden y de si existen alter-
nativas menos perjudiciales requiere una ponderación con res-
pecto a los perjuicios que el plan o el proyecto considerados
causen al lugar. Además, con objeto de determinar la natura-
leza de eventuales medidas compensatorias, los perjuicios
causados a este lugar deben ser identificados con precisión
(sentencia Comisión/Italia, antes citada, apartado 83).

PPáárrrraaffoo  110099  yy  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1155  ddee  ddiicciieemm--
bbrree  ddee  22001111,,  CCaassoo  556600//0088,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  eell  RReeiinnoo
ddee  EEssppaaññaa..

110099.. Dado que las autoridades españolas no llevaron a
cabo una evaluación previa de los efectos de los proyectos
de duplicación de los tramos 2 y 4 sobre el medio ambien-
te o, en cualquier caso, no evaluaron sus efectos indirectos
y acumulativos, incumplieron necesariamente las prescrip-
ciones de los artículos 6, apartado 2, y 8 de la citada
Directiva.

PPáárrrraaffoo  113388  ddee  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1155  ddee  ddiicciieemmbbrree
ddee  22001111,,  CCaassoo  556600//0088,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  eell  RReeiinnoo  ddee
EEssppaaññaa..

113388.. Pues bien, el artículo 6, apartado 4, de la Directiva
92/43 únicamente resulta aplicable una vez se hayan anali-
zado las repercusiones de un plan o de un proyecto de con-
formidad con el apartado 3 de dicho artículo. En efecto, la
determinación de estas repercusiones a la luz de los objetivos
de conservación del lugar en cuestión constituye un requisito
previo indispensable para la aplicación de dicho artículo 6,
apartado 4, ya que, a falta de esta información, no cabe apre-
ciar si se cumplen los requisitos para aplicar esta excepción.
El examen de si concurren eventualmente razones imperiosas
de interés público de primer orden y de si existen alternativas
menos perjudiciales para el medio ambiente requiere una
ponderación de esas razones imperiosas y de los perjuicios
que el plan o proyecto considerado causen al lugar. Además,
con objeto de determinar la naturaleza de eventuales medi-
das compensatorias, los perjuicios causados a este lugar

deben ser identificados con precisión (véase la sentencia de
20 de septiembre de 2007, Comisión/Italia, antes citada, apar-
tado 83).

PPáárrrraaffoo  3355,,  3366  yy  3388  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  2266  ddee
ooccttuubbrree  ddee  22000066,,  ccaassoo  223399//0044,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa
RReeppuubblliiccaa  PPoorrttuugguueessaa..

3355.. Esta disposición, (se están refiriendo al artículo 6, aparta-
do 4, de la Directiva) que permite, con ciertos requisitos, reali-
zar un plan o un proyecto que haya dado lugar a conclusiones
negativas en el marco de la evaluación prevista en el artículo
6, apartado 3, primera frase, de la Directiva sobre los hábitats,
debe, como excepción al criterio de autorización enunciado en
la frase segunda del referido apartado 3, ser objeto de una
interpretación estricta.

3366.. Por tanto, la realización de un plan o proyecto con arre-
glo al artículo 6, apartado 4, de la Directiva sobre los hábitats
está supeditada, en particular, al requisito de que se demues-
tre la inexistencia de soluciones alternativas.

3388.. En cambio, de los autos no resulta que dichas autorida-
des examinasen soluciones situadas fuera de la referida
ZPE y al oeste de las localidades anteriormente menciona-
das, cuando, según la información facilitada por la Comisión,
no cabe excluir a priori que tales soluciones pudieran cons-
tituir soluciones alternativas en el sentido del artículo 6,
apartado 4, de la Directiva sobre los hábitats, aunque, como
sostiene la República Portuguesa, pudieran presentar ciertas
dificultades.

PPáárrrraaffooss  2277  yy  2299  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  2200  ddee  sseepp--
ttiieemmbbrree  ddee  22000077,,  CCaassoo  338888//0055,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa
RReeppúúbblliiccaa  iittaalliiaannaa..

2277.. De los autos se desprende que la situación descrita en el
apartado 22 de esta Sentencia se mantuvo después del 28
de diciembre de 1998. Recuérdese, a este respecto que, para
responder a las imputaciones realizadas por la Comisión en
una nota de 7 de julio de 2004, la región de Apulia indicó que
tomaba en consideración la necesidad de adoptar medidas
compensatorias adecuadas que comprendieran o bien la
extensión de la ZPE en cuestión o bien la designación de una
nueva ZPE que tuviera una fauna y flora comparables a las
del hábitat perjudicado.

2299.. Por consiguiente, procede declarar que la República italia-
na, en relación con el período anterior al 28 de diciembre de
1998, incumplió las obligaciones que le incumbían en virtud
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del artículo 4, apartado 4, de la Directiva sobre las aves, y, en
relación con el período posterior a esa fecha, ha incumplido las
obligaciones que le incumben en virtud del artículo 6, aparta-
do 2, de la Directiva sobre los hábitats, al no adoptar las
medidas adecuadas para evitar, dentro de la ZPE «Valloni e
steppe pedegarganiche», el deterioro de los hábitats natura-
les y de los hábitats de especies así como las alteraciones
que repercutan en las especies que motivaron la designación
de dicha zona.

Transposición
LLEEYY  4422//22000077,,  ddee  1133  ddee  ddiicciieemmbbrree,,  ddeell  PPaattrriimmoonniioo
NNaattuurraall  yy  ddee  llaa  BBiiooddiivveerrssiiddaadd..

Artículo 45. MMeeddiiddaass  ddee  ccoonnsseerrvvaacciióónn  ddee  llaa  RReedd  NNaattuurraa
22000000..

11.. Respecto de las Zonas Especiales de Conservación y las
Zonas de Especial Protección para las Aves, las Comunidades
autónomas fijarán las medidas de conservación necesarias,
que respondan a las exigencias ecológicas de los tipos de
hábitats naturales y de las especies presentes en tales áreas,
que implicarán:

a) Adecuados planes o instrumentos de gestión, específicos
a los lugares o integrados en otros planes de desarrollo
que incluyan, al menos, los objetivos de conservación
del lugar y las medidas apropiadas para mantener los
espacios en un estado de conservación favorable.

b) Apropiadas medidas reglamentarias, administrativas o
contractuales.

22.. Igualmente las administraciones competentes tomarán
las medidas apropiadas, en especial en dichos planes o instru-
mentos de gestión, para evitar en los espacios de la Red
Natura 2000 el deterioro de los hábitat naturales y de los
hábitat de las especies, así como las alteraciones que repercu-
tan en las especies que hayan motivado la designación de
estas áreas, en la medida en que dichas alteraciones puedan
tener un efecto apreciable en lo que respecta a los objetivos
de la presente ley.

33.. Los órganos competentes deberán adoptar las medidas
necesarias para evitar el deterioro o la contaminación de los
hábitats fuera de la Red Natura 2000.

44.. Cualquier plan, programa o proyecto que, sin tener relación
directa con la gestión del lugar o sin ser necesario para la
misma, pueda afectar de forma apreciable a los citados luga-
res, ya sea individualmente o en combinación con otros planes
o proyectos, se someterá a una adecuada evaluación de sus
repercusiones en el lugar, que se realizará de acuerdo con las

normas que sean de aplicación, de acuerdo con lo establecido
en la legislación básica estatal y en las normas adicionales de
protección dictadas por las Comunidades autónomas, tenien-
do en cuenta los objetivos de conservación de dicho lugar. A
la vista de las conclusiones de la evaluación de las repercusio-
nes en el lugar y supeditado a lo dispuesto en el apartado 5
de este artículo, los órganos competentes para aprobar o
autorizar los planes, programas o proyectos solo podrán mani-
festar su conformidad con los mismos tras haberse asegurado
de que no causará perjuicio a la integridad del lugar en cues-
tión y, si procede, tras haberlo sometido a información pública.

55.. Si, a pesar de las conclusiones negativas de la evaluación de
las repercusiones sobre el lugar y a falta de soluciones alter-
nativas, debiera realizarse un plan, programa o proyecto por
razones imperiosas de interés público de primer orden, inclui-
das razones de índole social o económica, las Administraciones
Públicas competentes tomarán cuantas medidas compensato-
rias sean necesarias para garantizar que la coherencia global
de Natura 2000 quede protegida.

La concurrencia de razones imperiosas de interés público
de primer orden sólo podrá declararse para cada supuesto
concreto:

a) Mediante una ley.

b) Mediante acuerdo del Consejo de Ministros, cuando
se trate de planes, programas o proyectos que deban
ser aprobados o autorizados por la Administración
General del Estado, o del órgano de Gobierno de la
Comunidad autónoma. Dicho acuerdo deberá ser mo-
tivado y público.

La adopción de las medidas compensatorias se llevará a cabo,
en su caso, durante el procedimiento de evaluación ambiental
de planes y programas y de evaluación de impacto ambien-
tal de proyectos, de acuerdo con lo dispuesto en la normativa
aplicable. Dichas medidas se aplicarán en la fase de planifica-
ción y ejecución que determine la evaluación ambiental.

Las medidas compensatorias adoptadas serán remitidas, por
el cauce correspondiente, a la Comisión Europea.

66.. En caso de que el lugar considerado albergue un tipo de
hábitat natural y/o una especie prioritaria, señalados como
tales en los anexos I y II, únicamente se podrán alegar las
siguientes consideraciones:

a) Las relacionadas con la salud humana y la seguridad
pública.

b) Las relativas a consecuencias positivas de primordial
importancia para el medio ambiente.

c) Otras razones imperiosas de interés público de primer
orden, previa consulta a la Comisión Europea.

72

JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA EN LAS DIRECTIVAS DE AVES SILVESTRES Y DE HÁBITATS



77.. La realización o ejecución de cualquier plan, programa o
proyecto que pueda afectar negativamente a especies inclui-
das en los anexos II o IV que hayan sido catalogadas como en
peligro de extinción, únicamente se podrá llevar a cabo cuan-
do, en ausencia de otras alternativas, concurra alguna de las
causas citadas en el apartado anterior. La adopción de las
correspondientes medidas compensatorias se llevará a cabo
conforme a lo previsto en el apartado 5.

Comentario
La transposición que efectúa la Ley 42/2007 de la obliga-
ción de evitar el deterioro de hábitats añade, en el aparta-
do 2 del artículo 45 que hemos reproducido, la expresión
“en especial en dichos planes o instrumentos de gestión”, que
no figuraba en la Directiva. Parece así ponerse un énfasis
mayor en la planificación a nivel teórico que en la gestión
aplicada.

Parte de la protección que han de recibir los lugares
Natura 2.000 estará relacionada con las ppoossiibbiilliiddaaddeess  ddee  ssuu
uurrbbaanniizzaacciióónn  oo  ddee  eeddiiffiiccaacciióónn  eenn  eellllooss. Así, si bien el que
un terreno este incluido en la Red Natura 2.000 no impli-
cará de manera automática la obligación de su clasificación
como suelo no urbanizable, lo que si implica es que no es
preciso volver a examinar si cuenta o no con valores natu-
rales y ecológicos sobresalientes, ya que la propia declara-
ción como LIC así lo establece sin lugar a dudas. Y sí, como
suele ocurrir, la legislación urbanística autonómica, preserva
de la urbanización a terrenos que cuenten con especiales
valores ecológicos y naturales, este seria el caso de excluir
a los lugares Natura 2.000 de la posibilidad de que sus sue-
los se declaren como no urbanizables116. 

En el apartado 4, como en el caso del apartado 3 de la
Directiva, es importante tener en cuenta que la EIA habrá
de abordarse para “cualquier plan, programa o proyecto que,
sin tener relación directa con la gestión del lugar o sin ser
necesario para la misma, pueda afectar de forma apreciable
a los citados lugares…”, sin que esto quiera decir que el
plan, programa o proyecto deben localizarse dentro de la

zona en cuestión. SSoolloo  eess  nneecceessaarriioo  qquuee  ““llaa  aaffeecctteenn””,,  lloo  qquuee
ppuueeddee  ooccuurrrriirr  ddeessddee  lleejjooss117.

También en el apartado 4 del Artículo 45, y al referirse a
la Evaluación de Impacto ambiental, además de recogerse
la expresión “adecuada“, se añade la necesidad de realizar-
la “de acuerdo con las normas que sean de aplicación, de
acuerdo con lo establecido en la legislación básica estatal y
en las normas adicionales de protección dictadas por las
Comunidades autónomas, teniendo en cuenta los objetivos de
conservación de dicho lugar”118. Podemos entender así, que
una EIA adecuada en este contexto para la Ley española
será la que tteenniieennddoo  eenn  ccuueennttaa  llooss  oobbjjeettiivvooss  ddee  ccoonnsseerrvvaa--
cciióónn  ddeell  lluuggaarr  se ajuste a los procedimientos establecidos
en la legislación estatal o autonómica de EIA..  Por otra
parte, y perfilando el concepto de “adecuada” se ha seña-
lado también que esas evaluaciones han de contar con
datos científicos de calidad, una correcta interpretación de
los mismos y una motivación que justifique la conclusión a
que se llega, tanto respecto del diagnostico de la evaluación
como de los condicionantes se han incorporado a la resolu-
ción sustantiva119.

Por otra parte, se ha señalado que la eexxeenncciióónn  ddee  llaa  EEIIAA,
que es posible en términos generales de acuerdo a la nor-
mativa de impacto ambiental, nnoo  ppuueeddee  sseerr  aapplliiccaabbllee a la rreedd
NNaattuurraa  22..000000, la cual requerirá siempre de una evaluación120.

Además, la Jurisprudencia ha reiterado la importancia de
una adecuada ccaalliiddaadd de las evaluaciones de impacto
ambiental, en particular, en lo que se refiere al diseño de
mmeeddiiddaass  ccoorrrreeccttoorraass  eeffeeccttiivvaass. La insuficiencia de medidas
correctoras es razón que permite entender como que una
determinada obra no debe ser autorizada121.

En el apartado 5 del Artículo 45 encontramos un modo de
acotar los supuestos de concurrencia de razones imperiosas
de interés público de primer orden que solo podrá declarar-
se para cada supuesto concreto:

a) Mediante una ley.

b) Mediante acuerdo del Consejo de Ministros, cuando se
trate de planes, programas o proyectos que deban ser
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116. Sentencia de 20 de mayo de 2011, Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso Administrativo Recurso 3865/2007, dictada en la línea de la Sentencia
del Tribunal Supremo de 25 de marzo de 2010 Sala de lo Contencioso-Administrativo, Recurso 5635/2006 Caso de las Navas del Marques.

117. Sentencia de 11 de diciembre de 2006, Audiencia Nacional. Sala de lo Contencioso Recurso 394/2003.

118. Aunque la Jurisprudencia ha sido muy critica con este Artículo por no establecer guía alguna respecto del tipo de procedimiento a seguir. Véase
Sentencia de 24 de mayo de 2011, Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso Recurso 121/2009…

119. Sentencia de 17 de enero de 2011 de la Audiencia Nacional, Sala de lo Contencioso Administrativo, Recurso 273/2004.

120. Sentencia de 24 de mayo de 2011, Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso Recurso 121/2009.

121. Sentencia de 10 de junio de 2009, Audiencia Nacional, Sala de lo Contencioso, Recurso 122/2004. Caso Mularroya.



aprobados o autorizados por la Administración Gene-
ral del Estado, o del órgano de Gobierno de la Comu-
nidad autónoma. Dicho acuerdo deberá ser motivado
y público.

Es dudoso que supeditar a un instrumento legal concreto
la aseveración de la existencia de tales razones imperiosas
de interés público de primer orden podrá suponer alguna
ggaarraannttííaa  rreeaall de la verdadera naturaleza de tales razones
imperiosas, puesto que nnoo  ssee  ttrraattaa  ddee  uunn  aassuunnttoo  ffoorrmmaall
ssiinnoo  ddee  ccoonntteenniiddooss.

En el apartado 7, encontramos una cláusula que podría
interpretarse como “de mayor protección”, ya que ade-
más de la afección a especies de los anexos I y II, que es
lo establecido en la Directiva y en el apartado 6 de este
mismo artículo, extiende la protección de este apartado a
las especies contenidas en los anexos II y IV, es decir…
Anexo II, Especies animales y vegetales de interés comunita-
rio para cuya conservación es necesario designar zonas espe-
ciales de conservación; y Anexo IV, Especies que serán objeto
de medidas de conservación especiales en cuanto a su hábi-
tat, con el fin de asegurar su supervivencia y su reproducción
en su área de distribución.

La Jurisprudencia ha tenido ya ocasión de pronunciarse
sobre el requisito de la ““pprreevviiaa  ccoonnssuullttaa  aa  llaa  CCoommiissiióónn
EEuurrooppeeaa”” del apartado 6,c) del Artículo 45, señalando cla-
ramente que su ausencia puede ser determinante de nuli-
dad de los procedimientos y de determinación de inexis-
tencia de razón alguna de imperioso interés publico de pri-
mer orden, incluso si las medidas correctoras y compensa-
torias parecieran adecuadas en principio122.

Jurisprudencia española
SSeenntteenncciiaa  ddee  2200  ddee  mmaayyoo  ddee  22001111,,  TTrriibbuunnaall
SSuupprreemmoo,,  SSaallaa  ddee  lloo  CCoonntteenncciioossoo  AAddmmiinniissttrraattiivvoo
RReeccuurrssoo  33886655//22000077..

“…es jurisprudencia consolidada la que afirma que la cate-
gorización del suelo no urbanizable de protección especial
no es potestad discrecional, sino reglada, resultando obligada
su protección cuando concurren valores merecedores de tal
protección, tal como ocurre en los lugares de la Red Natura
2.000 …”

SSeenntteenncciiaa  ddee  1111  ddee  ddiicciieemmbbrree  ddee  22000066,,  AAuuddiieenncciiaa
NNaacciioonnaall..  SSaallaa  ddee  lloo  CCoonntteenncciioossoo  RReeccuurrssoo  339944//22000033..
CCoommoo  ddeebbee  sseerr  llaa  EEIIAA  ddee  zzoonnaass  NNaattuurraa  22..000000123

El caso se relacionaba con un recurso interpuesto por
entidades ciudadanas contra una parte del trazado del
Tren de Alta Velocidad.

…Así, el Anexo se ocupa de la incidencia del AVE respecto a
los Posibles Lugares de Interés Comunitario y Zonas de
Especial Protección para las Aves, señalando que “el corredor
norte, desarrollado en las Soluciones A y B, que se correspon-
den con el tramo Motilla del Palancar-Valencia no discurre
por ningún espacio natural protegido. Los espacios naturales
más próximos están localizados al norte y sur del mismo,
dejando un estrecho corredor de unos dos kilómetros de
anchura media aproximada respecto del corredor norte cerca
del Embalse de Contreras, entre Minglanilla y Villagordo del
Cabriel. Al norte del trazado y a una distancia de entre 350 y
1.500 metros entre Minglanilla y el Embalse de Contreras se
encuentran “Las Hoces del río Cabriel, Guadazaón y Ojos de
Moya, espacio propuesto como Lugar de Interés Comunitario
(LIC) y zona de Especial Protección para las Aves (ZEPA). Al
sur se encuentra a un kilómetro aproximadamente el LIC
“Hoces del Cabriel” y junto a éste la zona oriental de la man-
chuela conquense de la “Reserva Natural de las Hoces del
Cabriel” cuyos principales valores ambientales son, respecto a
las posibles afecciones del corredor, su paisaje, caracterizado
por sus cortados fluviales y sus pinares y otras formaciones
vegetales incluidas en el Anexo I de la Directiva 92/43 CEE, y
su avifauna ligada a bosques mediterráneos y a cantiles roco-
sos, entre la que destaca el águila perdicera, el águila real, el
halcón peregrino, el búho real y el águila culebrera. También
existe un espacio natural incluido en las zonas propuestas
como LIC “Sierras de Utiel, Negrete, Popé y el Tejo, aunque
más distanciado del corredor norte que los anteriores, a unos
tres kilómetros al norte, entre Utiel y Siete Aguas, entre cuyos
valores ambientales principales destacan la presencia de tejo
y su avifauna entre las que destacan prácticamente las mis-
mas especies que en los espacios naturales destacados ante-
riormente.

Estas afirmaciones contenidas en la Resolución recurrida
ponen de relieve la necesidad de que la Declaración de
Impacto Ambiental sea “adecuada” a la importancia ecológi-
ca de los lugares indicados analizando las “repercusiones”
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122. Sentencia de 14 de febrero de 2011, Tribunal Supremo, sala de lo Contencioso Administrativo, Recurso 1511/2008.

123. Sentencia confirmada en Casación por el Tribunal Supremo. Sentencia de 22 de Septiembre de 2009, Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso
Recurso 770/2007. Mismo razonamiento, literalmente trascrito en la Sentencia de 25 de abril de 2007. Audiencia Nacional. Sala de lo Contencioso
Recurso 39/2005.



que las obras e instalaciones van a tener sobre ellas, asegu-
rándose la Administración de que no se causara perjuicio a la
“integridad del lugar”, adoptando las “medidas compensato-
rias adecuadas” e informando a la Comisión de las que haya
adoptado” (párrafo 3 y 4 del artículo 6 de la Directiva-
Hábitat citada).

Sin embargo, pese a la proximidad e incidencia sobre estas
zonas y espacios no concreta la declaración las medidas que
se adoptarán, acudiendo en muchos casos a declaraciones
vagas e imprecisas sobre actuaciones que se elaborarán en un
futuro, antes de la aprobación de los proyectos de construcción
(así el apartado 4, referente a la fauna y el apartado 9 que
se ocupa de los vertederos e instalaciones auxiliares). Todas
estas medidas instrumentan como simples medidas correcto-
ras sobre una decisión previamente adoptada y decidida, ppuueess
aauunnqquuee  nnoo  ppaassee  ppoorr  LLuuggaarreess  ddee  IInntteerrééss  CCoommuunniittaarriioo  oo  ZZoonnaass
ddee  EEssppeecciiaall  PPrrootteecccciióónn  eexxaaccttaammeennttee,,  eexxiissttee  uunnaa  pprrooxxiimmiiddaadd  aa
llaass  mmiissmmaass  qquuee  ddeetteerrmmiinnaa  llaa  nneecceessiiddaadd  ddee  qquuee  llaa  DDeeccllaarraacciióónn
ddee  IImmppaaccttoo  AAmmbbiieennttaall  sseeaa  ccoommpplleettaa  eexxaammiinnaannddoo  llaa  iinntteerrrreellaa--
cciióónn  ccoonn  eessttooss  lluuggaarreess  yy  zzoonnaass..

Así en el punto 4.1 se habla de un futuro estudio faunístico
que se realizará al objeto de minimizar la afección sobre espe-
cies rapaces como el águila perdicera, el águila real, el halcón
peregrino, el búho real y el águila culebrera, y en el apartado
4.6 se reconoce abiertamente que no han sido evaluados los
tendidos eléctricos en la presente declaración. Este modo de
actuar no es el que establece la Directiva sobre hábitats indi-
cada pues esta Directiva exige a los Estados un pronuncia-
miento expreso (y no simples medidas correctoras sobre la
viabilidad del trazado adoptado. Ello requiere un estudio
ambiental específico respecto a las especies que deban ser
protegidas. Este estudio supone un inventario de las mismas
con descripción de su localización y lugares de comedero,
campeo y cría.

Todo ello no puede quedar para el futuro, sino que debe
ser valorado y analizado antes de aprobar y seleccionar en
el Estudio Informativo la opción más recomendable; pues el
párrafo último del apartado 3 del artículo 6 establece de
modo tajante que las “autoridades competentes sólo se decla-
rarán de acuerdo con un plan o proyecto, tras haberse asegu-
rado de que no causará perjuicio a la integridad del lugar en
cuestión”. Esta Declaración de singular trascendencia se echa
en falta en la Declaración de Impacto Ambiental, que parte de
una decisión ya adoptada en la que simplemente aplican
medidas. Y ello siempre que el Plan o Proyecto, aunque no
tenga relación directa con la gestión del lugar, “pueda afectar
de forma apreciable a zonas especiales de conservación”.

Esta Declaración de ausencia de perjuicio ecológico tiene tal
trascendencia en la Directiva-Hábitat que obliga al Estado a

ponerlo en conocimiento de la Comisión si a pesar de la exis-
tencia de conclusiones negativas en la evaluación existiesen
razones imperiosas de interés público de primer orden (párra-
fo 4 del artículo 6).

La insuficiencia de la Declaración de Impacto ambiental y la
falta de una Declaración de Compatibilidad del trazado con el
lugar junto a la ausencia de un análisis de posibles soluciones
alternativas dentro del tramo Motilla del Palancar-Valencia, si
éste fuese inadecuado, determinan la Resolución recurrida
deba ser anulada, sin perjuicio de que la Administración pueda
llevar a efecto tales actuaciones, lo que exige retrotraer lo
actuado para que dicha Declaración de Impacto Ambiental se
efectúe con las exigencias establecidas según lo expuesto.

SSeenntteenncciiaa  ddee  2244  ddee  mmaayyoo  ddee  22001111,,  TTrriibbuunnaall  SSuupprreemmoo,,
SSaallaa  ddee  lloo  CCoonntteenncciioossoo  RReeccuurrssoo  112211//22000099..

“La conclusión de todo lo que antecede es que no existe un
procedimiento de evaluación ambiental específico en cum-
plimiento de las exigencias de la Directiva de Hábitats y de
la Ley del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad o que
tal procedimiento sea el ordinario regulado por la Ley de
Impacto Ambiental. …la ausencia de previsión de un proce-
dimiento para efectuar la referida “adecuada evaluación”
hace que haya que adoptar una perspectiva eminentemen-
te material para ver si se han cumplido los objetivos de la
exigencia de dicha evaluación. Y, examinadas las actuaciones
de evaluación ambiental llevadas a cabo y las medidas com-
pensatorias aprobadas, es preciso llegar a la conclusión de
que se ha cumplido con la exigencia comunitaria y nacional
relativa a la conservación de espacios de la Red Natura
2000 que puedan resultar afectados por proyectos desarro-
llados fuera de ellos.

En efecto, en cuanto a la evaluación ambiental y frente a lo
que sostiene la Diputación recurrente, la Memoria efectuada
por la Sociedad Estatal de Infraestructuras y Equipamientos
Penitenciarios incluye un estudio de los impactos que supondría
la construcción del centro penitenciario que satisface suficien-
temente la necesidad de la evaluación ambiental requerida.

En primer lugar es preciso recordar que la evaluación adecua-
da exigida por la referida disposición adicional cuarta de la
Ley de Evaluación de Impacto Ambiental lo es exclusivamen-
te a los efectos de neutralizar los efectos nocivos sobre un
espacio de la Red Natura 2000 próximo al proyecto. Se trata,
por tanto, en este caso, de paliar los efectos indirectos de una
obra sobre dicho espacio, el río Zadoya, impactos que la pro-
pia Diputación recurrente concreta en el posible vertido de
aguas residuales y en los movimientos de tierras. Debemos
señalar, asimismo, que el fundamento de la impugnación lo
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constituye precisamente la alegada infracción procedimental
de no haber cumplido las exigencias legales relativas a la pro-
tección de la Red Natural 2000.

La ausencia de un procedimiento específico legalmente regu-
lado obliga al órgano judicial –como ha tenido que hacer esta
Sala– a efectuar un juicio material sobre la suficiencia de los
trámites llevados a cabo en la tramitación que puede condu-
cir, en su caso, a un juicio negativo” (FJ 5).

SSeenntteenncciiaa  ddee  1177  ddee  eenneerroo  ddee  22001111  ddee  llaa  AAuuddiieenncciiaa
NNaacciioonnaall,,  SSaallaa  ddee  lloo  CCoonntteenncciioossoo  AAddmmiinniissttrraattiivvoo,,
RReeccuurrssoo  227733//22000044..

“El Tribunal de Justicia de la Unión Europea se ha pronuncia-
do en diversas ocasiones sobre la directiva 92/43 (…) En con-
creto en la sentencia de 7 de septiembre de 2004 señala que
por lo que se refiere al concepto de “adecuada evaluación”,
en el sentido del artículo 6.3 de la directiva, ésta no define nin-
gún método particular para la realización de dicha evaluación.
Sin embargo, según el propio tenor de esta disposición, la apro-
bación de un plan o proyecto debe ir precedida de una eva-
luación adecuada de sus repercusiones sobre el lugar, identifi-
cando, a la luz de los mejores conocimientos científicos en la
materia, todos los aspectos del plan o del proyecto que, por sí
solos o en combinación con otros planes o proyectos, puedan
afectar a dichos objetivos. Añade el Tribunal que a este respec-
to, hay que señalar que el criterio de autorización previsto en
el artículo 6.3, segunda frase, de la Directiva sobre los hábitats
incluye el principio de cautela y permite evitar de manera efi-
caz cualquier daño de los planes o proyectos previstos pue-
dan causar a la integridad de los lugares protegidos”.

En el presente caso, la declaración de la autoridad responsa-
ble de supervisar los lugares de la Red Natura 2000 es mani-
fiestamente insuficiente pues se limita a indicar “La evaluación
adecuada conforme al artículo 6.3 de la Directiva 92/42/CEE
indica que el proyecto no tendrá efectos negativos apreciables
en lugares incluidos en la Red Natura 2000, siempre que cum-
plan las siguientes condiciones…”, refiriéndose tales condicio-
nes a la obra del cruce del río Pas. Pero la declaración no inclu-
ye una mínima motivación que justifique la conclusión a que
llega ni los condicionantes se han incorporado a la resolución
sustantiva.

Con la contestación a la demanda se ha aportado un informe
de INDUROT con el que se pretende justificar la conclusión de
no afectación “de la mayoría de las especies presentes en el
área”, justificación que debió realizarse en el ámbito de la eva-
luación adecuada. Y, en todo caso, en la declaración de la auto-
ridad responsable de supervisar los lugares de la Red Natura
2000 se condiciona la no producción de efectos negativos

apreciables a que se cumplan las condiciones que en la
misma se incorporan, condicionantes a la hora de ejecutar las
obras que ni siquiera se menciona en la resolución sustantiva
de autorización del proyecto, objeto de este recurso.

SSeenntteenncciiaa  ddee  2244  ddee  mmaayyoo  ddee  22001111,,  TTrriibbuunnaall  SSuupprreemmoo,,
SSaallaa  ddee  lloo  CCoonntteenncciioossoo  RReeccuurrssoo  112211//22000099..

Pues bien, no cabe duda de que dicha exclusión comprende la
exención de la obligatoriedad de efectuar la evaluación de
impacto ambiental que derivaría de la previsión contenida en
el artículo 3.2 .a), en el supuesto, como es el caso, de que el
órgano ambiental hubiera decidido realizar dicha evaluación
tras un examen específico del proyecto de que se trate. Ahora
bien, no es posible llegar a la misma conclusión en los supues-
tos del apartado 2.b del mismo precepto (proyectos que
afectan a la Red Natura 2000) y ello por la existencia de la
disposición adicional cuarta de la propia Ley de Evaluación
de Impacto Ambiental que, como ya explicamos, asume y se
remite a las exigencias de la Ley del Patrimonio Natural y
de la Biodiversidad, la cual transpone a su vez la Directiva de
Hábitats. Esta conclusión de que la posibilidad de exclusión
del trámite de evaluación ambiental no puede aplicarse a la
evaluación de proyectos que afecten a espacios de la Red
Natura 2000 sobre la que versa la disposición adicional cuar-
ta –que viene a ser un desarrollo del citado artículo 3.2.b de
la propia Ley– se deriva de una doble circunstancia: en primer
lugar, de la misma existencia de la disposición adicional cuar-
ta (a) y, en segundo lugar, de su contenido y naturaleza (b).

((aa)) La disposición adicional cuarta se encuentra en el mismo
plano normativo que la disposición adicional segunda, sin que
ninguna de ellas haga referencia expresa a la otra. La dispo-
sición adicional segunda contempla la posibilidad de que el
Consejo de Ministros excluya, por razones imperiosas de inte-
rés público, la evaluación de impacto ambiental que resulte
obligada por la propia Ley. Es, por tanto, una previsión excep-
cional que debe interpretarse de forma estricta. Por su parte,
la disposición adicional cuarta, seguidamente y sin referirse a
la disposición adicional segunda, recoge la necesidad de some-
ter a una “adecuada evaluación” a aquellos proyectos que
puedan afectar directa o indirectamente a espacios de la Red
Natura 2000. De ello no cabe sino concluir que las previsio-
nes que el legislador realiza en esta última disposición adicio-
nal se contemplan como una excepción a la posibilidad de
excluir la evaluación ambiental prevista en la disposición adi-
cional segunda.

A este respecto debe señalarse que la conclusión anterior no
cambia por el inciso final del apartado 1 “sin perjuicio de lo
establecido en la presente ley”, que el Abogado del Estado
interpreta en apoyo de su tesis de que sería igualmente apli-
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cable en estos casos la posibilidad de exclusión de evaluación
ambiental contenida en la disposición adicional segunda. Se
trata, sin embargo, de una cláusula sin perjuicio genérica, la
cual es consecuencia de la remisión que se efectúa a la Ley
del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad.

En efecto, el apartado 1 se remite a la necesaria evaluación
ambiental “teniendo en cuenta los objetivos de conservación
de dicho lugar, conforme a lo dispuesto en la Ley 42/2007, de
13 de diciembre, de patrimonio natural y de la biodiversidad,
sin perjuicio de lo establecido en la presente ley”. Esto es, no
es sino una precisión que específica que la remisión a la cita-
da Ley 42/2007 se hace sin perjuicio de que se apliquen los
mandatos de la propia Ley de Evaluación de Impacto
Ambiental en lo que resulte procedente.

((bb)) Todavía de más relevancia resulta el hecho de que la dis-
posición adicional cuarta no es una simple previsión de la
Ley de Evaluación de Impacto Ambiental, sino que supone,
como ya hemos indicado reiteradas veces, una incorporación
de las exigencias de la Ley del Patrimonio Natural y de la
Biodiversidad (y, por ende, de la Directiva de Hábitats) en
relación con los espacios de la Red Natura 2000. Lo cual
lleva a la conclusión de que no es posible someter tales exi-
gencias, derivadas en último término de una norma comuni-
taria, a la posibilidad de suspensión excepcional prevista en
la disposición adicional segunda, no contemplada en la pro-
pia Directiva.

SSeenntteenncciiaa  ddee  1100  ddee  jjuunniioo  ddee  22000099,,  AAuuddiieenncciiaa  NNaacciioo--
nnaall,,  SSaallaa  ddee  lloo  CCoonntteenncciioossoo,,  RReeccuurrssoo  112222//22000044..  CCaassoo
MMuullaarrrrooyyaa

FFuunnddaammeennttoo  DDeecciimmooqquuiinnttoo.. El problema se plantea, a juicio
de esta Sala, en relación a las medidas correctoras adiciona-
les sobre la fauna que se enumeran a partir del folio 116 y
que parecen claramente insuficientes.

Es importante señalar como se incluye una mención clara-
mente inadecuada cuando se habla de que “Es evidente que,
salvo casos muy concretos, los aspectos faunísticos no pueden
monopolizar la organización del proceso constructivo de una
infraestructura” mención esta que es incompatible con el
hecho de que, en cada caso, lo que deberá monopolizar el pro-
ceso constructivo es la aplicación de la Ley y de las normas
reguladoras de la protección del medio ambiente.

En relación a las medidas a implementar durante la fase cons-
tructiva se establecen periodos de prohibición de actividades
generadoras de mas ruido entre Enero a Julio consecuencia de
la larga duración de la cría de las especies implicadas y se
remite a un estudio posterior para la distribución y programa-
ción espacial y temporal de las obras.

La anormalidad mas relevante que la Sala aprecia es la que
aparece en el apartado de medidas correctoras en la fase de
explotación (13.2.3.2 que obra al folio 121) donde solo se
hace mención a las circunstancias relativas al mantenimiento
del caudal ecológico y al seguimiento periódico de la calidad
de las aguas y del estado de las comunidades acuáticas pero
nada se dice respecto a las medidas correctoras en relación a
los impactos que fueron calificados como irreversibles y a los
que hicimos mención mas arriba.

No obstante, al final de este apartado se habla de que, al exis-
tir un LIC y una ZEPA que amparan un notable tramo del
Jalón, “con lo que ello supone en cuanto a la responsabilidad
de su conservación futura, en base a la legislación europea y
su integración a medio plazo en la Red Natura 2000”; pare-
ce que esta remisión a la Red Natura 2000 no es mas que
una referencia meramente formal pero carente de contenido
efectivo puesto que las propias incidencias calificadas como
irreversibles quedan sin medidas de protección suficiente.

Esta Sala considera claramente insuficiente que al final del
folio 116 del Estudio Complementario se hable de especies
rupícolas respecto de las que se limita a aconsejar un periodo
excluyente de obras de siete meses (de enero a Julio) y se
remite a un futuro estudio sobre programación temporal y
espacial de las obras pero sin concretar medidas de protec-
ción especifica y ello en relación a especies que se mencionan
en el Anexo de la Directiva 79/409 y ello pues el buitre leo-
nado aparece al numero 49 del Anexo y el Águila perdicera al
numero 66 de dicho Anexo.

La propia Declaración de Impacto Ambiental dedica su apar-
tado numero 11 a la Protección de los Elementos de la Red
Natura 2000 en cuyos apartados 1 y 2 se habla de la nece-
sidad de aprobar proyectos que incorporen medidas correcto-
ras (lo que se debe realizar en colaboración con la Comunidad
Autónoma de Aragón según impone el apartado 4); además,
en el apartado 5 se habla de que se deben tomar medidas
correctoras y compensatorias necesarias para mitigar y com-
pensar los efectos negativos relevantes que genera la perdida
de hábitat importante, pero, la realidad, es que nada se indica
de cuales van a ser esos proyectos ni esas medidas de pro-
tección que se deben redactar en el futuro. Resulta, pues, que
se está aprobando un Proyecto que reconoce una serie de
impactos negativos y perjudiciales, que se sabe que exigen
medidas correctoras pero que se remiten a un incierto futuro
cuando la normativa obliga a la aprobación previa de dichas
medidas de corrección.

DDEECCIIMMOO  SSEEXXTTOO: También resulta de difícil justificación el
hecho de que el propio EIA, en el apartado 3 denominado
Inventario Ambiental recoja un primer apartado relevante que
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es el estudio de la vegetación (folios 117 y ss) y el estudio de
la fauna (folios 130 y ss) en el que se incluye una enumera-
ción detallada de cuales son las especies que habitan en la
zona; resulta que alguna de las especies que se citan están
incluidas en los anexos de las Directivas mencionadas mas
arriba (Directivas de hábitats y de aves) pero por razones
temporales el EIA no hace mención a estas Directivas.

Sin embargo, resulta que de la valoración de impactos que se
incorporan en el apartado 4.3 del propio Estudio no se obtie-
nen conclusiones semejantes a las mencionadas en el Estudio
complementario al que nos hemos referido en el Fundamento
Jurídico anterior.

En cuanto a la vegetación, al valorar los impactos produci-
dos sobre el medio físico (folio 290) se califica el conjunto de
ellos como severo tanto en relación a la desaparición de la
vegetación en el interior del vaso como en relación a las comu-
nidades rupícolas del entorno, Sin embargo, no se prevé la ins-
tauración de medidas correctoras sino las que se recogen en
el apartado 5.1.5 del EIA.

En relación a la fauna, la descripción de los impactos se reco-
gen en el apartado 4.3.7 del EIA y resulta curioso que no se
mencionen los hábitats rupícolas donde el posterior Estudio
Complementario localizó las repercusiones mas irreversibles;
solo se mencionan en el EIA las especies piscícolas y se habla
de que al buitre leonado no le perjudican las voladuras que se
pueden realizar en su ámbito de cría.

También resulta difícilmente compatible con el posterior
Estudio Complementario que en el EIA se califiquen los
impactos como moderados y en el Estudio Complementario
varios de dicho impactos se consideren irreversibles.

Además, en la descripción de las medidas correctoras sobre la
fauna nada se dice en relación a los impactos previamente
descritos y que afectan a la fase de explotación de la presa.

También es muy relevante el hecho de que la resolución recu-
rrida por la que se aprueba el Estudio de Impacto Ambiental
(de fecha 25 de Noviembre de 2003) recoge muy escasas
indicaciones en relación a la protección de la fauna limitándo-
se a acordar la elaboración de un calendario de actuaciones
atendiendo a los periodos críticos y en el apartado 3.3 se hace
mención a la valoración de la afección a las principales espe-
cies, pero nada se dice sobe las concretas medidas de protec-
ción relativas a las especies mencionadas en los Anexos de la
Directiva 92/43 que se ven afectadas por las obras pero, a
pesar de ello, nada se prevé para su correcta protección. Debe
hacerse notar con especial asombro como las especies rupí-
colas (en relación a las que se describían los impactos mas
graves) no son ni siquiera mencionadas por el Estudio de
Impacto Ambiental frente al que se recurre.

DDEECCIIMMOO  OOCCTTAAVVOO: La insuficiencia de medidas correctoras
es razón que permite entender como que una determina-
da obra no debe ser autorizada. El Tribunal de Luxemburgo
en la Sentencia de fecha 26 de Octubre de 2006 (Asunto
C-239/94 ) concluye que ha incumplido las obligaciones
que le incumben en virtud del artículo 6, apartado 4, de la
Directiva 92/43/CEE afirmando lo siguiente:…En el caso
presente hemos concluido la insuficiencia de las medidas
previstas en el EIA lo que obliga, pues, siguiendo el mismo
criterio de la Sentencia que acabamos de citar, a declarar
la nulidad de dicho Estudio al que se remite la Declaración
de Impacto de fecha 25 de Noviembre de 2003 puesto
que supone una clara infracción de lo previsto en el artí-
culo 6 de la Directiva 92/43/CEE y del artículo 4 de la
Directiva 79/409 .

SSeenntteenncciiaa  ddee  1144  ddee  ffeebbrreerroo  ddee  22001111,,  TTrriibbuunnaall  SSuupprree--
mmoo,,  ssaallaa  ddee  lloo  CCoonntteenncciioossoo  AAddmmiinniissttrraattiivvoo,,  RReeccuurrssoo
11551111//22000088

“…el pronunciamiento referido a la exigencia de consulta pre-
via a la Comisión Europea se basa en la jurisprudencia del
Tribunal de Justicia expuesta en las sentencias de 2 de agos-
to de 1993 (C-355/90), 7 de septiembre de 2004 (C-
127/02), y de 26 de octubre de 2006 (C-239/04…… Por
ello, cabe rechazar el argumento casacional que formula el
Letrado de la Comunidad de Madrid, consistente en que no
era necesario someter el proyecto de duplicación de calzada
de la carretera M-501, Tramo M-522 a Navas del Rey, a la
previa consulta de la Comisión Europea, pues se basa «en
razones patentes de salud humana y de seguridad pública,
valores entre los cuales se encuentra la seguridad vial», ya que
la equiparación que se postula entre seguridad del tráfico y
seguridad pública no está avalada por lo dispuesto en el artí-
culo 6 de la Directiva 92/43/CEE del Consejo, de 21 de mayo
de 1992 , relativa a la conservación de los hábitats naturales
y de la fauna y flora silvestres, ni, consecuentemente, por el
artículo 6.4 del Real Decreto 1997/1995, de 7 de diciembre,
por el que se establece medidas para contribuir a garantizar
la biodiversidad mediante la conservación de los hábitats
naturales y de la fauna y flora silvestre, que transpone a nues-
tro ordenamiento jurídico interno parte de la referida Directiva,
en la medida en que no cabe sostener una interpretación fle-
xible de las garantías jurídicas de protección de los hábitats
naturales prioritarios o especies prioritarias, entre las que se
incluye la obligación de previa consulta a la Comisión Europea,
que contradiga los objetivos que informan el Derecho Europeo
medioambiental, de garantizar el mantenimiento, o en su caso,
el restablecimiento de aquellos hábitats naturales y especies
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calificados de prioritarios en un estado de conservación favo-
rable y con carácter permanente para proteger su elevado
valor ecológico.

OOttrraass  ffuueenntteess  iinntteerreessaanntteess  ddee  iinnffoorrmmaacciióónn  ssoobbrree  llaa
iinntteerrpprreettaacciióónn  ddee  eessttee  AArrttííccuulloo  66;;

• Documento orientativo sobre el apartado 4 del
artículo 6 de la Directiva sobre hábitats 92/43/CEE;
Clarificación de los conceptos de soluciones alterna-
tivas, razones imperiosas de interés público de primer
orden, medidas compensatorias, coherencia global y
dictamen de la comisión. Enero de 2007, Comisión
Europea
http://ec.europa.eu/environment/nature/natura
2000/management/docs/ar t6/guidance_ar t6_4_
es.pdf

• Guidance document on the Assessment of Plans
and Projects significantly affecting Nature 2000 sites
(November 2001) Methodological guidance on the
provisions of Article 6 (3) and (4) of the Habitats
Directive 92/43/EEC (Solo disponible en ingles a
esta fecha)
http://ec.europa.eu/environment/nature/natura
2000/management/docs/art6/natura_2000_assess_
en.pdf

• Dictamen de la Comisión con arreglo al artículo 6,
apar tado 4, párrafo segundo, de la Directiva
92/43/CEE del Consejo, de 21 de mayo de
1992, relativa a la conservación de los hábitats natu-
rales y de la fauna y flora silvestres, sobre la “Solicitud
del Reino de Reino de España en relación con el
proyecto de construcción del nuevo puerto de
Granadilla (Tenerife)”
http://ec.europa.eu/environment/nature/natura
2000/management/docs/art6/granadilla_es.pdf

• Dictamen de la Comisión con arreglo al artículo 6,
apar tado 4, párrafo segundo, de la Directiva
92/43/CEE del Consejo, de 21 de mayo de 1992,
relativa a la conservación de los hábitats naturales y
de la fauna y flora silvestres sobre la «Solicitud del
Reino de Reino de España en relación con el pro-
yecto de Embalse La Breña, 2.
http://ec.europa.eu/environment/nature/natura
2000/management/docs/art6/ labrena_es.pdf

Artículo 7

Las obligaciones impuestas en virtud de los apartados 2,
3 y 4 del artículo 6 de la presente Directiva sustituirán a
cualesquiera obligaciones derivadas de la primera frase
del apartado 4 del artículo 4 de la Directiva 79/409/CEE
en lo que se refiere a las zonas clasificadas con arreglo
al apartado 1 del artículo 4 o con análogo reconocimien-
to en virtud del apartado 2 del artículo 4 de la citada
Directiva, a partir de la fecha de puesta en aplicación de
la presente Directiva, o de la fecha de clasificación o de
reconocimiento por parte de un Estado miembro en vir-
tud de la Directiva 79/409/CEE si esta última fecha fuere
posterior.

Comentario
Este Artículo nnoo  mmooddiiffiiccaa  ssiinnoo  qquuee  ssuussttiittuuyyee a la primera
frase del apartado 4 del Artículo 4 de la Directiva de Aves.
En consecuencia, las IBA (zonas que debieron ser declara-
das ZEPA pero que no lo fueron), contaran con la protec-
ción otorgada a las ZEPA en ese Artículo, pero no se les
aplicaran los sistemas previstos en el Artículo 6, apartados
2 a 4 de la Directiva de Hábitats124.

Se reafirma la obligación de que los estados miembros evi-
ten, en las ZEPA, eell  ddeetteerriioorroo  ddee  llooss  hháábbiittaattss  nnaattuurraalleess  yy  ddee
llooss  hháábbiittaattss  ddee  llaass  eessppeecciieess, así como las ppeerrttuurrbbaacciioonneess  ssiigg--
nniiffiiccaattiivvaass que afecten a aquellas especies para las que se
hayan designado las mismas125.

Jurisprudencia Comunitaria
PPáárrrraaffooss  4444  aa  4477  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  77  ddee  DDiicciieemm--
bbrree  ddee  22..000000,,  CCaassoo  337744//9988,,  CCuueessttiióónn  PPrreejjuuddiicciiaall,,
RReeppuubblliiccaa  ffrraanncceessaa

4444.. A este respecto, debe destacarse que el artículo 7 de la
Directiva sobre los hábitats indica expresamente que su artí-
culo 6, apartados 2 a 4, se aplicará, en sustitución del artícu-
lo 4, apartado 4, primera frase, de la Directiva sobre las aves,
a las zonas clasificadas con arreglo al artículo 4, apartados 1
o 2, de esta última Directiva.

4455.. De ello se desprende que, según una interpretación literal
de dicho pasaje del artículo 7 de la Directiva sobre los hábi-
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de 13 de junio de 2002, Caso 117/00, Comisión contra la República de Irlanda.

125. Párrafo 16 de la STJCEE de 27 de Diciembre de 2003, Caso 415/01, Comisión contra el Reino de Bélgica.



tats, sólo las zonas declaradas ZPE entran dentro del ámbito
de aplicación del artículo 6, apartados 2 a 4, de la citada
Directiva.

4466.. Además, el artículo 7 de la Directiva sobre los hábitats
precisa que el artículo 6, apartados 2 a 4, de dicha Directiva
sustituirá al artículo 4, apartado 4, primera frase, de la
Directiva sobre las aves a partir de la fecha de entrada en
vigor de la Directiva sobre los hábitats o de la fecha de cla-
sificación por parte de un Estado miembro en virtud de la
Directiva sobre las aves, si esta última fecha fuere posterior.
Este pasaje del artículo 7 parece corroborar la interpretación
según la cual la aplicación del artículo 6, apartados 2 a 4, pre-
supone la declaración como ZPE de la zona de que se trate.

4477.. De lo anterior se deduce que las zonas que no han sido
declaradas ZPE aunque hubieran debido serlo siguen estando
sometidas al régimen previsto en el artículo 4, apartado 4, pri-
mera frase, de la Directiva sobre las aves.

PPáárrrraaffoo  11  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1133  ddee  jjuunniioo  ddee
22000022,,  CCaassoo  111177//0000,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  llaa  RReeppúúbblliiccaa
ddee  IIrrllaannddaa..

11.. Según el artículo 7 de la Directiva sobre los hábitats, las
obligaciones impuestas en virtud su artículo 6, apartados 2 a
4, sustituirán a cualesquiera obligaciones derivadas del artícu-
lo 4, apartado 4, primera frase, de la Directiva sobre las aves,
en lo que se refiere a las zonas clasificadas con arreglo al artí-
culo 4, apartado 1, de la Directiva sobre las aves o con análo-
go reconocimiento en virtud del artículo 4, apartado 2, de la
citada Directiva, a partir de la fecha de puesta en aplicación
de la Directiva sobre los hábitats, o de la fecha de clasificación
o de reconocimiento por parte de un Estado miembro en vir-
tud de la Directiva sobre las aves si esta última fecha fuere
posterior.

PPáárrrraaffoo  1166  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  2277  ddee  DDiicciieemmbbrree
ddee  22000033,,  CCaassoo  441155//0011,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  eell  RReeiinnoo  ddee
BBééllggiiccaa

1166.. Dado que el artículo 7 de la Directiva sobre los hábitats
dispone que las obligaciones impuestas, en particular, en virtud
de su artículo 6, apartado 2, sustituirán a las derivadas del
artículo 4, apartado 4, primera frase, de la Directiva sobre las
aves en lo que se refiere a las ZEPA, el estatuto jurídico de
protección de tales zonas debe garantizar asimismo que se
eviten, en éstas, el deterioro de los hábitats naturales y de los
hábitats de las especies, así como las perturbaciones significa-
tivas que afecten a aquellas especies para las que se hayan
designado las referidas zonas.

Transposición
LLEEYY  4422//22000077,,  ddee  1133  ddee  ddiicciieemmbbrree,,  ddeell  PPaattrriimmoonniioo
NNaattuurraall  yy  ddee  llaa  BBiiooddiivveerrssiiddaadd..

Artículo 45. MMeeddiiddaass  ddee  ccoonnsseerrvvaacciióónn  ddee  llaa  RReedd  NNaattuurraa
22000000..

99.. Desde el momento de la declaración de una ZEPA, ésta
quedará sometida a lo dispuesto en los apartados 4 y 5 de
este artículo.

Comentario
En definitiva, tenemos que el régimen aplicable para las
ZEPA será:

• Según la Directiva, se les aplicara lo dispuesto en el
Artículo 6 apartados 2,3 y 4 de la Directiva de
Hábitats a partir de su ccllaassiiffiiccaacciióónn  (llevada a cabo
de acuerdo al apartado 1 artículo 4 de la Directiva
de Aves) o análogo reconocimiento (apartado 2
artículo 4 de la Directiva de Aves).

• Según la legislación estatal, se les aplicará ese mismo
régimen (apartados 4 y 5 del artículo 45), desde su
ddeeccllaarraacciióónn..

Hay que tener en cuenta que según la Ley 42/2007, la
declaración de la ZEPA será la contenida en el artículo 44:

Artículo 44. DDeeccllaarraacciióónn  ddee  llaass  ZZoonnaass  EEssppeecciiaalleess  ddee
CCoonnsseerrvvaacciióónn  yy  llaass  ZZoonnaass  ddee  EEssppeecciiaall  PPrrootteecccciióónn  ppaarraa  llaass
AAvveess..

Las Comunidades autónomas, previo procedimiento de
información pública, declararán las Zonas Especiales de
Conservación y las Zonas de Especial Protección para las
Aves en su ámbito territorial. Dichas declaraciones se publica-
rán en los respectivos Diarios Oficiales incluyendo información
sobre sus límites geográficos, los hábitats y especies por los
que se declararon cada uno. De ellas se dará cuenta al
Ministerio de Medio Ambiente a efectos de su comunicación
a la Comisión Europea, de conformidad con lo establecido en
el artículo 10 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 8

1. De forma paralela a sus propuestas relativas a los lugares
susceptibles de ser designados como zonas especiales de
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conservación en las que se encuentren tipos de hábitats
naturales prioritarios y/o especies prioritarias, los Estados
miembros enviarán a la Comisión, cuando resulte pertinen-
te, sus estimaciones de lo que consideren necesario en rela-
ción con la cofinanciación comunitaria para permitirles cum-
plir sus obligaciones de acuerdo con lo estipulado en el
apartado 1 del artículo 6.

2. De acuerdo con cada uno de los Estados miembros
de que se trate, la Comisión determinará, para los luga-
res de importancia comunitaria para los que se solicite
cofinanciación, las medidas indispensables para el man-
tenimiento o el restablecimiento en un estado de con-
servación favorable de los tipos de hábitats naturales
prioritarios y especies prioritarias en los lugares afecta-
dos, así como los costes totales que se deriven de dichas
medidas.

3. La Comisión, de acuerdo con el Estado miembro de que se
trate, evaluará la financiación necesaria, incluida la cofinan-
ciación, para la aplicación de las medidas contempladas en
el apartado 2, teniendo en cuenta, entre otras cosas, la con-
centración en el territorio del Estado miembro de hábitats
naturales prioritarios y/o especies prioritarias y las cargas
que impliquen, para cada Estado miembro, las medidas
que se requieran.

4. De acuerdo con la evaluación a la que se refieren los apar-
tados 2 y 3, la Comisión adoptará, teniendo en cuenta que
las fuentes de financiación disponibles con arreglo a los
pertinentes instrumentos comunitarios y de conformidad
con el procedimiento establecido en el Anexo 21, un marco
de acción prioritaria de las medidas que deban adoptarse
y que supongan cofinanciación cuando el lugar haya sido
designado en virtud de las disposiciones del apartado 4 del
artículo 4.

5. Las medidas que no hayan podido aplicarse en el marco
de la acción por falta de recursos, así como las incluidas
en el mencionado marco de acción que no hayan recibi-
do la necesaria cofinanciación o hayan sido sólo parcial-
mente cofinanciadas, podrán volverse a considerar con
arreglo al procedimiento establecido en el artículo 21 en
el contexto de la revisión bianual del programa de acción
y podrán, entre tanto, ser pospuestas por los Estados
miembros hasta la mencionada revisión. Dicha revisión
tendrá en cuenta, cuando proceda, la nueva situación del
lugar afectado.

6. En zonas donde se pospongan las medidas dependientes
de cofinanciación, los Estados miembros se abstendrán de
aprobar cualquier nueva medida que pueda resultar perju-
dicial para dichas zonas.

Comentario
Los diferentes recursos financieros de la Comunidad pro-
porcionados a los estados miembros en el contexto de la
política agrícola o la regional pueden contribuir a la conser-
vación de la naturaleza, particularmente debido a la ausen-
cia, en los fondos estructurales comunitarios de un instru-
mento específico en favor del medio ambiente.

Un ejemplo en el marco de la política agrícola comunitaria
seria el Reglamento 1698/2005126, cuyo objetivo es asegu-
rar los ingresos de los agricultores que ponen en práctica
buenas practicas agrícolas para la conservación de la natu-
raleza.

Otro ejemplo, esta vez en el marco de la política regional,
seria el fondo de Cohesión127.

Para el periodo de 2007 a 2013 ha aumentado mucho el
número de estados que tendrán acceso a estos Fondos.
Además, el Fondo de Cohesión ya no financia proyectos
individuales sino que otorga a los estados miembros una
suma global de acuerdo con los programas elaborados por
estos y aprobados por la Comisión.

En términos de financiación dirigida específicamente a la
Conservación de la Naturaleza, podemos referirnos a los
Fondos LIFE128, ya que uno de sus objetivos es, expresa-
mente, la protección de los hábitats y de la naturaleza. En
la actualidad, LIFE solo financia proyectos para lugares natu-
ra 2.000 que ya están contenidos en las listas nacionales de
LIC (en el caso de Hábitats) o que hayan sido declarados
ZEPA (en el caso de Aves). La mayoría de la financiación se
emplea en la compra o arriendo de tierras, muy a menudo
a través de organizaciones de conservación de la naturale-
za, para desarrollar trabajos de investigación, tales como
censos e inventarios, o para sufragar los costes de medidas
de conservación o mejora de los lugares en cuestión.

Además es preciso tener en cuenta la existencia de fondos es-
pecíficos para la protección de los bosques. Auque esta lí-
nea de financiación deriva de Reglamentos destinados a pro-
teger a los bosques contra la Contaminación atmosférica y
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los incendios, parte de ellos se ha podido emplear en ayudas
financieras para el establecimiento de medidas de protección.

En 2003 un grupo de trabajo creado por la Comisión129

estimo que entre 2003 y 2013 e necesitarían 6,1 mil millo-
nes de euros al año en el conjunto de los veinticinco esta-
dos miembros para garantizar la gestión adecuada de la
Red Natura 2.000. Si valoramos la cantidad efectivamente
dedicada actualmente a la red, a través de LIFE, constatamos
que esa cantidad alcanza al 5% de la suma mencionada.

Transposición
Si bien este es un Artículo que no requiere transposición
formal porque no contiene obligaciones concretas para los
estados miembros, se recogen a continuación las previsio-
nes particulares que para la financiación de la Red Natura
2.000 contiene la Ley 42/2007 de 13 de diciembre, del
Patrimonio Natural y de la Biodiversidad.

Artículo 73. IInncceennttiivvooss  aa  llaass  eexxtteerrnnaalliiddaaddeess  ppoossiittiivvaass  eenn  eell
áámmbbiittoo  ddee  llooss  eessppaacciiooss  pprrootteeggiiddooss  yy  ddee  llooss  aaccuueerrddooss  ddee  ccuussttoo--
ddiiaa  ddeell  tteerrrriittoorriioo.

11.. Las Comunidades autónomas regularán los mecanismos y
las condiciones para incentivar las externalidades positivas de
terrenos que se hallen ubicados en espacios declarados prote-
gidos o en los cuales existan acuerdos de custodia del territo-
rio debidamente formalizados por sus propietarios ante enti-
dades de custodia.

Para ello se tendrán en cuenta, entre otros, los siguientes ser-
vicios prestados por los ecosistemas:

a) La conservación, restauración y mejora del patrimonio
natural, de la biodiversidad, geodiversidad y del paisaje
en función de las medidas específicamente adoptadas
para tal fin, con especial atención a hábitats y especies
amenazados.

b) La fijación de dióxido de carbono como medida de con-
tribución a la mitigación del cambio climático.

c) La conservación de los suelos y del régimen hidrológico
como medida de lucha contra la desertificación, en fun-
ción del grado en que la cubierta vegetal y las prácti-
cas productivas que contribuyan a reducir la pérdida o
degradación del suelo y de los recursos hídricos super-
ficiales y subterráneos.

d) La recarga de acuíferos y la prevención de riesgos geo-
lógicos.

Artículo 74. EEll  FFoonnddoo  ppaarraa  eell  PPaattrriimmoonniioo  NNaattuurraall  yy  llaa
BBiiooddiivveerrssiiddaadd..

11..  Se crea el Fondo para el Patrimonio Natural y la
Biodiversidad, con objeto de poner en práctica aquellas medi-
das destinadas a apoyar la consecución de los objetivos de
esta Ley, así como la gestión forestal sostenible, la prevención
estratégica de incendios forestales y la protección de espa-
cios forestales y naturales en cuya financiación participe la
Administración General del Estado.

Dicho fondo podrá financiar acciones de naturaleza plurianual
y actuará como instrumento de cofinanciación destinado a
asegurar la cohesión territorial. El fondo se dotará con las par-
tidas asignadas en los Presupuestos Generales del Estado,
incluidas las dotaciones que sean objeto de cofinanciación por
aquellos instrumentos financieros comunitarios destinados a
los mismos fines y con otras fuentes de financiación que pue-
dan establecerse en el futuro.

22..  Serán objetivos del Fondo:

a) Promover, a través de los incentivos adecuados, la inver-
sión, gestión y ordenación del patrimonio natural, la bio-
diversidad y la geodiversidad, en particular, la elabora-
ción de planes, instrumentos y proyectos de gestión de
espacios naturales protegidos, de la Red Natura 2000 y
de las Áreas protegidas por instrumentos internaciona-
les, y de ordenación de los recursos naturales, así como
de la conservación in situ y ex situ de especies del
Catálogo Español de Especies Amenazadas.

b) Desarrollar otras acciones y crear otros instrumentos
adicionales que contribuyan a la defensa y sostenibili-
dad de los espacios naturales protegidos, de la Red
Natura 2000 y de las Áreas protegidas por instrumen-
tos internacionales, y de ordenación de los recursos
naturales, así como de la conservación de especies del
Catálogo Español de Especies Amenazadas.

c) Hacer viables los modelos sostenibles de conservación
del patrimonio natural y la biodiversidad, en especial en
espacios naturales protegidos, en la Red Natura 2000,
y en las Áreas protegidas por instrumentos internacio-
nales.

g) Valorizar y promover las funciones ecológicas, socia-
les y culturales de los espacios forestales y las llevadas
a cabo por los agentes sociales y económicos ligados a
los espacios naturales protegidos y a la Red Natura
2000, así como apoyar los servicios ambientales y de
conservación de recursos naturales.
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n) Promover el uso y el apoyo a la producción y comer-
cialización de productos procedentes de espacios
naturales protegidos, Red Natura 2000 y bosques cer-
tificados.

q) Promover la producción ecológica en las zonas incluidas
en espacios naturales protegidos, en la Red Natura
2000 y Reservas de la Biosfera.

r) Financiar acciones específicas de prevención de la
erosión y desertificación, preferentemente en los espa-
cios naturales protegidos, en la Red Natura 2000 y
Reservas de la Biosfera.

33.. La gestión de las subvenciones que se otorguen con cargo
al Fondo corresponde a las Comunidades autónomas, con las
que previamente se habrán establecido mediante convenio las
medidas a cofinanciar.

44.. Por Real Decreto, previa consulta con las Comunidades
autónomas, se regulará el funcionamiento del Fondo para el
patrimonio natural, que garantizará la participación de las
mismas, singularmente en todos aquellos objetivos del Fondo
que incidan sobre sus competencias.

55.. Se regirán por su normativa específica las ayudas de
desarrollo rural para actividades agrícolas, ganaderas y
forestales, así como la regulación de la condicionalidad de las
ayudas de la Política Agraria Común (PAC), si bien en aquellas
cuestiones que afecten a los espacios protegidos de la Red
Natura 2000 o al cumplimiento de la Directiva 79/409/CEE
del Consejo, de 2 de abril de 1979, relativa a la conserva-
ción de las aves silvestres, y de la Directiva 92/43/ CEE del
Consejo, de 21 de mayo de 1992, relativa a la conservación
de los hábitats naturales y de la fauna y flora silvestres, el
Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación solicitará infor-
me del Ministerio de Medio Ambiente.

Artículo 9

La Comisión, con arreglo al procedimiento del artículo 21,
evaluará periódicamente la contribución de Natura 2000 a
la realización de los objetivos a que se refieren los artículos
2 y 3. En este contexto, podrá estudiarse el cambio de cate-
goría de una zona especial de conservación cuando así lo
justifique la evolución natural registrada como resultado de
la vigilancia a que se refiere el artículo 11.

Comentario
Habiendo finalizado recientemente el proceso de concer-
tación para la elaboración de las listas (Ver Capitulo del
Artículo 5 de la Directiva), no se han dado aun casos de
aplicación de este Artículo.

Artículo 10

Cuando lo consideren necesario, los Estados miembros, en el
marco de sus políticas nacionales de ordenación del territorio
y de desarrollo y, especialmente, para mejorar la coherencia
ecológica de la red Natura 2000, se esforzarán por fomentar
la gestión de los elementos del paisaje que revistan primordial
importancia para la fauna y la flora silvestres.

Se trata de aquellos elementos que, por su estructura lineal y
continua (como los ríos con sus correspondientes riberas o los
sistemas tradicionales de deslinde de los campos), o por su
papel de puntos de enlace (como los estanques o los sotos)
resultan esenciales para la migración, la distribución geográfi-
ca y el intercambio genético de las especies silvestres.

Transposición
LLEEYY  4422//22000077,,  ddee  1133  ddee  ddiicciieemmbbrree,,  ddeell  PPaattrriimmoonniioo
NNaattuurraall  yy  ddee  llaa  BBiiooddiivveerrssiiddaadd..

Artículo 46. CCoohheerreenncciiaa  yy  ccoonneeccttiivviiddaadd  ddee  llaa  RReedd..

Con el fin de mejorar la coherencia ecológica y la conectivi-
dad de la Red Natura 2000, las Comunidades autónomas,
en el marco de sus políticas medioambientales y de ordena-
ción territorial, fomentarán la conservación de corredores
ecológicos y la gestión de aquellos elementos del paisaje y
áreas territoriales que resultan esenciales o revistan primor-
dial importancia para la migración, la distribución geográfica
y el intercambio genético entre poblaciones de especies de
fauna y flora silvestres.

Comentario
En el caso del estado español se ha señalado repetidamen-
te la contribución que las Vías Pecuarias pueden prestar en
el sentido de este Artículo. Las Vías Pecuarias cuentan con
su propia normativa130 en la que se subraya su importan-
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cia para la Conservación de la Naturaleza. Pero su incor-
poración a la Red Natura 2.000, según estas disposiciones
seria siempre potestativa y no obligada.

Artículo 11

Los Estados miembros se encargarán de la vigilancia del
estado de conservación de las especies y de los hábitats a
que se refiere el artículo 2, teniendo especialmente en cuen-
ta los tipos de hábitats naturales prioritarios y las especies
prioritarias.

Comentario
Según este Artículo, los Estados miembros están especial-
mente obligados a velar por que su legislación destinada a
efectuar la adaptación del ordenamiento jurídico interno a
la Directiva, sea clara y precisa, incluso en lo que atañe a las
obligaciones esenciales de vigilancia y control131.

Jurisprudencia Comunitaria
PPáárrrraaffoo  2255  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  2200  ddee  ooccttuubbrree  ddee
22000055,,  CCaassoo  66//0044  CCoommiissiióónn  ddee  llaass  CCoommuunniiddaaddeess
EEuurrooppeeaass  ccoonnttrraa  RReeiinnoo  UUnniiddoo

2255.. En segundo lugar, debe señalarse que de los consideran-
dos cuarto y undécimo de dicha Directiva se deduce que los
hábitats y especies amenazados forman parte del patrimonio
natural de la Comunidad y que las amenazas que pesan
sobre ellos tienen a menudo carácter transfronterizo, de forma
que la adopción de medidas de conservación constituye una
responsabilidad común de todos los Estados miembros. Por
consiguiente, como ha señalado la Abogado General en el
punto 11 de sus conclusiones, la exactitud de la adaptación
tiene una particular importancia en un caso como el de autos,
en el que la gestión del patrimonio común está confiada, para
sus respectivos territorios, a los Estados miembros [véanse, por
analogía, respecto a la Directiva 79/409/CEE del Consejo,
de 2 de abril de 1979, relativa a la conservación de las aves
silvestres (DO L 103, p. 1), las Sentencias de 8 de julio de
1987, Comisión/República italiana, 262/85, Rec. p. 3073, apar-
tado 39, y de 7 de diciembre de 2000, Comisión/República
Francesa, C 38/99, Rec. p. I 10941, apartado 53].

Transposición
LLEEYY  4422//22000077,,  ddee  1133  ddee  ddiicciieemmbbrree,,  ddeell  PPaattrriimmoonniioo
NNaattuurraall  yy  ddee  llaa  BBiiooddiivveerrssiiddaadd..

Artículo 47. VViiggiillaanncciiaa  yy  sseegguuiimmiieennttoo..

Las Comunidades autónomas vigilarán el estado de conserva-
ción de los tipos de hábitats y las especies de interés comuni-
tario, teniendo especialmente en cuenta los tipos de hábitats
naturales prioritarios y las especies prioritarias, así como de
conservación de las especies de aves que se enumeran en el
anexo IV, comunicando al Ministerio de Medio Ambiente los
cambios que se hayan producido en los mismos a efectos de
su reflejo en el Inventario Español del Patrimonio Natural y de
la Biodiversidad.

Dicha comunicación se producirá anualmente excepto cuan-
do ello no sea técnicamente posible, en cuyo caso deberá
argumentarse.

Las Comunidades autónomas remitirán al Ministerio de
Medio Ambiente información sobre las medidas de conser-
vación a las que se refiere el artículo 45.1, la evaluación de
sus resultados y las propuestas de nuevas medidas a aplicar,
al objeto de que el Ministerio pueda remitir a la Comisión
Europea, cada tres y seis años respectivamente, los infor-
mes nacionales exigidos por las Directivas comunitarias
79/409/CEE y 92/43/CE reguladoras de las zonas de la
Red Natura 2000.

Artículo 43. LLiissttaaddoo  ddee  EEssppeecciieess  SSiillvveessttrreess  eenn  RRééggiimmeenn  ddee
PPrrootteecccciióónn  EEssppeecciiaall..

33.. La inclusión de un taxón o población en el Listado de
Especies Silvestres en Régimen de Protección Especial con-
llevará la evaluación periódica de su estado de conservación.

Artículo 12

1. Los Estados miembros tomarán las medidas necesarias
para instaurar un sistema de protección rigurosa de las
especies animales que figuran en la letra a) del Anexo IV,
en sus áreas de distribución natural, prohibiendo:

a) cualquier forma de captura o sacrificio deliberados de
especimenes de dichas especies en la naturaleza;
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b) la perturbación deliberada de dichas especies, espe-
cialmente durante los períodos de reproducción, cría,
hibernación y migración;

c) la destrucción o la recogida intencionales de huevos en
la naturaleza;

d) el deterioro o destrucción de los lugares de reproduc-
ción o de las zonas de descanso.

2. Con respecto a dichas especies, los Estados miembros
prohibirán la posesión, el transporte, el comercio o el inter-
cambio y la oferta con fines de venta o de intercambio
de especimenes recogidos en la naturaleza, excepción
hecha de aquellos que hubiesen sido recogidos legal-
mente antes de la puesta en aplicación de la presente
Directiva.

3. Las prohibiciones que se mencionan en las letras a) y b)
del apartado 1 y en el apartado 2 serán de aplicación en
todas las etapas de la vida de los animales a que se refie-
re el presente artículo.

4. Los Estados miembros establecerán un sistema de con-
trol de las capturas o sacrificios accidentales de las espe-
cies animales enumeradas en la letra a) del Anexo IV.
Basándose en la información recogida, los Estados miem-
bros llevarán a cabo las nuevas indagaciones o tomarán
las medidas de conservación necesarias para garanti-
zar que las capturas o sacrificios involuntarios no tengan
una repercusión negativa importante en las especies en
cuestión.

Comentario
La transposición de estos artículos ha de ser particular-
mente exacta, clara y precisa132.

Por ejemplo, este Artículo nnoo  ssee  rreeffiieerree, en sus apartados 1
y 2 aa  llaass  ccoonndduuccttaass  iinntteenncciioonnaalleess,,  ssiinnoo  aa  ccuuaallqquuiieerr  ccoonndduuccttaa..
En consecuencia un estado miembro que en su norma de
transposición este efectuando referencias a la intencionali-
dad al regular las prohibiciones contenidas en este Artículo,
esta efectuando una transposición inadecuada133.

Los sistemas de ccoonnttrrooll  establecidos en el apartado 4 de
este artículo han de recogerse de mmaanneerraa  eexxpprreessaa  yy  eexxaacc--
ttaa en la legislación de transposición de los estados miem-
bros134.

Las medidas contempladas en el apartado 1, letras b) y
d), deben ser incorporadas de un mmooddoo  ccoonnccrreettoo  yy  nnoo
ggeennéérriiccoo, adaptándolas a cada situación particular y en
función de las necesidades de las especies. Y no bastara la
transposición teórica sino que los estados miembros
habrán de disponer las medidas necesarias para que en la
práctica, se cumpla la Ley135. Es decir, serán necesarios pro-
gramas de medidas específicos, eficaces y evaluados de
manera permanente136.

La interpretación correcta del concepto de ““ppeerrttuurrbbaacciióónn
ddeelliibbeerraaddaa”, en el sentido del artículo 12, apartado 1, letra
b), implica que un Estado miembro incumple las obligacio-
nes que le incumben en virtud del artículo 12, apartado 1,
letras b) y d), de la Directiva cuando no adopta todas las
medidas concretas necesarias con el fin de evitar, por una
parte, la perturbación deliberada de la especie animal de
que se trate durante el período de reproducción y, por
otra parte, el deterioro o la destrucción de sus áreas de
reproducción137.

Jurisprudencia Comunitaria
PPáárrrraaffoo  2266  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  2200  ddee  ooccttuubbrree  ddee
22000055,,  CCaassoo  66//0044,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  eell  RReeiinnoo  UUnniiddoo

2266.. De ello se deduce que, en virtud de la Directiva sobre
los hábitats, la cual establece normas complejas y técnicas
en el ámbito del Derecho del medio ambiente, los Estados
miembros están especialmente obligados a velar por que su
legislación, destinada a efectuar la adaptación del ordena-
miento jurídico interno a dicha Directiva sea clara y precisa,
incluso en lo que atañe a las obligaciones esenciales de vigi-
lancia y control, como las que imponen a las autoridades
nacionales los artículos 11, 12, apartado 4, y 14, apartado 2,
de dicha Directiva.
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137. Párrafo 70 de la STCE de 18 de mayo de 2006, Caso 221/04, Comisión contra el Reino de España.



PPáárrrraaffooss  7799  yy  8800  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  2200  ddee  ooccttuu--
bbrree  ddee  22000055,,  CCaassoo  66//0044,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeiinnoo
UUnniiddoo

7799.. Por lo que respecta a Gibraltar, baste señalar que, al pro-
hibir únicamente el deterioro o la destrucción intencional de
los lugares de reproducción o de las zonas de descanso de las
especies afectadas, el Reino Unido reconoce que la normativa
aplicable a Gibraltar no se ajusta a las exigencias de dicho
artículo 12, apartado 1, letra d). Por lo tanto, esta parte de la
imputación debe considerarse fundada.

8800.. En tercer lugar, la Comisión señala que la normativa del
Reino Unido, en su versión actual, sólo protege los lugares de
reproducción y las zonas de descanso contra las actividades
que tengan una repercusión directa sobre éstos, sin tener en
cuenta los atentados indirectos, de conformidad con las exi-
gencias del artículo 12, apartado 1, letra d), de la Directiva
sobre los hábitats.

PPáárrrraaffoo  5555  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1100  ddee  eenneerroo  ddee
22000066,,  CCaassoo  9988//0033,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeppúúbblliiccaa
FFeeddeerraall  ddee  AAlleemmaanniiaa..

5555.. A este respecto, basta señalar que el Tribunal de Justicia
ya ha declarado que el artículo 12, apartado 1, letra d), de la
Directiva se refiere no sólo a los actos intencionados, sino tam-
bién a los que no lo son (véase la Sentencia Comisión/Reino
Unido, antes citada, apartados 73 a 79). Al no limitar la pro-
hibición prevista en el artículo 12, apartado 1, letra d), de la
Directiva, a los actos intencionados, al contrario de lo que ha
hecho respecto de los actos contemplados en las letras a) a c)
de dicho artículo, el legislador comunitario ha demostrado su
voluntad de conferir a los lugares de reproducción o a las zonas
de descanso una mayor protección contra los actos que pue-
dan causar su deterioro o su destrucción. Habida cuenta de la
importancia de los objetivos de protección de la biodiversidad
que la Directiva pretende alcanzar, no resulta en absoluto des-
proporcionado que la prohibición prevista en el artículo 12,
apartado 1, letra d), no se limite a los actos intencionados.

PPáárrrraaffoo  4477  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1111  ddee  eenneerroo  ddee
22000077,,  CCaassoo  118833//0055,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  llaa  RReeppúúbblliiccaa  ddee
IIrrllaannddaa..

4477.. En segundo lugar, basta constatar que, al prever que los
actos no intencionales que perturben o destruyan los lugares de
reproducción o las zonas de descanso de las especies silves-
tres no constituyen infracción, el artículo 23, apartado 7, letra
b), de la Wildlife Act no satisface las exigencias del artículo
12, apartado 1, letra d), de la Directiva 92/43, que prohíbe

tales actos, sean intencionales o no (véase, en este sentido, la
Sentencia de 20 de octubre de 2005, Comisión/Reino Unido,
C-6/04, Rec. p. I-9017, apartado 79).

PPáárrrraaffooss  8866  yy  8877  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  2200  ddee  ooccttuu--
bbrree  ddee  22000055,,  CCaassoo  66//0044,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeiinnoo
UUnniiddoo

8866.. La Comisión considera que las medidas de adaptación
del ordenamiento jurídico interno adoptadas por el Reino
Unido no contienen ninguna disposición que exija el estableci-
miento de un sistema de control como el previsto en dicho
artículo 12, apartado 4, en lo que atañe a las capturas y sacri-
ficios accidentales de determinadas especies animales. A falta
de información más precisa, la Comisión no puede determinar
si dicho control queda efectivamente garantizado.

8877.. Al respecto, baste señalar que el Reino Unido, por una
parte, reconoció que la normativa nacional no contiene ningu-
na disposición cuyo objetivo sea establecer tal sistema de con-
trol y, por otra, en su escrito de 27 de noviembre de 2001,
admitió que dicha normativa debía modificarse para procurar
que se estableciera expresamente tal control.

PPáárrrraaffooss  1188,,  2266,,  3322,,  3344  yy  3355  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee
3300  ddee  eenneerroo  ddee  22000022,,  CCaassoo  110033//0000,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa
RReeppuubblliiccaa  ddee  GGrreecciiaa

1188.. Con carácter principal, la Comisión imputa a la República
Helénica haber incumplido las obligaciones que le incumben
en virtud del Tratado y del artículo 12, apartado 1, letras b) y
d), de la Directiva, por una parte, al no haber adoptado un
marco jurídico que permita garantizar una protección rigurosa
de la tortuga marina Caretta caretta frente a cualquier per-
turbación deliberada durante el período de reproducción, así
como frente a cualquier deterioro o destrucción de sus áreas
de reproducción y, por otra parte, al no haber adoptado medi-
das concretas para evitar dichas molestias.

2266.. Por lo que se refiere a las otras medidas destinadas,
según el Gobierno helénico, a establecer un sistema eficaz de
protección de esta especie, es importante recordar que el artí-
culo 12, apartado 1, letras b) y d), de la Directiva impone la
adopción de las medidas necesarias con el fin de establecer
un sistema de protección rigurosa de las especies animales
que figuran en el anexo IV, letra a), de dicha Directiva, en sus
áreas de distribución natural, prohibiendo, por una parte, la
perturbación deliberada de las especies mencionadas, espe-
cialmente durante el período de reproducción, cría, hibernación
y migración, y, por otra parte, el deterioro o destrucción de los
lugares de reproducción o de las zonas de descanso.
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3322.. La Comisión recuerda que, a finales de agosto de 1999,
durante una visita a las playas de reproducción de las tortu-
gas marinas Caretta caretta situadas en la isla de Zákynthos,
sus servicios observaron, en particular, la circulación de ciclo-
motores en la playa de arena al Este de Laganas, la presen-
cia de hidropedales y de pequeñas embarcaciones en la zona
marítima de Gerakas y de Daphni, así como la presencia de
construcciones ilegales en la playa de Daphni.

3344.. Ha quedado acreditado, en primer lugar, que, en parti-
cular debido a la contaminación acústica, la circulación de
ciclomotores sobre una playa de reproducción de la tortuga
Caretta caretta puede perturbar a esta especie durante el
desove, la incubación y la eclosión de los huevos, así como
durante el desplazamiento hacia el mar de las tortugas jóve-
nes. Además, está comprobado que la presencia de embarca-
ciones en la proximidad de las playas de reproducción consti-
tuye una fuente de peligro para la vida y la integridad física
de los especimenes.

3355.. De los autos se deduce que, en el momento de los hechos
observados por los servicios de la Comisión, la circulación de
ciclomotores en las playas de reproducción estaba prohibida y
que se habían instalado carteles que advertían de la presen-
cia de nidos de tortuga en esas playas. En cuanto a la zona
marítima de Gerakas y de Daphni, ésta había sido clasificada
como zona de protección absoluta y se encontraba señaliza-
da de una forma especial.

PPáárrrraaffoo  2299  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  1111  ddee  eenneerroo  ddee
22000077,,  CCaassoo  118833//0055,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  llaa  RReeppúúbblliiccaa  ddee
IIrrllaannddaa..

2299.. Tal y como lo ha puesto de manifiesto el Abogado General
en el punto 24 de sus conclusiones, la adaptación del Derecho
interno al mencionado artículo 12, apartado 1, obliga a los
Estados miembros no solamente a adoptar un marco legisla-
tivo completo, sino también a adoptar medidas concretas y
específicas de protección (véase, en este sentido, la Sentencia
de 30 de enero de 2002, Comisión/Grecia, C-103/00, Rec.
p. I-1147, apartados 34 a 39).

PPáárrrraaffooss  2244  yy  2255  yy  ddeell  3311  aall  3377  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE
ddee  99  ddee  jjuunniioo  ddee  22001111,,  CCaassoo  338833//0099,,  CCoommiissiióónn  ccoonn--
ttrraa  llaa  RReeppuubblliiccaa  ffrraanncceessaa..

2244.. A este respecto, se desprende de los documentos obran-
tes en autos que, entre 2001 y 2007, el número de madrigue-
ras de hámster europeo en las «zonas núcleo», que han servi-
do de referencia para observar la población de dicha especie,
ha pasado de más de 1.160 a menos de 180. Además, según

el balance de los recuentos del año 2009, efectuado por la
Office national de la chasse et de la faune sauvage, a cuyo
contenido no se opone la República Francesa, ninguna pobla-
ción de la referida especie alcanza en Alsacia el umbral míni-
mo de población viable para la especie, que se estima en
1.500 individuos repartidos en una zona de superficies favo-
rables de 600 hectáreas indivisas.

2255.. En un escrito de 28 de agosto de 2009, dirigido por el
Secretario de Estado de medio ambiente al prefecto de la
Región Alsace (en lo sucesivo, «escrito de 28 de agosto de
2009»), se indica que «pese a la aplicación de las medidas
previstas en el plan de regeneración en favor del [hámster
europeo] (2007-2011) y a las obligaciones mutuas de las
partes afectadas por la conservación de la especie, los resul-
tados biológicos obtenidos hasta la fecha son insuficientes
para la conservación de dicha especie en Francia» y que, por
lo tanto, «es necesario que el dispositivo en favor del hámster
europeo sea mejorado de manera clara y rápida, para obte-
ner a corto plazo resultados biológicos que demuestren la
regeneración de la especie».

3311.. Por otra parte, en lo que respecta al «área de recoloniza-
ción», las autoridades francesas señalaron, en los escritos diri-
gidos a la Comisión tras la notificación del dictamen motivado,
que la dinámica de adaptación de las prácticas agrícolas, que
ha contribuido a la estabilización positiva del número de
hámsters europeos en los municipios en los que la presencia
histórica de éstos es abundante, se extendería y ampliaría,
particularmente, por la puesta en práctica de medidas
agro-medioambientales territorializadas dirigidas a alcanzar,
en el año 2011, un 22 % de cultivos favorables a dicha espe-
cie en la totalidad del hábitat de dicha área.

3322.. La República Francesa reconoce asimismo que el desarro-
llo de la urbanización y de las infraestructuras inherentes a la
misma, ha constituido otro factor determinante que ha contri-
buido al declive de la población del hámster europeo por tener
como consecuencia la desaparición y la fragmentación de las
superficies agrícolas.

3333.. Por lo que respecta a las medidas adoptadas por dicho
Estado miembro en el ámbito del urbanismo para poner fin al
deterioro o a la destrucción de los lugares de reproducción o
de las zonas de descanso de la referida especie, ha de seña-
larse, en primer lugar, que la prohibición de toda nueva urba-
nización en las ZAP, incluso suponiendo que reviste un carác-
ter realmente vinculante, únicamente afecta, como se indica
en el apartado 29 de la presente sentencia, al 2 % del total
de las superficies favorables al hámster europeo.

3344.. En segundo lugar, procede señalar que, si bien en el «área
de recolonización» que, según la República Francesa, cubre un
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49 % de dichas superficies favorables a la referida especie,
debe demostrarse en relación con todo proyecto de urbaniza-
ción igual o superior a una hectárea la inocuidad sobre dicha
especie mediante un estudio específico y si no se aporta dicha
prueba el proyecto sólo puede llevarse a cabo a condición de
haber obtenido una exención ministerial, los documentos que
obran en autos no han permitido desvirtuar las afirmaciones
de la Comisión según las cuales, por una parte, no están deter-
minadas con precisión las condiciones para otorgar una exen-
ción y, por otra, no se exige medida compensatoria alguna al
otorgarse tal exención.

3355.. En tercer lugar, ha quedado acreditado que los proyectos
de urbanización de una superficie inferior a una hectárea no
estaban sometidos, a 5 de agosto de 2008, a formalidad algu-
na que permitiera comprobar su falta de impacto sobre la
conservación de la especie de que se trata. Además, del escri-
to de 28 de agosto de 2009 se desprende que el Secretario
de Estado de medio ambiente instó al prefecto de la Región
Alsace para que pusiera en marcha un dispositivo que permi-
tiera el seguimiento exhaustivo de dichos proyectos y su aná-
lisis para confirmar que no causaban tal impacto. Asimismo
exigió que se recordara que la presencia de los referidos
hámsters en las superficies afectadas por dichos proyectos
«justifica evitar esas zonas o solicitar una exención», sea cual
fuere la superficie del proyecto

3377.. De todo cuanto antecede se desprende que las medi-
das puestas en práctica al término del período fijado en el
dictamen motivado no eran suficientes para permitir evitar
efectivamente el deterioro o la destrucción de los lugares
de reproducción o de las zonas de descanso del hámster
europeo.

PPáárrrraaffoo  7700  ddee  llaa  SSTTCCEE  ddee  1188  ddee  mmaayyoo  ddee  22000066,,  CCaassoo
222211//0044,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  eell  RReeiinnoo  ddee  EEssppaaññaa

7700.. Procede recordar, además, que el Tribunal de Justicia ha
calificado de perturbación deliberada, en el sentido del artí-
culo 12, apartado 1, letra b), de la Directiva, hechos tales
como la circulación de ciclomotores por una playa, a pesar
de existir advertencias sobre la existencia de nidos de tortu-
gas marinas protegidas, la presencia de hidropedales y peque-
ñas embarcaciones en la zona marítima de las playas de
que se trata, y ha declarado que un Estado miembro incum-
ple las obligaciones que le incumben en virtud del artículo

12, apartado 1, letras b) y d), de la Directiva cuando no
adopta todas las medidas concretas necesarias con el fin de
evitar, por una parte, la perturbación deliberada de la espe-
cie animal de que se trate durante el período de reproduc-
ción y, por otra parte, el deterioro o la destrucción de sus
áreas de reproducción (véase la Sentencia de 30 de enero
de 2002, Comisión/Grecia, C-103/00, Rec. p. I-1147, aparta-
dos 36 y 39, así como las conclusiones del Abogado General
Léger en el mismo asunto, punto 57).

Transposición
LLEEYY  4422//22000077,,  ddee  1133  ddee  ddiicciieemmbbrree,,  ddeell  PPaattrriimmoonniioo
NNaattuurraall  yy  ddee  llaa  BBiiooddiivveerrssiiddaadd..

Artículo 52. GGaarraannttííaa  ddee  ccoonnsseerrvvaacciióónn  ddee  eessppeecciieess  aauuttóócc--
ttoonnaass  ssiillvveessttrreess..

11.. Las Comunidades autónomas adoptarán las medidas
necesarias para garantizar la conservación de la biodiversidad
que vive en estado silvestre, atendiendo preferentemente a la
preservación de sus hábitats y estableciendo regímenes espe-
cíficos de protección para aquellas especies silvestres cuya
situación así lo requiera, incluyéndolas en alguna de las cate-
gorías mencionadas en los artículos 53 y 55 de esta Ley138.

Igualmente deberán adoptar las medidas que sean pertinen-
tes para que la recogida en la naturaleza de especimenes de
las especies de fauna y flora silvestres de interés comunitario,
que se enumeran en el Anexo VI139, así como la gestión de su
explotación sean compatibles con el mantenimiento de las
mismas en un estado de conservación favorable.

33.. Queda prohibido dar muerte dañar, molestar o inquietar
intencionadamente a los animales silvestres, sea cual fuere el
método empleado o la fase de su ciclo biológico.

Esta prohibición incluye su retención y captura en vivo, la des-
trucción, daño, recolección y retención de sus nidos, de sus crías
o de sus huevos, estos últimos aun estando vacíos, así como la
posesión, transporte, tráfico y comercio de ejemplares vivos o
muertos o de sus restos, incluyendo el comercio exterior.

Para los animales no comprendidos en alguna de las catego-
rías definidas en los artículos 53 y 55, estas prohibiciones no
se aplicarán en los supuestos con regulación específica, en
especial en la legislación de montes, caza, agricultura, pesca
continental y pesca marítima.
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Artículo 53. LLiissttaaddoo  ddee  EEssppeecciieess  SSiillvveessttrreess  eenn  RRééggiimmeenn  ddee
PPrrootteecccciióónn  EEssppeecciiaall..

11.. Se crea el Listado de Especies Silvestres en Régimen de
Protección Especial, que se instrumentará reglamentariamen-
te, previa consulta a las Comunidades autónomas y que inclui-
rá especies, subespecies y poblaciones que sean merecedoras
de una atención y protección particular en función de su valor
científico, ecológico, cultural, por su singularidad, rareza, o grado
de amenaza, así como aquellas que figuren como protegidas
en los anexos de las Directivas y los convenios internacionales
ratificados por España.

El Listado tendrá carácter administrativo y ámbito estatal, y
dependerá del Ministerio de Medio Ambiente.

Artículo 54. PPrroohhiibbiicciioonneess  ppaarraa  llaass  eessppeecciieess  iinncclluuiiddaass  eenn  eell
LLiissttaaddoo  ddee  EEssppeecciieess  SSiillvveessttrreess  eenn  RRééggiimmeenn  ddee  PPrrootteecccciióónn
EEssppeecciiaall..

11.. La inclusión en el Listado de Especies Silvestres en Régimen
de Protección Especial de una especie, subespecie o población
conlleva las siguientes prohibiciones genéricas:

a) Tratándose de plantas, hongos o algas, la de recogerlas,
cortarlas, mutilarlas, arrancarlas o destruirlas intencio-
nadamente en la naturaleza.

b) Tratándose de animales, incluidas sus larvas, crías, o
huevos, la de cualquier actuación hecha con el propósi-
to de darles muerte, capturarlos, perseguirlos o moles-
tarlos, así como la destrucción o deterioro de sus nidos,
vivares y áreas de reproducción, invernada o reposo.

c) En ambos casos, la de poseer, naturalizar, transpor-
tar, vender, comerciar o intercambiar, ofertar con fines
de venta o intercambio, importar o exportar ejempla-
res vivos o muertos, así como sus propágulos o restos,
salvo en los casos que reglamentariamente se deter-
minen.

Estas prohibiciones se aplicarán a todas las fases del ciclo bio-
lógico de estas especies, subespecies o poblaciones.

22.. Las Comunidades autónomas establecerán un sistema de
control de capturas o muertes accidentales y, a partir de la
información recogida en el mismo, adoptarán las medidas
necesarias para que éstas no tengan repercusiones negati-
vas importantes en las especies incluidas en el Listado de
Especies en Régimen de Protección Especial, y se minimicen
en el futuro.

Comentario
Como ya hemos comentado en el caso de la Directiva de
Aves, es dudosa la adecuación a la Directiva, en este caso
de hábitats, del segundo párrafo del apartado 3 del artícu-
lo 52 de la Ley 42/2007 que se refiere a la no aplicación de
las prohibiciones de dar muerte, dañar, molestar o inquie-
tar especies animales en los supuestos de la legislación de
montes y de agricultura.

Artículo 13

1. Los Estados miembros tomarán las medidas necesarias
para instaurar un sistema de protección rigurosa de las
especies vegetales que figuran en la letra b) del Anexo IV y
prohibirán:

a) recoger, así como cortar, arrancar o destruir intencional-
mente en la naturaleza dichas plantas, en su área de
distribución natural;

b) la posesión, el transporte, el comercio o el intercambio
y la oferta con fines de venta o de intercambio de espe-
címenes de dichas especies recogidos en la naturaleza,
excepción hecha de aquellos que hubiesen sido recogi-
dos legalmente antes de que la presente Directiva
surta efecto.

2. Las prohibiciones que se mencionan en las letras a)
y b) del apartado 1 se aplicarán a todas las fases del
ciclo biológico de las plantas a que se refiere el presen-
te artículo.

Transposición
LLEEYY  4422//22000077,,  ddee  1133  ddee  ddiicciieemmbbrree,,  ddeell  PPaattrriimmoonniioo
NNaattuurraall  yy  ddee  llaa  BBiiooddiivveerrssiiddaadd..

Artículo 52. GGaarraannttííaa  ddee  ccoonnsseerrvvaacciióónn  ddee  eessppeecciieess  aauuttóócc--
ttoonnaass  ssiillvveessttrreess..

11.. Las Comunidades autónomas adoptarán las medidas
necesarias para garantizar la conservación de la biodiversidad
que vive en estado silvestre, atendiendo preferentemente a la
preservación de sus hábitats y estableciendo regímenes espe-
cíficos de protección para aquellas especies silvestres cuya
situación así lo requiera, incluyéndolas en alguna de las cate-
gorías mencionadas en los artículos 53 y 55 de esta Ley140.

89

140. Listado de Especies Silvestres en Régimen de Protección Especial y Catálogo Español de Especies Amenazadas.



Igualmente deberán adoptar las medidas que sean pertinen-
tes para que la recogida en la naturaleza de especímenes de
las especies de fauna y flora silvestres de interés comunitario,
que se enumeran en el Anexo VI141, así como la gestión de su
explotación sean compatibles con el mantenimiento de las
mismas en un estado de conservación favorable.

Artículo 53. LLiissttaaddoo  ddee  EEssppeecciieess  SSiillvveessttrreess  eenn  RRééggiimmeenn  ddee
PPrrootteecccciióónn  EEssppeecciiaall..

11.. Se crea el Listado de Especies Silvestres en Régimen de
Protección Especial, que se instrumentará reglamentariamen-
te, previa consulta a las Comunidades autónomas y que inclui-
rá especies, subespecies y poblaciones que sean merecedoras
de una atención y protección particular en función de su valor
científico, ecológico, cultural, por su singularidad, rareza, o grado
de amenaza, así como aquellas que figuren como protegidas
en los anexos de las Directivas y los convenios internacionales
ratificados por Reino de España.

El Listado tendrá carácter administrativo y ámbito estatal, y
dependerá del Ministerio de Medio Ambiente.

Artículo 54. PPrroohhiibbiicciioonneess  ppaarraa  llaass  eessppeecciieess  iinncclluuiiddaass  eenn  eell
LLiissttaaddoo  ddee  EEssppeecciieess  SSiillvveessttrreess  eenn  RRééggiimmeenn  ddee  PPrrootteecccciióónn
EEssppeecciiaall..

11.. La inclusión en el Listado de Especies Silvestres en
Régimen de Protección Especial de una especie, subespecie o
población conlleva las siguientes prohibiciones genéricas:

a) Tratándose de plantas, hongos o algas, la de recogerlas,
cortarlas, mutilarlas, arrancarlas o destruirlas intencio-
nadamente en la naturaleza.

b) Tratándose de animales, incluidas sus larvas, crías, o
huevos, la de cualquier actuación hecha con el propósi-
to de darles muerte, capturarlos, perseguirlos o moles-
tarlos, así como la destrucción o deterioro de sus nidos,
vivares y áreas de reproducción, invernada o reposo.

c) En ambos casos, la de poseer, naturalizar, transportar,
vender, comerciar o intercambiar, ofertar con fines de
venta o intercambio, importar o exportar ejemplares
vivos o muertos, así como sus propágulos o restos, salvo
en los casos que reglamentariamente se determinen.

Estas prohibiciones se aplicarán a todas las fases del ciclo bio-
lógico de estas especies, subespecies o poblaciones.

22..  Las Comunidades autónomas establecerán un sistema de
control de capturas o muertes accidentales y, a partir de la infor-
mación recogida en el mismo, adoptarán las medidas necesarias
para que éstas no tengan repercusiones negativas importantes
en las especies incluidas en el Listado de Especies en Régimen
de Protección Especial, y se minimicen en el futuro.

Artículo 14

1. Si los Estados miembros lo consideraren necesario a la vista
de la vigilancia prevista en el artículo 11, tomarán medidas
para que la recogida en la naturaleza de especímenes de
las especies de fauna y flora silvestres que figuran en el
Anexo V142, así como su explotación, sean compatibles con
el mantenimiento de las mismas en un estado de conser-
vación favorable.

2. Si dichas medidas se consideraren necesarias, debe-
rán incluir la prosecución de la vigilancia prevista en el
artículo 11. Además, dichas medidas podrán incluir, en
particular :

• disposiciones relativas al acceso a determinados sec-
tores;

• la prohibición temporal o local de la recogida de
especímenes en la naturaleza y de la explotación
de determinadas poblaciones;

• la regulación de los períodos y/o de las formas de reco-
gida de especímenes;

• la aplicación, para la recogida de especímenes, de
normas cinegéticas o pesqueras que respeten la con-
servación de dichas poblaciones;

Transposición
LLEEYY  4422//22000077,,  ddee  1133  ddee  ddiicciieemmbbrree,,  ddeell  PPaattrriimmoonniioo
NNaattuurraall  yy  ddee  llaa  BBiiooddiivveerrssiiddaadd..

Artículo 52. GGaarraannttííaa  ddee  ccoonnsseerrvvaacciióónn  ddee  eessppeecciieess  aauuttóócc--
ttoonnaass  ssiillvveessttrreess..

11.. Las Comunidades autónomas adoptarán las medidas
necesarias para garantizar la conservación de la biodiversidad
que vive en estado silvestre, atendiendo preferentemente a la
preservación de sus hábitats y estableciendo regímenes espe-
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cíficos de protección para aquellas especies silvestres cuya
situación así lo requiera, incluyéndolas en alguna de las cate-
gorías mencionadas en los artículos 53 y 55 de esta Ley143.

Igualmente deberán adoptar las medidas que sean pertinen-
tes para que la recogida en la naturaleza de especímenes de
las especies de fauna y flora silvestres de interés comunitario,
que se enumeran en el Anexo VI 144 así como la gestión de su
explotación sean compatibles con el mantenimiento de las
mismas en un estado de conservación favorable.

Artículo 62. EEssppeecciieess  oobbjjeettoo  ddee  ccaazzaa  yy  ppeessccaa..

11.. La caza y la pesca en aguas continentales sólo podrá reali-
zarse sobre las especies que determinen las Comunidades
autónomas, declaración que en ningún caso podrá afectar a las
especies incluidas en el Listado de Especies en Régimen de
Protección Especial, o a las prohibidas por la Unión Europea.

22.. En todo caso, el ejercicio de la caza y la pesca continental
se regulará de modo que queden garantizados la conservación
y el fomento de las especies autorizadas para este ejercicio, a
cuyos efectos la Comunidades autónomas determinarán los
terrenos y las aguas donde puedan realizarse tales activida-
des, así como las fechas hábiles para cada especie.

…

Artículo 15

Por lo que respecta a la captura o sacrificio de las especies
de fauna silvestre enumeradas en la letra a) del Anexo V145,
y cuando se trate de excepciones con arreglo al artículo 16,
aplicadas a la recogida, la captura o el sacrificio de especies
enumeradas en la letra a) del Anexo IV146, los Estados miem-
bros prohibirán todos los medios no selectivos que puedan
provocar la desaparición a nivel local o perjudicar gravemente
la tranquilidad de las poblaciones de dichas especies y en
especial:

a) el empleo de los medios de captura y de sacrificio que
se enumeran en la letra a) del Anexo VI;

b) cualquier forma de captura y de sacrificio que utilice los
medios de transporte mencionados en la letra b) del
Anexo VI.

ANEXO VI MÉTODOS Y MEDIOS DE
CAPTURA Y SACRIFICIO Y MODOS
DE TRANSPORTE PROHIBIDOS

aa)) MMeeddiiooss  nnoo  sseelleeccttiivvooss

MAMÍFEROS

• animales ciegos o mutilados utilizados como
cebos vivos

• magnetófonos

• dispositivos eléctricos y electrónicos que pueden
matar o aturdir

• fuentes luminosas artificiales

• espejos y otros medios de deslumbramiento

• medios de iluminación de blancos

• dispositivos de mira para el tiro nocturno que
comprendan un amplificador de imágenes elec-
trónico o un convertidor de imágenes electró-
nico

• explosivos

• redes no selectivas en su principio o en sus con-
diciones de empleo

• trampas no selectivas en su principio o en sus
condiciones de empleo

• ballestas

• venenos y cebos envenenados o anestésicos asfi-
xia con gas o humo

• armas semiautomáticas o automáticas cuyo car-
gador pueda contener más de dos cartuchos.

PECES

• veneno

• explosivos
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143. Listado de Especies Silvestres en Régimen de Protección Especial y Catálogo Español de Especies Amenazadas.

144. Anexo VI; especies animales y vegetales de interés comunitario cuya recogida en la naturaleza y cuya explotación pueden ser objeto de medidas de
gestión.

145. Especies animales y vegetales de interés comunitario cuya recogida en la naturaleza y cuya explotación pueden ser objeto de medidas de gestión,
(Vertebrados).

146. Especies animales y vegetales de interés comunitario que requieren una protección estricta (Vertebrados).



bb)) MMooddooss  ddee  ttrraannssppoorrttee

• aeronaves

• vehículos de motor.

Comentario
A la hora de interpretar la corrección de las normas de
transposición de este Artículo, no debe recurrirse exclusi-
vamente a listar los métodos no selectivos y por ello pro-
hibidos, sino que es preciso mmaanntteenneerr  uunnaa  pprroohhiibbiicciióónn
ggeenneerraall  qquuee  llooss  eenngglloobbee  aa  ttooddooss147. 

Jurisprudencia Comunitaria
PPáárrrraaffoo  9966  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  2200  ddee  ooccttuubbrree  ddee
22000055,,  CCaassoo  66//0044,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeiinnoo  UUnniiddoo

9966.. Por otra parte, debe señalarse, como hizo la Abogado
General en el punto 89 de sus conclusiones, que la posibilidad
de actualizar una lista de métodos prohibidos es menos efec-
tiva que una prohibición general. En efecto, según puntualiza,
los retrasos en la actualización de dichas listas dan lugar inevi-
tablemente a lagunas en la protección que la prohibición
general establecida en el artículo 15 de la Directiva sobre los
hábitats pretende precisamente evitar. Esta interpretación es
fundada, máxime si se considera que el Derecho interno no
prevé ninguna obligación legal de revisar las referidas listas.

Transposición
LLEEYY  4422//22000077,,  ddee  1133  ddee  ddiicciieemmbbrree,,  ddeell  PPaattrriimmoonniioo
NNaattuurraall  yy  ddee  llaa  BBiiooddiivveerrssiiddaadd..

Artículo 62. EEssppeecciieess  oobbjjeettoo  ddee  ccaazzaa  yy  ppeessccaa..

33.. Con carácter general se establecen las siguientes prohibi-
ciones y limitaciones relacionadas con la actividad cinegética y
acuícola en aguas continentales:

a) Quedan prohibidas la tenencia, utilización y comerciali-
zación de todos los procedimientos masivos o no selec-
tivos para la captura o muerte de animales, en particu-
lar los enumerados en el Anexo VII, así como aquellos
procedimientos que puedan causar localmente la des-
aparición, o turbar gravemente la tranquilidad de las
poblaciones de una especie.

En particular quedan incluidas en el párrafo anterior la tenen-
cia, utilización y comercialización de los procedimientos para

la captura o muerte de animales y modos de transporte pro-
hibidos por la Unión Europea, que se enumeran, respectiva-
mente, en las letras a) y b) del anexo VII.

ANEXO VII PROCEDIMIENTOS PARA
LA CAPTURA O MUERTE DE ANIMALES
Y MODOS DE TRANSPORTE QUE
QUEDAN PROHIBIDOS

aa)) MMeeddiiooss  mmaassiivvooss  oo  nnoo  sseelleeccttiivvooss..

• animales ciegos o mutilados utilizados como reclamos.

• grabadores y magnetófonos, aparatos electrocutantes,
dispositivos eléctricos y electrónicos que pueden matar
o aturdir.

• fuentes luminosas artificiales, espejos, dispositivos para
iluminar los blancos, dispositivos de visor que incluyan
un convertidor de imagen o un amplificador de imagen

• electrónico para tiro nocturno.

• armas semiautomáticas o automáticas cuyo cargador
pueda contener más de dos cartuchos.

• trampas no selectivas en su principio o en sus condicio-
nes de empleo.

• redes, lazos (sólo para aves), cepos, trampas-cepo,
venenos, cebos envenenados o tranquilizantes.

• ligas.

• explosivos.

• asfixia con gas o humo.

• ballestas.

• anzuelos (salvo para el ejercicio de la pesca).

bb)) MMeeddiiooss  ddee  ttrraannssppoorrttee..

• aeronaves.

• vehículos a motor.

• barcos a motor (salvo para el ejercicio de la pesca).

Artículo 16

1. Siempre que no exista ninguna otra solución satisfactoria
y que ello no suponga perjudicar el mantenimiento, en un
estado de conservación favorable, de las poblaciones de
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147. Párrafo 96 de la Sentencia TJCE de 20 de octubre de 2005, Caso 6/04, Comisión contra Reino Unido.



la especie de que se trate en su área de distribución natu-
ral, los Estados miembros podrán establecer excepciones a
lo dispuesto en los artículos 12, 13 y 14 y en las letras a)
y b) del artículo 15:

a) con el fin de proteger la fauna y flora silvestres y de
conservar los hábitats naturales;

b) para evitar daños graves en especial a los cultivos, al
ganado, a los bosques, a las pesquerías y a las aguas,
así como a otras formas de propiedad;

c) en beneficio de la salud y seguridad públicas o por
razones imperativas de interés público de primer orden,
incluidas las de carácter socioeconómico y consecuen-
cias beneficiosas de importancia primordial para el
medio ambiente;

d) para favorecer la investigación y educación, la
repoblación, la reintroducción de dichas especies y
para las operaciones de reproducción necesarias a
dichos fines, incluida la propagación artificial de
plantas;

e) para permitir, en condiciones de riguroso control, con
criterio selectivo y de forma limitada, la toma o pose-
sión de un número limitado y especificado por las auto-
ridades nacionales competentes de determinados
especímenes de las especies que se enumeran en el
Anexo IV.

2. Los Estados miembros transmitirán cada dos años a la
Comisión un informe, acorde con el modelo establecido
por el comité, de las excepciones aplicadas con arreglo
al apartado 1. La Comisión emitirá un dictamen acerca
de dichas excepciones en un plazo máximo de doce
meses a partir de la recepción del informe, dando cuen-
ta al comité.

3. Los informes deberán mencionar:

a) las especies objeto de las excepciones y el motivo de
éstas, incluida la naturaleza del riesgo, con indicación, si
procede, de las soluciones alternativas no adoptadas y
de los datos científicos utilizados;

b) los medios, instalaciones o métodos autorizados para la
captura o el sacrificio de especies animales y las razo-
nes de su empleo;

c) las circunstancias de tiempo y lugar en que se conce-
dan dichas excepciones;

d) la autoridad facultada para declarar y controlar que se
dan las condiciones exigidas y para decidir los medios,
instalaciones o métodos que se pueden aplicar, los
límites, los servicios y las personas encargadas de su
ejecución;

e) las medidas de control aplicadas y los resultados obte-
nidos.

Comentario

Las razones y el modo de establecer excepciones al régi-
men general de la protección establecido en este Artículo,
no pueden ser más que las contenidas expresamente en su
texto. NNoo  sseerráánn  vvaalliiddaass  eenn  ccoonnsseeccuueenncciiaa  llaass  eexxcceeppcciioonneess
ggeenneerraalleess, aunque las mismas estén recogidas en normas
con rango de ley de los estados miembros148.

La concesión de excepciones ha de ccuummpplliirr  eessttrriiccttaammeennttee
ttooddooss  llooss  rreeqquuiissiittooss establecidos por este Artículo149.

Jurisprudencia Comunitaria
PPáárrrraaffooss  110099  aa  111133  ddee  llaa  SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  2200  ddee
ooccttuubbrree  ddee  22000055,,  CCaassoo  66//0044,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeiinnoo
UUnniiddoo

110099.. En segundo lugar, la Comisión considera que las excep-
ciones específicas enumeradas en los artículos 40, apartado 3,
letra c), y 43, apartado 4, del Reglamento de 1994, así como
en las disposiciones equivalentes del Reglamento de 1995 y
de la Ordinance de 1991, exceden del ámbito de aplicación
del artículo 16 de la Directiva sobre los hábitats. Al respecto,
alega que las prohibiciones establecidas en relación con la
adaptación del ordenamiento jurídico interno a los artículos
12, 13 y 16 de ésta no son aplicables en el caso de que el
acto controvertido sea el resultado de una actividad legal.

111111.. Al respecto, procede señalar que el artículo 16 de la
Directiva establece con precisión las circunstancias en las que
los Estados miembros pueden establecer excepciones a los
artículos 12 a 15, letras a) y b), de la Directiva sobre los hábi-
tats, de forma que dicho artículo 16 debe interpretarse en
sentido restrictivo.

111122.. Además, como señaló la Abogado General en el punto
113 de sus conclusiones, los artículos 12, 13 y 16 de la
Directiva sobre los hábitats forman un conjunto coherente de
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149. Párrafo 61 de la STJCE de 10 de enero de 2006, Caso 98/03, Comisión contra República Federal de Alemania.



normas cuyo objeto es garantizar la protección de las pobla-
ciones de las especies afectadas, de modo que toda excepción
que sea incompatible con dicha Directiva infringe tanto las
prohibiciones establecidas en sus artículos 12 o 13 como la
regla según la cual pueden establecerse excepciones con arre-
glo al artículo 16 de la misma Directiva.

111133.. Pues bien, debe declararse que la excepción controver-
tida en el presente asunto autoriza los actos que llevan al
sacrificio de especies protegidas, al deterioro o a la destrucción
de sus zonas de reproducción y de descanso, en la medida en
que, como tales, dichos actos son legales. Por lo tanto, seme-
jante excepción, basada en la legalidad del acto, es contraria
tanto al espíritu y a la finalidad de la Directiva sobre los hábi-
tats como a la letra del artículo 16 de ésta.

PPáárrrraaffoo  6611  ddee  llaa  SSTTJJCCEE  ddee  1100  ddee  eenneerroo  ddee  22000066,,
CCaassoo  9988//0033,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  RReeppúúbblliiccaa  FFeeddeerraall  ddee
AAlleemmaanniiaa..

6611.. Por consiguiente, incluso suponiendo que las dos excepcio-
nes controvertidas deban ser objeto de decisiones administra-
tivas en cuya adopción las autoridades competentes respeten
de hecho los requisitos a los que el artículo 16 de la Directiva
subordina la autorización de excepciones, resulta obligado se-
ñalar que el artículo 42, apartado 4, de la BNatSchG de 2002
no prevé un marco legal conforme con el régimen de excepcio-
nes previsto por dicho artículo 16. En efecto, esta norma de
Derecho nacional no condiciona la concesión de las dos excep-
ciones en cuestión al conjunto de los requisitos previstos en el
artículo 16 de la Directiva. A este respecto, basta señalar que
el artículo 43, apartado 4, de la BNatSchG de 2002 prevé como
único requisito para la autorización de dichas excepciones que
los animales, incluidos sus lugares de nidificación, incubación,
hábitat o refugio, y las especies vegetales especialmente prote-
gidas no sufran por ello una agresión intencionada.

Transposición
LLEEYY  4422//22000077,,  ddee  1133  ddee  ddiicciieemmbbrree,,  ddeell  PPaattrriimmoonniioo
NNaattuurraall  yy  ddee  llaa  BBiiooddiivveerrssiiddaadd..

Artículo 58. EExxcceeppcciioonneess..

11.. Las prohibiciones establecidas en este capítulo150 podrán
quedar sin efecto, previa autorización administrativa de la
Comunidad autónoma, si no hubiere otra solución satisfactoria
y sin que ello suponga perjudicar el mantenimiento en un
estado de conservación favorable de las poblaciones de que

se trate, en su área de distribución natural, cuando concurra
alguna de las circunstancias siguientes:

a) Si de su aplicación se derivaran efectos perjudiciales
para la salud y seguridad de las personas.

b) Para prevenir perjuicios importantes a los cultivos, el
ganado, los bosques, la pesca y la calidad de las aguas.

c) Cuando sea necesario por razón de investigación, edu-
cación, repoblación o reintroducción, o cuando se preci-
se para la cría en cautividad orientada a dichos fines.

d) En el caso de las aves, para prevenir accidentes en rela-
ción con la seguridad aérea.

e) Para permitir, en condiciones estrictamente controla-
das y mediante métodos selectivos la captura, reten-
ción o cualquier otra explotación prudente de determi-
nadas especies no incluidas en el Listado de Especies
en Régimen de Protección Especial, en pequeñas can-
tidades y con las limitaciones precisas para garantizar
su conservación.

f) Para proteger la flora y la fauna silvestres y los hábitats
naturales.

22.. En el caso de autorizaciones excepcionales en las que con-
curran las circunstancias contempladas en el apartado e), la
Comisión Estatal para el Patrimonio Natural y la Biodiversidad
establecerá los mecanismos necesarios para garantizar, basán-
dose en datos científicos rigurosos, que el nivel máximo nacio-
nal de capturas, para cada especie, se ajusta al concepto de
«pequeñas cantidades». Igualmente, se establecerán los cupos
máximos de captura que podrán concederse para cada especie,
así como los sistemas de control del cumplimiento de dichas
medidas que deberán ser ejercidas antes y durante el período
autorizado para efectuar la captura, retención o explotación
prudente, sin perjuicio de los controles adicionales que deben
también establecerse una vez transcurrido dicho período.

33.. La autorización administrativa a que se refieren los apar-
tados anteriores deberá ser pública, motivada y especificar :

a) El objetivo y la justificación de la acción.

b) Las especies a que se refiera.

c) Los medios, las instalaciones, los sistemas o métodos a
emplear y sus límites, así como las razones y el perso-
nal cualificado para su empleo.

d) La naturaleza y condiciones de riesgo, las circunstancias
de tiempo y lugar y si procede, las soluciones alternati-
vas no adoptadas y los datos científicos utilizados.

e) Las medidas de control que se aplicarán.
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44.. Las Comunidades autónomas comunicarán al Ministerio de
Medio Ambiente las autorizaciones acordadas según lo previs-
to en este artículo, a efectos de su posterior notificación a la
Comisión Europea y a los Organismos internacionales perti-
nentes, señalando, en cada caso, los controles ejercidos y los
resultados obtenidos de los mismos.

Artículo 17

1. Cada seis años a partir de la expiración del plazo
previsto en el artículo 23, los Estados miembros elabo-
rarán un informe sobre la aplicación de las disposicio-
nes que hayan adoptado en el marco de la presente
Directiva. Dicho informe incluirá, en particular infor-
mación sobre las medidas de conser vación a que se
refiere el apartado 1 del artículo 6, así como la evalua-
ción de las repercusiones de dichas medidas en el estado
de conservación de los tipos de hábitat del Anexo I y de
las especies del Anexo II y los principales resultados
de la vigilancia a que se refiere el artículo 11. Dicho
informe, acorde con el modelo establecido por el comi-
té, se remitirá a la Comisión y estará a disposición del
público.

2. La Comisión elaborará un informe de síntesis basándose en
los informes a que se refiere el apartado 1. Dicho informe
incluirá una evaluación adecuada de los progresos realiza-
dos y, en particular, de la contribución de Natura 2000 a
la consecución de los objetivos que se especifican en el
artículo 3. La parte del proyecto de informe relativa a la
información facilitada por un Estado miembro se presenta-
rá a las autoridades del Estado miembro de que se trate
para su verificación.

La Comisión publicará, tras someterla al Comité y a más
tardar dos años después de la recepción por parte de la
Comisión de los informes a que se refiere el apartado 1, la
versión definitiva del informe y la remitirá a los Estados
miembros, al Parlamento Europeo, al Consejo y al Comité
Económico y Social.

3. Los Estados miembros podrán indicar las zonas desig-
nadas con arreglo a la presente Directiva mediante
los carteles comunitarios previstos a tal efecto por el
comité.

Comentario
Los informes nacionales, según el apartado 1 de este
Artículo, debían presentarse antes de junio de 2007. Tres
Estados miembros cumplieron ese plazo, pero los demás
Estados miembros siguieron presentando informes hasta
marzo de 2008151.

Consecuentemente, hasta 2007 no se había publicado más
que un informe de la Comisión sobre la aplicación de la
Directiva152, cuyo contenido, además, ha sido caracterizado
como de valor limitado en lo que concierne tanto a su
transposición como a la aplicación153.

Los Informes se han elaborado mediante un método de
evaluación y un modelo de presentación de informes
comunes, acordados por el Comité de Hábitats154 en
marzo de 2005. La Comisión proporcionó orientaciones
suplementarias sobre ese proceso de evaluación en 2006.

Recientemente ha aparecido el segundo informe155.

Artículo 18

1. Los Estados miembros y la Comisión fomentarán la investi-
gación y los trabajos científicos necesarios habida cuenta de
los objetivos enunciados en el artículo 2 y la obligación con-
templada en el artículo 11. Intercambiarán información en
aras de una buena coordinación de la investigación que se
lleve a cabo tanto en los Estados miembros como a nivel
comunitario.

2. Se concederá especial atención a los trabajos científicos
necesarios para la aplicación de los artículos 4 y 10 y se
fomentará la cooperación transfronteriza entre los Estados
miembros en materia de investigación.
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151. Estos informes pueden ser consultados en http://biodiversity.eionet.europa.eu/article17.

152. Informe de la Comisión sobre la aplicación de la Directiva 92/43/CEE relativa a la protección de los hábitats naturales y de la fauna y flora silvestres
[SEC(2003) 1478] COM/2003/0845 final

153. Derecho medioambiental Comunitario, Ludwig Kramer, Madrid, Ministerio de Medio Ambiente y Medio Rural y Marino, apartado 5-15.

154. Designado de acuerdo a lo establecido en el Artículo 20.

155. Informe de la comisión al consejo y al parlamento europeo; Informe de Síntesis del Estado de conservación de los tipos de hábitats y especies de
conformidad con el artículo 17 de la directiva de hábitats Bruselas, 13.7.2009 COM(2009) 358 final.



Artículo 19

Las modificaciones necesarias para adaptar al progreso técni-
co y científico los Anexos I, II, III, V y VI serán adoptadas por el
Consejo, que se pronunciará por mayoría cualificada a pro-
puesta de la Comisión.

Las modificaciones necesarias para adaptar al progreso
técnico y científico el Anexo IV serán adoptadas por el
Consejo, que se pronunciará por unanimidad a propuesta
de la Comisión.

Comentario
Hasta la fecha se ha producido una única adaptación al
progreso técnico y científico, y tres modificaciones por
razones de incorporación de nuevos estados a la
Comunidad Europea:

• Acta relativa a las condiciones de adhesión del Reino
de Noruega, de la República de República de Austria,
de la República de Finlandia y del Reino de Suecia y
a las adaptaciones de los Tratados en los que se basa
la Unión Europea, ANEXO I –Lista correspondiente
al artículo 29 del Acta de adhesión– DO C 241 de
29.8.1994.

• Directiva 97/62/CE del Consejo de 27 de octubre
de 1997 por la que se adapta al progreso científico
y técnico la Directiva 92/43/CEE, relativa a la conser-
vación de los hábitats naturales y de fauna y flora sil-
vestres DO L 305 de 8.11.1997, p. 42/65.

• Acta relativa a las condiciones de adhesión de la
República Checa, la República de Estonia, la Repúbli-
ca de Chipre, la República de Letonia, la República
de Lituania, la República de Hungría, la República de
Malta, la República de Polonia, la República de Eslo-
venia y la República Eslovaca, y a las adaptaciones
de los Tratados en los que se fundamenta la Unión
– Anexo II: Lista contemplada en el artículo 20 del
Acta de adhesión DO L 236 de 23.9.2003, p. 667/703

Artículos 20 y 21

Artículo 20

La Comisión estará asistida por un Comité.

Artículo 21

1. En los casos en que se haga referencia al presente
artículo, serán de aplicación los artículos 5 y 7 de la
Decisión 1999/468/CE (1), observando lo dispuesto en
su artículo 8.

El plazo contemplado en el apartado 6 del artículo 5 de la
Decisión 1999/468/CE queda fijado en tres meses.

2. El Comité aprobará su reglamento interno.

Comentario
Para más información sobre Comités de asistencia científi-
ca y técnica de la Comisión, ver el Capitulo de los Artículos
15, 16 y 17 de la Directiva de Aves.

Artículo 22

En la aplicación de las disposiciones de la presente
Directiva, los Estados miembros:

a) estudiarán la conveniencia de reintroducir especies
del Anexo IV, autóctonas de su territorio, siempre
que esta medida contribuya a su conservación y a
condición de que, teniendo igualmente en cuenta la
experiencia de otros Estados miembros o de otras
partes implicadas, se establezca mediante un estu-
dio que tal reintroducción contribuye de modo efi-
caz a restablecer dichas especies en un estado de
conservación favorable y que no se haga sino des-
pués de consultar adecuadamente a las personas
afectadas;

b) garantizarán que la introducción intencionada en
la naturaleza de una especie que no sea autócto-
na de su territorio se regule de modo que no per-
judique a la fauna y flora silvestres autóctonas ni a
sus hábitats naturales en su zona de distribución
natural y, si lo consideraren necesario, prohibirán
dicha introducción. Se comunicará al comité, para su
información, el resultado de los estudios de evalua-
ción realizados;

c) fomentarán la educación e información general sobre la
necesidad de proteger las especies de fauna y flora sil-
vestres y de conservar sus hábitats, así como los hábi-
tats naturales.
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Comentario
Este Artículo, en su apartado b) esta dirigido a evitar daños
o riesgos derivados de una introducción iinntteenncciioonnaall,,  yy  nnoo
aacccciiddeennttaall, de especies no autóctonas156. 

Jurisprudencia Comunitaria
SSeenntteenncciiaa  TTJJCCEE  ddee  44  ddee  DDiicciieemmbbrree  ddee  22000088,,  CCaassoo
224499//0077,,  CCoommiissiióónn  ccoonnttrraa  eell  RReeiinnoo  ddee  llooss  PPaaíísseess  BBaajjooss157..

3322.. Conviene constatar, a estos efectos, que el Artículo 22, b)
de la Directiva de Hábitats puede aplicarse a una situación
relevando de la aplicación de otras disposiciones, particular-
mente del Artículo 6, apartado 3. En efecto, como se afirma en
el encabezamiento del Artículo 22, las disposiciones que contie-
ne son “complementarias” de otras de la Directiva.

3333.. En cualquier caso, el Artículo 22, apartado b) de la
Directiva hábitats se refiere…a la introducción intencional de
especies no autóctonas. Ahora bien, si los organismos exóticos
que se adhieren a los moluscos destinados a cultivo pueden
ser considerados como especies no autóctonas en las aguas
de cultivo, la eventual introducción de los mismos en esas
aguas no debería calificarse de intencionada.

3344.. Como se desprende de la ultima frase del Artículo 22
apartado b), la introducción de una especie no autóctona
requiere llevar a cabo estudios de evaluación específicos.
Mediante la expresión “introducción intencional” el legislador
comunitario se refiere a los proyectos de introducción de espe-
cies no autóctonas que han de regularse y si es preciso, prohi-
birse al objeto de no generar ningún daño a los hábitats ni a
las especies de fauna y floras. Se entiende que las especies no
autóctonas a que se dirige el artículo son aquellas cuya intro-
ducción es objeto de una actividad o proyecto especifico y no
a aquellas cuya introducción no es mas que eventual, como
consecuencia del desplazamiento de otras especies.

Transposición
LLEEYY  4422//22000077,,  ddee  1133  ddee  ddiicciieemmbbrree,,  ddeell  PPaattrriimmoonniioo
NNaattuurraall  yy  ddee  llaa  BBiiooddiivveerrssiiddaadd..

Artículo 52. GGaarraannttííaa  ddee  ccoonnsseerrvvaacciióónn  ddee  eessppeecciieess  aauuttóócc--
ttoonnaass  ssiillvveessttrreess..

…

44.. Se evaluará la conveniencia de reintroducir taxones extin-
guidos, pero de los que aún existen poblaciones silvestres o en

cautividad, teniendo en cuenta las experiencias anteriores y
las directrices internacionales en la materia, y con la adecua-
da participación y audiencia públicas. Mientras se realiza esta
evaluación, las Administraciones Públicas podrán adoptar las
medidas adecuadas para garantizar la conservación de las
áreas potenciales para acometer estas reintroducciones.

En el caso de especies susceptibles de extenderse por el terri-
torio de varias Comunidades autónomas, el programa de rein-
troducción deberá ser presentado a la Comisión Estatal para
el Patrimonio Natural y la Biodiversidad y aprobado previa-
mente por la Conferencia Sectorial de Medio Ambiente.

Artículo 56. EEffeeccttooss  ddee  llaa  iinncclluussiióónn  eenn  eell  CCaattáállooggoo  EEssppaaññooll
ddee  EEssppeecciieess  AAmmeennaazzaaddaass..

11..  En lo que se refiere al Catálogo Español de Especies
Amenazadas:

a) La inclusión de un taxón o población en la categoría de
«en peligro de extinción» conllevará, en un plazo máxi-
mo de tres años, la adopción de un plan de recupera-
ción, que incluya las medidas más adecuadas para el
cumplimiento de los objetivos buscados y, en su caso, la
designación de áreas críticas.

En las áreas críticas, y en las áreas de potencial rein-
troducción o expansión de estos taxones o poblaciones
definidas como tales en los planes de recuperación, se
fijarán medidas de conservación e instrumentos de ges-
tión, específicos para estas áreas o integrados en otros
planes, que eviten las afecciones negativas para las
especies que hayan motivado la designación de esas
áreas.

Artículo 59. PPrrooppaaggaacc iióónn  ddee  EEssppeecciieess  SSii ll vveesstt rreess
AAmmeennaazzaaddaass..

11.. Como complemento a las acciones de conservación in situ,
para las especies incluidas en el Catálogo Estatal de Especies
Amenazadas, la Comisión Estatal de Patrimonio Natural y la
Biodiversidad impulsará el desarrollo de programas de cría o
propagación fuera de su hábitat natural, en especial cuando
tales programas hayan sido previstos en las estrategias de
conservación, o planes de recuperación o conservación.

Estos programas estarán dirigidos a la constitución de reser-
vas genéticas y/o a la obtención de ejemplares aptos para
su reintroducción al medio natural.
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156. Sentencia TJCE de 4 de Diciembre de 2008, Caso 249/07, Comisión contra el Reino de los Países Bajos.

157. Traducción de los autores. A la fecha de redacción de estas líneas, original disponible únicamente en francés.
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ANEXO II
JURISPRUDENCIA COMUNITARIA Y ESPAÑOLA Y OTROS DOCUMENTOS CITADOS

SEGÚN LOS DIFERENTES ARTÍCULOS DE LAS DIRECTIVAS

Artículo Jurisprudencia comunitaria

aves

Jurisprudencia Española Otros

1

2

3

4

Sentencia TJCE de 8 de julio de 1987, Caso
247/85, Comisión contra Bélgica.

Sentencia TJCE de 27 de abril de 1988, Caso
252/85, Comisión contra la Republica Fran-
cesa.

Sentencia TCJE de 8 de Febrero de 1996, Caso
149/94. “Didier Vergy”, Cuestión prejudicial en
proceso penal.

Sentencia TJCE de 8 de febrero de 1996, Caso
202/94, proceso penal contra Godefridus van
der Feesten.

Sentencia TJCE de 8 de julio de 1987, Caso
247/85, Comisión contra Bélgica.

Sentencia TJCE de 2 de agosto de 1993, Caso
355/90, “Marismas de Santoña”, Comisión
contra España.

Sentencia TJCE de 28 de febrero de 1998,
Caso C-57/89, Leybucht, Comisión contra
Alemania

Sentencia TJCE de 19 de mayo de 1998, Caso
3/96, Comisión contra Países Bajos

Sentencia TJCE de 2 de agosto de 1993, Caso
355/90, Marismas de Santoña, Comisión con-
tra España

Sentencia TJCE de 12 de junio de 2002, Caso
117/00, Logópodo escandinavo, Comisión
contra Irlanda.

Sentencia TJCE de 18 de marzo de 1999,
Caso 166/97, “Estuario del Sena” Comisión
contra Francia

Sentencia TJCE de 15 de marzo de 1990,
Caso 339/87, Comisión contra los Países
Bajos

Sentencia de TJCE de 28 de febrero de 1991
Caso 57/89 “Leybutch”

Sentencia TJCE de 2 de agosto de 1993, Caso
355/90, Marismas de Santoña, Comisión con-
tra España

Sentencia TJCE de 11 de julio de 1996 Caso
44/95, “Lappel Bank”

Sentencia de la Presa de Itoiz, Audien-
cia Nacional, 29 de septiembre de
1995, Fj nº 42

Sentencia de 20 de Mayo de dos mil
ocho del Tribunal Supremo. Sala de lo
Contencioso, Sección: 5 Nº de Recur-
so: 2719/2004

Sentencia de 26 de Febrero de dos
mil diez, Tribunal Supremo, Sala de lo
Contencioso. Recurso 276/2006.

Sentencia de 25 de marzo de 2010,
Tribunal Supremo, Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo, Caso de las Na-
vas del Marques, “Ciudad del Golf ”.

«Documento orientativo so-
bre la caza de conformidad con
la Directiva 79/409/CEE del
Consejo relativa a la conserva-
ción de las aves silvestres»

Conclusiones del Abogado
general Fenelly en el Caso C-
44/95, Lappel Bank.

Respuesta de la Comisión a la
Pregunta escrita 451/92 del
Parlamento Europeo (DOC
289/16)

Conclusiones del Abogado Ge-
neral Van Gerven en el caso de
las Marismas de Santoña.
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Artículo Jurisprudencia comunitaria

aves

Jurisprudencia Española Otros

4

5

6

Sentencia TJCE de 19 de mayo de 1998 Caso
3/96, Comisión contra el Reino de los Países
bajos

Sentencia TJCE de 25 de noviembre de 1999,
Caso 96/98, Poitevin Marsh, Comisión contra
Francia;

Sentencia TJCE de 7 de diciembre de 2000,
Caso 374/98, Comisión contra la Republica
Francesa

Sentencia TJCE de 27 de febrero de 2003
Caso 415/01, Comisión contra Bélgica.

Sentencia TJCE 13 de julio de 2006 .Caso
191/05, Comisión contra Portugal.

Sentencia TJCE de 28 de junio de 2007, Caso
235/04 Comisión contra España

Sentencia TJCE de 20 de septiembre de
2007, Caso 388/05, Comisión contra
Republica Italiana

Sentencia TJCE de 25 de octubre de 2007,
Caso 334/04, Comisión contra República
Helénica y otros estados miembros

Sentencia TJCE de 13 de diciembre de 2007,
C-418/04, Comisión contra Irlanda159 13 de
diciembre de 2007

Sentencia TJCE de 11 de diciembre de 2008,
Caso 293/07, Comisión contra la Republica
de Grecia

Sentencia TJCE de 24 de junio de 2011, Caso
404/09, Comisión contra el Reino de España,
deterioro de los valores ambientales, caso del
Alto Sil.

Sentencia TJCE de 8 de julio de 1987, Caso
247/85, Comisión contra Bélgica

Sentencia TJCE 17 de septiembre de 1987
Caso 412/85, Comisión contra Alemania

Sentencia TJCE de 27 de abril de 1988 Caso
252/85, Comisión contra Francia

Sentencia TJCE de 8 de Julio de 1987, Caso
262/85, Comisión contra Italia

Sentencia de 7 de mayo de 2010, Tri-
bunal Supremo, Sala de lo Contencio-
so-Administrativo, Recurso 2133/2006

159. Y otros estados miembros, entre ellos España.
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Artículo Jurisprudencia comunitaria

aves

Jurisprudencia Española Otros

7

8

9

Sentencia TJCE de 8 de julio de 1987 TJCE,
Caso 247/85, Comisión contra Bélgica

Sentencia TJCE de 8 de julio de 1987, Caso
262/85, Comisión contra Republica Italiana

Sentencia TJCE de 17 de enero de 1991, Caso
157/89, Comisión contra la Republica Italiana

Sentencia TJCE de 19 de enero de 1994, Caso
435/92, Comisión contra Francia

Sentencia TJCE de 7 de diciembre de 2000,
Caso 38/99, Comisión contra Francia

Sentencia TJCE de 17 de Mayo de 2001, Caso
159/99, Comisión contra Italia.

Sentencia TJCE de 19 de Enero de 2004, Caso
435/92, Association pour la protection des
animaux sauvages y otros

Sentencia de 9 de junio de 2005, Caso135/04,
Comisión de las Comunidades Europeas con-
tra Reino de España.

Sentencia de 12 de julio de 2007, Caso
507/04, Comisión contra Austria

Sentencia TJCE de 8 de julio de 1987, Caso
262/85, Comisión contra Republica Italiana.

Sentencia TJCE de 13 de octubre de 1987,
Caso 236/85, Comisión contra el Reino de los
Países Bajos.

Sentencia TJCE de 15 de marzo de 1990,,
Caso 339/87, Comisión contra el Reino de
los Países Bajos

Sentencia TJCE de 9 de diciembre de 2004,
Caso 79/2003, Comisión contra España

Sentencia de 12 de julio de 2007, Caso 507/04,
Comisión contra Austria.

Sentencia TJCE de 8 de julio de 1987; Caso
247/85, Comisión contra el Reino de Bélgica

Sentencia del TJCE de 8 de julio de 1987,
Caso 262/85, Comisión contra Republica
Italiana.

Sentencia TJCE de17 de septiembre de 1987,
Caso 412/85, Comisión contra Alemania

Sentencia TJCE de 13 de octubre de 1987;
Caso 236/85, Comisión contra el Reino de
los Países Bajos.

Sentencia de 22 de Junio de dos mil
cinco Tribunal Supremo. Sala de lo Con-
tencioso en el Recurso 7370/2002.
Confirma la ilegalidad del método de
caza conocido en la Comunidad Valen-
ciana como “Parany”.

COM(93)572 final, Segundo
Informe de la Comisión, de 24
de noviembre de 1993, sobre
la aplicación de la Directiva
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Artículo Jurisprudencia comunitaria

aves

Jurisprudencia Española Otros

9

10

11

14

15 y 16

Sentencia TJCE de 27 de abril de 1988, Caso
252/85 Comisión contra la Republica Fran-
cesa

Sentencia TJCE de 15 de marzo de 1990,
Caso 339/87, Comisión contra el Reino de
los Países Bajos

Sentencia TJCE de 7 de marzo de 1997, Caso
118/94, WWF contra Región del Veneto,
Republica Italiana.

Sentencia TJCE de 12 de diciembre de 1996,
Caso 10/96. Cuestión prejudicial. Reino de
Bélgica.

Sentencia TJCE de 16 de octubre de 2003,
Caso 182/02, LPO y otros

Sentencia TJCE de 9 de junio de 2005, Caso
C-135/04: Comisión contra Reino de España

Sentencia TJCE de 15 de diciembre de 2005,
Caso 344/03, Comisión contra la Republica
de Finlandia.

Sentencia TJCE de 8 de junio de 2006, Caso
60/05, WWF Italia, Lombardia y otros en
Cuestión Prejudicial

Sentencia de 15 de mayo de 2008 , Caso
503/06, Comisión contra Republica Italiana

Sentencia TJCE de 10 de septiembre de
2009; C-76/08, Comisión contra Republica
de Malta

STJCE de 13 de diciembre de 2007. Caso
418/04, Comisión contra Republica de
Irlanda.

Sentencia TJCE de 8 de julio de 1987, Caso
247/85, Comisión contra el Reino de Bélgica

Sentencia TJCE de 23 de mayo de 1990,
Asunto 169/89.

Sentencia TJCE de 21 de julio de 2011, Caso
2/10, Cuestión prejudicial formulada por un
Tribunal italiano. Exclusión de energía eólica
en ZEPA

Decisión 1999/468/CE DO L
184 de 17.7.1999, Artículos 5
y 7.



105

Artículo Jurisprudencia comunitaria

hábitats

Jurisprudencia Española Otros

1

2

3

4

6

Sentencia TJCE de 7 de noviembre de 2000,
Caso 371/98, “First Corporate Shipping Ltd”,
Cuestión prejudicial. Reino Unido

Sentencia TJCE de 11 de septiembre de 2001,
Caso 71/99, Comisión contra Alemania

Sentencia TJCE de 11 de septiembre de 2001,
Caso 67/99, Comisión contra la Republica de
Irlanda

Sentencia TJCE de 7 de noviembre de 2000,
Caso 371/98, “First Corporate Shipping” Cues-
tión Prejudicial, Reino Unido

Sentencia STJCE de 7 de Noviembre de 2.000,
Cuestión Prejudicial, Reino Unido

Sentencia TJCE de 11 de septiembre de 2001,
Caso 71/99, Comisión contra Republica Fede-
ral de Alemania.

Sentencia TJCE de 7 de noviembre de 2.000,
Caso 371/98 First Corporate Shipping, Cues-
tión prejudicial

Sentencia TJCE de 11 de septiembre de 2001,
Caso 67/99, Comisión contra Republica de
Irlanda;

Sentencia TJCE de 11 de septiembre de 2001,
Caso 71/99, Comisión contra Republica Fede-
ral de Alemania

Sentencia TJCE de 11 de septiembre de 2001,
Caso 220/99 , Comisión contra la Republica
Francesa

Sentencia TJCE de 13 de enero de 2005,
Caso 117/03, Cuestión prejudicial, Republica
Italiana.

Sentencia TJCE de 7 de septiembre de 2004,
Caso 127/02, Cuestión prejudicial, Reino de
los Países Bajos

Sentencia TJCE de 7 de septiembre de 2004,
Caso 127/02, Cuestión prejudicial, Reino de
los Países Bajos

Sentencia TJCE de 10 de enero de 2006, Caso
98/03, Comisión contra Republica Federal de
Alemania

Sentencia TJCE de 23 de marzo de 2006,
Caso 209/04, Comisión contra Republica de
Austria.

Sentencia de 11 de mayo de dos mil
nueve, Tribunal Supremo. Sala de lo
Contencioso, Recurso 2965/2007

Sentencia de 10 de junio de 2009,
Audiencia Nacional, Sala de lo Con-
tencioso, Recurso 122/2004. Caso
Mularroya

Sentencia de 25 de marzo de 2010,
Tribunal Supremo, Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo, Recurso
5635/2006. Caso de las Navas del
Marques

Sentencia de 17 de enero de 2011
de la Audiencia Nacional, Sala de lo
Contencioso Administrativo, Recur-
so 273/2004

Decisión 613 de la Comisión
Europea de 19 de julio de
2006,
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Artículo Jurisprudencia comunitaria

hábitats

Jurisprudencia Española Otros

6

7

11

12

Sentencia TJCE de 26 de octubre de 2006,
caso 239/04, Comisión contra Republica
Portuguesa

Sentencia TJCE de 20 de septiembre de 2007,
Caso 388/05, Comisión contra Republica Ita-
liana

Sentencia TJCE de 11 de diciembre de 2008,
Caso 293/07, Comisión contra Republica de
Grecia

Sentencia TJCE de 14 de enero de 2010,
Caso 226/08 Cuestión prejudicial sobre dra-
gados fluviales en la Baja Sajonia

Sentencia TJCE de 4 de marzo de 2010,
Caso 241/08, Comisión contra la República
francesa

Sentencia TJCE de 24 de junio de 2011, Caso
404/09, Comisión contra el Reino de España,
caso del alto sil

Sentencia TJCE de 22 de septiembre de 2011,
Caso 90/2010, Comisión contra el Reino de
España. Caso Red Natura Islas Canarias.

Sentencia TJCE de 15 de diciembre de 2011,
Caso 560/08, Comisión contra el Reino de
España

Sentencia TJCE de 7 de Diciembre de 2.000,
Caso 374/98, Cuestión Prejudicial, Republica
francesa

Sentencia TJCE de 13 de junio de 2002, Caso
117/00, Comisión contra la Republica de
Irlanda

Sentencia TJCE de 27 de Diciembre de 2003,
Caso 415/01, Comisión contra el Reino de
Bélgica

Sentencia TJCE de 20 de octubre de 2005,
Caso 6/04 Comisión de las Comunidades
Europeas contra Reino Unido

Sentencia TJCE de 30 de enero de 2002,
Caso 103/00, Comisión contra Republica de
Grecia

Sentencia TJCE de 18 de mayo de 2006, Caso
221/04, Comisión contra el Reino de España

Sentencia TJCE de 20 de octubre de 2005,
Caso 6/04, Comisión contra el Reino Unido

Sentencia de 14 de febrero de 2011,
Tribunal Supremo, Sala de lo Con-
tencioso Administrativo, Recurso
1511/2008

Sentencia de 24 de mayo de 2011,
Tribunal Supremo, Sala de lo Conten-
cioso Recurso 121/2009.

Sentencia de 20 de mayo de 2011, Tri-
bunal Supremo, Sala de lo Contencioso
Administrativo Recurso 3865/2007.
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Artículo Jurisprudencia comunitaria

hábitats

Jurisprudencia Española Otros

12

15

16

22

Sentencia TJCE de 10 de enero de 2006,
Caso 98/03, Comisión contra República Fede-
ral de Alemania

Sentencia TJCE de 11 de enero de 2007,
Caso 183/05, Comisión contra la Republica
de Irlanda.

Sentencia TJCE de 9 de junio de 2011, Caso
383/09, Comisión contra la Republica fran-
cesa

Sentencia TJCE de 20 de octubre de 2005,
Caso 6/04, Comisión contra Reino Unido

Sentencia TJCE de 20 de octubre de 2005,
Caso 6/04, Comisión contra Reino Unido

Sentencia TJCE de 10 de enero de 2006,
Caso 98/03, Comisión contra Republica
Federal de Alemania

Sentencia TJCE de 4 de diciembre de 2008,
Caso 249/07. Comisión contra Reino de los
Países Bajos





En el marco del Derecho Ambiental, la conservación de la Biodiversidad
continúa siendo una asignatura pendiente en muchos sentidos. En
semejante entorno, es justo reconocer que la actividad del Tribunal de
Justicia de la Unión Europea ha supuesto una aportación enormemente
positiva al trabajo de protección de la naturaleza. En concreto, su
interpretación del Derecho Comunitario de protección de aves y hábitats
ha sido de gran utilidad en la actividad de conservación. Sin embargo,
el alcance de su influencia continúa en buena parte siendo ignorado en
las tareas de aplicación legal de las Directivas.

Este Manual trata de ser una contribución a que la Jurisprudencia del
Tribunal sea conocida, estimada y aplicada. Se ha configurado como
una herramienta de trabajo y consulta, y por ello, se ha evitado cualquier
consideración al margen del contenido de la Jurisprudencia, limitándose
a resumirla y ordenarla para facilitar su manejo.

SEO/BirdLife, representante de BirdLife International en España, es una
asociación científica y conservacionista fundada en 1954 y dedicada al
estudio y conservación de las aves y de la naturaleza.

Uno de sus principales objetivos es dar a conocer y transmitir a la
población el respecto y conocimiento de las aves y sus hábitats, así como
la importancia de la conservación de nuestra avifauna y los espacios en
los que habitan.

Jurisprudencia del Tribunal
de Justicia de la Unión Europea

en las Directivas de Aves
Silvestres y de Hábitats
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